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REVISTA ESPANOLA 
DE DERECHO CANONICO 


Volumen IX ' Enero- Abril Námere 25 


Cuando este múmero llegue a manos de nuestros lectores se encontra- 
rán, con el favor de Dios, en pleno apogeo de las solemnes fiestas que en 
Salamanca servirán de clausura a las que en el curso 1953-54 han conme- 
morado los siete siglos de gloriosa historia de la insigne Universidad sal- 
mantina. Aun apartando con cuidado cuanto de tópico y de lugar común 
suele existir, y es forzoso que exista, en este tipo de conmemoraciones, no 
puede, sin embargo, sustraerse el ánimo a una profunda sensación de ad- 
miración por lo que esos siglos son y suponen. Es mucho lo que en el fluir 
de los tiempos han supuesto las actividades del glorioso y secular estudio 
salmanticense. 

Nuestra REVISTA, vinculada al Instituto “San Raimundo de Peñafort”, 
creado en Salamanca cabalmente en atención a su gloriosa historia y al 
reverdecimiento de sus laureles, que la restauración de su Facultad de De- 
recho Canónico suponía, no puede quedar al margen de tan gloriosa con- 
memoración centenaria. Si la vinculación del Instituto y de la Revista ha 
sido oficialmente hecha al Consejo Superior de Investigaciones, entidad 
de carácter nacional, no cabe, sin embargo, olvidar hasta qué punto esa 
vinculación se ha plasmado efectivamente en torno a la Universidad sal- 
mantina, que ha sabido darle no un aire particularista, sino el auténtico 
aire universitario, abierto, amplio y universal. 

Por todo esto, tal como se anunció en nuestro último número, la con- 
memoración centenaria ha conducido al Instituto y a la REVISTA a convo- 
car una Semana de carácter internacional en la que, aunados los esfuerzos 
de canonistas procedentes de las más insignes Universidades y centros de 


- estudios, se estudiase disciplinadamente un tema difícil en sí y poco explo- 


rado, como es el de la “Investigación y elaboración del Derecho canónico”. 
No es mal símbolo, esta Semana, de cuál ha de ser el contenido y el 
fruto del VII centenario que se celebra. Porque se ha convocado y Se es- 
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tará celebrando cuando estas líneas vean la luz pública, bajo un triple sig- 
no: trabajar en lo que se ha trabajado poco; trabajar disciplinadamente; 
trabajar reunidos todos en íntima unión. ve 

Repetidas veces se han lanzado en el campo del Derecho canónico voces 
que pedían a sus investigadores audacia para afrontar los. problemas difí- 
ciles y las cuestiones menos exploradas, en lugar de repetir lo que ya sus 
antecesores venían diciendo. En este sentido la V Semana de Derecho Ca- 
nónico puede ser buen símbolo de esta apetecida labor. 

Porque, además, en ella se ha convocado a los investigadores no pre- 
cisamente para que dijesen con libertad de tema y extensión lo que pare- 
ciere más oportuno, desentendiéndose de las aportaciones de los demás, 
sino para que disciplinadamente aceptasen trabajar en equipo en torno a un 
tema central, al que debían acomodarse. 

Añádase a estas dos notas, llenas de simpatía, la amplitud universal del 
llamamiento. Siempre, a lo largo de los siete siglos de su historia, se preció 
la Universidad de Salamanca de estar abierta de par en par a los afanes 
e inquietudes del mundo. Siempre se honró en prescindir de esterilizadoras 
vinculaciones, que si alguna vez se introdujeron en su seno, produjeron 
rápidamente una dolorosa decadencia. Y una vez más, enlazando con sus 
más gloriosas tradiciones, ha vuelto a invitar a todos los investigadores a 
sentarse a la mesa de su quehacer científico, para colaborar en la noble y 
alta empresa de estudiar y profundizar en el sin par derecho de la Iglesia. 

Este es el significado de la celebración de la V Semana de Derecho 
Canónico, y ésta puede ser la lección cuyo recuerdo perpetúe el centenario, 


demostrando que hoy también, como hace siete siglos, “Omnium scien- 
tiarum princeps Salmantica docet". 


Como podrán observar nuestros lectores, gran parte de este ná- 
mero se encuentra consagrado al Concordato recientemente firmado 
entre la Santa Sede y España. En nuestro deseo de no retrasar la 
aparición de algunos trabajos de actualidad, hemos reservado para 
el próximo número la publicación de otros artículos sobre el Concor- 
dato, que complementarán a los que en este número aparecen. 


EA gas 


4 
7 


n 
O 
A 
<D, 
Es 
Y 
EM 


hive 


Ke 


d by the Internet A 


Ize 


igit 


Di 


EL CONCORDATO ESPAÑOL DE 1953: 
SIGNIFICACION Y CARACTERES 


Desde el 27 de agosto de 1953, un nuevo Concordato entre la Santa 
Sede y España ha venido a sustituir al celebrado un siglo antes, el 16 de 
marzo de 1851, que reemplazó, a su vez, al de 1753, de vigencia igualmen- 
te secular. 

Los doscientos años que nos separan del Concordato del 11 de enero 
de 1753 podrían parecer al profano breve y reducido período en la vida 
. de la institución bimilenaria que es la Iglesia católica, e incluso en la mis- 

ma historia multisecular y llena de peripecias del Estado español, cuya in- 
dividualidad se remonta hasta la monarquía visigoda hundiendo sus raíces 
en el suelo de una España fuertemente romanizada, en la que la samgre 
germánica quedó pronto impregnada de sustancia cristiana y romana. 

Ilusión engañosa esta de medir con módulos estrictamente cronométri- 
cos las dos centurias que nos separan del siglo XVITI, y error funesto 
el de pretender juzgar con el mismo criterio acontecimientos tan dispares 
entre sí como son los tres Concordatos señalados, por el solo hecho de 
hallarse respectivamente enlazados y separados por el periodo relativamen- 
te breve de una centuria. Mas no por funesto el yerro deja de ser frecuente, 
incluso entre algunos especialistas, con lo que resulta que se transporta 
así al objeto o materia de los Concordatos una confusión que inicialmente 
sólo es debida al método defectuoso aplicado al conocimiento. 

Lo advierte claramente y en forma que no deja lugar a dudas el maes- 
tro DEL Giupice: “Es un procedimiento antihistórico y antijurídico co- 
locar en el mismo plano todos los Concordatos, como si pudieran conside- 
rarse de la misma naturaleza y condición los Concordatos estipulados del 
siglo XII al XV que los celebrados del siglo XVI al XVIII, ni éstos 
con los que han tenido lugar, finalmente, en tiempos más cercanos a nos- 
otros. Las profundas modificaciones de los conceptos verificadas en los 
ordenamientos jurídicos han influido sobre los Concordatos al igual que 
sobre los demás institutos jurídicos, es decir, tanto sobre el contenido y 
la forma de los mismos como sobre su misma naturaleza y esencia, por lo 
que el estudio de tales transformaciones en relación con los Concordatos 
resulta en extremo interesante, y puede y debe ser profundizado con gran 
utilidad”, si se quiere resolver toda una serie de “cuestiones que aparecen 


insolubles porque están mal planteadas” (1). 


—(4) V. DEL GIUDICE: La Questione Romana e i rapporti [ra Stato e Chiesa fino alla concilia- 
zione (Roma, 1947), p. 107. 
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Segün eso, establecer comparaciones entre Concordatos de épocas tan 
diversas no puede conducir a ningün resultado positivo, sino ünicamente 
a aumentar la confusión manejando cantidades heterogéneas en una misma 
operación; y ello es así no sólo porque los Concordatos de épocas diver- 
sas responden a una problemática diversa, sino, principalmente, porque, 
refiriéndose a ordenamientos jurídicos completamente diferentes, tiene que 
ser también diferente su estructura, que es producto de sistemáticas jurí- 
dicas totalmente distintas, sin que signifique nada en contrario la analogía 
de la materia o del contenido de unos a otros, pues lo que verdaderamente 
importa y tiene valor es su caracterización jurídica formal, absolutamente 
independiente de su contenido material. 


Sistema e historia a través de las relaciones entre 
Iglesia y Estado 


En efecto; si hasta el siglo XII no se puede hablar correctamente de 
Concordatos, faltando, como faltaban, los supuestos o condiciones previas 
del Concordato, o sea, una conciencia clara de la distinción, de la compe- 
tencia y de la limitación recíproca de ambos poderes, el eclesiástico y el 
civil, en torno a una particular materia (2), con el primer despertar de 
semejante conciencia en el choque violento de las investiduras, no por eso 
se modifica la estructura unitaria de la sociedad medieval, sino que se 
prolonga hasta el fragmentarse de la Cristiandad, que tiene lugar a impul- 
so de una triple serie de fenómenos, en gran parte coincidentes, a saber: 
la Reforma protestante, el descubrimiento del Nuevo Mundo, con la en- 
trada de pueblos no cristianos en la corriente de la civilización y de la 
universal comunicación, y, finalmente, la formación de los Estados abso- 
lutos. Y son estos mismos fenómenos los que determinan la inutilidad de 
la periodificación general de la historia en su aplicación a las relaciones 
entre la Igiesia y el Estado y, de manera especial, en lo relativo a la historia 
de los Concordatos. 

i Si bien es completamente cierto que el Cristianismo instaura desde el 
principio el os en el gobierno del género humano, viniendo 
asi a romper con el “reddite quae s i i i 
Deo" del Evangelio la ped M ap T * en ond 
del mundo pagano; no por eso es lícito co ie es es xe 

ncluir que el dualismo del poder 
fuera, ni mucho menos, acompañado d incipi eet 
panado desde el principio de un conocimiento 


(2) Remitimos a nuestras Notas sobre Der 
CHO CANONICO, t. 3 (1948), pp. 236-248. PEON concorgatdrio, en Rasen Eana k DEM 
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igualmente claro del dualismo de soberanías y de la dualidad de sociedades 
o de organizaciones jurídicas. 

Es verdad, según escribe FOGLIAsso, que el principio gelasiano de los 
dos poderes continúa siempre en la base de la doctrina medieval, encon- 
trando su expresión gráfica en el célebre mosaico Lateranense que repre- 
senta a Cristo Rey entre el apostolicus (el Papa) y el imperator (el Em- 
perador); pero el dualismo de los poderes no se puede decir que sea el 
dualismo de las sociedades sino reductive; aquel dualismo, sin embargo, 
basta para comprobar que también en la Edad Media se verificaba en cierto 
modo la distinción entre la sociedad-Iglesia y la sociedad-Estado. Preten- 
der esa distinción en el sentido actual habría sido imposible, pues cuando 
se piensa, de una parte, en el hecho de que el Estado se hallaba personi- 
ficado en la persona del Príncipe, y de otra parte, que una ordenada tra- 
bazón del poder civil con el poder religioso constituía el supuesto o con- 
dición no ya simplemente del Derecho, sino de todo el ordenamiento pü- 
blico, de tal manera que ni siquiera el mismo MARSILIO DE PADUA podía 
concebir una separación del Estado y de la Iglesia, se comprende sin más 
que para la forma mentis medieval tenía que resultar muy duro concebir 
dos sociedades perfectas: la Iglesia y el Estado. ; Para qué dos sociedades 
si todos, lo mismo en la Iglesia que en el Estado, vivimos para el mismo 
fin supremo sobrenatural?, habrían contestado a nuestra pregunta lo mis- 
mo el teólogo y el magistrado que incluso el hombre de armas de la 
Edad Media. 

Todavía BELARMINO, aun admitiendo y afirmando la distinción e in- 
cluso a veces la separación de ambas potestades, la eclesiástica y la civil, 
puesto que “existen—dice—actualmente muchos principes y reyes que están 
fuera de la Iglesia; pero, sin embargo, cuando los príncipes son cristianos 
y se cuentan entre los miembros e hijos de la Iglesia católica, esas dos 
potestades están de tal manera unidas entre sí, que constituyen una repúbli- 
ca, un reino, una familia; más aün: un cuerpo". Y no debe suscitar admi- 
ración esta forma mentis de la unidad societaria Iglesia-Estado, ya que si 
el Cristianismo sustituye el dualismo de los poderes distintos el uno del 
otro al emperador-pontífice del mundo pagano; pero la compenetración 
religioso-civil, aun después de la conversión de los emperadores, continúa 
siendo la misma de antes, solamente que bautizada (3). 

En este período que comprende y abarca toda la Edad Media hasta la 
disolución de la Cristiandad, las relaciones entre la Iglesia y el Estado re- 
visten un carácter marcadamente subjetivo, es decir, que lo que se debate 


(3) E. FocLrasso: La tesi fondamentale del “Ius Publicum Ecclesiasticum", en "Saleslanum^", 
t. 8 (1946), pp. 86-87; O. GiaccHI: Lo Stato laico (Milano, 1947), pp. 7-13. 
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cuando entran en conflicto ambos poderes es la relación subjetiva entre 
ambas potestades supremas, o sea, la recíproca posición del Papa y del 
Emperador—igualdad o preeminencia del uno sobre el otro—en el go- 
bierno de aquella organización o sociedad unitaria que es el órbe romano, 
primero, y la “Respublica Christiana” o “Ecclesia”, luego (4). 

Cuando la Reforma hace saltar en pedazos la Cristiandad y, al cabo de 
un siglo, la paz de Westfalia (a. 1648) da por cancelada la anterior unidad 
político-religiosa de Europa, de base feudal, entronizando en su lugar el 
absolutismo de Estado, y la teoría del equilibrio viene a reemplazar a la 
dsaparecida organización jerarquizada de la comunidad de los Estados, 
entonces las relaciones entre la Iglesia y el Estado entran en una fase nue- 
va, que se denomina objetiva, según la cual los conflictos entre ambas 
potestades revisten un carácter bien definido de colisión de las respectivas 
atribuciones, o sea, de conflicto de competencias dentro del ámbito de la 
soberanía territorial del Estado absoluto. 


La unidad y universalidad de la Iglesia católica, juntamente con la 
soberanía espiritual del Romano Pontifice, oponen, por su carácter dog- 
mático, un obstáculo infranqueable a la penetración y adopción por parte 
de los Estados católicos del rígido monismo politico-religioso que preva- 
leció en los Estados protestantes con la regresión al principio de raíz paga- 
na de las iglesias territoriales mediante el inaudito "cuius regio eius et 
religio"; pero las doctrinas del absolutismo politico, comunes a protes- 
tantes y católicos, reponían en la potestad real la fuente exclusiva de todo 
derecho en el ámbito de la soberanía territorial del Estado. De esta ma- 
nera, las corporaciones religiosas y los entes eclesiásticos eran sometidos 
en cada territorio a la jurisdicción del soberano lo mismo que las demás 
asociaciones y que cualesquiera otras manifestaciones de actividades socia- 
les, con la diferencia de que, por ser el Catolicismo la religión del Estado, 
los entes o corporaciones eclesiásticas gozaban de un estatuto privilegiado. 

Para el absolutismo, en sus varias formas de jurisdiccionalismo, gali- 
canismo, regalismo o josefinismo, las instituciones eclesiásticas dentro de 
cada Estado, como instrumento de educación y de gobierno—instituciones 


E Segün DOE a fines del siglo XII Huco DE PISA, con la venida del Cristianismo “distincta 
uS da et Wh icia imperatoris et pontificis et alia sunt attributa imperatori, scilicet tempora- 
a e n a, Scilicet spiritualia, concessa Sunt pontifici. A solo Deo habet potestatem in tempora- 
eee Dodo, Papa vero in spiritualibus, et sic divisa est iurisdictio. Quoad institutionem, 
a pua IE HUE a Se imperialis potestas pendet ex pontificali. Et quam- 

i ‘ olllcia, alter tamen indiget altero et videt se non pl = 
non d Vo edm er aoe servandae et superbiae vitandae. Si enim Maps oec 
cii superb:r i ig 

PL dbtsUriCeTe- humilis ee Dude €t, nunc vero cum alter indiget altero et videt 


moderna dello Stato (Milano, 1951), p. 148, d io MocHI ONoRv: Fonti canonistiche dell'idea 
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de policia—dependian de la soberanía territorial del Príncipe que les otor- 
gaba su protección soberana y del cual emanaba en última instancia su 
estatuto jurídico. De esta manera, el absolutismo, dejando a salvo el dua- 
lismo de los rectores o cabezas supremas de ambas sociedades, condujo de 
nuevo a una confusión parcial de las respectivas estructuras sociales; como 
en el período anterior, se vuelve a desembocar ahora en un régimen de 
unión, sólo que de tipo inverso a aquél, puesto que a la antigua supremacía 
moral y espiritual sustituye la subordinación política de la Iglesia nacional 
al Estado; como elemento común a entrambos sistemas, la reunión en unos 
mismos órganos de funciones civiles y eclesiásticas, pero con esta diferen- 
cia fundamental: que mientras la Edad Media practicó el reconocimiento 
de la preeminencia moral y política del Papa como cabeza de la Iglesia, el 
absolutismo, por el contrario, atribuye al soberano dentro del reino una 
serie de prerrogativas y de poderes en materias eclesiásticas. 


La Revolución francesa, con el triunfo y expansión del liberalismo, 
inicia en los albores del siglo XIX una época mueva en las relaciones de la 
Iglesia y el Estado, proponiéndose éste como objetivo primordial actuar el 
régimen de separación y el laicismo del Estado, que significa, en primer 
término, la renuncia de la confesionalidad y la negación del estatuto privi- 
legiado de la Iglesia y de sus instituciones; pero el laicismo y la separación. 
tal como se practicaron, expresan, además, una posición no de simple neu- 
tralidad entre las diversas religiones, sino de total indiferencia y de absolu- 
to agnosticismo religioso del Estado; más aún: el laicismo y la separación, 
como objetivo político del liberalismo, envuelven de hecho una situación de 
verdadera lucha contra la religión, que, conducida por métodos jurídicos 
y políticos, se propone comprimir el sentimiento religioso en el ámbito 
meramente individual, eliminando las manifestaciones de la religión de la 
vida social, del matrimonio, de la familia, de la educación, y no hay que 
decir que de la vida pública, El medio de que se sirve para ello consiste 
en someter las instituciones eclesiásticas al régimen de derecho común, 
que a veces se identifica con el régimen de derecho privado: nada de re- 
glamentación jurídica especial ni de favor ni de limitación. La separación, 
así entendida, constituye una tendencia política en la que las relaciones 
entre la Iglesia y el Estado se orientan según un criterio ideológico enca- 
minado a la lucha entre la idea y la organización puramente laicos de la 
sociedad, como fruto del racionalismo, y la concepción religiosa y trascen- 
dente de la vida y la organización cristiana de la sociedad entera y, por 
tanto, también de la vida política. 

Debido a esta tendencia, la separación, como objetivo político del Es- 


ti 
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tado, aunque surgió en parte como reacción legítima contra la sofocante 
unión, o mejor verdadera sujeción de la Iglesia al Estado, practicada por 
el absolutismo; no supo o no quiso quedarse en el justo medio y, en vez de 
limitarse a establecer la distinción de los órganos de ambas sociedades ase- 
gurando su mutua libertad e independencia, pasó en casi todas partes al ex- 
tremo opuesto, proponiéndose nada menos que acabar con la existencia de 
relaciones jurídicas entre ambas sociedades, como si fuera realmente posi- 
ble el desconocimiento de la Iglesia, o como si por el hecho de negar el pro- 
blema éste dejara de existir o quedara resuelto (5). 

El momento ideológico de las relaciones entre la Iglesia y el Estado que, 
contra los datos más obvios y elementales de la realidad, pretendía a toda 
costa poner en práctica una separación absoluta entre la Iglesia y el Esta- 
do alcanza su punto culminante a comienzos de siglo en la ley de separa- 
ción de Francia del año 1905; pero, pocos años después, la Europa surgida 
de la primera guerra mundial presencia su rápido declinar, y los veinte años 
que transcurren entre 1919 y 1939 marcan un retroceso patente y una rec- 
tificación muy profunda, tanto de la doctrina como de las realizaciones po- 
líticas de la separación. 

Los Concordatos de la postguerra, de manera general y, si queremos 
concretar aún más el fenómeno en torno a una fecha, los Pactos de Letrán 
en 1929, abren un nuevo período, que se ha denominado el momento actual 
de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, en el que, admitida universal- 
mente la realidad indestructible de la Iglesia católica como organización ju- 
rídica autónoma, que desenvuelve su actividad religiosa con entera indepen- 
dencia de los diversos ordenamientos civiles, y que en su institución repre- 
sentativa, la Santa Sede, se presenta, además, como sujeto dotado de perso- 
nalidad internacional propia, las relaciones entre la Iglesia y el Estado se 
piantean en el terreno práctico y en el orden de la doctrina jurídica como 
reiaciones entre ordenamientos jurídicos originarios o soberanos. 

En efecto, la mutua relacion de las respectivas organizaciones, o lo que 
NE o oe CTETUR 
trata de organizaciones jurídicas dues hm ie P puc PAR 
radas en sus elementos —sübditos cere P us pel 
multiplicidad externa solamente E sentido i Ds mr TRECE Pd 
súbditos son los mismos, como A Une ro. Moon los 
bien con funciones esencialmente diversas d pil o aT ea E 
e uno a otro ordenamiento, las - 


(5) . DEL GIUDICE: Nozioni de Diritto canonico ed. . il n 
, pE n. 142, pp. 235 236; 
tolica , a. 1946, vol. I , pp- 9 10 4. 
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cuales vienen determinadas por la diversa relación del territorio con el fin 
de ambas sociedades. 

En el orden jurídico, sin embargo, orden que constituye la medida 
común de ambas. sociedades, no se puede decir ni que la Iglesia esté en el 
Estado ni que el Estado esté en la Iglesia, sino que ambos ordenamientos 
u organizaciones son distintos y separados. Según eso, la unión entre la 
Iglesia y el Estado, o sea la conexión necesaria de los respectivos ordena- 
mientos, tal como viene reclamada por la identidad física de las personas 
y del territorio y por la misma identidad de la materia u objeto de la com- 
petencia de ambos ordenamientos, es formalmente unión de derecho exter- 
no por la que, permaneciendo esencialmente distintas ambas sociedades y, 
por tanto, en régimen de separación en cuanto a sus respectivos derechos 
internos, se unen, sin embargo, jurídicamente por un acto de derecho ex- 
terno, o sea por el régimen concordatario (6). 


El Concordato español de 1851 


A la vista del esquema trazado aparece claro que los Concordatos es- 
pañoles de 1753, de 1851 y de 1953 deben responder a tipos o sistemas 
profundamente distintos entre sí, y así es, en efecto. Concertado el Con- 
cordato de 1753 en pleno período del absolutismo, es ante todo y sobre todo 
un Concordato beneficial, por el que se derogaban las reservas pontificias 
en Espaíia, haciéndose a la Monarquía católica concesiones no igualadas 
hasta entonces en orden al Real Patronato (7). 

Por lo que hace al Concordato de 1851 no resulta exagerado decir que, 
en el medio siglo que precedió a su estipulación, apenas si disfrutó algunos 
días de paz la Iglesia en España. Desde la invasión napoleónica y la guerra 
de la Independencia a comienzos de siglo, continuando luego por las dis- 
cordias y luchas intestinas que siguieron, hasta que estalla abiertamente la 
guerra civil acompañada de la revolución y de la persecución contra la 
Iglesia realizadas desde el Gobierno, no obtuvo aquélla un breve periodo 
de tregua para reparar los estragos de la guerra o de la revolución, para 
rehacerse del despojo obrado en la propiedad eclesiástica por la desamorti- 
zación, ni tampoco para proceder al restablecimiento de la disciplina ecle- 
siástica. 


(6) S. LENER: Definizione razionale dei rapporti fra Chiesa Cattolica e Stato mo^erno, en 
“La Civiltà Cattolica", a. 1947, vol. II, pp. 34-35; V. DEL GIUDICE: Nozioni di Diritto canonico, 
n. 143, . 936-240. . i 

17) Muss por el artículo 5.2 del Concord:to los beneficios reservados a la libre ENG: 
de la Santa Sede quedaban reducidos a 52, el numero de beneficios sobre los cuales iba a Koc 
en adelante el derecho de presentación reconocido a la Corona por el artículo 13 del Concorda:o 
se e:evabu a 12.000. 
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La reorganización de los cuadros territoriales y personales de la jerar- 
quía acomodándolos a los cambios producidos en la estructura de la sociedad 
durante la primera mitad del siglo, era tarea que debía realizar el Concor- 
dato de 1851, el cual ofrece una temática mucho más amplia y rica que el 
de 1753, pues mientras tema casi único de éste era la cuestión del Real 
Patronato, el Concordato de 1851 despliega su actividad en variadas direc- 
ciones. Así, de los 46 artículos que lo integran, los cuatro primeros sientan 
las bases o principios teológicos sobre los cuales descansa toda la construc- 
ción, a saber, la unidad católica y la confesionalidad del Estado español, 
con las consecuencias de la misma; el Concordato dedica ocho artículos 
—del z al 12—a la circunscripción de diócesis y a la división en provincias 
eclesiásticas, con los problemas concernientes a la jurisdicción episcopal y 
a la supresión de exenciones; la reorganización de los Cabildos catedrales 
y colegiales, con los problemas relativos al número y composición de los 
mismos, a la autoridad del Prelado y a las funciones propias del Cabildo. 
a las provisiones capitulares, etc., absorben no menos de once artículos, más 
otros cuatro que se dedican a la reorganización y provisión de las parro- 
quias —artículos 13-27—. Indicio de la atención que el Concordato presta 
a la reconstrucción de la propiedad eclesiástica que había sido aventada por 
la furia desamortizadora, son, en primer término, los doce artículos del 
Concordato —del 31 al 42— que, junto a las bases que aseguren la estabi- 
lidad de las dotaciones del culto y del clero, contienen una ordenación mi- 
nuciosa de las asignaciones eclesiásticas, y, en segundo lugar, los 22 ar- 
tículos del Convenio-ley de 1859-1860, dedicado por entero a reorganizar 
la propiedad eclesiástica después de la desamortización de 1855, para llevar 


definitivamente a efecto, de un modo seguro, estable e independiente, el 
plan de dotación del culto y del clero. 


Tenemos, pues, que 35 de los 46 artículos del Concordato están dedi- 
cados a dos o tres cuestiones ciertamente muy importantes, pero de índole 
predominantemente canónica, como son la reorganización territorial y per- 
sonal de la jerarquía eclesiástica y, en parte también, la reglamentación de 
las dotaciones eclesiásticas. 

En contraste con esa minuciosidad, forzosamente ha de sorprendernos 
la excesiva parquedad de los dos artículos —29 v 30— dedicados a las 
órdenes religiosas, uno de los problemas más agudos durante todo el si- 
glo XIX y cuyo estatuto concordado no puede menos de parecernos pobre 
en demas'a y completamente insuficiente. Llama igualmente la atención, que 
materia de tanta trascendencia como los Seminarios v ebd n de 
estudios eclesiásticos sea despachada con un sencillo artículo —el 28 — sin 
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dedicar una palabra siquiera a las Facultades de Teologia en las Universi- 
dades y cuya supresión fué decretada al año siguiente del Concordato, el 
mismo día que por decreto de 21 de mayo de 1852 se creaban en Valencia, 
Granada, Toledo y Salamanca, Seminarios generales o centrales para la 
colación de grados mayores, 

Omitimos hacer mención de la enseñanza y del matrimonio porque, no 
habiéndose planteado todavía al tiempo del Concordato la cuestión del lai- 
cismo en torno a la escuela y a la familia y manteniéndose hasta entonces 
las leyes patrias en plena conformidad y acatamiento a la doctrina y a la 
legislación canónicas, ambas instituciones podrían estimarse suficientemen- 
te garantizadas con la declaración de principio del artículo 2.”, según el cual 
“la instrucción en las Universidades, colegios, Seminarios y escuelas pú- 
blicas o privadas de cualquiera clase, será en todo conforme a la doctrina 
de la religión católica”, y por lo dispuesto en el artículo 43 estableciendo 
que “todo lo demás perteneciente a personas o cosas eclesiásticas, sobre lo 
que no se provee en los artículos anteriores, será dirigido y administrado 
según la disciplina de la Iglesia canónicamente vigente”. 

Séanos permitido señalar que se ha insistido quizá demasiado en los 
defectos del Concordato de 1851, añadiendo a los que dejamos apuntados el 
de mantener intacto el Real Patronato en los mismos términos de 1753, 
juntamente con la proyectada supresión de diócesis y traslado de sedes, sin 
tener siempre en cuenta que algunos de los aludidos defectos no son impu- 
tables al Concordato mismo; en cambio, no hemos prestado la debida aten- 
ción a sus méritos indudables, principalmente a la ordenación de la disci- 
plina en materia beneficial y a la organización territorial de diócesis y pa- 
rroquias, con la supresión de las exenciones tan gravemente perturbadoras 
de la disciplina; disposiciones todas ellas cuyo simple cumplimiento tenía 
que engendrar la normalidad y que, por eso mismo, dejarían de sentirse o 
de hacerse sensibles, pero que contribuyeron y en gran parte se adelantaron 
a prefigurar la moderna disciplina canónica en esos aspectos. 


El Código de Derecho Canónico y la actividad concordataria 


La promulgación del Código de Derecho Canónico en 1917 no modificó 
lo más mínimo el valor jurídico de los Concordatos en vigor hasta entonces 
-y, por tanto, tampoco el de 1851, cualesquiera que fueran las modificacio- 
nes que el Código venía a introducir en la disciplina canónica. Lo establece 
así expresa y directamente el tercero de los cánones preliminares, que de- 
terminan el ámbito de vigencia del Código y regulan el tránsito de la an- 
tigua a la nueva disciplina, en una aplicación extremadamente correcta, sin- 
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cera y ejemplar de la doctrina acerca de la naturaleza de derecho de gentes 
característica de los Concordatos, al igual que de los otros negocios püblicos, 
así de índole institucional y normativa como meramente contractuales, que 
se conciertan entre sociedades soberanas e independientes. 

La doctrina invocada anteriormente por Pío X en la Encíclica Vehe- 
menter, por la que el Pontífice protestaba contra la violación del Concorda- 
to llevada a cabo por la ley de separación en Francia, obtenía ahora obser- 
vancia fidelísima por parte de la Iglesia en circunstancias aparentemente 
contrarias a sus intereses; mas, contra todas las apariencias, los hechos 
vendrían bien pronto a demostrar cómo esa misma fidelidad en mantener 
la ley concordada había de convertirse en brevísimo plazo en el camino más 
corto para la aceptación del Código por parte de los Estados, y para la di- 
fusión y penetración de sus preceptos en los diversos ordenamientos civiles, 
precisamente a través del instrumento concordatario, en proporciones tales 
cr mo nadie hubiera podido esperar de la promulgación del canon 3." 


No obstante la intangibilidad legal de los Concordatos, el hecho de la 
promulgación del Código no podía resultar y no resultó sin consecuencias 
para la renovación del derecho concordatario; mas la verdad es que sus 
resultados no se hicieron esperar. En efecto, en la que se llamó entonces 
la nueva Europa, surgida de los tratados de paz que se celebraron entre 
1919-1920, fueron muchos los Estados que vieron la luz por vez primera o 
que salieron transformados de la contienda, tales como Estonia, Letonia, 
Lituania, Polonia, Checoslovaquia, Yugoslavia, Hungría, etc., al lado de 
otros que experimentaron cambios radicales en su estructura o en sus fron- 
teras, como Alemania, Austria, Rumania. Unos y otros, por diversos mo- 
tivos y a fin de alcanzar rápidamente su estabilidad interior como condición 
indispensable de paz, sentían la urgente necesidad de asegurar a la pobla- 
ción católica los derechos de libertad religiosa en forma satisfactoria si 
habian de obtener la adhesión entrañable de los católicos al nuevo orden 
establecido. De ahí que bastantes de ellos se apresuraran a entablar nego- 
ciaciones con la Santa Sede para determinar, de acuerdo con Roma, el es- 
tatuto legal de las instituciones eclesiásticas, respondiendo así a la invita- 
ción formulada por Benedicto XV en su Alocución consistorial de 21 de 
noviembre de 1921, que constituye el verdadero punto de partida de la 
renovación concordataria característica de la primera postguerra. 

“Si los Jefes de las Naciones y de los Estados ——dice Benedicto XV— - 
quisieran pactar con la Iglesia convenios en condiciones más acomodadas 
a las nuevas circunstancias de los tiempos, han de saber que la Sede Apos- 
tólica (a no ser que obste algún otro impedimento) no se negará a negociar 
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con ellos sobre la materia, como ha comenzado ya a hacerlo con algunos. 
Pero Nos declaramos de nuevo en presencia vuestra, Venerables Herma- 
nos, que no consentiremos de ninguna manera que se deslice en los Con- 
cordatos nada que roce lo más mínimo el honor o la libertad de la Iglesia, 
puesto que es de la mayor trascendencia, aun para là misma prosperidad 
temporal de los Estados en nuestro tiempo, salvaguardar cuidadosamente 
la libertad e independencia de la Iglesia.” (8). 


Unos meses antes el Cardenal Gasparri, Secretario de Estado de Su 


Santidad, había dirigido al Gobierno francés, con motivo de la reanuda- 


ción de las relaciones diplomáticas entre la Santa Sede y Francia, un co- 
municado que venía a esclarecer uno de los puntos aludidos por el Papa. 
"Restablecidas las relaciones diplomáticas normales entre Francia y la 
Santa Sede —dice el comunicado de mayo de 1921—, entra en vigor la 
disposición del canon 255 del Código de Derecho Canónico... Por consi- 
guiente, la Secretaría de Estado se ocupará en adelante de la promoción de 
los obispos de Francia, siendo al Cardenal secretario de Estado a quien 
pertenece interrogar à S. E. el Embajador de Francia si el Gobierno tiene 
alguna objeción que hacer, desde el punto de vista político, contra el can- 
didato elegido." (9). 

Al año siguiente, en mayo de 1922, tenía lugar la firma del Concordato 
con Letonia, el primero de una serie de veinte entre Concordatos y simples 
Convenios concertados por Pío XI entre 1922 y 1939 (10), serie que Su 
Santidad Pio XII ha incrementado luego con los siguientes: 1) Concor- 
dato con Portugal, en 1940; 2) Convenio con Colombia, en 1942; 3-6) Con- 
venios con España: a) el 7 de junio de 1941; b) el 16 de julio de 1946; 
c) el 8 de diciembre de 1946; d) el 5 de agosto de 1950; 7) Convenio con 
Portugal, en 1950, y 8) finalmente, el Concordato con España, el 27 de 
agosto de 1953. 

Hace ya bastantes años que A. BERTOLA señaló muy bien la influencia 
que la publicación del Código de Derecho Canónico ha ejercido sobre la 
extensión de los Concordatos en la etapa de la postguerra. "La codificación 


(8) “Acta Apostoticae Sedis", vol. 13 (1921), p. 522. Veinte años después, en el Of'cio ltür- 
gico de Sumos Pontífices ordenado por Pío XII, en la Postcomunio pedimos para la Iglesia “ut 
potenti moderatione directa, et incrementa libertatis accipiat et in religion's integritate persis- 
tat”. “A. A. S.", vol. 34 (1949), p. 106. Y como “ex orandi est regula credendi", aparece claro 
que la Igles'a considera actualmente el aumento de su libertad como uno de los mayores bienes. 

(9) E. MAGNIN: Affaires ecclésiastiques extraordinaires (Congregation),- en “Dictionnaire de 
Droit canonique", t. 1, co:s. 257-258. 

(10) A los 16 Concordatos o Convenios celebrados por Pío XI que se recogen en la obra de 
J. M. RESTREPO: Concordata regnante Smo. Dmo. P. P. Pio XI inita (Romae, 1934), hasta esa fe- 
cha, hay que añadir el Concordato con Yugoslavia de 1935—que no fué ratificado—, un Conve- 
^ mo con Colombia en 1928, otro con el Estado de Anhélt en Alemania, de 1932, y el Convenio 
3 con Ecuador, de 24 de Julio de 1937. 
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- -escribe— ha contribuido o, por lo menos, puede contribuir a hacer en lo 
futuro más fácil e incluso más segura y tranquilizadora para el Estado la 
estipulación de Concordatos con la Iglesia. Y es obvio que resulte mucho 
más fácil y seguro para los Estados hacer estipulaciones ahora que existen 
„nas referencias ciertas a las normas concretas y precisas del Código, que 
no antes con la intrincada selva de las fuentes del derecho anterior, incer- 
tidumbre aquella que podía engendrar cierta desconfianza en los Estados 
respecto de las referencias a un Derecho canónico de muy difícil determi- 
nación y conocimiento en muchos casos... El Código ha hecho desaparecer 
todos aquellos temores e inseguridades, pues a las referencias anteriores 
genéricas e indeterminadas y no exentas de peligro para el Estado y para la 
Iglesia, suceden actualmente referencias concretas, precisas, a tal o cual 
canon y esto constituye una ventaja inmensa para la interpretación, a la vez 
que evita muchas discusiones... De esta manera el Código de Derecho Ca- 
nónico, al mismo tiempo que encuentra en el régimen concordatario un 
instrumento poderoso para el reconocimiento de una más amplia eficacia 
de sus normas en el ordenamiento positivo de los Estados, constituye a su 
vez un elemento muy apto para favorecer la difusión de la actividad con- 
cordataria y para la claridad y fijeza de las relaciones con la Iglesia.” (11). 


Del Concordato de 1851 al Concordato de 1953 


La promulgación del Código de-Derecho Canónico y la creciente reno- 
vación concordataria que conoció la anterior postguerra tenían forzosamen- 
te que ir dejando más atrás cada día al Concordato de 1851, que aparecía 
como instrumento cada vez más anticuado a los ojos de los mismos cano- 
nistas. Por eso cuando la República española, con manifiesta conculcación 
del Concordato, estableció en 1931 no solamente la separación del Estado 
de la Iglesia, sino que se lanzó a velas desplegadas por los derroteros de un 
laicismo hostil y persecutorio de la religión católica, que culminó por en- 
tonces en la ley de Confesiones y Congregaciones religiosas, la suerte dei 
Concordato de 1851 estaba definitiva e irrevocablemente perdida, y ello no 
solamente a los ojos de los elementos oficiales del Gobierno, que lo repu- 
diaban abiertamente por tratarse, decían, de un pacto hecho por la Monar- 
auía, sino también entre los mismos escritores católicos. Hecho muy signi- 
ficativo que fueran precisamente escritores eclesiásticos de notorio relieve 
los que en 1934 se hicieron eco de la caducidad del Concordato en contra- 


(11) A. BERTOLA: Attività concordataria i 
gluridico”, t. 27 (Módena, 1934), pp. iss codificazione del diritto della Chiesa, en “Archivio 


— 18 — 


EL CONCORDATO ESPAÑOL DE 1953: sIGNIFICACION Y CARACTERES 


posición a uno de nuestros mejores internacionalistas, paladín de su vigen- 
cia (12); y no menos significativo que Pío XI, el mismo que escribió la 
célebre Encíclica Mit brennender, protestando contra la violación del Con- 
cordato alemán, en la Encíclica Dilectissima Nobis, de 1933, sobre la si- 
tuación de la Iglesia en España, mientras reprobaba en nombre del derecho 
divino y del derecho de gentes el contenido gravemente irreligioso de la 
Constitución y de la ley de Confesiones y de Congregaciones, sin levantar 
casi una protesta contra la violación del Concordato de 1851, en el comien- 
zo de la Encíclica se expresaba en estos términos: “Ni se crea que nuestra 
palabra esté inspirada en sentimientos de aversión contra la nueva forma 
de gobierno o contra otras innovaciones puramente políticas que reciente- 
mente han tenido lugar en España. Pues todos saben que la Iglesia católi- 
ca, no estando bajo ningún respecto ligada a una forma de gobierno más 
que a otra, con tal que queden a salvo los derechos de Dios y de la concien- 
cia cristiana, no encuentra dificultades en avenirse con las diversas insti- 
tuciones civiles, sean monárquicas o republicanas, aristocráticas o demo- 
cráticas" (13). 

Con razón, pues, ha escrito recientemente el P. REGATILLO: “Por lo que 
toca al Concordato de 1851, ya antes del advenimiento de la República, 
conversando con el entonces Nuncio de Su Santidad coincidiamos en la 
conveniencia de otro Concordato más adaptado a las circunstancias de nues- 
tros tiempos, ya que el que teníamos era casi centenario. Roto por el Go- 
bierno de la República, se hacía apremiante la necesidad de uno nuevo. 
Apremiante, porque en verdad el antiguo en varios puntos resultaba anti- 
cuado. Apremiante, porque ya algunos artículos eran letra muerta o poco 
menos. Apremiante, porque aun las cosas que de él conviniese conservar, ve- 
nía bien que se ratificasen y remozasen por un nuevo Convenio. Apremiante, 
para aclarar dudas que con mala o buena intención se habían venido susci- 
tando en el correr de los tiempos” (14). 

Durante el bienio 1934-1935 una misión española presidida por el ex 
Ministro de Estado señor Pita Romero fué destacada en Roma para enta- 
blar negociaciones que condujeran a un nuevo Concordato o, cuando menos, 
a un “modus vivendi”. El triunfo del Frente Popular en febrero de 1936 
disipó por completo toda esperanza de arreglo; cinco meses después tenía 


23 : ista Eclesiástica” (1934), 
H. YABEN: El Concordato entre España y la Santa Sede, en “Rey : 
E pp. 385-393; L. IzaGA: A las puertas del Vaticrno, en “Razón y Fe", t. 106 (1934), 


E 433-449: J. YANGUAS MEssfA: El Concordato entre España y la Santa Sede (Conferencla pro- 
pp. M 
mnunciada el 24-6-1934. Madrid), 23 pp. $ 

- (43) Colección de Encíclicas y Cartas Pontificias "Madrid, 1942), p. 344. ; 
— (4) E. F. REGATILLO: Sobre el nuevo Concordato entre la Sunta Sede y el Estado español, 
en “Razón y Fe”, t. 148 (1953), p. 120. 
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lugar el Movimiento Nacional, y sólo al cabo de tres años, el 1 de abril 


de 1939, terminaba la guerra en España; pero a los cinco meses justos se 
encendía la hoguera de una segunda conflagración mundial, que no ter- 
minaría sino hacia la mitad de 1945. 

El 30 de junio de 1938, en plena guerra española, hacía la presentación 
de sus cartas credenciales como Embajador extraordinario de España ante 
la Santa Sede el ilustre ex Ministro de Estado y catedrático de Derecho in- 
ternacional señor Yangüas Messía, al mismo tiempo que la Santa Sede en- 
viaba como Nuncio en España a monseñor Cicognani, que había desem- 
peñado la Nunciatura de Viena. 

El 7 de junio de 1941 tenía lugar en Madrid la firma de un Convenio 
relativo principalmente al nombramiento de Obispos, y en el que se incluían, 
además, algunos otros compromisos en orden a la negociación de un nuevo 
Concordato, cuyas bases dogmáticas quedaban prefijadas al asumir el Go- 
bierno la obligación de observar las disposiciones contenidas en los cuatro 
primeros artículos del Concordato de 1851 y de no legislar sobre materias 
mixtas sin previo acuerdo con la Santa Sede. El 16 de julio de 1946 se 
firmaba en Madrid el Convenio sobre la provisión de beneficios no con- 
sistoriales, haciéndose otro tanto con el Convenio sobre Seminarios y Uni- 
versidades de estudios eclesiásticos el 8 de diciembre del mismo año. Fi- 
nalmente, el 5 de agosto de 1950 se verificaba la firma, esta vez en la Ciu- 
dad del Vaticano, del Convenio sobre la Jurisdicción Castrense y asistencia 
. religiosa a las Fuerzas Armadas. 


A los anteriores Convenios hay que añadir también el restablecimiento 
del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica en España, llevado 
a cabo por el Motu proprio Apostolico Hispaniarum Nuntio, de fecha 7 
de abril de 1947, el cual fué incorporado al ordenamiento jurídico español 
reconociéndose la jurisdicción del Tribunal en el orden civil, a todos los 
efectos legales, por Decreto-ley de 1.” de mayo siguiente, dando así cumpli- 
miento a lo convenido en el canje de Notas diplomáticas del 30 de abril, 
en virtud del cual el Gobierno español reconocía desde ese momento en 


forma oficial y explícita, para todos los efectos civiles, a la Rota de la 
Nunciatura Apostólica. 


Los acuerdos expresados, que se fueron negociando a medida que lo . 


reclamaban las particulares necesidades, prepararon el camino para el Con- 


cordato, que no vendría sino tres años después, en agosto de 1953. Como 


se ha especulado alrededor de la prolongación de las negociaciones hasta 


alcanzar su objetivo, el Concordato, será bien consignar aquí la puntual 1 


0 a 
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y autorizada explicación que del hecho da el Jefe del Estado en el Men- 
pue dirigido a las Cortes españolas para la ratificación del Concordato : 

“Justo es que sepa el país que, durante el quinquenio de la torpe con- 
jura internacional contra nuestra Patria, la demora en comenzar la nego- 
ciación de un Concordato, lejos de deberse a ningún género de supuestas 
resistencias por parte de la Santa Sede, debióse a nuestra propia decisión 
de no envolver a la Iglesia, a ningún precio, en nuestras propias dificul- 
tades exteriores. Por eso, sólo cuando a fines del año 50 terminó en la 
Asamblea de las Naciones Unidas la farsa montada contra España, sólo 
entonces propusimos formalmente a la Santa Sede la elaboración de un 
acuerdo general que, coronando y afirmando la obra realizada, diera sis- 
tema y complemento a la legislación ya concordada, abriéndose seguida- 
mente las negociaciones ahora tan felizmente rematadas” (15). 

Fué exactamente el 6 de abril de 1951 cuando el entonces Embajador 
de España ante la Santa Sede, según ha escrito él mismo, hizo la presen- 
tación del “anteproyecto oficial” de Concordato, acompañado de una carta 
del Jefe del Estado español al Sumo Pontifice (16). Dos años después, 
el 27 de agosto de 1953, era firmado el Concordato en la Ciudad del Va- 
ticano. 


SIGNIFICACIÓN Y CARACTERES DEL CONCORDATO 


Consta el Concordato de 36 artículos y un protocolo final y se incor- 
. poran, ademas, al mismo los anteriores Convenios parciales por el pro- 
cedimiento de reserva, en la forma como el Código de Derecho Canónico 
incorpora diversos documentos mediante su reserva en los cánones corres- 
pondientes. 

Basta una simple ojeada al esquema de las materias que abarca el Con- 
cordato para darse cuenta de su amplitud, mayor, sin duda, que la de cual- 
quiera otro Concordato aislado. Señalamos en ello un hecho; no formu- 
lamos un juicio de valor, ya que la extensión y amplitud de una regla- 
mentación no se corresponde necesariamente con la perfección. He aquí, 
simplemente abocetado, el cuadro de las materias que integran el Con- 


cordato : 


I. Confesionalidad del Estado español: Reafirmación de la Unidad 
católica con tolerancia privada de cultos (art. 1.” y protocolo final). 


E (15) Mensaje del Caudillo a las Cortes del Reino, en REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, 


f. 8 (1953), pp. 837-838. 
(16) J. pou GIMÉNEZ: Historia de las negociaciones, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CA- 


NÓNICO, t. 8, p. 850. 
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Il. A) Soberanía espiritual de la Iglesia: 1) Reconocimiento expreso 
de la Iglesia como sociedad jurídicamente perfecta; 2) libertad e indepen- 
dencia de la jurisdicción espiritual; 3) libertad de comunicación entre la 
Jerarquía y los fieles y protección legal del ministerio eclesiástico (art. 2.” y 
protocolo final). 

B) Personalidad internacional de la Santa Sede: Su reconocimiento, 
así como el de la Ciudad del Vaticano. Relaciones diplomáticas norma- 
les (art. 3.5). 


III. Estatuto jurídico de la profesión y práctica del culto: 1) Reco- 
nocimiento de los días festivos (art. 5.°); 2) lugares sagrados: inviolabi- 
lidad e inmunidad de los templos (art. 22); 3) asistencia religiosa en los 
establecimientos públicos y privados (art. 33); 4) asistencia religiosa a las 
Fuerzas Armadas: organización de la jurisdicción especial castrense 
(art. 32, protocolo final y Convenio de 5 de agosto de 1950). 


IV. Estatuto especial del clero: 1) El fuero especial: a) de los Pre- 
lados; b) en las causas contenciosas y criminales de los clérigos inferio- 
res (art, 16); 2) exención del servicio militar (art. 15 y Convenio de 5 de 
agosto de 1950); 3) exención de cargos cívicos (art. 14); 4) protección ju- 
rídica del uso del hábito eclesiástico (art. 17). : 


V. A) Organización territorial eclesiástica: 1) Circunscripción de 
diócesis (art. 9); 2) límites y arreglos parroquiales (art. 11). 

B) Organización personal de la Jerarquía eclesiástica: 1) Nombra- 
mientos episcopales (privilegio de presentación: art. 7, Convenio de 1941, 
y Convenio de 1950 para el Vicario General Castrense): 2) nombramientos 
para beneficios no consistoriales (art. 10 y Convenio de 16 de julio de 1946). 


l VI. Prerrogativas eclesiásticas y honores litúrgicos: 1) Presenta- 
ción del Jefe del Estado (arts. 7 y 10); 2) notificación de los nombramien- 
tos de párrocos (Convenio de 16 de julio de 1946); 3) preces por la Na- 
ción y por el Jefe del Estado (art. 6); 4) dignidades y honores litürgicos 
(art. 13); 5) dos Auditores españoles en la Sagrada Rota Romana (art. 2 5). 


; VIL Régimen jurídico-económico de la Iglesia: 1). Capacidad jurí- 
dico-patrimonial (art. 4); 2) exenciones tributarias (art. 20); 3) dotación 
del culto y del clero (arts. 18-19); 4) tesoro artístico de la Tglesia (art. 21). 


VIN. Autonomía de la Iglesia: 


a A) En los Seminarios. Seminarios y Universidades de estudios ecle- 
siásticos (art. 30 y Convenio de 8 de diciembre de 1946). 
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B) De las Ordenes y Congregaciones e Institutos religiosos: estatuto 
jurídico (arts. 4, 20, 26- -32). 
C) De la Acción Católica (art. 34). 


IX. Enseñanza y educación : 


A) Enseñanza religiosa y moral: 1) En todos los centros y gra- 
dos (art. 27); 2) aprobación de los programas y libros de Religión (art. 27); 
3) nombramiento de los profesores de Religién (art. 27); 4) vigilancia de 
la Iglesia sobre la ensefianza en general (art. 26); 5) difusión de la verdad 
religiosa en los servicios de formación de la opinión püblica (art. 29). 

B) Derecho docente de la Iglesia: 1) Derecho de fundar escuelas de 
cualquier orden y grado y determinación de sus efectos (art. 31); 2) cur- 
sos de estudios eclesiásticos en las Universidades del Estado; estudios de 
seglares en las Universidades eclesiásticas (art. 28); 3) reconocimiento, a 
efectos civiles, de los grados en Ciencias eclesiásticas (art. 30). 


X. Matrimonio: 1) Reconocimiento del matrimonio canónico obliga- 
torio para los católicos (art. 23 y protocolo final); 2) matrimonio civil para 
los no bautizados (protocolo final); 3) competencia exclusiva de la juris- 
dicción eclesiástica en las causas de nulidad y en las de separación (art. 24); 
4) restablecimiento del Tribunal de la Rota de la Nunciatura (art. 25 y 
Motu proprio Apostolico Hispaniarum Nuntio de 7 de abril de 1947); 
5) anotación e inscripción del matrimonio canónico en el Registro Civil 
(protocolo final). 


XI. Disposiciones finales y cuestiones pendientes de solución según 
el Concordato: A) Disposiciones finales: 1) Interpretación (art. 35); 2) vi- 
gencia y disposiciones complementarias (art. 36). 

B) Cuestiones pendientes: 1) coincidencia, en lo posible, de las cir- 
cunstancias diocesanas con los límites provinciales (art. 9); 2) régimen de 
Capellanias y Fundaciones pías (art. 12); 3) creación de un adecuado pa- 
trimonio eclesiástico que asegure una congrua dotación del culto y del 
clero (art. 19). : 

Para no alargar desmesuradamente este trabajo y no producir inter- 
ferencias con los estudios especiales que le acompañan, nos fijaremos sola- 
mente en algunos puntos más significativos y que mejor caracterizan el 
Concordato. 


Confesionalidad del Estado español ! 
Es el primero de ellos la confesionalidad del nado español proclamada 


en el Concordato. 
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No vamos a entrar en el examen del valor doctrinal que la confesiona- 
lidad del Estado reviste aún en nuestro tiempo; la cuestión tiene su puesto 
en los tratados de Derecho público eclesiástico, que le dedican una aten-! 
ción en proporción con su importancia; sobre el tema de *los deberes del 
Estado católico para con la Religión" se pronunció, hace ahora un año, en 
ocasión solemnísima y desde una tribuna muy autorizada de la Urbe, un 
eminentísimo Purpurado, para reafirmar y corroborar la. posición tradi- 
cional de la Iglesia, y en lo que a España se refiere lo hizo en su día la 
Conferencia de Metropolitanos, y recientemente ha ratificado aquella po- 
sición el Cardenal Primado, en el comentario al artículo 1.” del Concor- 
dato (17). 

Sin embargo, si la confesionalidad no tuviera más que un valor doc- 
trinal, aunque altísimo y por ello imperecedero y universal, con todo habría 
que confesar que su sede propia estaría en la doctrina o en los tratados 
doctrinales sobre las relaciones entre la Iglesia y el Estado y en los tra- 
tados de teoría política, mejor que en un concreto ordenamiento jurídico, 
ya sea éste político (estatuto constitucional), ya canónico (Código de De- 
recho Canónico), o civil y canónico simultáneamente (ordenamiento con- 
cordatario). : 

En este sentido no puede menos de resultar altamente instructiva, con- 
templada a la distancia de medio siglo, la actitud del santo Pío X cuando 
en el momento de acometer la obra de la codificación del Derecho canó- 
nico, exactamente por los años en que más alta subió la marea del laicismo 
y de la separación en Europa, al trazar la ley que se habría de observar en 


la redacción del Código imponía a los redactores en la primera de las 


normas: “El Código ha de contener solamente las leyes que se refieren 
a la disciplina. Nada impide, sin embargo, que el Código pueda y aun deba 
establecer algunos principios relativos al derecho natural o a la misma fe.” 
De esta manera, la autoridad suprema del Romano Pontífice dejaba fuera 
del Código, contra lo que algunos eminentes canonistas proponían, la sis- 
tematización de las tesis del Derecho público eclesiástico en lo referente 
a las relaciones entre la Iglesia y el Estado, no menos que al derecho con- 
cordatario. 

La dificultad se presenta menos grave en lo que atañe al ordenamiento 
constitucional de los Estados, aunque en ciertas ocasiones, sobre todo en 
los comienzos del período constitucional, el problema no apareciera tan claro 
como actualmente. Es memorable en este aspecto la decisión, acompañada 


. (47) El Catolicismo, religión de la Nación i 
dedicado al Concordato), a. 1953, vol. TI, i SIMA A e 


eA. 
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del éxito más lisonjero, con que el Primado de Bélgica, monseñor Sterckx, 
se desembarazó de la dificultad que creaba a los católicos belgas la acep- 
tación de la Constitución de 1831, que establecía la libertad de cultos a la 
vez que consagraba la plena libertad de la Iglesia en orden a su gobierno. 
Y lo hizo declarando resueltamente que “para él la Constitución no era 
una proclamación de principios, sino un modus vivendi que contenía sim- 
ples reglas de convivencia y no la profesión de principios doctrinales abs- 
tractos, de manera que por oportunidad política se creía en el deber de 
aceptar la Constitución sin comprometer por ello los principios católi- 
cos” (18). 

Cierto que de los Concordatos recientes—-en cuanto sistemas de nor- 
mas a la vez eclesiásticas y civiles—son pocos los que hacen expresa pro- 
fesión de confesionalidad; pero están ciertamente entre los mejores y, des- 
de luego, ello tiene lugar en Estados de población católica, como son Po- 
lonia (Conc. de 1925), Lituania (Conc. de 1927) e Italia (art. 1.” del Tra- 
tado de 1929 y, en forma implicita, pero formalmente, en el art. 7 de la 
Constitución de 1947). 

No debe, pues, maravillarse nadie de que el Concordato español de 
1953 Se inicie con una muy clara profesión de confesionalidad por parte 
del Estado, confirmando así el empeño que, reiterado en el punto 10 del 
Convenio de 16 de julio de 1946, había sido adquirido anteriormente por 
el Convenio de 7 de junio de 1941, de “observar las disposiciones conte- 
nidas en los cuatro primeros artículos del Concordato de 1851”. 

Ahora el artículo 1." no hace sino transmitir al Concordato de 1953 la 
fórmula recibida del Concordato de 1851 a través de los Convenios de 1941' 
y de 1946. 

Mas, ¿cuál es el valor práctico de esa fórmula, en orden a fijar la po- 
sición del Estado español respecto de la religión católica ? 

La confesionalidad del Estado, además de la profesión social y pública 
de la religión católica, envuelve estas dos consecuencias importantisimas 
de orden práctico: 1.* La inspiración cristiana de la actividad jurídica del 
Estado; es decir, que tanto su actividad legislativa como la misma acción 
política y administrativa del Estado tienen que inspirarse en el contenido 
dogmático y ético de la religión católica y que el Estado se obliga a recibir 
los principios y la doctrina de la Iglesia como elementos informadores de 
sus instituciones sociales y políticas. 2.* La otra consecuencia de la con- 
fesionalidad consiste en que la defensa—una defensa adecuada a los me- 


(18) A. SIMON: La Saint-Siége et la Constitution belge, en "Collectanea Meohliniensia”, t, 33 
. (1947), p. 502. 
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dios de que el Estado dispone—de la unidad religiosa y del patrimonio es- 
piritual de la Nación, como elementos los más preciosos de paz social, se 
convierte así en un deber jurídico para los gobernantes. 

Ahora bien, solamente con olvido y con desestima, quizá, de estos de- 
beres prácticos y minimizando, por tanto, el verdadero valor de la con- 
fesionalidad como principio práctico de organización social y política, se 
ha podido expresar desde fuera, incluso todavía después del Concordato, 
la duda de si los Prelados españoles y el Gobierno de la Nación "no Han 
considerado demasiado exclusivamente los intereses del catolicismo espa- 
ñol, en vez de mirar al mismo tiempo a los intereses del catolicismo en el 
mundo", y hasta se ha preguntado si de verdad habia sido dada al Romano 
Pontífice la oportunidad de decidir en consideración de los intereses glo- 
bales del catolicismo y no simplemente desde un punto de vista exclusiva- 
mente particular del catolicismo en España. à 

Semejante intento de trasladar la dificultad resulta totalmente deshe- 
cho, sin mencionarlo, claro es, en uno de los ültimos discursos del Papa, 
discurso que será considerado en adelante, así lo creemos, como pieza defi- 
nitiva que viene.a cerrar la controversia en torno al valor actual de la 
confesionalidad del Estado en relación con la tolerancia y la libertad de 
cultos. 

En el discurso dirigido por Su Santidad al V Congreso Nacional de 
Juristas católicos italianos el 6 de diciembre ültimo, el Papa Pío XII plan- 
tea y resuelve la cuestión de la práctica convivencia de las comunidades 
católicas con las no católicas en una Comunidad de Estados integrados en 
un ordenamiento jurídico internacional. 

“Según las probabilidades y las circunstancias—dice el Papa—, es 
previsible que aquella regulación de derecho positivo fuera enunciada así: 
dentro de su territorio, y para sus ciudadanos, cada Estado regulará los 
asuntos religiosos y morales por medio de una ley propia; pero en todo 
el territorio de la Comunidad de los Estados estará permitido a los ciu- 
dadanos de cualquiera Estado-miembro el ejercicio de sus propias creen- 
cias y prácticas éticas y religiosas, en cuanto éstas no contravengan las 
leyes penales del Estado en que habitan. 
aia i pr d esp y ju Edo O ae 

: ¿Pueden dar su asentimiento a semejante regulación 
SN se trata de entrar a. formar parte de la Comunidad de los pueblos 
cometa Ee. o 
; E las, establecerse la norma de que el 
libre ejercicio de una creencia y de una práctica religiosa o moral, que 
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tengan valor en uno de los Estados-miembros, no se impida en todo el 
territorio de la Comunidad por medio de leyes o providencias estatales coer- 
citivas? En otros términos, se pregunta si el “no impedir", o sea el tolerar, 
está permitido en tales circunstancias, y por ende, si la represión positiva 
no es siempre un deber... El deber de reprimir las desviaciones morales 
no puede ser una ültima norma de acción. Tal deber ha de estar subordi- 
nado a más altas y más generales normas, que en alqunas circunstancias 
permiten, más aün, muestran como el mejor camino no impedir el error 
para promover un bien mayor. 

Con esto quedan aclarados los dos principios de los cuales es preciso 
recabar en los casos concretos la respuesta a la gravísima cuestión acerca 
de la postura del jurista, del hombre político y del Estado soberano cató- 
lico, en relación con una fórmula de tolerancia religiosa y moral del con- 
tenido arriba indicado, y que ha de tomarse en consideración por la Comu- 
nidad de los Estados. Primero: lo que no responde a la verdad y a la norma 
moral no tiene objetivamente derecho alguno ni a la existencia, ni a la 
propaganda, ni a la acción. Segundo: el no impedirlo por medio de leyes 
estatales y de disposiciones coercitivas puede, sin embaro, estar justificado 
en interés de un bien superior y más vasto. 

El ver si esta condición se verifica en un caso concreto—es la llamada 
quaestio facti—debe juzgarlo ante todo el mismo estadista católico. Este, 
en su decisión, deberá guiarse por las consecuencias dañosas que surgen 
de la tolerancia, parangonadas con aquellas que mediante la aceptación de 
la fórmula de tolerancia se ahorrarán a la Comunidad de los Estados; por 
tanto, del bien que, segün una prudente previsión, podrá derivar a la Co- 
munidad misma en cuanto tal e indirectamente al Estado que es miembro 
de ellà. Por lo que respecta al campo religioso y moral, aquél pedirá tam- 
bién su juicio a la Iglesia. Por parte de la cual, en tales decisivas cuestio- 
nes, que atafien a la vida internacional, es competente en ültima instancia 
solamente Aquél a quien Cristo ha confiado la guía de toda la Iglesia: el 
Romano Pontífice... 

En tan singulares casos, la postura de la Iglesia está determinada por 
la tutela y la consideración del bonum commune, del bien común de la Igle- 
sia y del Estado en cada uno de los Estados, de una parte, y de la otra, 
por el bien común de la Iglesia universal, del reino de Dios en todo el 
mundo. Para la ponderación del pro y del contra al enjuiciar la "quaestio. 
facti" no valen en esto para la Iglesia otras normas sino las ya indicadas 
antes por Nos para el jurista y para el estadista católico, incluso en lo que 


concierne a la última y suprema instancia, * . 
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Lo que hemos expuesto puede ser ütil para el jurista y para el hombre 
político católico cuando en sus estudios o en el ejercicio de su profesión 
entran en contacto con los acuerdos (Concordatos, Tratados, Convenios, 
“Modus vivendi", etc.) que la Iglesia (es decir, la Sede Apostólica, desde 
hace mucho tiempo) ha concluído en el pasado y concluye todavia con Es- 
tados soberanos. Los Concordatos son para ella una expresión de la cola- 
boración entre Iglesia y Estado. Por principio, es decir, como tesis, la Igle- 
sia no puede aprobar la completa separación entre los dos Poderes. Los 
Concordatos deben, por tanto, asegurar a la Iglesia una estable condición 
de derecho y de hecho en el Estado con el cual se han concluido y garan- 
tizarle su plena independencia en el cumplimiento de su divina misión. Es 
posible que la Iglesia y el Estado proclamen en el Concordato su comün 
convicción religiosa; pero puede también suceder que el Concordato tenga, 
juntamente con otros fines, el de prevenir disputas en torno a cuestiones de 
principio y el de remover desde el comienzo posibles materias de conflicto. 
Cuando la Iglesia ha puesto su firma en un Concordato, esto vale para todo 
su contenido. Pero su sentido íntimo puede ser graduado con mutuo cono- 
cimiento de ambas altas partes; puede significar una aprobación expresa, 
pero puede también decir simple tolerancia, segün aquellos dos principios 
que son la norma para la convivencia de la Iglesia y de sus fieles con la 
Potencias y con los hombres de otra creencia." (19). 

Es el Papa mismo, como vemos, quien se ha encargado de disipar cual- 
quiera escrüpulo que pudiera quedar acerca de los criterios del hombre de 
Estado católico y del mismo Romano Pontífice en orden a la tolerancia o 
a la libertad de cultos en el ordenamiento interno de los Estados, en el de- 
recho concordatario y en un posible ordenamiento internacional de la Co- 
munidad de Estados. 

Ahora bien, resulta incuestionable que las condiciones fijadas por el 
Papa se han cumplido puntualmente en Espana no solamente por lo que 
afecta al artículo 1.” del Concordato, sino, además, en el momento de pro- 
mulgarse el Fuero de los Espafioles, si damos crédito a la Conferencia de 
Dto politenos cuando solemne y categóricamente testimonia estos dos he- 
chos: Podemos hacer dos afirmaciones con absoluta certeza : primera, que 
la tolerancia del culto privado disidente fué inserta en el artículo 6.” del 
Bu = domu ue. e los. extranjeros residentes en Espaíia 

E 5 p enea: extranjera no católica; segunda, 
que la re elinitiva del artículo 6.” del Fuero de los Españoles fué 


(19) Versión castellana en “Ecclesia” 
aa aS cosa), 25 rd ‘ 8. 1953, vol. II, pp. 710-712. Texto original italiano 
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hecha no como la del artículo 11 de la Constitución de 1876 sin tratarlo 
con la Iglesia, sino, por el contrario, tratándolo previamente con la Santa 
Sede” (20). 

Se ha dicho también, de buena fe, sin duda, que “los protestantes en 
España gozan de libertad de conciencia, pero su culto no puede ser ejercido 
sino en privado, en las casas particulares y no en templos abiertos al públi- 
co”. La verdad es distinta de eso, pues el Fuero de los Españoles, escribe 
el Cardenal Primado, “tolera el culto privado, pero prohibe el culto público 
y todas las ceremonias y manifestaciones externas de confesiones acatóli- 
cas. Sería manifestación externa cualquier reunión pública, cualquier con- 
centración callejera, cualquier manifestación externa de capilla pública aca- 
tólica, carteles, etc.” (21). 


El privilegio de presentación 


Al lado de la confesionalidad del Estado, el privilegio de presentación 
constituye también una de las características del Concordato español de 1953, 
en relación con los demás Concordatos recientes. 

Comencemos distinguiendo en el mismo dos aspectos parciales, clara- 
mente distintos entre sí: el privilegio de presentación en los nombramientos 
episcopales y la misma prerrogativa en la provisión de los beneficios no 
consistoriales. 

Distintos como eran en su origen, puesto que mientras el segundo pre- 
tendía tener su fundamento en el Real Patronato, el primero derivaba in- 
dudablemente de una benigna concesión de Adriano VI a Carlos V hecha 
en 1523 y confirmada posteriormente por los Papas que le sucedisron, am- 
bos privilegios se fundieron en el Concordato de 1753 y juntos pasaron 
asimismo al Concordato de 1851, para quedar en suspenso los dos a la vez 
en 1931 con la caída de la Monarquía y la ruptura del Concordato por la 
República. Después de un breve período de silencio, la renovación de uno 


(20) Instrucción eolectiva de la Conferencia de los Metropolitanos españoles sobre la propa- 
ganda protestante en España, en “Ecciósia”, a. 1948, yO). I, p. 675. 

(21) EI Catolicismo, religión de la Nación española, p. 481. Ha sido, quizá, en ‘a expres'ón 
“manifestación extern?” de capilla pública donde ha tropezado la pub:icación a que nos referl- 
mos para afirmar que los cultos dis'dentes están permitidos solamente en las (asas part'c lares 
y no en templos abiertos al público. Lo que se prohibe no son las capillas pübl'cas, sino :a 
manifestación externa de las mismas. Una Real orden de 23 de octubre de 1876, interpretativa 
del artículo 11 de la Constitución, establecía: “Todo aquello que manifieste en o sobre ta vía 
pública las op:n'ones, creencias o ideas rel:g'osas de las sectas disidentes o dé a conocer en la 
misma forma los retos relativos a su respectivo culto debe prohibirse y no puede ser autorl- 
zado o tolerado por las autorídates encargadas de guardar la Corstitu'ión del Estado. S E 

Se entien?e por manifestación pubiica—y como tal proh'bida—todo acto ejecu'a?o sobre :a 
vía püb:ica o en :0s muros exteriores del templo v del cementer'o que dé a cono^er las cere- 
monias, ritos, usos y costumbres del culto disidente, ya sea por medio de procesiones o de le- 


treros, banderas, emblemas, anuncios y carteles.” 


e 


LAUREANO PEREZ MIER 


y otro privilegio tiene lugar en actos separados; a saber, por el Convenio 
de 1941, la del privilegio de presentación en lus nombramientos episcopa- 
les, y por el Convenio de 16 de julio de 1946, la presentación en las pro- 
visiones de beneficios no sonsistoriales. 

En relación con los nombramientos episcopales, de los Concordatos es- 
tipulados de 1918 acá, ninguno de ellos, a excepción del nuestro, renueva el 
privilegio de presentación, que es sustituido por la notificación previa y 
confidencial del nombramiento comunicada al Gobierno antes de la publi- 
cación, no para que conceda su aprobación, sino para que pueda exponer las 
razones de índole política que eventualmente tuviere contra el nombra- 
miento. 

La nueva fórmula, cuyo primero, aunque remoto antecedente, parece 
que ha de buscarse en el artículo 15 del Concordato de Colombia de 1887, 
se incorpora por primera vez al Concordato de Servia de 1914, que no llegó 
a entrar en vigor, y después del Código tiene aplicación, según nos instruye 
el comunicado de la Secretaría de Estado dirigido al Gobierno francés en 
1921, en los países que sostienen relaciones diplomáticas normales con la 
Santa Sede. 

Frente a los anteriores derechos de presentación, que constituían una 
especie de compenetración de los ordenamientos canónico y civil que gene- 
ralmente no se da ya en la actualidad y que no es tampoco deseable, la fór- 
mula de la notificación previa, como instrumento ideado para realizar una 
conexión sin interferencia entre los ordenamientos canónico y civil, parece 
revestir mayor estabilidad y está llamada a recibir adhesiones más exten- 


sas y numerosas, que van desde el Estado católico hasta formas muy varia- 
das del Estado laico. 


Sería, sin embargo, presentar una visión parcial y engañosa el preten- 
der reducir a términos tan simplistas una realidad que ofrece matices mu- 
cho más variados. Junto a la jurisprudencia descrita, tal como se ha ido 
formando después del Código, subsisten aquí o allá peculiaridades tradi- 
cionales en los nombramientos episcopales, que la Iglesia ha respetado 
conservado cuidadosamente. Tales son, entre otros, algunos derechos de 
elección e incluso ciertos derechos de nombramiento por los Jefes de los 
Estados, que, completando los datos anteriormente señalados contribuyen 
a fijar el perfil exacto de la situación actual en punto a los OS 
episcopales. EE 

Hasta el período anterior a la última guerra el derecho de elección 
—elección restringida por parte de los respectivos Cabildos— como pr 
dimiento para la designación de Obispos, estaba en vigor ota 
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te en unas veinte diócesis, de Alemania en su mayoría (Prusia, Baden, 
Reich), y pertenecientes algunas a Suiza, a Polonia (Gnesen-Posen, Culm), 
a Checoslovaquia (Olmütz) y a Austria (Salzburgo). Estos derechos de 
elección capitular no constituyen una supervivencia de la antigua disciplina 
de las Decretales, sino que proceden de concesiones concordatarias del siglo 
ültimo, principalmente con los Estados protestantes de Alemania, y que 
han sido conservadas aun después de la cesación de aquellos Concordatos. 


El nombramiento de los Obispos por el Jefe del Estado, si no estamos 
mal informados, no se conserva actualmente más que en Francia, en Haití 
y en Perü. En las diócesis de Metz y de Estrasburgo, que volvieron a Fran- 
cia por el tratado de Versalles de 1919, se mantiene en vigor el Concordato 
de 1801, cuyo artículo 5.” otorga al Primer Cónsul los nombramientos para 
los Obispados que vacaren, reservando al Papa la institución canónica de 
los así nombrados. El artículo 17 del Concordato preveía una reglamenta- 
ción nueva para el caso en que alguno de los sucesores del Primer Cónsul 
no fuese católico. El retorno de Alsacia-Lorena a Francia no alteró en nada 
la situación anteriormente existente, manteniéndose el Concordato de 1801, 
no obstante la ley de separación de 1903 y la promulgación del Código de 
Derecho Canónico, que había tenido lugar en 1917, : 

En Haití el derecho de presentación procede del Concordato de 1860, 
y en Perú el derecho de nombramiento se funda en una concesión que Pio IX 
hizo al Presidente de la República por el Breve Praeclara, del año 1876. 


Ultimamente, que nosotros sepamos, han adoptado el procedimiento de 
notificación previa: Ecuador, por el artículo 7 del "Modus" o Convenio con 
la Santa Sede del 24 de julio de 1937, y Colombia, que al derecho especial de 
presentación de que gozaba segün el artículo 15 del Concordato, ha susti- 
tuido también la notificación previa, en el Convenio de 22 de abril de 


t942 (22). 
La mayoría de las Repúblicas hispanoamericanas no tienen, propia- 


mente hablando, privilegio alguno en la materia; pero de hecho practican 


lo que se ha llamado una intervención empírica del poder civil en los nom- 


 bramientos de Obispos. La Santa Sede, en principio, no reconoce esa in- 


tervención, pero, para evitar mayores males, de hecho se atiene a ella. Tal 
es, o por lo menos era, la situación en gran nümero de países: Argentina, 
Bolivia, Chile, Costa-Rica, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Paraguay, 
San Salvador y Venezuela. Bastantes de estos países tenían Concordatos 
celebrados durante el siglo pasado y, cuando esos Concordatos cesaron por 


(99) L'attività della Santa Sede del 15 dicembre 1941 al 15 dicembre 1942 (Non quffc:aze. Tipo- 
grafla Poliglotta Vaticana, 1943), pp. 81-82. 
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diversas causas, los distintos Estados americanos sostuvieron la tesis de 
que, como antiguas provincias que se independizaron de España, su eman- 
cipación no debía acarrearles perjuicio alguno, por lo que pretenden disfru- 
tar de la misma facultad de nombramiento para los Obispados que ejercia 
la Corona de España. ; 

La Santa Sede rechaza semejante pretensión, pero de ordinario consi- 
dera el nombramiento como una simple presentación de hecho y el Papa 
nombra “motu proprio” “ex benignitate apostolica” a la persona asi desig- 
nada. La situación de mero hecho ha creado, no podía menos, dificultades 
y asperezas, como sucedió con Argentina el año 1923, cuando Roma recha- 
zó el nombramiento del Gobierno para el Arzobispado de Buenos Aires (23). 

La situación descrita, como se ve, está muy lejos de ser uniforme y no 
justifica la apreciación emitida, refiriéndose a nuestro Concordato, de que 
el derecho de presentación no se aviene con la práctica reciente, pues, si se 
tiene en cuenta el camino recorrido desde el anterior derecho de nombra- 
miento real de una persona —aunque precedido del correspondiente acuer- 
do entre el Nuncio y el Ministro de Justicia para la designación del candi- 
dato—, hasta la actual formación de una lista de seis nombres por lo menos 
—Qque tiene lugar por contacto del Nuncio con el Gobierno, sobre la base 
de las relaciones que cada dos años confecciona el Episcopado en las reunio- 
nes por provincias eclesiásticas—, y que la Santa Sede se reserva la facultad 
de incluir, además, otros nombres en la terna que se trasmite al Jefe del 
Estado para que éste haga la presentación de uno de ellos, no vemos cómo 
se pueda decir que la concesión hecha a España tiene los caracteres de una 
derogación de un principio muy firme de la Santa Sede. 

Como fórmula juridica la presentación contenida en el Concordato es- 
pafiol es notablemente distinta de la simple notificación previa, pero es po- 
sible que, en la práctica, la diferencia no sea tan notable como parece a pri- 
mera vista en su formulación jurídica, y a juzgar por la experiencia del 


(23) J. CASIELLO: Iglesia y Estado en la Argentina (Buenos Aires, 1948), p. 136: “La Santa 
Sede desconoce el Patronato nacional por habérselo atribuído nuestro país en forma unilateral 
e Inadmis:ble, y, por otra parte, nuestro Gobierno entiende cump.'r las prescripciones constitu- 
cionales. En virtud de esta práctica, ocurrida la vacante de una diócesis, el Poder ejecuto la 
comun'ca al Sen^do, y éste forma una terna. El Poder ejecutivo presenta luego vno de lOs tres 
candidatos a la Santa Sede para que le acuerde la investidura. La Santa Sede realiza las om- 
probaciones pert'nentes para acreditar la idoneidad del candidato y extiende a su favor a B: la 
de nombramiento, sin mencionar ni el patronato ni la presentación hecha por el Gobierno. La 
designac'ón se hace, pues, motu proprio." La Constitución de 11 de marzo de 1949 no ha hecho 
más que trasladar a nuevos artículos los preceptos constitucionrles de 1853. Así, el artículo 83. 
inciso 8, recoge exa tamente la misma expresión del artículo S6, 'nciso 8: e! Po'er ejecutivo 
“ejerce los derechos del Patronato nacional en la presentación de Cbispos para las ieles'as ca- 
tedrales, a propuesta de! Senado”. Y e: artículo 68, inciso 19, copia el inc'so 19 del artíc lo 67 


cuan es facul ad del Congreso € p ar echar d 
indo dice cue rob. o des h .0S ratados concluí os con las 
demás na lones V los Concor datos con la Silla Apostólica; y rre eje ic de Patronato 
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decenio largo trascurrido desde el Convenio de 1941 al Concordato de 1953, 
las partes contratantes no han sentido necesidad ni expresado deseo de in- 
troducir cambios. 

En cuanto a la presentación para los beneficios no consistoriales, sabe- 
mos cómo la jurisprudencia creada por los Concordatos recientes no es ya 
igualmente uniforme, puesto que, salvo los de Italia y Rumania, que con- 
tienen la renuncia completa del Patronato, los demás Concordatos conser- 
van derechos de Patronato bastante extensos, aunque no sin ciertas restric- 
ciones (24). 

Por más que no se dijera expresamente o que se hiciera manifestación 
poco frecuente de ello, es claro que la controversia sostenida desde 1934 
en torno a la vigencia del Concordato de 1851 miraba principalmente al 
Real Patronato. Por eso, cuando, acreditados recíprocamente en 1938 un 
Nuncio y un Embajador entre la Santa Sede y España, se comenzó a ha- 
blar de la negociación del Concordato o de un “modus”, en la mente de 
todos estaba que la cuestión del Real Patronato era una de las primeras 
que había que resolver en la práctica, Y precisamente entonces, afio y me- 
dio antes de la firma del Convenio de 1941, escribiamos: "El Real Patro- 
nato no estaba llamado a ser más que un expediente transitorio para vol- 
ver las provisiones eclesiásticas a su verdadero centro; pues si bien es cier- 
to que las reservas pontificias las habían alejado con exceso de su sitio na- 
tural, de la diócesis y de la autoridad episcopal; pero, al menos, las man- 
tenian en su verdadero centro, que no es ni puede ser otro que la Jerarquía 
c la potestad propia de la Iglesia. ... Por todo esto, lo que en 1753 consti- 
tuía algo prácticamente inevitable, al conservarse en el Concordato de 1851, 
no pasaba ya de ser un privilegio, cuya justificación no resultaba tan evi- 
dente; y hoy, al cabo de otros cien años, cuando la evolución de las socie- 
dades eclesiástica y civil se caracteriza por una mayor distinción y una di- 
ierenciación acentuada de los fines estatales y religiosos, y por una de". 
mitación más fina y aguda de sus competencias; hoy el Real Patronato 
carecería en absoluto de justificación, si había de significar algo más que 
un nombre y una reminiscencia meramente históricos" (25). 


(94) H. H'LDERSCHEID: Bénéfices en Allemagne, en “Dictionnaire de Droit canonique”, t. 2, 
col. 656: “El derecho de Patronato está tán extendido en Austría que la líbre colación de una 
parroquia se puede considerar alí como una excepción." W. M. PLÓCHL: Church and State m 
Austria, en “The Jurist”, t. 12 (1952), p. 402, admitiendo que el Concordato austríaco constituyó 
un éxito notable para la Iglesia, pero no significó, dice, un cambio definitivo en las relaciones 
del Estado y de la Iglesia, y desde luego constituye una exageración afirmar, como se ha he- 
cho por algunos, que el Concordato ponía fin a la influencia del Estado en los asuntos de la 
Iglesia. 

(25) Iglesia y Estado Nuevo (Madrid, 1940), pp. 294-295. A buen seguro que lo eee oa 
categórico de esta expresión no podrá menos de sorprender al lector; pero esa sorpresa qu 
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Después, los Convenios de 1941 y 1946 suprimieron la A 
en la provisión de parroquias (26), estableciendo en su lugar la simple a 
municación previa de los nombramientos, para el caso excepcional de que 
mediaren dificultades de carácter político general. z 

Según el Convenio de 16 de julio de 1946, la presentación del Jefe de! 
Estado tiene lugar, principalmente, en la provisión de los beneficios ca- 
tedrales y colegiales, y se aplica a la mitad de las dignidades e la mitad 
de las canonjías y beneficios simples, exceptuadas las “canonjias de ofi- 
cio”, que se proveen por elección del Prelado con el Cabildo, previa opo- 
sición, La provisión de las dignidades pertenece siempre a la Santa Sede, 
que la efectúa la mitad por libre colación y la otra mitad previa presenta- 
ción del Jefe del Estado. 

Parece que estuvo sometida a deliberación una fórmula según la cual 
se reservaba a la Santa Sede la libre colación de dos dignidades en cada 
Cabildo, además de la provisión del Deanato, que tendría lugar previa pre- 
sentación del Jefe del Estado; la provisión de las restantes dignidades, 
así como de las canonjías y beneficios simples, sería de libre colación 
episcopal—con o sin oposición, según los casos—, pero sin derecho de 
presentación por el Jefe del Estado. Estudiados los pro y los contra, 
fué desechada la propuesta, optándose por la aplicación íntegra del ca- 
non 396, a la vez que se mantenía la presentación del Jefe del Estado para 
la mitad de las dignidades y la mitad de las canonjías y beneficios simples: 


se disipe si tiene en cuenta que al tiempo que se hacía la corrección de pruebas del libro 
—otoño de 1939—se publicaba en el diario “A B C" un editorial, que el lector puede ver en el 
tomo precedente de esta REVISTA, p. 752, nota 24, al mismo tiempo que en el número 10.506 del 
expresado diario, y con la firma de un escritor muy prestigioso, aparecía un artículo sobre “La 
Iglesia católica, el Estado español y la Curia Vaticana”, del que entresacamos el siguiente pá- 
rrafo: “Soñamos los españoles con que, en ef orden de las relaciones temporales, la Santidad 
de Pio XII y el patriótico y religioso caudilláje de Franco van a llegar a términos de vínculo y 
entendimiento que jamás fueron logrados antes de ahora. Porque si a Carlos I, el de Roma, 
y a Fel pe II, el de los “pases”, y a Carlos III, el de las “nuevas luces”, y a Fernando VI, el 
transigente con otras luces más nuevas, y a Fernando VII, el de las primer“ vías liberales, 
y a Isabel II, la del pieno liberalismo esparterista, y a Alfonso XII, el de “soy liberal, como mi 
Sigio", reconoció el Pontificado éstos y los otros privilegios, y Breves y Bulas, y derechos, y 
exenciones y Rosas de Oro, y dió tantas otras señales de dulce inclinación paternal, ¿qué no 
hará con la España de Franco uno de los más grandes y sabios Papas de la Cristiandad, como 
es Pío XII? ¿Qué júbilo interior deberá sentir al confirmar a esta España martirizada por la 


Cruz todo lo que antes obtuvieron nuestros Reyes, todo lo que ni siquiera en los momentos más 
criticos—pr:mera y segunda Republica—quiso anular el Vaticano?” 


(26) Si nos atenemos a los últimos datos del Anuario Pontificio, publicados en “Ecclesia”, 

a. 1954, pp. 154-155, el nümero de parroquias existentes en España asciende a 19.418, aunque 
acaso un tercio no se proveen de titular. Es claro que al cesar el privilegio de presentación del - 
Jefe del Estado, la inmensa mayoría de las parroquias son de libre colación, exceptuándose úní- 
camente las de patronato particular, que conserva su importancia en Galicia principalmente, 
pues, según escribía en 1943 el entonces Arzobispo de Santiago doctor MUNIZ: “Hay muchas 
diócesis en Espáña en que no hay patronato alguno; uno, dos o tres en varias; pero hay otras, 
- como esta de Santiago, en que llegan a 438 las parroquias patronadas, más del 50 por 100 del 
total de parroquias; y mucho se aproximan a Santiago las demás diócesis de Galicia.” Instruc- 


Ane diocesana para el ejercicio del derecho de Patronato en las parroquias de este Arzobis- 
pado, p. B. 
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El Tribunal de la Rota y la reglamentación concordada 
del matrimonio 


Otra característica del Concordato español es el restablecimiento del - 
Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica, señalado privilegio es- 
pañol que obtiene su confirmación en el artículo 25 del Concordato. 


El Tribunal de la Rota aparece estrechamente ligado en sus actuacio- 
nes al reconocimiento de la jurisdicción eclesiástica por parte del ordena- 
miento civil, y muy especialmente al reconocimiento de efectos civiles a . 
las sentencias, decisiones y decretos de las autoridades eclesiásticas en las 
causas matrimoniales de nulidad y de separación. 


En la breve introducción que precede a las normas del Motu proprio 
por el que se restablece el Tribunal de la Rota, se dice que “la lamentable 
perturbación de la vida pública que tuvo lugar pocos años ha, y que rom- 
pió el solemne convenio con la Santa Sede, que negó el carácter sacra- 
mental del matrimonio y que perturbó todo lo sagrado, hizo también que 
desapareciese la misma Rota. Motivo por el cual nuestro predecesor Pío XI, 
de feliz recordación, suprimió de derecho, el día 21 de junio de 1932, la 
Rota de la Nunciatura Apostólica. Pero ahora, reparados aquellos agra- 
vios y reconocido nuevamente el carácter sacramental del matrimonio, de- 
seando secundar los deseos de la mayor parte de los Obispos de España, 
asi como de su Gobierno, decidimos constituir nuevamente la Rota de la 
Nunciatura Apostólica, Tribunal meramente eclesiástico, para tramitar las 
causas eclesiásticas según el Derecho canónico” (27). 


En efecto, la legislación matrimonial del Estado español se limitó siem- 
pre, hasta tiempos muy recientes y con la única excepción de dos breves 
períodos que quedan respectivamente encerrados entre estas dos fechas, 
1871-1875 y 1931-1936, se limitó, decimos, a incorporar las normas ca- 
nónicas al ordenamiento civil. Así, las Partidas reciben el Derecho de las | 
Decretales, y la legislación tridentina, admitida como ley del Reino por 
Felipe II, es igualmente sancionada y recibida por el Código Civil, cuyo 
artículo 42 declara: *La ley reconoce dos formas de matrimonio: el ca- 
nónico, que deben contraer todos los que profesen la religión católica, y 
el civil, que se celebrará del modo que determina este Código", en tanto 
que el artículo 75 establece que "los requisitos, forma y solemnidades para 
la celebración del matrimonio canónico se rigen por las disposiciones de 
la Iglesia católica y del Santo Concilio de Trento admitidas como leyes 


(27) Versión castellana, en “Ecclesia”, a. 1947, vol. I, p. 481. 
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del Reino", y a seguido el artículo 76 dispone: SEI matrimonio canónico 
producirá todos los efectos civiles respecto de las personas y bienes de los 
cónyuges y de sus descendientes”. 

De otra parte, el Código respeta plenamente la jurisdicción eclesiástica 
en las causas matrimoniales, no sólo en las de validez del vinculo, sino 
también en las de separación (arts. 80-82), correspondiendo a la jurisdic- 
ción civil en el cumplimiento de las sentencias y decisiones eclesiásticas úni- 
camente ejecutar la nulidad y la separación en orden a los efectos civiles. 


El Mensaje dirigido por el Jefe del Estado a las Cortes resume así el 
principio que inspira las disposiciones del Concordato sobre el matrimo- 
nio y la familia. “Si España, como tantas veces se ha dicho, incluso por 
egregias voces extranjeras, es una de las grandes reservas espirituales del 
mundo, lo debe a la familia. Esta familia española, que es templo y escuela, 
hogar y taller, porque es creyente, honesta y trabajadora, no podía dejarse 
abandonada a los asaltos que amenazan su unidad y cohesión. Por ello, con- 
forme a las tradiciones católicas de nuestro pueblo, reconocemos plenitud 
de efectos civiles al matrimonio elevado por Jesucristo a la dignidad de sa- 
cramento, disciplinado por el Derecho canónico, que es el fundamento de 
esa familia sobre la que se asienta la organización político-juridica de nues- 
tra Nación" (28). 

De esta manera el Concordato reconoce: a) Plenitud de efectos civiles 
a las sentencias, decisiones y decretos de las autoridades eclesiásticas en las 
causas matrimoniales concernientes a la nulidad del matrimonio canónico, 
en la dispensa del matrimonio rato y no consumado y en el procedimiento 
relativo al Privilegio Paulino, en términos de completa conformidad con 
el Código de Derecho Canónico y como solamente se encuentran en el 
Concordato de 1934 con Austria, y semejantes, aunque no idénticos, en 
los de Italia y Portugal. b) Reconoce asimismo la competencia exclusiva 
de los Tribunales y autoridades eclesiásticas en las causas de separación de 
los cónyuges, correspondiendo a los Tribunales civiles la ejecución de las 
sentencias o decisiones eclesiásticas ünicamente en lo relativo a los efectos 
civiles. 

En este ültimo punto la diferencia con los demás países es muy nota- 
bie. De los Estados que, por lo menos hasta fechas muy recientes, no re- 
conocian el divorcio vincular, admitiendo únicamente la separación de 
cuerpos, y que son: Argentina, Austria (para los católicos solamente, y 
antes de su ocupación por Alemania), Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, 


(98) REvISTA ESPAROLA DE DERECHO CANÓNICO, t. 8 (1953), p. 841 
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Italia, algún que otro Estado particular de Méjico, Carolina del Sur, en 
los Estados Unidos de América; Paraguay, Perú, Portugal (para los ca- 
tólicos solamente) y Quebec, en el Canadá, creemos que España es el úni- 
co pais donde no resulta posible obtener una sentencia de separación. per- 
sonal ante la jurisdicción civil, ya que en Irlanda mismo (29) las causas 
de separación de los cónyuges se ventilan ante los Tribunales civiles, y en 
los Concordatos de Italia, de Austria y últimamente en el Convenio de Co- 
lombia la Santa Sede concede que las causas de separación de los cónyuges 
sean juzgadas por los Tribunales civiles. 

Podemos afirmar, sin temor de ser rectificados, que en España la casi 
totalidad de los que contraen matrimonio canónico están conformes con 
que las causas matrimoniales, así las de nulidad como también las de se- 
paración, continúen en adelante confiadas exclusivamente a la jurisdicción 
eclesiástica, como lo hace nuestro Código Civil, el cual otorga efectos ci- 
viles a las sentencias de nulidad o de divorcio (de separación) de los Tri- 
bunales eclesiásticos, lo mismo que si procedieran de los Tribunales y jue- 
ces ordinarios, con la sola condición de que se solicite su ejecución ante la 
jurisdicción ordinaria. 

Por el protocolo final al artículo 23, letra C), el Estado se compromete 
a poner en armonía su propia legislación con el Código de Derecho Canó- 
nico, en punto al matrimonio de los no católicos, a los que el Código Civil 
permitía contraer matrimonio civil. Tiende esta disposición a producir una 
adecuación perfecta de la ley civil a la ley canónica en el matrimonio de 
los bautizados, no autorizándose la celebración de matrimonio civil a los 
disidentes que, segün la ley canónica, estén obligados por la forma canó- 
nica del matrimonio. 

La base tercera del Código Civil, que, oportunamente consultada con 
Roma en 1888, obtuvo entonces la aprobación de la Santa Sede, decía así: 
* Se establecerán dos formas de matrimonio: el canónico, que deberán con- 
traer todos los que profesen la religión católica, y el civil, que se celebra- 
rá del modo que determina el mismo Código, en armonía con lo prescrito 
en la Constitución del Estado." 

La Santa Sede, en su contestación, decía que “Su Santidad aprueba lo 
que en las dos partes de la base se refiere al matrimonio de los católicos. 
La Santa Sede deja que el Estado regule los efectos civiles del matrimonio. 


(29) Acta et Decreta Concilli Plenarii Episcoporum Hiberniae, a. 1927 (Dublini, 1929), 
Dec. 458: “Fideles moneantur causas matrimoniales inter baptizatos de nullitate vel de separa- 


tione mensae et tori ad tribunal ecclesiasticum exclusive pertinere." 
Dec. 459: “Hae càusae numquam ad tribunal civile deferantur, etiam ad obtinendos effectus 


civiles, nisi prius res ab Ordinario loci discutiatur, servato ordine iudicario in casibus diffiel- 
_Hbus.” 


cago 
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La precedente aprobación no prejuzga en modo alguno la doctrina de 
la Igesia respecto al matrimonio de los heterodoxos: el Padre Santo po- 
drá tolerar que el Gobierno dicte acerca de él las disposiciones oportu- 
nas" (30). i 

Según una Orden ministerial de 10 de marzo de 1941, que constituye 
la legalidad vigente, para que dos personas sean admitidas a la celebración 
del matrimonio civil deberán demostrar documentalmente que no son ca- 
tólicos, y, a falta de prueba documental—prueba documental de un hecho 
negativo—, deberán prestar declaración jurada de que no están bautizados, 
haciéndose depender de la verdad de la declaración la validez y los efectos 
civiles del matrimonio así celebrado (31). 


Que la realidad social de la familia española ha estado siempre fun- 
dada y continúa actualmente fundada sobre la base del matrimonio reli- 
gioso, y no sobre las disposiciones civiles acerca del matrimonio, lo pa- 
tentizan estos dos hechos, separados entre sí por tres cuartos de siglo: 
I) Cuando al final del quinquenio 1870-1875 se derogó la ley del Matri- 
monio civil obligatorio, hubo necesidad de reconocer efectos civiles a los 
matrimonios canónicos contraidos durante aquel periodo, porque la inmen- 
sa mayoría de los españoles no se había preocupado de la ley del Matri- 
monio civil, contrayendo matrimonio canónico ünicamente. 2) Cuando en 
1938 fué derogada la ley del Matrimonio civil de 1932, el artículo 2.” de 
la Ley derogatoria tuvo que disponer otro tanto, porque muchos españoles 
tampoco habían celebrado otro matrimonio que el canónico. 

Ojalá que toda la reglamentación institucional concordada—escuelas, 
independencia económica de la Iglesia, labor apostólica e influjo social del 


430) J. POSTIUS: El Código Canónico aplicado a España (Madrid, 1926), pp. 316-317. 

(31) Según hemos oído decir a competentes civilistas y canonistas, la dificultad de poner 
plenamente en armonía el ordenamiento civil con el ordenamiento canónico en punto al matri- 
monio de los no católicos, no radica en la disposición que lo establezca, sino en encontrar una 
fórmula que elimine toda posible divergencia sin crear a la vez otros problemas graves. 

Todo lo que puede hacer, dicen, el ordenamiento civil es declarar nulo el matrimonio con- 
traído civilmente cuando una sentencia, decisión o decreto firme de la autoridad eclesiástica 
haga constar que las personas expresadas venían obligadas a observar la forma canónica del 
matrimonio, o que, aun cuando no estuvieran obligadas a la forma canónica, no podían contraer 
matrimonio válidamente por mediar impedimento dirimente entre ellas. Ahora bien, las perso- 


nas—no creyentes o disidentes de la religión católica—que declaren bajo juramento que no 
están bautizadas: a) son admitidas a la celebración del matrimonio civil con atribución de efec- 
tos civiles al mismo; b) simultáneamente, retienen constantemente la posibilidad de disolver o 
declarar nulo ese matrimonio civil por mutuo disenso. Mientras los pretendidos cónyuges estén 
conformes disfrutan de los efectos de una unión legalmente contraída; cuando quieran deshacer 
os a teres con denunciarla, directamente al juez O ante la autoridad ecle- 
y , pa & decrete que estab; bligado: 
"id al m ^ denn NOR pedes a la forma canónica del matrimonio y que, 


bras disidentes que sean súbditos extranjeros tendrán, generalmente, la posibilidad de cele 
E civil ante 1 gentes consulares, 
matrimonio civil indisoluble, ell para ellos contraer matrimonio civil ante 


encuentren más fácil para ellos contraer matrim 
el juez espáfiol, con la posibilidad de declararlo luego nulo, si así les elu oh EPA 
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clero y de los institutos religiosos, etc.—descansara sobre bases tan anchas, 
sólidas y seguras como lo es, aun con sus naturales imperfecciones, la 
realidad PURO pe religiosa sobre la que reposa la familia espafiola. 

Por cllo no podemos menos de hacernos esta reflexión: i Ante una rea- 
lidad social así, tiene sentido preguntar, como se ha hecho, qué pasaría 
si los Estados concordatarios presentes y futuros pretendieran reclamar de 
la Santa Sede un privilegio como el Tribunal de la Rota? 


De la misma manera que a los españoles no se nos ocurre extrafiarnos 
de que la Santa Sede conceda en algunos Concordatos, excelentes por otra 
parte, que los Tribunales civiles juzguen las causas de separación de los 
cónyuges católicos, como sucede en Italia, Austria y Colombia, aunque sí 
nos sorprendería, y hoy por hoy casi nos escandalizaría que eso mismo se 
decretara para la actual realidad social de España, que es completamente 
distinta, ¿por qué ha de sorprenderse nadie—decimos—de que la Santa 
Sede haya restablecido el Tribunal de la Rota en España para conocer las 
causas eclesiásticas, hoy casi todas ellas causas matrimoniales de nulidad 
o de separación, cuando el ordenamiento civil reconoce plenitud de efectos 
civiles a las sentencias y decisiones de los Tribunales y curias eclesiásticas? 


De no andar con mucho cuidado se corre el riesgo, quizá por la.po- 
breza misma del lenguaje, de incurrir en una confusión peligrosa atribu- 
yendo a la igualdad una significación que no tiene, La igualdad jurídica 
no consiste en tratar igualmente fenómenos desiguales, sino en aplicar unos 
mismos principios de justicia a realidades sociales desiguales; no es igual- 
dad medir todas las cosas por el mismo rasero, o el “a todos lo mismo”, sino 
que igualdad es realizar la justicia dando “a cada uno lo suyo”. Asi es 
como no se les ocurre siquiera a los padres pensar que, para tratar a sus 
hijos con igualdad, tengan que vestirles a todos lo mismo ni darles a todos 
la misma carrera, sino que cumplen la justicia y observan la igualdad en- 
tre los hijos vistiendo a cada uno según sus preferencias y procurando que 
sigan profesiones diversas, acomodadas a las particulares aptitudes y a 
la vocación de cada uno. 

Llegamos al final de estas notas y caemos en la cuenta de que no he- 
mos hablado de Concordato ideal ni establecido casi comparaciones, que 
resultan odiosas. Somos los españoles inclinados, y más los clérigos, de- 
masiado inclinados, quizá, a ponerle paño al púlpito; será bien, por tanto, 
que digamos cómo para nuestro gusto lo mu que tienen los Concorda- 
tos recientes es que cumpliendo el horaciano "sororibus facies non omni- 
bus una nec tamen diversa", son a la vez iguales y distintos, en cuanto 
que vienen a constituir como un grupo numeroso de hermanos—conven- 


t ob ee 
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gamos en que a la rotundidad expresiva, gramatical y aun conceptual del 
“concordato” no le va el género femenino—, un grupo de hermanos dis- 
tintos los unos de los otros, pero todos ellos con el mismo inconfundible 


aire de familia. 

Así, por ejemplo, el Concordato con Baviera de 1924 resultaba verda- 
deramente ejemplar en la reglamentación escolar, porque lo era la realidad 
social de sus escuelas; los Concordatos de Polonia y de Lituania consti- 
tuían, por la moderación y ejemplaridad de sus disposiciones, dos Concor- 
datos magníficos en conjunto; del Concordato de Italia dijo Pio XI que, 
si no era el mejor que se podía hacer, figuraba, ciertamente, entre los me- 
jores que se habían hecho; del Concordato de 1933 con el Reich, los ale- 
manes más precavidos dijeron que no tenía más defecto que era quizá de- 
masiado bueno para Alemania, es decir, para que se hiciera realidad alli; 
del Concordato de 1934 con Austria, se ha repetido muchas veces que re- 
fleja, acaso como ningún otro anterior, un espíritu de confianza y de ar- 
monía completas entre la Iglesia y el Estado (32); el Concordato de 1940 
con Portugal constituye un prodigio de maestría y de sagacidad para ex- 
traer un ordenamiento concordado, excelente en conjunto, de unas rea- 
lidades jurídicas y sociales, en ciertos aspectos bastante imperfectas (33); 
y ahora, finalmente, el Concordato español de 1953 viene a realizar, tam- 
bién en un espiritu de plena confianza y de mutua armonia, una compene- 
tración de los ordenamientos canónico y civil mucho más amplia y extensa 
que todos.los otros Concordatos anteriores (34). 


(32) Y. DE La BRIERE: Concordats posterieurs a la Grand Guerre, en “Dictionnaire de Droit 
canonique", t. 3, col. 1.450: "El espíritu del Concordato es de una conflanza y de una simpatía 
completa entre la Iglesia y el Estado." 


(33) Véase L. PÉREZ MIER: La Iglesia y el nuevo Estado portugués, en “E ia" 
: glesia 1 i : 
vol. II, pp. 1.031-1.039, 1.037. : í : tede 
(84) Elevar, sin embargo, la compenetración a criterio absoluto d 

g^ ie y EI e valoración de los Con- 
cordatos™ recepción pura y simple del Código de Derecho Canónigo en el ordenamiento civil 
como alguna vez se ha dicho—lle varía, lógicamente, a la confusión de ambos ordenamientos, 
terminando en la negación del Concordato, sistema, como hemos visto, de conexión, que se 


Me ed me compenetración parcial de dos ordenamientos jurídicos separados (fórmu- 
E a), O también sistema de unión sin confusión, y de distinción si d 
aproximativa y, por eso, menos técnica). y ee ee eee 


La indiv'dualidad de las situaciones concretas 


e d E E. IO a y la separación, que determina la relatividad 
e los S val 'vos de dos Concordatos; pero, además de la relatividad inh 
grado de compenetración de los ordenamientos canón:co Wr 
: E a i civil y, por así decirlo, extrinse 
ei Código de Derecho Canónico, tomado en sí mism a c i à ues 
: , O como criterio valoràtivo, adolece de u 
relatividad intrínseca que una controversia, toda í ; cone 
« , todavia no lejana, de los canonistas se encargó de 
poer de T PALM aunque alguno de ellos cargara demasiado el acento sobre los Mr due 
ea s de la dispensatio, de la aequitas canonica, de la epireia, de la dissimulatio y del 


tolerari potest, como elementos determinantes de ; j 
Derecho canónico. Aludimos aquí al Discorso pn A ae 


i 1 erale sull'ordinamento canonico, de P. FEDELE. 
AS se refleja en estas líneas, un poco excesivas en nuestra opinión : “Pur ren- 
Oa eae eee T d'indole eminentemente pratica che portarono alla 
one, rd ungi dal considerare il Codex Iuris Canonici S 

innocuo manuale per i parroci ed i confessori”, pur non condividendo edges 


produce una variación u oscilación objetiva 
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Queremos, sin embargo, para terminar, poner en guardia a nuestros 
compatriotas contra la peligrosa y enervante ilusión de creer que todo está 
ya logrado con la firma y la promulgación del Concordato, o que se haya 
vuelto todo liso y llano en la a veces dura y áspera tarea social de cada 
día, por el hecho de que el Concordato sea por tantos títulos excelente en 
sí mismo. No, el Concordato no encierra la virtud mágica de modificar 
por sí mismo una sola realidad social; es, sí, una buena herramienta de 
trabajo que se coloca en nuestras manos, pero instrumento, no se olvide, 
de naturaleza jurídica y que, como tal, reúne las excelencias, pero está 
también sometido a las servidumbres y a las limitaciones de los resortes 
jurídicos, que son incapaces por sí solos de alcanzar zonas de interioridad 
y de eficacia reservadas a las instituciones religiosas, morales y sociales, y 
que sirven, sí, para proteger y defender estas instituciones, pero no pueden 
ni deben sustituirlas ni suplantarlas (35). 


LAUREANO PEREZ MIER 


Catedrático en la Facultad de Derecho 
Canónico de Salamanca 


espressi sul valore del Codex, non nascondo che quanti, alla vigilia della codificazione del Di- 
ritto canonico, manifestarono le loro riserve, i loro dubbi e il loro scetticismo sullutilit& e sulla 
riuscita di questa, mi sembra che siano stati più nel vero degli apologisti della codificazione”, 
página 104. 

Sobre la aplicación de la doctrina anterior al derecho concordatario, así como sobre las fum- 
ciones de aplicación, de adaptación y, en parte también, de corrección que incumben al derecho 
-concordatario, véase nuestro artículo Concordato y ley concordada, en esta misma REVISTA, 
t: I (1946), pp. 347-354. 

(35) Hagamos nuestra lá sagaz advertencia que DEL GIUDICE dirige a sus paisanos a propó- 
sito del Concordato y, sobre todo, de la *constitucionallzación" de los Pactos Lateranenses, ope- 
rada por el artículo 7.2 de la Constitución republicana de 1947: 

“Las normas constitucionales—dice—, lo mismo que todas las normas jurídicas, y de manera 
especial aquellas que disciplinan las instituciones públicas, son fórmulas o formas y, por eso, 
cosas muertas que determinan y expresan el momento de equilibrio de las fuerzas políticas em 
«orden a la disciplina de ciertas relaciones; pero las fórmulas establecidas no pueden conservar 
su significación y cumplir la función para la cual se crearon si no están constantemente soste- 
nidas por las razones sustanciales y por llas fuerzas sociales que, además de establecerlas, 
deben informarlas para que sean cosas vivas. En este sentido es ciertísimo que el derecho es 
.expresión formal de la conciencia, que el derecho es vida y que la vida no se aprisiona em 
fórmulas, aunque sean solemnes... Si plerden vigencia las razones concretas o las fuerzas 
reales que imprimen eflcacia a una norma, cambian también automática e ineludiblemente la 
significación y la función de aquélla, así en la conciencia colectiva como en el orden jurídico, y 
se hace vano empeño entretenerse en disputas y disquisiciones verbales: la norma puede adqui- 
ir alcance diverso del primitivo, o puede permanecer en el ordenamiento legislativo simplemen- 
te como fórmula vacía de contenido”. La Questione Romana e i rapporti fra Stato e Chiesa fino 


-alla Conciliazione, p. 299. 
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EL NUEVO CONCORDATO ESPANOL 
Y EL DERECHO PUBLICO ECLESIASTICO 


En un artículo publicado en «Incunable» (1), en el que exponíamos 
los motivos que a nuestro parecer debían hacer acoger con regocijo la 
estipulación del nuevo Concordato español, sefialábamos algunos que se 
refieren de manera especial a los estudiosos del Derecho püblico eclesiás- 
tico. En el presente artículo quisiéramos considerar ex profeso estos mo- 
tivos especiales, o más bien relacionar el nuevo Concordato con el De- 
recho püblico eclesiástico. 

Para mayor claridad y esperando ser útil a los lectores, creemos opor- 
tuno dar algunas explicaciones sobre el significado que atribuímos a la 
locución «Derecho püblico eclesiástico». 


1. Aclaración del significado que atribuímos a la locución 


“Derecho público eclesiástico”. 


S. E. el Jefe del Estado Español, en su mensaje a las Cortes del 
Reino, afirma justamente que el nuevo Concordato «puede ser califica- 
do de «íntegro» por su fidelidad a los principios del Derecho público 
cristiano». Creemos que el Generalísimo Franco emplea de propósito el 
adjetivo «cristiano», en vez de «eclesiástico», para dar a la expresión 
«Derecho público» una extensión más vasta que la asignada por el adje- 
tivo «eclesiástico». En efecto, la locución «Derecho público cristiano» 
indica la unión de la Iglesia y del Estado en un solo Derecho público, 
como fué aquél que rigió la República cristiana medioeval (sin omitir 
que la expresión «Derecho público cristiano» puede indicar además la 
armonía y el bienestar de todos los estados, hermanados por el Cristia- 
nismo). 

Ahora bien, el Derecho público eclesiástico (aun antes de determinar 
el significado preciso que entendemos dar a esta expresión), se presenta 
evidentemente relacionado con el Derecho público cristiano, del cual ha- 


(1) N.° 58, enero 1954. 


Ab 
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bla Franco, y, sin embargo, distinto de éi, en cuanto que el calificativo 
«eclesiástico», si bien tiene su razón de ser en el Cristianismo, repre- 
senta tan sólo una parte del mismo. Por consiguiente, también la ex- 
presión «Derecho público eclesiástico» a priori suena como una parte 
del «Derecho püblico cristiano», o al menos como algo que se distin- 
gue de él. 

Pasando de esta obvia, objetiva y por otra parte indeterminada dis- 
tinción entre Derecho püblico cristiano y Derecho püblico eclesiástico, 
diremos que, en el estudio que nos hemos propuesto, pretendemos referir- 
nos a esa especial disciplina que en los ambientes eclesiásticos—Semi- 
narios, Universidades, etc.—es comúnmente llamada Derecho público 
eclesiástico. 


Permítasenos recalcar en esta Revista lo que ya hemos afirmado en 
«Salesianum» (2), intentado un análisis de esta disciplina eclesiástica : 
de ella, en el ambiente eclesiástico se tiene una inequívoca acepción prác- 
tica (3), sancionada por las normas de las autoridades eclesiásticas que 
tratan de la misma (4); con todo—creemos poder decirlo—en las publica- 
ciones corrientes de Derecho público eclesiástico se da una definición 
demasiado superficial, ya sea reñida con los mismos argumentos trata- 
dos en esas "Institutiones, Summae, Compendium luris publici eccle- 
siaslici", ya con el modo de presentar y desarrollar tales argumentos. 


A. nuestro parecer, para llegar a una definición menos imperfecta del 
Derecho püblico eclesiástico no hay más que explicitar el significado 
que la praxis da a la expresión «Derecho püblico eclesiástico», relacio- 
nándolo con conocidas obras en las cuales se sabe que se tratan determi- 


^ (EI Codice di Diritto Canonico e il Ius publicum ecclesiasticum, “Salesianum”, VI (1944), 
7-91; Il compito apologetico del Ius publ. eccl., *Salesianum", VII (1945), 49-80; La tesi fonda- 
mentale dei Ius publ. eccl, “Salesianum”, VII (1946), 67-135; Efficienza formativa del Diritto 
publ. eccl, “Salesianum”, X (1948), 212-241; Compito e caractteristiche del Dir. publ. eccl. in- 
terno, Salesianum”, XII (1950), 1-36. (Está en prensa el artículo: Compito e caratteritiche del 
Dir, publ. eccl. esterno, que será publicado en el n. 2 de “Salesianum”, del año XVI (1954). 


(3) En efecto, en los ambientes eclesiásticos no hay ninguna duda acerca del contenido y- 


del carácter de las Institution S Iuris ublici cclesi i y 
e 1 Ie esiastici d U ENDER, 
; Dp e GA VAGNIS, CAPPELLO, B 2 


(4) Baste recordar, entre las disposiciones más recientes de la Sda. Congregación de 1 
Seminarios y de las Universidades de los estudios, aquellas contenidas en el Orina del 
Seminari d'Italia (26, IV, 1920), donde se prescribe: A quello studio (del Código de D. C.) si 
premetta un breve ma succoso trattato di Diritto pubblico eclesiastico dove si espongane 
nettamente i poteri della Chiesa € la posizione giuridica di essa di fronte allo Stato {Enchiri- 
: dion Clericorum, Pol. Vaticana, 1938, n. 1.119, p. 573); y en las Ordinationes ad Const. Apost. 
“Deus scientiatum Dominus”, donde está prescrita como disciplina principal, distinta de la 
schola textus del Código de D. C. «fla cual, evidentemente—y sin embargo, no para todos 108 


uM la exposición científica tanto del Derecho püblico de la Iglesia, cuanto del 
privado). 
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nadas cuestiones de un modo análogo al que se estila en la Teología 
fundamental o Apologética (5). 

Por lo demás, esto queda confirmado y claro recorriendo, en cuanto 
es posible, el camino de la evolución histórica de las obras denominadas 
Derecho público eclesiástico hasta llegar a descubrir su fecha de naci- 
miento (6). El dato positivo que se deduce de ambas constataciones, a 
saber, de la acepción empírica y de la información histórica, es el si- 
guiente: El Derecho público eclesiástico no se limita a exponer los de- 
rechos de la Iglesia católica, sino también se preocupa de justificarlos 
y de defenderlos—por así decirlo—ante el tribunal de la juridicidad. 
Nos parece que sea éste precisamente el significado íntimo de la acos- 
tumbrada definición : "Scientia de iuribus Ecclesiae, quatenus est socie- 
las perfecta". Veremos enseguida que la expresión «sociedad perfecta» 
hay que librarla del apriorismo con el cual se la suele presentar ; a saber, 
para entendernos inmediatamente, diremos que si no es más exacto, 
ciertamente es más intuitivo, afirmar que "Ecclesia est altera societas 
berfecta", evocando de esta manera al Estado, la única sociedad perfec- 
ta hasta la fundación de la Iglesia. 


Como complemento de cuanto llevamos dicho acerca del significado 
genuino de la expresión Derecho püblico eclesiástico, creemos deber pro- 
poner, también aquí, la distinción entre las expresiones «Derecho ca- 
nónico público» y «Derecho público eclesiástico» (7). 


La segunda, como venimos diciendo, tiene un significado actual e 
histórico contra el que es inútil oponerse. La primera, en cambio, que 
(lo reconocemos) no es de uso comün, responde plenamente a la distin- 


(5) Aunque no dudamos llamar “Apologética” a la especial ciencia-disciplina que es cono- 
sida bajo el nombre de Derecho público eclesiástico, sin embargo, según cuanto hemos ex- 
puesto en el estudio dedicado a la función apologética del Derecho ¡público eclesiástico (cfr. arri- 
ba, nota 2), y en los otros dedicados a la función y a las características del Derecho) público 
eclesiástico interno y del Derecho público eclesiástico externo (allí), decimos que la Teología 
fundamental (trat. De Ecclesia) y el Derecho público eclesiástico difieren, ya sea por el objeto, 
ya por los medios que emplean en la función apologética. La primera justifica y defiende a la 
Iglesia in se ipsa; el segundo, habita ratione Status. La primera emplea los argumentos Baca- 
dos de là revelación y de la razón; el segundo, en algunas partes, como, por ejemplo, tratan- 
do de los derechos de la Iglesia con los Estados no católicos (y también con los católicos antes 
de llegar a la apreciación teológica de la religión de la nación), prescinde de la aceptación for- 
mal del dáto de la revelación. 

Se debe además notar que aun donde el Derecho público eclesiástico se sirve del dato de la 
revelación, lo elabora—o al menos, deblera laborarlo—juridicamente, no teológicamente. 

En este sentido, estamos de acuerdo con el profesor AQUILINO SÁNCHEZ Y SÁNCHEZ al desear, 
en las páginas del Derecho público eclesiástico “una orientación jurídica más acusada y menos 
método apologético" (REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, VIII (1953), p. 664). 

(6) Cfr. Compito e caratteristiche del Diritto publ. eccl. interno, n. 3, THUS CIS OE pid 
genesi storica del trattato De Ecclesia e del Dir. publ. eccl. interno, “Salesianum”, 
(1950), 6-12. 

(7) Cfr. IL Codice di D. C. e il Ius publ. eccls., n. 9, “Salesianum”, VI 41944), 24-28. 
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ción ritual del Derecho canónico en püblico y privado, que todos los 
canonistas se sienten en deber de hacer, olvidándose, sin embargo, de 
notar que esta división tiene una importancia netamente académica. 


Notamos, pues, que el Derecho canónico, o sea de la Iglesia ( y que, 
por lo tanto, a rigor de términos, podría ser llamado también «eclesiás- 
tico»), si se toma en el sentido objetivo de conjunto de las normas, etcé- 
tera, puede dividirse en püblico y privado, y que, por lo tanto, debería 
haber (como para el derecho de los Estados) una ciencia del Derecho ca- 
nónico püblico y otra para el Derecho canónico privado. Sin embargo, 
hasta ahora no hay ni cátedras ni publicaciones distintas para el Dere- 
cho canónico püblico y para el Derecho canónico privado. Las dos cien- 
cias se cultivan juntamente, ya sea en la forma institucional, ya en la 
llamada schola textus. Con todo, aunque existiese separada, la ciencia 
del Derecho canónico püblico se limitaría a proponer en modo sistemá- 
tico y ordenado—científico—la parte del derecho de la Iglesia que cons- 
tituye el ámbito del Derecho público. 


En cambio, el Derecho público eclesiástico, como ya hemos dicho, 
no sólo expone, sino que justifica y defiende, y no propiamente la parte 
del Derecho canónico que forma el Derecho püblico, sino los derechos 
de la Iglesia en cuanto es sociedad perfecta, es decir, en cuanto es la 
Sociedad jurídica, independiente en todo del Estado, y no subordinada 
a ninguna otra sociedad. j 


Y de este modo llegamos a la precisación del objeto formal del De- 
recho público eclesiástico. 


Decimos, pues, que el fin de esta especial ciencia-disciplina, llama- 
da por razones históricas Derecho público eclesiástico, es el de justificar 
y defender los derechos de la Iglesia en cuanto es sociedad perfecta, es 
decir, habita ratione Status. Por lo cual, el Derecho público de la Igle- 
Su (objetivamente considerado) pasa a ser objeto material del Derecho 
publico eclesiástico, sólo en aquello que debe ser justificado y defendido 
i gania ratione Status", pues es objeto formal del Derecho público ecle- 
SERES justificar y defender este objeto material "habita ratione Sta- 
bus: , en un modo jurídico, o, como dijimos, ante «el tribunal de la ju- 
ridicidad». 

Para mejor comprensión de este aserto afirmamos ya por adelantado 
que el Derecho püblico eclesiástico y el tratado De Ecclesia de la 'Teo- 


cee fundamental, en buena parte, tienen comün el mismo objeto ma- 
erial. 
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Pero la Teología fundamental (Apologética) trata de la Iglesia “in 
se ipsa", mientras que el derecho público eclesiástico la considera “ha- 
bita ratione Status” (de aquí la diferencia de estas dos ciencias-discipli- 
nas en razón de su objeto formal). 

Por ültimo, se debe tener presente que el Derecho püblico eclesiás- 
tico, de su tesis fundamental: “Ecclesia est iure divino societas perfec- 
ta”, como de una gran premisa, toma el punto de partida para dos trata- 
dos distintos: la justificación-defensa de los derechos de la Iglesia, 
como sociedad perfecta, “ad intra”, es decir, en orden a sus propios 
fieles, y la justificación-defensa de los derechos de la Iglesia como so- 
ciedad perfecta "ad extra”, o sea respecto a los Estados. 

Nótese que cabalmente porque se justifican y se defienden los dere- 
chos de la Iglesia, en cuanto sociedad perfecta, también la primera parte 
del tratado se hace "habita ratione Status”, es decir: alterius societatis 
perfectae. En la segunda parte los derechos que reivindica el Derecho 
púbiico eclesiástico para la Iglesia en relación al Estado, están delimi- 
tados por el hecho de que la Iglesia no es la única sociedad perfecta, sino 
que, por voluntad de Jesucristo, existe la otra sociedad perfecta. Y, por 
tanto, esos derechos son los que convienen a la sociedad pública espi- 
ritual “habita ratione Status” ; no los que tendría teóricamente si Jesu- 
cristo hubiese preferido crear una teocracia especial. 

Limitándonos ahora a la segunda parte, es decir, a aquella que se 
pudiera llamar Derecho público eclesiástico externo, se nos presenta una 
cuestión previa. Esta justificación o defensa de los derechos de la Igle- 
sia ad extra, para que sea eficaz, es decir, para que sea incontrovertible, 
¿sobre qué fundamentos debe estar edificada ? 

Y aquí se impone el constatar la diferencia de actitud de los diversos 
Estados hacia la Iglesia católica desde la aparición del Derecho público 
eclesiástico hasta nuestros días. 


2. Actual cometido apologético del Derecho público eclesiástico. 


1 


El Derecho püblico eclesiástico nace como respuesta de los católicos 
a la negación protestante de la condición de sociedad perfecta de la 
Iglesia católica, negación que parte del presupuesto de la visibilidad de 
la verdadera Iglesia para llegar, en cierto modo, a cristalizarse en la 
afirmación de PUFENDORF, según el cual las iglesias (la realidad visible, 
incluyendo en ella la Iglesia romana) no serían más que collegia, es decir, 
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sociedades imperfectas, comprendidas en la órbita y en la jurisdicción 
de la única sociedad perfecta : el Estado (8). 

Pues bien, así como PUFENDORF, a pesar de recurrir a la Sagrada 
Escritura, se dirigía, sin embargo, directamente al Estado, así también 
el Derecho público eclesiástico se dirigió al Estado demostrando y de- 
fendiendo la condición de sociedad perfecta de la Iglesia católica con 
argumentos que formaban parte del terreno prejurídico de la época. 


Pero, ¿cuál es actualmente la actitud estatal frente a la revelación 
cristiana ¢ 

Por de pronto, la consolidación histórico-política de los Estados cis- 
mático y protestantes ha hecho que, tomando por base el dato estadísti- 
co, los Estados deban agruparse, con respecto a la Iglesia, en tres gru- 
pos: católicos, heterodoxos e infieles; restringiendo, como es evidente, 
sólo al primer grupo el uso de los argumentos de la revelación cristiana 
en la defensa de la Iglesia. 

Pero aun entre los Estados católicos, ¿cuántos aceptan oficialmente 
la revelación cristiana en el planteamiento de sus relaciones con la Igle- 
sia católica ? 

Más aún, ¿no hubo tal vez estados católicos (a saber, sus gobernan- 
tes) que pretendieron ser laicos, desinteresándose completamente de la 
religión, aduciendo como motivo que, encontrándose varias religiones 
en el territorio nacional, no querían constituirse en «Estado teólogo», 
prefiriendo una confesión a las otras, porque todos los ciudadanos son 
iguales ante la ley? 

Bastan estas elementalísimas consideraciones para concluir que el 
Derecho püblico eclesiástico externo tiene hoy ante sí un camino por 
recorrer muy distinto del que se le presentaba en los siglos pasados. 

En sus orígenes, y aun después por largo tiempo, los Estados cris- 


tianos, en nombre de su religiosidad, pretendían intervenir “in sacra”, 
o al menos, “circa sacra", 


(8) “Ecclesiae ideo non exuunt naturam collegii" ; igioni i 

: git” (De habitudine Religionis Christianre ad 
vitam civilem, Bremae, 1687, $ 41, p. 140); V. el análisis de la teoría de PUFENDORF en nuestro 
artículo: Compito e caratteristiche del Dir. publ. eccl 


OS . interno, “Salesianum”, XII (1950), 

Para apreciar el influjo de là teoría de PUFENDORF, no será s fl d 
afirmación papal acerca del carácter de sociedad perfecta de la esp Hecht bot wu mee [xo 
Mfice Pío IX en la alocución consistorial Multis gravibusque, del 17 de diciembre de 1860: 
"Id (lQ que hàbía acontecido en el Gran Ducado de Baden) porro ez falsa protestantium doe- 
trina derivatum intelligimus, qui autumant Ecclesiam 4n civili Imperio quoddam veluti Colle- 
gium ezistere, nullisque proinde pollere turibus, praeter ea quae concessa illi sint atque attri- 
buta @ civili potestate. Id autem quantopere abhorreat a veritate ecquis non intelligat? Ecclesia 


nempe ut vera et perfecta societas a divino Auctore suo fult ins 4 
Es rol Hp D. ary fuit instituta", etc. (PH IX Pont. Maz. 
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Hoy hay que comenzar por demostrar que el Estado no puede ser 
laico, y esto aunque existan varias confesiones religiosas en el territorio 
nacional, sin que ello implique que deba llegar a ser un «Estado teólo- 
go» ; después, es necesario ae que no obra en modo alguno contra 
los derechos de los disidentes, el Estado católico que pondera teológica- 
mente la religión de su pueblo. 


3. Las ventajas que el Derecho público eclesiástico puede reportar del 
nuevo Concordato español y del Mensaje de Franco a las Cortes. 


Esta visión sumaria de la índole del Derecho público eclesiástico y 
su actua! cometido apologético nos permite entrever ya las razones que 
nos han movido a relacionar el nuevo Concordato español con el Dere- 
cho público eclesiástico; de forma que podemos, sin más, relevar con 
un título más intuitivo el contenido le nuestro estudio: las ventajas que 
el Derecho público eclesiástico puede reportar del nuevo Concordato 
español. Lo cual significa, como se desprende de lo que veníamos dicien= 
do, hallar ventajas en la justificación-defensa de los derechos de la Igle- 
Sia, como sociedad perfecta, no sólo en io que se refiere a Espafia, sino 
a todos los Estados. 

Debemos añadir aquí que, puesto que la obra del Gobierno en la esti- 
pulación del nuevo Concordato ha tenido una justificación insuperable en 
el Mensaje de Franco a las Cortes, el Derecho público eclesiástico no 
tiene más que extender la mano y recoger frutos exquisitos de este Men- 
saje, es decir: la perfecta elaboración de las razons que han movido a 
la católica España a la firma del nuevo Concordato, y aprovecharla en 
la justificación de lo que la Iglesia católica puede legítimamente preten- 
der de los demás Estados católicos y, conservadas las debidas propor- 
ciones, también de los demás Estados. 

Nos parece, pues, que se pueda afirmar—especialmente desde el pun- 
to de vista del Derecho público eclesiástico—que el Mensaje de Franco 
no debe considerarse ajeno al nuevo Concordato español, ya que, tanto 
en uno como en otro, hallamos materiales preciosos para su actual co- 


metido. 


' 4. El valor internacional de los Concordatos. 


Consideremos, en primer lugar, el Concordato. No olvidemos que 
todo Concordato, además de pertenecer al Derecho püblico del Estado 
estipulante y al Derecho particular de la Iglesia católica, forma parte ' 
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del Derecho internacional. Ahora bien, por esta relación con el Dere- 
cho internacional, en el Concordato va destacado este valor jurídico es- 


pecial. 

Este vínculo con el mundo internacional confiere al Concordato un 
aspecto que no creemos errado llamarlo «laico» (por supuesto, relacionado 
este adjetivo con «laicidad», no con «laicismo»). En otras palabras, que- 
remos decir que el mundo internacional da un relieve uniforme a todos 
los Concordatos, sean ellos confesionales o no. Por lo demás, dado que 
el Derecho internacional no registra los diversos Concordatos simple- 
mente con una fecha, sino que analiza su contenido, éste, sea el que fue- 
re, se impone a la consideración internacional, la cual, por su parie, 
no puede dar el veto a ninguno de sus artículos, sino que, por el con- 
trario, debe tomar en cuenta el hecho, pudiéndose de este modo asen- 
tar precedentes, 


5. Los dos reconocimientos fundamentales acerca de la religión y de 
la Iglesia católica contenidos en el nuevo Concordato español. 


La historia, ocho veces secular, de los Concordatos de la Iglesia pue- 
de ser considerada a través de diversas épocas. Mas no es nuestra inten- 
ción, al presente, precisarlas; nos ceñimos sólo a señalar dos etapas 
indiscutibles : el Concordato napoleónico y los Concordatos posteriores 
a la primera guerra mundial, haciendo notar que si el primero no tuvo 
seguidamente otros similares, con todo asentó en su preámbulo una 
premisa sobre la eficiencia numérica, la cual había de ser al menos so- 
brentendida en los demás Concordatos. 

Si bien no nos es dable afirmar que el Concordato español señale el 
comienzo de una nueva era 


pues ello implicaría poseer miras de profe- 
ta—, con todo, creemos poder aseverar que dicho Concordato abre un 
nuevo camino a los Estados católicos en sus relaciones con la Iglesia. 


Para justificar esta opinión basta tener en cuenta los artículos pri- 
mero y segundo del Concordato. En el primero se reconoce oficialmente 
la Ley divina, es decir, el Concordato se coloca en el contexto de la re- 
velación cristiana. En el segundo—por vez primera en un Concordato—, 
el Estado reconoce a la Iglesia católica como sociedad perfecta ; y pues, 
dado que este reconocimiento está lógicamente concatenado con el ante- 
rior, debemos decir que en este segundo artículo España declara fun- 
-damentar sus relaciones con la Iglesia católica sobre los principios de 
la economía del Nuevo Testamento, en la cuál, por voluntad divina de 
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Jesucristo, dos son las sociedades perfectas : el Estado y su Iglesia, úni- 
ca y visible, 


6. El actual reconocimiento social y jurídico de la revelación cristiana 
por parte del Estado Católico. 


Para justipreciar todo el valor apologético de estos dos reconocimien- 
tos podemos formularnos la siguiente pregunta: ¿puede hoy un Estado 
católico llegar a tal punto? Decimos «hoy» para acallar la voz de los 
siglos de historia—no sólo de España, sino de Europa católica—, la 
voz de la República cristiana. Verdaderamente, en relación al pasado, 

pregunta puede parecer superflua; sería algo así como preguntarse 
si el hijo, una vez adulto, puede continuar abrazando a su madre. Mas 
supongamos la posibilidad de desligar el presente del pasado, e interro- 
guémonos cómo se puede justificar jurídicamente el hecho de que un 
Estado moderno introduzca en el ámbito de sus principios jurídicos la 
revelación cristiana, 

Somos conscientes de no decir nada nuevo (pero creemos oportuno 
comenzar por aquí) afirmando que la revelación cristiana, antes de ser 
aceptada como premisa en la legislación de una nación católica, se debe 
considerar como un dato histórico conexo con la realidad concreta (ante 
todo, de la Iglesia católica; luego, de ias demás confesiones cristianas 
que se separaron de ella). La revelación cristiana, en cuanto simple dato 
histórico y realidad vivida por la Iglesia católica y por las demás con- 
fesiones, es decir, sin entrañar un juicio respecto a su sobrenaturalidad, 
no es objeto de discusión, sino que se la debe constatar como hecho; 
pretenderla ignorar es limitar arbitrariamente la percepción, tanto de la 
realidad histórica que anima, al menos, a la civilización, cuanto de la 
realidad concreta que nos rodea. 

Y no sería menos arbitrario para un Estado-persona de una nación 
católica, tratándose de verificaciones, el rehusarse a comprobar el hecho 
de que la revelación cristiana es la realidad en que los ciudadanos ci- 
mientan sus virtudes individuales y sociales, y que esta realidad consti- 
mh para ellos no sólo su credo, sino la certeza, la disciplina y la fuer- 

, fundadas, respectivamente, en la potestad de magisterio, de juris- 
dicción y de orden de las autoridades u presiden la Sociedad-Iglesia 
a que pertenecen. 

El limitarse a reconocer que la casi totalidad de la población es ca- 
tólica, sin llegar a preguntarse por qué es tal, es un no querer conocer 
cuál es la fuente o el origen del río que se ve fluir con los propios UjOS. 
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Y sin embargo, es evidente que la mera comprobación del dato estadís- 
tico alcanzado por el catolicismo en la nación y de su influjo en la vida 
nacional (aun a pesar de conducirnos al reconocimiento del dato de la 
revelación—del cual toman origen los dos datos inmediatamente cons- 
tatables, de la importancia numérica y de la eficiencia civilizadora—) no 
es el máximo grado a que puede llegar el Estado-persona en el cumpli- 
miento de su misión de representante oficial de los ciudadanos. Estos 
tienen el derecho a que el Estado-persona no sólo compruebe que su fe 
está ligada a la civilización cristiana, como lo podría hacer respecto a 
otras naciones que ofrecen el mismo fenómeno de una mayoría católica, 
es decir, de gente que regula su propia vida segün la revelación cristiana: 
y que, además, en la vida püblica reconocé oficialmente esta comproba- 
ción. A saber: por lo que toca a las demás naciones católicas, es cues- 
tión de constatación, mientras que para la nación que se presenta, la 
comprobación debe traducirse en un reconocimiento social y jurídico, 
aceptando el dato de la revelación en el orden publico. 


7. La verdadera naturaleza del actual confesionalismo estatal. 


No estará de más preguntarnos si, acaso debido a esta actuación, el 
Estado-persona de una nación católica deberá ser llamado «Estado con- 
fesional». Aunque en los Estados absolutos el confesionalismo se apoya- 
ba en la concreta realidad social de la población católica que justifica— 
ba la actitud del soberano; sin embargo, esta actitud no era formal- 
mente o, al menos, no era siempre marcadamente la expresión de la 
representación del pueblo efectuada por el Estado-persona (que, por otra ` 
parte, en aquel entonces, por diversas razones, se confundía con la per- 
sona misma del soberano). 

En aquel tiempo era muy fácil ver desde otro aspecto la realidad cel 
confesionalismo deteniéndose a considerar al soberano para concluir: 
«Es el soberano quien hace la profesión de fe en las verdades del cris- 
tianismo», y olvidar su misión representativa con respecto al pueblo. 

Nos parece, por tanto, que el adjetivo «confesional», dada su apli- 
cación histórica, si lo empleamos aisladamente, no pueda representar 
el proceso actual seguido por el Estado-persona de una nación católica 
en el reconocimiento jurídico de la revelación cristiana en la cual se 
inspira el pueblo; y por esto opinamos que sería más acertado hablar 
de confesionalismo democrático. 

El Estado confiesa, o sea, reconoce y proclama lo que el pueblo re- 
conoce y sigue en su vida individual y social. | 
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8. Qué exige del Estado-persona la "Immortale Dei". 


Al abordar el tema del confesionalismo resulta obvio mencionar la 
enseñanza eclesiástica al respecto y particularmente el magisterio pon- 
tificio. A este efecto echamos mano de la clara y precisa formulación 
de León XIII en la Encíclica Immortale Dei. Dicha Encíclica, después 
de enumerar los deberes de la sociedad civil (evidentemente, se habla 
del Estado-persona) respecto a la religiosidad de los ciudadanos, afirma 
«quarum opportunitatum (o sea, de las ayudas que el Estado da a los 
ciudadanos) praecipua est, ut detur opera religioni sancte inviolateque 
servandae, cuius officia hominem Deo coniungunt. Vera autem religio 
quae sit, non difficulter videt qui iudicium prudens sincerumque adhi- 
buerit: argumentis enim permultis atque illustribus... liquet eam esse 
unice veram quam Jesus Christus et instituit ipsemet et Ecclesiae suae 
tuendam propagandamque demandavit» (9). 

Si el Estado-persona de una nación católica, al reconocer social y ju- 
rídicamente la revelación cristiana (en el sentido que llevamos dicho), 
pronunciase aquel “iudicium prudens sincerumque’’ acerca de la verda- 
dera religión, requerido por la Immortale Dei, es lícito preguntarse (dado 
que, por otra parte, es evidente que León XIII no exige del Estado- 
persona una extralimitación de su cometido, fijado por el derecho natu- 
ral) hasta dónde pueda llegar el Estado-persona en este “tudicium pru- 
dens sincerumque””, 

No hay duda que cada uno de los componentes del Estado-persona 
debe juzgar el fenómeno religioso de su patria siguiendo el mismo cri- 
terio que lo guía en el juicio de la verdadera religión por lo que atafía 
a su propia salvación. 

Naturalmente, este juicio será positivo o negativo, conforme perciba 
“como dominante o no la única verdadera religión. 

Por otra parte, es indiscutible el hecho que cada componente tenga 
el derecho y el deber de no obrar nunca contra su conciencia. 

Pero el “iudicium prudens sincerumque'” del Estado-persona, como 
tal, no se reduce ciertamente a la simple suma de los juicios de todos 
los componentes (supuesto que estén todos de acuerdo), aun cuando se 
consideren tales juicios no ya en orden a la salvación de la propia alma, 
sino en orden a la religión de la mayor parte de la nación. 

Y no está de más notar que León XIII habla no de los regidores de 


f (9) Leonis XIII P. M. Acta, vol. V, pp. 123-124. 
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la «cosa püblica», sino de la "societas civilis comuni utilitati nata”. Es 
por lo tanto, el Estado-sociedad, que se pronuncia en el Estado-persona. 


Ahora bien, ya que el juicio formulado por los creyentes (y, por lo 
mismo, también el formulado por los ciudadanos componentes del Es- 
tado-persona) concluye, mediante la gracia de Dios, en el acto de ie 
vedadero y propio, es decir, en un acto, por lo tanto, absolutamente per- 
sonai—se debe excluir la posibilidad de una representación oficial de 
parte del Estado-persona por lo que se refiere a dicho acto; vale decir, 
no es factible un "iudicium prudens sincerumque" acerca de la verda- 
dera religión por parte del Estado-persona, que resulte un acto de fe 
oficial, emitido en nombre de todos los ciudadanos creyentes. 

Por consiguiente, creemos que el mdximun a que puede arribar el 
Estado-persona en lo que concierne a la apreciación teológica de la 
verdadera religión de su pueblo, consiste en una particular y especial 
exteriorización social: particular, porque se refiere a la apreciación ieo- 
lógica de la religión del Estado (esto es, la apreciación que subsiste en 
el pueblo, y de por sí, en los mismos ciudadanos que toman parte en las 
actuaciones del Estado-persona), y especial, porque se trata de una «ex- 
trinsecación» que se efectúa por medio del mismo Estado-persona (inte- 
grando la que él encuentra al comprobar el fenómeno religioso en toda 
su extensión). 

Tal «extrinsecación» puede llamarse también «profesión de fe»; con 
tal que se distinga bien la profesión de fe del individuo como tal, y la 
«profesión de fe» del Estado-perscna. 


9. La expresión: "Estado-teólogo'' tiene un sentido equivoco. 


A este punto alguien podrá decir que esta «profesión de fe», del Es- 


tado-persona, tal como lo estamos considerando, importe la actitud del 
«Estado-teólogo». 


Respecto a esta expresión, se imponen algunos reparos de mucha 
mayor cuantía de las que apuntábamos al hablar de la expresión «Esta- 
do confesional». | 

Es más, decimos que si por «Estado-teólogo» se debiera entender la 
actitud que el Estado-persona asume frente al fenómeno religioso de 
un determinado Estado, haciéndose caso omiso del dato estadístico y de 
los derechos históricos adventicios (y, por lo mismo, haciendo depender el 
“status” de las varias confesiones religiosas, primaria y exclusivamente 
de su juicio teológico), no podemos aprobar el «Estado-teólogo». 
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Pero, según se desprende de lo que llevamos dicho, aquí nosotros 
hablamos de una «extrinsecación» social que necesariamente presupone 
una realidad objetiva, y esta realidad excluye todo juicio «paternalísti- 
co» (o más bien de carácter absoluto) por parte del Estado-persona, por 
el hecho mismo que se empeña de «extrinsecar» socialmente la certeza 
que el pueblo tiene de su propia fe. 

El juicio teológico del Estado-persona, realizado en la forma ya des- 
crita, no precede, sino que acompaña a la comprobación de la realidad 
objetiva dei fenómeno religioso de un determinado estado. 


10. El pueblo tiene derecho al reconocimiento social y jurídico de la 
certeza que tiene sobre su religión. 


No creemos necesario detenernos demasiado en la demostración de 
la perfecta legitimidad que existe de que el Estado-persona asuma el co- 
metido de exteriorizar el peculiar dato social de la certeza que los ciuda- 
danos tienen de la propia fe. Esto va en consonancia con el derecho 
natural, que obliga al Estado a reconocer todas la exteriorizaciones so- 
ciales. Por otra parte, es una exigencia del carácter positivo de las for- 
mas históricas bajo las que se presenta la religión en el mundo, que el 
reconocimiento se extienda hasta las exteriorizaciones que se refieren a 
la certeza que los ciudadanos tienen de su religión. A los ciudadanos 
les atañe no sólo el derecho de que el Estado-persona tome en cuenta 
este dato de la certeza teológica que ellos poseen de la propia religión, 
sino también el de ser representados por él, oficialmente, por lo que co- 
rresponde a esta certeza. Es decir, los ciudadanos tienen derecho de que 
el Estado añada a la exteriorización social de la certeza que ellos tienen 
de su propia fe, su «extrinsecación» oficial. Este derecho de los ciuda- 
danos nace de la comprobación que objetiva y tradicionalmente es nor- 
mal, el tener certeza de la propia religión. Tanto los disidentes, como 
los agnósticos, constituyen la excepción en la totalidad de los ciudada- 
nos. Pero bien sabemos que en la vida social la normalidad tiene su 


propio lugar y la excepción el suyo. 
11. El modo ejemplar en que viene actualizado este cometido del Es- 
tado-persona con el primer artículo del Concordato español, | 


Esta es la razón por que España, en el nuevo Concordato, con plena 
adhesión a la realidad actual e histórica, proclama : «La religión católi- 
ca, apostólica, romana, sigue siendo la única de la nación española». 
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El «sigue» es la expresión objetiva de la realidad significada por 
«nación». La «nación» no se improvisa. Se constata tal cual es; se la 
respeta ; se le reconocen sus derechos. Por eso, si la nación es católica, 
el Estado no puede dejar de ser católico. 

Pero este resultado no es sólo consecuencia de la estadística y de la 
civilización ; es, sobre todo (ratione dignitatis), fruto de la certeza que 
es fundamento y sostén de la vida individual y pública de la católica 
España. Es por esto que se dice: «Sigue siendo la única religión de la 
nación espafiola». 

Del contenido social y jurídico de la primera parte del artículo, con 
lógica y lealtad ejemplares (y, por lo mismo, huelga decirlo, con una 
diáfana declaración del espíritu que informa todo el Concordato), sin 
compromisos, se pasa al reconocimiento de los derechos de la ünica re- 
ligión de la nación española (religión que no sería única, si teológica- 
mente—científicamente—no fuera ia única verdadera), y, por lo tanto, 
se le reconocen «las prerrogativas que le competen en conformidad con 
la Ley divina y el Derecho canónico». 

La aceptación del valor normativo de la Ley divina es la consecuen- 
cia lógica del reconocimiento completo de lo que religiosamente es la 
nación española : nación que cree en la revelación cristiana y se somete 
al magisterio de la Iglesia. 

A su vez, el reconocimiento del valor normativo del Derecho canóni- 
co es no sólo la consecuencia lógica de la aceptación social y jurídica de 
la Ley divina, sobre la cual la nación española apoya su vida religiosa, 
sino también es el respeto a ia eficiencia jurídica de los católicos espa- 
fioles, que formando parte libremente de la Sociedad-Iglesia aceptan 
de la autoridad competente las normas del Derecho canónico, a cuya 
formación también contribuyen a través de la costumbre. 


12. El lógico reconocimiento del carácter de sociedad períecta de la 
Iglesia en el segundo artículo del Concordato español. 


Esta objetividad en apreciar la entidad social y jurídica del catolicis- 
mo de la nación española en el artículo segundo del Concordato, se 
traduce en una explícita declaración teológico-jurídica, de la cual el Es- 
tado católico, enemigo de reticencias, no puede prescindir después que 
el protestantismo, por boca de PUFENDORF, negó que la Iglesia visible 
fue” sociedad perfecta: declaración ésta que consiste en reconocer cz 
balmente a la Iglesia católica como sociedad perfecta, o si se quiere lle- 
gar al meollo de la cuestión, como la otra sociedad perfecta. 
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La expresión «sociedad perfecta», como hemos demostrado en un ar- 
tículo dedicado a este argumento, tiene un significado necesariamente 
monístico en ARISTÓTELES, dado que no existía aün la Iglesia. En SAn- 
TO Tomás no alcanza todavía un explícito significado dualístico, ya que 
la peculiar «colligatio» de la sociedad civil y de la Iglesia durante la 
Edad Media, daba como resultado un solo Derecho püblico y, de hecho, 
una sola sociedad perfecta, aunque con dos poderes supremos, como ya 
explícitamente proponía el Papa GkrAsro (10). 

Tan sólo después que PUFENDORF, teorizando las negaciones protes- 
tantes acerca de la estructura jurídica de la Iglesia, expuso su doctrina 
de las «ecclesiae-collegia» o sociedades imperfectas (entre las cuales se 
incluía también la Iglesia romana), surgió el Derecho püblico eclesiás- 
tico para defender los derechos de la Iglesia católica, en cuanto socie- 
dad perfecta. 

Nótese, por lo demás, que al inicio del Derecho público eclesiástico 
no se empleó la expresión sociedad perfecta, sino las equivalentes : “Reg- 
num", "Imperium", “Civitas”, etc. z 

En realidad, el primer documento pontificio en el cual se propugnan, 
para la Iglesia católica, la denominación y los derechos de sociedad 
perfecta, es la alocución consistorial de Pío IX Multis gravibusque, del 
17 de diciembre del 1860 (11). 

No nos sorprende, por tanto, el no encontrar ni siquiera en el Con- 
cordato español de 1851, ni en el efectuado entre Pío IX y Francisco 
José de Austria (en 1855) el reconocimiento por parte del Estado de la 
condición de sociedad perfecta de la Iglesia católica. Ciertamente, esto 
se sobrentendía ; o sea, no hay duda de que si la Santa Sede hubiese 
juzgado necesario el reconocimiento explícito de esta condición, ni Es- 
pafía ni Austria lo hubiesen rehusado. 

A pesar de que en los artículos 2.”, 3.° y 4.” del Concordato con 
Colombia (a. 1.887),—el único Concordato del Pontificado de León XIII, 
en que se afrontan sistemáticamente las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado—se afirman derechos que implican, por parte del Estado, el re- 
conocimiento de la Iglesia como sociedad perfecta, con todo no se en- 
cuentra en ellos expresada esta denominación. 

Aunque pueda parecer irreverente pretender interpretar el pensamien- 


(10) “Duo quippe sunt, imperator auguste, quibus principaliter mundus hic regitur: auc- 
toritas sacrata pontificum, et regalis. potestas" (Ep ad Anastasium Augustum, 8. 404; V. Lo GRAB- 
80: Ecclesia et Status, Fontes selecti, 2 ed., Romae, 1952, n. 108, p. 5i); v. el análisis en n. aP- 
&ículo La tesi foudam. del Ius publ. eccl., “Salesianum”, VIII (1946), 89-94. 

(11) V. más arriba la nota 8. 
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to de León XIII, no renunciamos a manifestar que íntimamente po 
que el Papa de la Immortale Dei habría visto con satisfacción incluído 
en el Concordato colombiano el reconocimiento de la Iglesia como so- 
ciedad perfecta por parte del Estado. 

Pero el artículo primero de dicho Concordato, muy diverso del ar- 
tículo inicial de otros Concordatos firmados con otras repúbiicas ame- 
ricanas (12), no se prestaba a servir de premisa a tal reconocimiento. 
De la misma manera nos atrevemos a interpretar el pensamiento de la 
Santa Sede acerca de los Concordatos firmados, después de la primera 
guerra mundial, con los Estados católicos—especialmente Italia y Aus- 
tria—, afirmando que se habría visto con satisfacción en ellos el reco- 
nocimiento de la Iglesia como sociedad perfecta. ¿Podía acaso no desear- 
se tal explícito reconocimiento después de la promulgación del Código de 
Derecho Canónico, hecha mediante la Constitución Providentissima Mater 
Ecclesia, la cual se inicia con ia proclamación de la condición de socie- 
dad perfecta connatural a la Iglesia: “Ecclesia omnibus instructa notis 
quae cuilibet perfectae societati congruunt ? 

A pesar de todo, tanto el artículo 2.° del Tratado lateranense (13), 
como el artículo 2.” del Concordato con Austria (14), aunque se acer- 
quen al reconocimiento de que venimos hablando, sin embargo no lle- 
gan a proclamar la Iglesia como sociedad perfecta. También en ellos 
falta el artículo 1.° que encontramos en el nuevo Concordato español, 
que sirve de premisa al reconocimiento de la Iglesia católica como so- 
ciedad perfecta. 

Admitida explícitamente ia Ley divina y, por tanto, el dato de la 
revelación, se llega lógicamente al reconocimiento de lo que la revela- 
ción cristiana nos enseña acerca de la condición jurídica de la Iglesia, 
a saber, de que Jesucristo la ha querido y la ha fundado con la natu- 
raleza y prerrogativas de sociedad perfecta. 


2 (12) Honduras, a. 1861 (MERCATI: Raccolta di Concordati, Pol. Vat., 1919, p. 937; Nicara- 
Sand dm (C. €., p. 949); S. Salvador, a. 1869 (p. 960); Venezuela, a. 1862 (p. 971); Ecuador, 


B 984); nueva versión del mismo (Concordato, a. 1881 (p. 1.002). 
(13)  “Lltala-ricon,sce la sovranità della 8. Sede (no se habla de la Iglesia) nel campo 
Internazionale come attributo inerente alla sua natura (esto nos puede llevar a la conside-a- 


ción de lo « le es la I rlesia) i confor mit Hi izi ] 3 
: d glesio oy AT QUU y à sua tradizione : E ] " 
a à a S I 1 e ed alle ph os della sua mis- 


(14) “La Chiesa Cattolica è riconosciuta in A 
dición que, por otra parte, la Constitución austría 
las demás Iglesias). Y esto en Austria, donde en una Synopsis Iuris ecclesiastici publici ac 
privati quod per terras augustissimae Imp. Maria Teresiae obtinet, publicado en Viena en 1777 
se lee esta tesis: “Societás igitur christiana (la Iglesia) divinae originis est. Est societas per- 
fecta nexu animorum non interno solum, sed externo etiam colligata...” (n. XXXI, p. 9); 


"... recte consequitur Ecclesiam’ esse. societatem inaequalem j 
contra la tesi: tes! 
Rempublicam quandam sacram” (n. LVHI, p. 14). d nd pipe e p 


ustria come società di diritto pubblico” (con- 
ca del 1.» de mayo de 1934 reconoce tamb!én a 
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El Divino Fundador de la Iglesia ha puesto al lado de la sociedad 
perfecta que tiende a la consecución social de la felicidad temporal 
(implícitamente confirmada en su oficio), la otra sociedad perfecta or- 
denada a la adquisición, social e individual, de la felicidad eterna, 

Y dado que no existen más que estos dos fines supremos, el tem- 
poral y ei ultraterreno-sobrenatural, no hay más que estas dos socieda- 
des perfectas: el Estado y la Iglesia. 


13. El eventual retorno de la expresión “sociedad perfecta” 
en la doctrina jurídica actual. 


Ahora bien, el reconocimiento que el nuevo Concordato español hace 
de la Iglesia como sociedad perfecta, es evidentemente un argumento 
de primer orden que podrá ser aprovechado por el Derecho público ecle- 
siástico en defensa de los derechos de la Igiesia como sociedad perfecta. 
No se trata, en efecto, de un reconocimiento efectuado en una época 
historica ya pasada, sino que se hace hoy, respetando todas las exigen- 
cias del Derecho público actual, todos los postulados de una sana de- 
mocracia. 


Más aún : como se ha señalado antes, ya que el Concordato español 
pertenece necesariamente también al mundo internacional, éste no puede 
poner el veto a uno u otro articulo, sino que debe tenerlos todos en cuen- 
ta: ía fórmula «sociedad perfecta», que casi desapareció en la doctri- 
na civilística contemporánea, bajo Ía fórmula de nuevo cuño: «ordena- 
miento jurídico primario», gracias al Concordato español vuelve a ser 
de actualidad y exige ser tenida en consideración. 

No dudamos que tal consideración será en ventaja de la doctrina ju- 
rídica, porque—se nos perdone el juego de palabras—es mucho más 
perfecto hablar de «sociedad perfecta» que de «ordenamiento jurídico 
primario»; es, precisamente, el adjetivo «perfecto» el que atrae la aten- 
ción, dirigiéndola a la consideración del fin, más bien que al hecho del 
origen. También aquí tiene aplicación el dicho de la sabiduría antigua : 
“In omnibus respice finem’’, a más que de esta manera nos ponemos en 
la vía del adagio: “societates sunt ut fines", que nos consiente proyc- 
tar el «status» jurídico de la Iglesia sobre la tabla de los valores para 
constatar intuitivamente la superioridad ae la sociedad espiritual-scbre- 
natural sobre el Estado, ratione finis. 

Sin embargo, es evidente que esta aceptación de la locucién, societas 
perfecta (que auguramos sea elaborada nuevamente por la doctrina juri- 
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dica contemporánea) sirviéndose del reconocimiento contenido en el ar- 
tículo 2.° del Concordato español, por lo que atañe a la Iglesia, no se 
basará (para los no-católicos) en la aceptación formal de la revelación 
cristiana, sino en el simple reconocimiento (abstrayendo todo juicio) del 
dato de la revelación y de toda la realidad histórica sobre la cual se 
funda la figura del ordenamiento jurídico primario. Aún así, la expre- 
sión «sociedad perfecta» representaría, como hemos dicho, una ventaja 
en la claridad de la terminología necesaria para expresar la naturaleza 
jurídica de la Iglesia, y de esta manera se tendría una nítida línea de 
sutura con la acepción que se basa en la aceptación formal del hecho de 
la revelación cristiana, para llamar a la Iglesia «sociedad perfecta». 


14. Conclusión acerca de las ventajas que reporta el Derecho público 
eclesiástico del Concordato español y del Mensaje de Franco. 


La involuntaria extensión que ha venido tomando este artículo nos 
confirma en la conveniencia de limitar la consideración de las ventajas 
que el Derecho público eclesiástico puede recabar del Concordato es- 
pañol, a los dos fundamentales reconocimientos contenidos en los ar- 
temos y2: 


El Derecho público eclesiástico (justificación y defensa de los dere- 
chos de la Iglesia respecto a los Estados, y en especial de los católicos) 
ve en el nuevo Concordato español actuados plenamente sus principios, 
empezando por las premisas de las que proviene la ordinata colligatio 
del Estado católico con la Iglesia, que son: a) en el terreno prejurídico, 
el reconocimiento de la Religión católica como la única de la nación 
española, llevado hasta aceptar el valor normativo de la Ley divina y 
de la Ley canónica; b) en el planteo jurídico de las relaciones con la 


Iglesia, el reconocimiento límpido y explícito de su carácter de sociedad 
perfecta. 


En todos los otros artículos (exceptuando el tercero, que es integra- 
tivo de los dos primeros), vemos desenvolverse la serie de los recono- 
cimientos que el Estado católico moderno y la Iglesia, aquilatando las 
peculiares conaiciones histórico-ambientales, realizan recíprocamente ani- 
mados del deseo de asegurar una fecunda colaboración para el mayor 
bien de ia vida religiosa y civil de la nación española. Puede decirse 


(13) Muy Justamente Franco afirme: “Concebir la J 
ma: glesía como sociedad perfecta libre 
e independiente del Estado, no es más que reconocer las prerrogativas con que la instituyó 


gu Divino Fundador”. (Cfr. para esta clta y las siguientes del mi ensaje, e i ten 
do en esta REVISTA, 7 [1953], pp. 835-845.) g mismo M nea] , el texto publica 
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que el Concordato, desde el artículo cuarto en adelante (comprendidos 
los documentos que lo integran), viene a ser como una explanación de 
los principios enunciados en los dos primeros artículos. Nos encontra- 
mos, por tanto, muy cerca del Derecho püblico eclesiástico ; muy lejos, 
gracias a Dios, de los forzados esquemas concordatarios con los que 
la Igiesia intenta salvar... lo salvable, y en los cuales, como dijo recien- 
temente S, 5. Pío XII, «juntamente con otros fines, se persigue tan sólo 
el de prevenir disputas sobre cuestiones de principios y el evitar ini- 
cialmente eventuales motivos de conflicto» (16). 

Pero, como ya hemos notádo desde el principio de este estudio, el 
Derecho püblico eclesiástico, dado su fin apologético, obtiene una nota- 
ble ventaja, no sólo con la ejemplar actitud dei Estado espafiol en la 
estipulación del Concordato (que, por lo demás, contiene implícitamente 
la justificación de esta actitud, ya que la lgesia no fuerza la mano de 
nadie cuando se trata de pedir el reconocimiento de sus propios derechos) 
sino también con el Mensaje que Franco dirigió a.las Cortes con moti- 
vo de la ratificación del Concordato. 

No son suficientes veinticinco años para hacernos olvidar otros discur- 
sos del todo distintos, con que los Cuerpos legislativos de otra nación eran 
invitados a una idéntica ratificación de documentos fundamentales para el . 
bienestar de su nación, En algunos puntos de tales discursos, el orador, 
aminorando la importancia de los artículos concordatarios, a los cuales 
se había libremente consentido, parecía buscar una coartada para esqui- 
var ia propia responsabilidad. 

Gracias a Dios, la misma lógica y sinceridad que rigen los artículos 
del Concordato brillan con luz meridiana en el Mensaje de Franco. El 
Caudillo piensa en su Espafia; pero el estudioso del Derecho püblico 
eclesiástico, llevado naturalmente a abstraer del caso concreto a fin de 
sistematizar las declaraciones de dicho mensaje en principios de aplica- 
ción general, no puede menos que declarar: «He aquí como puede legí- 
timamente obrar el moderno Estado-persona en una nación católica» (17). 


Si en dicho Mensaje nos cefiimos a la parte que se refiere al planteo 
fundamental de las relaciones de un Estado católico moderno con la re- 
ligión y la Iglesia católica, debemos señalar en él, de una manera cspe- 


(16) Discurso de Su Santidad Pío XII a los Juristas católicos itallanos (A. A. 8., LX, 1059, 


. 802). ) 
T (17) En efecto, el mismo Franco declara que su mensaje personal refleja “el espiritu, 


"esc Z 1 :ordato. No cabe duda 
rincipios e incluso pormenores que pres'dieron" ei concierto dei Conco 
vm cano se refiere a los principios del Derecho público que legltiman la conducta del 
Estado-persona en la estipulación del Concordato. 
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cial, las declaraciones que definen las obligaciones del Estado a este res- 
pecto. 

Obligaciones frente : 

1) a la religión de la mayoría del pueblo (18) ; 


2) a la exigencia social de restaurar lo que ha sido destruído por 
el abuso del poder de parte de los mandatarios que obraron en contra 
de la convicción y voluntad del pueblo (19) ; 


3) a la eficacia de la religión católica en la formación de la unidad 
nacional y de la índole ético-espiritual de la.nación (20) ; 


4) a la certeza que el pueblo tiene de su religión (21) ; 

5) a la aceptación oficial de la Ley divina y canónica (22)5 

6) a la consecuencia que debe deducir de la certeza que el pueblo 
tiene de la propia religión a fin de incluir en el bien comün la pureza 


de la fe (23); 


7) a la defensa de este bien comün de los ataques de los disiden- 
tes (24); 


8) al reconocimiento oficial de ia Iglesia como sociedad perfecta (25) ; 


9) a la afirmación de todos los derechos de la Iglesia que derivan 
lógicamente del precedente reconocimiento fundamental (26) ; 


(18) (Citamos solamente los puntos más notables del Mensaje que se refieren a los argu- 
mentos que hemos señalado.) Í 


“Es deber de los gobernantes de un Estado compuesto por católicos mantener la religión 
de su pueblo y defenderla y profesarla públicamente.” 

(19) "... No fué el pueblo español el que las (persecuciones, etc.) inspira o provcca, sno 
precisamente el sectarismo personal de sus gobernantes que, Obedeciendo a doctrinas extra- 
ñas, abusan de su poder traicionando la conciencia religiosa de la inmensa mayoría de su 
pueblo, sacrificado de este modo a su sectarismo personal.” 

(20) “No en vano es la religión católica la gran fuerza moral que ha formado el alma co- 
lectiva de nuestra nación, la que ha modelado nuestro modo de ser como pueblo y ha formado 
nuestra peculiar fisonomía espiritual. Nuestra fe católica ha venido siendo a través ce :08 
siglos la piedra básica de nuestra nacionalidad.” “... La restauración de la unidad caiólica de 
^ Ter base secular e insustituíble de la unidad política de las tierras y de los hombres 
de España.” 


(21) "Nuestro Concordato responde a convicciones profundas y tradicionales, como respon- 
de a realidades históricas. 

(22) “Concebir la Iglesia como sociedad perfecta, libre e independiente del Estado, no es 
más que reconocer las prerrogativas con que la instituyó su Divino Fundador.” 

(23) “Si somos católicos, lo somos con todas sus Obligaciones. Para las naciones católicas 
las cuestiones de la, fe pasan al piano de las obligaciones del Estado." “... la tolerancia para 
creencias y cultos diversos no quiere decir libertad de propaganda que fomente las dis ordias 
religiosas y turbe la segura y unánime posesión de la verdad y de su culto religioso en nues- 
ira Patria, porque nosotros podemos consentir que los disidentes encuentren en España modo - 
de practicar su culto, pero no contra la voluntad general y com escándalo del pueblo.. ” 

(24) V. nota anterior. 


(25) "La Iglesia y el Estado son dos sociedades perfectas, cuyo elemento material, pobla- 


ción y territorio son el mismo, si bien difieran en razón del fin y de la autoridad." 
(26) V. nota 22. X 
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10) a la armonía del bien comün temporal de la nación con el bien 
espiritual y temporal de la Iglesia (27). 

El mensaje de Franco tiene, pues, un valor superior a aquél que 
nace del fin para el cual ha sido redactado. En efecto, condensa en una 
clara y sólida exposición los principios a los que se atiene el Estado 
católico moderno en sus relaciones con la Iglesia. De este modo viene 
a enriquecer la literatura del Derecho público eclesiástico, que =n la 
justificación-defensa de los derechos de la Iglesia "ad extra" debe pre- 
cisamente preocuparse de demostrar cómo (no obstante las doctrinas lai- 
zistas imperantes y las solapadas maniobras del nunca desaparecido se 
paratismo hostil a la Iglesia) pueda el Estado moderno actuar abierta- 
mente los principios de la "ordinata colligatio’’ con la Iglesia, a fin de 
que los fieles y ciudadanos «sic (transeant) per bona temporalia ut non 
(amittant) coelestia» (28). 


EMILIO FOGLIASSO, S. TDB: 


Catedrático en el Pontificio Ateneo 
Salesiano de Turín 


(27) “Se adueña de mi espíritu la íntima satisfacción, que espero compartáis, de panes 
prestado a la nación y a nuestra Santa Madre la Iglesia el servicio más importante out 
tros tiempos.” “Si con el Concordato que hemos concertado servimos a los fines HR 
de la Iglesia de Cristo, con él nos servimos. a nosotros mismos y al bien espiritual de nueg: 


almas." 
498) Oremus del domingo de la octava del Sagrado Corazón. 


EL CATOLICISMO, RELIGION DE LA 
NACION 


Intentamos hacer en este artículo un comentario estrictamente jurídi- 
co del artículo 1.° del Concordato español. Estudiar el texto del artículo, 
su sentido jurídico, su significado histórico, y finalmente, comparar su 
afirmación con el contenido de otros textos concordados y con la legis- 
lación nacional. 


EL ARTÍCULO 1.* 


Dice así: «La Religión Católica, Apostólica, Romana sigue siendo 
la única de la Nación Española y gozará de los derechos y de las pre- 
rrogativas que le corresponden en conformidad con la Ley Divina y el 
Derecho Canónico». 

En el Protocolo final existe una declaración concordada de este ar- 
tícuio en los siguientes términos: «En el territorio nacional seguirá en 
vigor lo establecido en el artículo 6 del Fuero de los Españoles. Por 
lo que se refiere à la tolerancia de los cultos no católicos, en los territo- 
rios de soberanía española en Africa, continuará rigiendo el «statu quo» . 
observado hasta ahora». 


Un POCO DE HISTORIA 


Los antecedentes jurídico-históricos de este artículo son, simplemen- 
te, el artículo 1.° del Concordato de 16 de marzo de 1851 y el punto 9.” 
del Convenio del 7 de junio de 1941. 

El primero dice: «La Religión Católica, Apostólica, Romana, que 
con exclusión de cualquiera otro culto sigue siendc la única de la Nación 
Española, se conservará siempre en los dominios de S. M. Católica con 
todos los derechos y prerrogativas de que debe gozar segün la ley de 
Dios y lo dispuesto pcr los Sagrados Cánones». 

Como puede verse, este artículo es reproducido casi literalmente en 
el nuevo Concordato, sin que se note más diferencia que la supresión de 
la cláusula «con exclusión de cualquiera otro culto», cláusula que, como 
verem<s, no modifica para nada el sentido jurídico del nuevo texto. 
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El segundo dice: «Hasta la estipulación de un nuevo Concordato, el 
Gobierno Español se compromete a conservar las disposiciones conteni- 
das en los cuatro primeros artículos del Concordato con la Santa Sede. 


CON RELACIÓN A OTRAS NACIONES 


Si estudiamos los Concordatos verificados entre la Santa Sede y otros 
Estados, podemos muy claramente distinguir dos series muy definidas : 
una, la de los tratados que reconocen la religión católica como religión 
de la nación, y otra, la de los que prescinden de este reconocimiento y 
se contentan con reconocer la libertad de la Iglesia dentro del Estado. 


Entre los primeros va a la cabeza el anteriormente citado de España. 
Va a la cabeza por ser el primero, cronológicamente, que declara la re- 
ligión católica, religión del Estado como tal. Al nuestro le siguen, casi 
con las mismas palabras, los Concordatos de Costa Rica en 1852, el de 
Nicaragua del mismo año, el de la República de El Salvador, el vene- 
zolano y el ecuatoriense de 1862. 

‘En este último, sin embargo, se añade también la cláusula espe- 
cial que encontrábamos en el español: «con exclusión de cualquier otro 
culto o sociedad condenada por la Iglesia». 

En el Concordato de Colombia, aun conservando la misma directriz, 
tiene una redacción especial : «Religio Catholica, Apostolica, Romana, 
est Religio Reipublicae Columbianae ; publica potestas eamdem agnoscit 
tamquam essentiale elementum quo societatis ordo constat, seseque obs- 
tringit eam, prout etiam eiusdem administros patrocinio suo iuvari atque 
tutari; illamque in usu suorum iurium ac praerrogativarum incolumen 
servare» (art. 1.°). 

En la segunda serie de Concordatos están los restantes celebrados a 
partir del napoleónico de 1801, y que son : el de Baviera de 1817, el de 
Serbia de 1914, el de Letonia de 1922, el de Baviera de 1924, el polaco 
de 1925, el lituano de 1927, el rumano de 1929, el de Prusia del mismo 
año, y el alemán y el austríaco de 1933. 

E Merece especial mención el Concordato con Italia de 1929. Este, sa- 
liéndose de lo que ya podríamos decir fórmula usual entre los Concor- 
datos modernos europeos, vuelve a la fórmula clásica del reconocimien- 
to de la religión católica como única religión del Estado italiano. Dice 
así su texto : «Jtalia recognoscit et confirmat principium in art. 1.° Sta- 


tuti Regni 4 martii 1848 consecratum, iuxta quod religio catholica, apos- 
tolica, romana est unica Status Religio». 
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Pío XII no ha firmado más Concordatos que el español y el de la 
Repüblica portuguesa en 1940. Tampoco en éste se declara la religión 
católica como religión de la nación portuguesa, sino, sencillamente, se 
usa la fórmula ordinaria de reconocimiento de la Iglesia y de su liber- 
tad dentro del Estado y nación portuguesa. 

Con esta perspectiva podemos decir que, prescindiendo del antiguo 
Concordato de Austria y del moderno de Italia, sólo los Concordatos 
hispanos son los que, valientemente, sostienen la postura sana del dere- 
cho divino: al lado de la Iglesia católica, no sólo reconociendo sus de- 
rechos, sino abrazando la religión de Cristo como la oficial y ünica de 
la nación. 

Así ha sabido España educar en el sentido plenamente católico a sus 
hijas las Repüblicas americanas. 


: EL sENTIDO JURÍDICO : LA POSTURA 
DE LA IGLESIA 


Este es el contenido fundamental del artículo primero del Concorda- 
to: la declaración de la postura de la Iglesia frente a la nación y su 
Gobierno. 

¿ Cuál es esa postura de la Iglesia? Fundamentalmente es una sola ; 
en la práctica exige lo que es prudente exigir y se contenta con el má- 
ximum que pueda obtener. 

La postura de la Iglesia es ambiciosa. Ella recibió un mandato y una 
orden de Cristo, de predicar el Evangelio a toda criatura y de sentar 
sus reales en todo el mundo. La teología católica nos enseña que las 
notas fundamentales de la Iglesia son: la unidad, la universalidad, la 
santidad y la apostolicidad. 

«Una» y «universal». Por eso no puede convivir pacíficamente con 
otras religiones ni serle indiferente el que los hombres practiquen una 
u otra religión. Ella sabe que la verdad no puede ser múltiple, sino una. 
Ella sabe que Dios quiere ser servido y adorado a través de Cristo y su 
Iglesia y de un modo exclusivo. Por eso ella tiene que querer y exi- 
gir para sí, en cualouier parte del mundo donde pueda sentar sus rea- 
les, ser ella sola, sin la compañía insidiosa de otras religiones que no 
sólo no son queridas por Dios, sino oue están excluídas del consorcio 
divino desde el momento que el mismo Dios ha señalado un camino úni- 
co nara honrarle a El v para salvarse la humanidad : «Qui crediderit et 
hantizatus frerit, salvus erit, qui vero non crediderit, condennahitur» 


(Mc., 16, 16). 
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Y esta es la postura fundamental de la Iglesia y su tesis dogmática. 
En la práctica, no obstante, por un sentido humano de vitalidad, la Igle- 
sia va exigiendo lo que es prudente exigir, lo que sabe que van a con- 
cederle, no sea que al pedirlo todo y exigir la plenitud de sus derechos, 
se quede sin nada. No es la Iglesia de los que dicen «O todo o nada»; 
más bien ella afirmará «O todo o al menos el máximum que podamos 
conseguir». Para medir esta exigencia práctica la Iglesia tiene en cuen- 
ta dos cosas: el número de católicos del país y la actitud hostil o bené- 
vola de sus gobernantes para con la Iglesia. El primer paso que quiere 
dar la Iglesia donde no existen católicos es que se la tolere y no se la 
arroje de la nación, dejándola actuar, aunque sólo sea en el terreno pri- 
vado. Cuando ya se ha afianzado algo en el país y va teniendo un nú- 
mero determinado de adeptos, aunque sólo sea minoría, pide y trata de 
conseguir la paridad de cultos: que al menos se le concedan los mis- 
mos derechos y se le tengan las mismas consideraciones que a otras re- 
ligiones existentes en la nación. Por último, cuando ha logrado alcan- 
. zar la mayoría por el número crecido de sus hijos, que ya son la mayor 
parte del pueblo, la Iglesia quiere ser la religión oficial de la nación, 
pide que no se conceda libertad de cultos, sino sólo aquella tolerancia 
y respeto que la misma ley natural quiere se tenga con los demás, que 
no pueden ser forzados a practicar una religión determinada. Puede dar- 
se, y se da de hecho, el caso de países en su mayoría católicos y en los 
que la Iglesia, sin embargo, no pueda obtener ni exigir la plenitud de 
sus derechos. Esto ocurre, bien por la actitud y mentalidad de los mis- 
mos gobernantes, bien por especiales circunstancias de la política de la 
nación que haga que los mismos gobernantes, aun siendo católicos, 


crean o puedan creer no ser prudente el reconocimiento del catolicismo 
como religión oficial de la nación. 


EN EspaNa 


i Tenemos mayoría absoluta de católicos. Diríamos que la casi tota- 
lidad de los españoles lo scn, pues las minorías católicas son tan insig- 
nificantes que no merecen ser tenidas en cuenta entre nosotros. 

De otra parte, el Gobierno español es católico e inspirado en los prin- 
cipios del catolicismo. No hay más que leer el artículo 6.° del Fuero de 
los Españoles, citado también por el Protocolo final del Concordato con 
relación al artículo 1.°: «La profesión y práctica de la Religión Cató- 
lica, que es la del Estadc Español, gozará de la protección oficial. Na- 
die será molestado por sus creencias religiosas ni el ejercicio privado de 
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su culto. No se permitirán otras ceremonias ni manifestaciones externas 
que las de la Religión Católica». 

Además, los postulados del Estado español son católicos cien por 
cien. Véanse alguncs botones de muestra : 

Punto 25 del Movimiento Nacional: «Nuestro Movimiento incorpo- 
ra el sentido católico, de gloriosa tradición y predominantemente en 
España, a la reconstrucción nacional». 

Decreto de Unificación de 19 de abril de 1937: «La espiritualidad ca- 
tólica fué elemento formativo y principal de nuestra nacionalidad, y en 
cuyos principios eternos de moralidad y justicia ha de seguir inspirán- 
dose». 

Ley de 6 de diciembre de 1940: «Es obra predilecta del Régimen : 
Asegurar la formación y disciplina de las generaciones de la Patria en 
el espíritu católico espafiol y de milicia. Secundar la educación religio- 
sa propia de la Iglesia». 

Fuero del Trabajo: «El Estado Español afirma el concepto cristiano 
del trabajo; el concepto católico del capital; el reconocimiento de la 
familia como célula primaria natural y fundamental de la sociedad. Los 
principios sociales de la Encíclica «Rerum novarum», el Estado español 
los recoge y eleva a la categoría de fuente que inspirará su política so- 
cial y económica». 

Con estos principios del Estado español, es evidente que la postura 
única que cabe ser adoptada por la Iglesia, al trazar en el artículo 1.° del 
Concordato su situación legal en la nación española, es la contenida en 
el citado artículo: declararse religión oficial de la nación y exigir la 
plenitud de sus derechos divinos en la quizá única nación del mundo 
en que hoy día se proclaman desde las alturas del poder estatal los sa- 
grados derechos de la Sociedad fundada por Cristo para la salvación 
de las almas. 


LA REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 


Viene a ser la misma que la del artículo 1.° del Concordato de 1851, 
con pequeñas diferencias. 

Tiene dos partes. Primera, la declaración de un hecho. Segunda, el 
reconocimiento de un derecho. 

El hecho: «la Religión Católica, Apostólica, Romana sigue siendo 


la única de la Nación Española». 
Esta afirmación corrobora lo que antericrmente afirmábamos de la 
insignificante importancia de las minorías no católicas. Es realmente 
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tan minoría que el mismo Concordato llega a afirmar que la religión ca- 
tólica es la «única» de la nación española. 

Además, muy delicadamente, afirma que la religión católica sigue 
siendo la única. Es la misma expresión del 1851, con la sola diferencia 
de que allí se afirmaba esto «in obliquo» y aquí «in recto»: el término 
directo de la expresión es la afirmación de esa continuidad de la reli- 
gión católica en España, como única de la nación. 

En el texto anterior la afirmación de la continuidad católica era como 
un paréntesis dentro de la oración gramatical: «La religión católica, 
apostólica, romana (que con exclusión de cualquier otro culto sigue sien- 
do la única de la Nación Española) se conservará siempre en los domi- 
nios de S. M. Católica...» | 

«Con exclusión de cualquier otro culto». Esta cláusula del 1851 ha 
sido suprimida en el actual Concordato. ; Es que actualmente no quedan 
excluídos los otros cultos ? 

En realidad, desde el momento en que se afirma ser la religión ca- 
tólica la única de la Nación, ya queda implícitamente afirmado que los 
demás cultos no tienen cabida entre nosotros; mas para concretar y 
determinar mejor el alcance de esta unidad de religión, el Protocolo fi- 
nal, en su número 1.*, aclara esta cuestión distinguiendo entre el terri- 
torio peninsular y los territorios de soberanía española en Africa. 

«En el territorio nacional seguirá en vigor lo establecido en el ar- 
tículo 6.” del Fuero de los Españoles». 

En este artículo se define la tolerancia de cultos tal cual se entien- 
de en el Derecho. 

La tolerancia de cultos tiene dos aspectos, uno mirando a la prácti- 
ca íntima de la religión y otro con relación a las manifestaciones exte- 
riores de la misma. 

La práctica íntima de la propia religión, según las convicciones de 
cada individuo, no puede prohibirse, y ni siquiera es permitido causar 
la menor molestia por ello. Está por medio el derecho natural. Es cier- 
to que existe una obligación objetiva de abrazar la religión católica, 
puesto que ha sido señalada por el mismo Dios como camino único pa- 
ra la salvación; y la salvación es la obligación primordial de todo hom- 
bre. Mas esa obligación ha de aplicarse a cada sujeto mediante su pro- 
pia razón debidamente ilustrada, no puede imponerse por la violencia 
exterior, Sino por la proposición de la verdad al entendimiento, hasta 
que éste llegue al convencimiento de la verdad que se le predica. Inte- 
rin, existe una obligación al menos sujetiva, de derecho natural, de hon- 
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rar y dar culto a Dios del modo y manera que sinceramente creemos 
sea el verdadero. Y por ello nadie puede ser impelido a un culto de- 
terminado, ni estorbado en el cumplimiento de ese deber natural, al me- 
nos sujetivo, cualquiera que sea la forma y manera que se practique. 

Otra cosa distinta es la manifestación externa y las ceremonias pú- 
blicas del culto. Aquí ya entra otro factor, y es el derecho de la colec- 
tividad. Una colectividad que vive en posesión de la verdad, tiene de- 
recho a que, al menos externa y püblicamente, no se hagan manifes- 
taciones contrarias a su fe y religión. 

Por eso el citado artículo 6.” del Fuero de los Españoles establece : 
«Nadie será molestado por sus creencias religiosas, ni el ejercicio pri- 
vado de su culto. No se permitirán otras ceremonias ni manifestaciones 
externas que las de la Religión Católica». 


Con relación a los territorios de soberanía española en Africa el 
Concordato dice que «continuará. rigiendo el «statu quo» observado 
hasta ahora». No hay que olvidar que se trata de un territorio que en 
su mayoría no es católico, sino musulmán, y, por consiguiente, que 
.no puede aplicarse la misma norma que se establece para la Península, 
de totalidad católica. Allí también sigue la religión católica gozando 
de la protección oficial, mas también en alguna manera el Gobierno ha 
de proteger la religión de la mayoría de aquellos súbditos, precisamen- 
te para salvaguardar el mismo derecho natural de que venimos hablando. 

Esa semi-protección o como quiera llamársele, que el Estado dispen- 
sa a lcs musulmanes, es la que sefiala el Concordato con esa expresión 
indefinida de «statu quo». 


RECONOCIMIENTO DE UN DERECHO 


Es la segunda parte del artículo que venimos comentando. Después 
.de afirmar el hecho fundamental de la unicidad de la religión católica 
en Espaíia, con las consecuencias jurídicas que de ello se derivan en 
cuanto a la tolerancia de otros cultos, el Concordato reconoce el dere- 
cho fundamental, que se deduce de este hecho : «gozará de los dere- 
chos y prerrogativas que le corresponden en conformidad con la Ley 
Divina y el Derecho Canónico». 

No se concreta en este artículo, ni en realidad podría concretarse, 
cuáles sean esas prerrogativas y derechos según la Ley divina y el De- 
recho canónico. En varios artículos del Concordato se va concretando 
este artículo mediante un reconocimiento explícito de alguna de estas 
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prerrogativas. De todos modos, el principio es general y, por consi- 
guiente, tiene aplicación a todos los casos concretos del Derecho ecle- 
siástico, y, por lo tanto, muy bien podemos fundarnos en este princi- 
pio para vindicar ante las autoridades de la nación cuantos derechos 
correspondan a la Iglesia por Ley divina o por Derecho canónico. 

Como ejemplos concretos podemos citar el artículo II, que reconoce 
a la Iglesia su carácter de sociedad jurídicamente perfecta ; el artícu- 
lo III, que reconoce la personalidad jurídica internacional de la Santa 
Sede; el artículo IV, que reconoce el pleno derecho de las personas 
morales eclesiásticas a adquirir, poseer y administrar toda clase de bie- 
nes; el artículo XX, que reconoce algunas inmunidades eclesiásticas. 
Todos estos artículos y ctros que pudieran citarse no son más que apli- 
caciones concretas del principio general contenido en el artículo 1. 

Cabría preguntar: ¿Estas aplicaciones son exháustivas o son exem- 
plativas? Creo'que el Concordato en sus diversos artículos más bien 
limita un tanto el reconocimiento de los derechos y prerrogativas de la 
Iglesia. Así, por ejemplo, el artículo XVI limita el privilegio del fuero 
tal cual se contiene en el canon 120, al «consentir» la Santa Sede que 
las causas contenciosas y criminales de los clérigos sean llevadas a los 
Tribunales del Estado, en vez de ser juzgadas en los propios de la 
Iglesia. 


Por consiguiente, creo que aquellas cosas o derechos que el mis- 
mo Concordato toca o trata, se han de entender según el texto y el con- 
texto de los artículos correspondientes, bien como limitaciones de los 
derechos de la Iglesia, bien como simple aplicación y aclaración del 
contenido del artículo 1.”. Ahora bien, en aquellos derechos o prerroga- 
tivas propias de la Iglesia, bien segün la Ley divina, bien segün el 
Derecho canónico, de los cuales en el Concordato no se hace mención 
alguna ni se trata de ellos, entiendo que ha de aplicarse el principio 
general del citado artículo 1.°, y, por lo tanto, que son plenamente exi- 
gibles ante cualquier autoridad nacional en virtud del reconocimiento 
hecho por el Concordato. En conclusión : la enumeración de diversas 
prerrogativas de la Iglesia contenidas en los artículos del Concordato 
ni es ni puede entenderse exhaustiva, sino meramente exemplativa : 
son o bien los casos concretos más importantes, o bien aquellos que 


necesitan explicación o aclaración o bien limitación consentida por la 
Iglesia. 
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UN DISCURSO HISTÓRICO 


De histórico podemos calificar el conocido discurso del Cardenal Al- 
fredo Ottaviani, del 2 de marzo de 1953, que tan de cerca toca los te- 
mas objeto de este estudio. 

Con verdadero júbilo se leyó en España su texto y se comentó en 
ios círculos eclesiásticos, viendo en él una como confirmación de la 
postura adoptada por la nación española con relación a la propaganda 
protestante. 

Y había motivo para pensar así, ya que el Cardenal hacía una ex- 
presa mención del caso de España, citando concretamente el artículo 6.° 
del Fuero de los Españoles como «el caso más típico» de proclamación 
de la religión católica como religión del Estado. 

Meses después de haber pronunciado este discurso y como comenta- 
rio al mismo, en el diario «The New York Times» del 23 de julio, leía- 
mos que «la postura del episcopado católico de España, que confina las 
actividades religiosas protestantes dentro de los lugares de culto y prohi- 
be el proselitismo y todos ios signos exteriores de culto, ha sido cali- 
ficada de demasiado rígida y completamente fuera de la época por al- 
gunos círculos católicos de los Estados Unidos y de Francia». 

¿Sigue siendo esta postura demasiado rígida después del Concorda- 

to? ¿Sigue estando fuera de la época? Creemos que un católico, since- 
ramente, no puede sostener esa exagerada postura española tal cual se . 
contiene en el artículo 6.° del Fuero de los Españoles y fué citada por 
el Cardenal Ottaviani. 
.. Podría discutirse si el discurso del Cardenal refleja plenamente la 
doctrina de la Iglesia o se trata solamente de la opinión de un doctor 
privado; pero es el caso que esa misma doctrina ha sido confirmada 
expresamente y sancionada por la Iglesia al convertirla en norma bási- 
ca y fundamental de una convención solemnemente pactada con la na- 
ción española. 

El citado artículo del diario norteamericano copiaba unas declaraciones 
del conocido padre Courtney Murray, S. J., profesor de Teología y edi- 
tor de Estudios Teológicos del Colegio de Woodstock: «El Cardenal 
Ottaviani hablaba en sentido puramente personal. Su discurso no era 
ni oficial ni semioficial. Era únicamente el discurso de un teólogo pri- 
vado (de considerable reputación, desde luego) hablando solamente en 
su nombre, Es, de todas maneras, posible y aun lícito para los católi- 
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cos el dudar o discutir scbre si el discurso del Cardenal Ottaviani re- 
presenta la doctrina de la Iglesia equilibrada, adecuada y completa». 
¿Por qué esa oposición, en los medios norteamericanos principal- 
mente, al contenido doctrinal del discurso del Cardenal Ottaviani? En 
resumidas cuentas, porque calificaba de ejemplar la postura espafiola 
ccn relación a la religión y desarrollaba todos los principios concernien- 
tes a la tolerancia de cultos no católicos en un país de mayoría católica. 
Y es curioso observar que los que más han comentado desfavorable- 
mente el discurso del Cardenal Ottaviani hayan sido los católicos de 
un país no católico, en el que la mayoría no lo es y, por consiguiente, 
que no viven ni conocen prácticamente los problemas desde el punto de 
vista objetivo tal cual pueden presentarse en una nación católica. 
Porque es evidente que una es la cuestión de principios y otra la 
cuestión de hechos. Una cosa es lo que el Derecho pide a la luz de la 
verdad y de las normas inalterables de la justicia y ctra cosa es la apli- 
cación concreta de estos principios a las realidades complejas de la vida. 
Y ¿quién puede conocer mejor el problema en todos sus sentidos y 
aplicación, sino el que vive la realidad a la que se pretenden aplicar los 
dictados del Derecho? Si hablamos, por ejemplo, de la postura del Esta- 
do español con relación a la religión, ¿quiénes mejor que los propios 
juristas españoles, que viven esa realidad y conocen la idiosincrasia de 
Su país, pueden determinar el justo medio en que han de concretarse 
los principios generales del Derecho? ; Necesitamos nosotros que ven- 
gan los doctos de un país distinto, que ni conocen ni saben práctica- 
mente lo que es una nación enraizada en la religión católica, sin mino- 
rías apenas notables que la contradigan, a decirnos cuál ha de ser nues- 
tra postura jurídica práctica con relación a sectas y religiones extrañas ? 


CULTOS TOLERADOS 


Es uno de los puntos centrales del discurso del Cardenal Ottaviani 
y. a mi parecer, el que verdaderamente ha suscitado la oposición de 
«ue venimos hablando. Tratemos de resumir su contenido. 

Presenta, con texto de León XIII, el principio general sobre el de- 
qi a la tolerancia: «Aunque la (ese juzga que no es lícito que 
los diversos cultos gocen de los mismos derechos que sólo corresponden 
‘a la verdadera religión, sin embargo, no condena a los gcbernantes que 
para conseguir un bien mayor o para evitar un mal han de’ tolerar ‘en 
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la práctica la existencia de diversos cuitos en el Estado que gobier- 
nan" (Immortale Dei. Acta Leonis XIII, vol. Vip: 141). 

Ahora bien, ¿en qué consiste esa tolerancia y qué derecho otorga 
a las religiones toleradas? El Cardenal contesta con los casos concre- 
tos que más protestas han levantado y por los que más hemos sido 
tachados de «intolerantes» y «anacrónicos»: la libertad de propaganda, 
el derecho a misionar enviando evangelizadores, el derecho a abrir ca- 
pilas sin limitaciones de ninguna clase; en una palabra, el derecho a 
«tener licencia plena para romper la unidad religiosa de los pueblos ca- 
tólicos». 

Scbre la libertad de propaganda es muy claro el texto del Papa Pío XI 
en su carta de 30 de mayo de 1929 al Cardenal Gasparri sobre los 
Pactos Lateranenses. Refiriéndose a las leyes italianas sobre «cultos 
admitidos» escribía: «Cultos tolerados, permitidos, admitidos»; no discu- 
tiremos una cuestión de palabra. La cuestión viene resuelta luego distin- 
guiendo entre texto estatutario y texto puramente legislativo. El pri- 
mero es, por su misma naturaleza, más teórico y doctrinal, y en él cua- 
dra mejor el calificativo de «tolerados». Extendido esto a la práctica, 
pueden aceptarse, sin embargo, los palabras «permitidos o admitidos», 
con tal de que se entienda lealmente, o sea, que quede claramente en- 
tendido que la religión católica, y sólo ella según el estatuto y los trata- 
dos, es la religión del Estado, con las consecuencias lógicas y jurídi- 
cas de tal situación de derecho constitucional. Especialmente en orden 
a la propaganda. No es admisible que se admita una libertad absoluta 
de discusión, comprendiendo en ella aquellas formas de debate que pue- 
den fácilmente engañar la buena fe de auditorios poco cultos y que fá- 
‘cilmente se transforman en modos disimulados de una propaganda da- 
ñosa a la religión del Estado, y por esto mismo, perjudicial también al 
Estado, precisamente en aquello que tiene de más sagrado la tradición 
del pueblo italiano y que es más esencial para su unidad». 


Estos mismos derechos que pretenden los católicos en su propagan- 
da religiosa y que el Cardenal Ottaviani niega en su discurso sean con- 
secuencia de la debida tolerancia que ha de haber, según ellos, en los 
tiempós modernos, son los contenidos en el texto del diario neoyorquino 
que citábamos anteriormente, por lo que aparece claro que ésta ha sido 
la herida principal que el citado discurso ha causado a los norteamerica- 
nos, excesivamente liberales en materia de propaganda religiosa, debi- 
do, claro es, al ambiente de convivencia religiosa pacífica entre me 
tud de sectas y religiones que se vive en aquel país. 
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«Confinar las actividades religiosas protestantes dentro de los luga- 
res de culto». Es lógico que así sea. Y es el contenido del artículo 6.° 
del Fuero de los Españoles, sancionado expresamente por el mismo Con- 
cordato. No deja de ser una gloria para los gobernantes españoles el 
haber concretado tan delicadamente el contenido de la tolerancia de 
cultos, hasta el punto de que la Sede Apostólica, para concretar esta 
misma idea en su Concordato, no hace otra cosa sino remitirse a lo ya 
legislado en la nación. 

«Prohibir el proselitismo» también es muy lógico, sobre todo cuan- 
do se trata de una propaganda pública organizada y con multitud de 
impresos y hojas volantes repartidas gratuita y profusamente en todos 
los medios sociales, especialmente en los humildes, que, como menos 
instruídos, más fácilmente se dejan seducir. Sobre esta propaganda, es- 
pecialmente la verificada por el envío de misioneros o evangelizadores, 
dice el Cardenal refiriéndose a Italia: «Pero, ¿por qué se ha de negar 
a las autoridades italianas el derecho de hacer en su propia patria lo 
mismo que hacen las autoridades norteamericanas cuando aplican con 
rigidez las leyes que tienden a impedir la entrada en su territorio o a 
expulsar a los que son consideradcs como peligrosos por sus ideologías 
o nocivos a las tradiciones e instituciones de la patria?». La cuestión 
está en que los norteamericanos que así piensan y hablan no perciben, 
ni quizá puedan percibir debidamente por su ambiente totalmente dis- 
tinto del nuestro, la trascendencia que en todos los órdenes nacionales 
tiene para nosotros la unidad religiosa. Esta unidad es la mejor base 
para el desarrollo de una política de paz y de prosperidad, incluso ma- 
terial. ¿No vieron ya la importancia de esa misma unidad religiosa pa- 
ra bien del Imperio los mismos emperadores romanos de los primeros 
siglos de la Iglesia, que tanto persiguieron a ésta por creerla perturba- 
dora de esa unidad religiosa tan indispensable para el bien social? 

Finalmente, la última señal de rigidez intolerante denunciada por 
el artículo del «New York Times» es el «prohibir todos los signos ex- 
teriores de culto», También es muy lógica esta prchibición, no sólo 
por lo que tiene de peligro de corrupción de la fe, sino principalmente 
por lo que tiene de ofensiva a la religión del pueblo, de la totalidad o 
casi totalidad de los ciudadanos. té 

¿ Intransigencia ? c Rigidez? Entonces, que nos digan en qué se di- 
ferencia la libertad de cultos de la simple tolerancia. El Derecho públi- 
co de la Iglesia y la Teología cristiana bien que las distinguen, y reprue- 
ban en principio la libertad y admiten la tolerancia. Si se deja hacer 
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toda propaganda y predicar püblicamente cualquier religión y enviar 
misioneros o evangelizadores y todas las manifestaciones externas y pü- 
blicas del culto, y todo esto en virtud de la tolerancia, ¿ qué queda para 
la igualdad o libertad de cultos? 


RESUMIENDO 


E! catolicismo es la religión del Estado, porque es la del pueblo es- 
pañol en su casi absoluta totalidad. 

Este hecho está reconocido por el Concordato con sus consecuencias 
jurídicas: que la religión católica gozará de todos los derechos y prerro- 
gativas que le corresponden. 

Los derechos y prerrogativas de la religión católica nacen de dos 
fuentes: la Ley divina, puesto que se trata de una sociedad fundada 
directamente por Cristo, y el Derecho canónico, que expresa todo el 
conjunto de la legislación emanada de la autoridad de la Iglesia. 

La postura del Estado español con relación a otras religiones y cul- 
tos, en el territorio peninsula:, es de simple tolerancia. 

La tolerancia queda definida, conforme al Derecho público eclesiás- 
tico, como permisión de ejercer el culto privado, por el cual nadie será 
molestado : las creencias íntimas y el culto puramente privado escapan 
a la esfera social. y 

No entra dentro de la tolerancia el permitir manifestaciones y cere- 
monias externas de otras religiones, ni el autorizar la propaganda ni 
envío de «evangelizadores» de otras sectas, ni el dejar que puedan abrir- 
se cuantas capillas quieran los seguidores de otrcs cultos, sin limitacio- 
nes de ningün género. 

Finalmente, este reconocimiento tan amplio de los derechos de la 
Iglesia y de la religión católica como la oficial y única de la nación es- 
pañola, es caso único en los Concordatos firmados en los últimos vein- 
ticinco años, que colocan al pueblo español y a su Gobierno a la van- 
guardia de la auténtica cristiandad contemporánea. Podemos afirmar 
que España, en su pueblo y en su Gcbierno, es la verdadera hija de la 
Iglesia católica. 


MANUEL GONZALEZ RUIZ 


Doctoral y Provisor de Má:aga 
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LOS CLERIGOS Y LOS CARGOS PUBLICOS 
EN EL CONCORDATO ESPAÑOL 


SUMARIO: 1) El clericato; 2) deberes que impone; 3) inmunidades clericales; 
4) el artículo XIV del nuevo Concordato entre la Santa Sede y España. 


JS ELC ERICATO 


Como la Iglesia de Jesucristo es una sociedad desigual, hay en ella, 
por divina institución, dcs categorías de personas bien diferenciadas en- 
tre sí, a saber, los clérigos, y los laicos o seglares (cfr. can. 107). Los 
primeros constituyen la jerarquía con su potestad de orden y de juris- 
dicción ; los segundos forman el pueblo fiel que ha de ser gobernado 
por la jerarquía. 

El ingresc en la jerarquía se verifica mediante la recepción de la pri- 
ma tonsura, por cuya virtud queda el que la recibe consagrado a los 
ministerios divinos (can. 108, § 1). 

Por institución de Cristo—advierte el canon 948—, el Orden separa 
en la Iglesia a los clérigos de los seglares en lo tocante al régimen de 
los fieles y al servicio del culto divino. 

Así, pues, lcs clérigos, como su mismo nombre indica, forman la 
porción selecta de la Iglesia, escogidos por Dios para que se ocupen de 
una manera especial en tributarle culto, y para que ejerciten los pode- 
res del cielo recibidos en la santificación de los fieles, mediante la cele- 
bración y administración de los divinos ministerios, la ensefianza de la 
doctrina revelada, y el señalamiento de las normas conducentes a la 
práctica de la vida cristiana. 

De ese destino y de esas incumbencias arrancan las obiigaciones pe- 
culiares a que los clérigos están sometidos, y las singulares prerrogati- 
- vas de que gozan. 


2. DEBERES QUE IMPONE 


El Código de Derecho Canónico, sintetizando múltiples enseñanzas 
y disposiciones de los Papas y de los Concilios, se expresa de este modo 
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en el canon 124: Los clérigos deben llevar una vida interior y exterior 
más santa que los seglares, y sobresalir como modelos de virtud y bue- 
nas obras. 

Varias son las razones que se pueden alegar merced a las cuales de- 
ben los clérigos practicar una santidad más elevada que los simples fie- 
les. En efecto, si miramos a Dios, el singular beneficio de la vocación 
con que les distinguió reclama de los mismos la correspondiente grati- 
tud que se traduzca en una esmerada diligencia en todo lo concernien- 
te al servicio divino. Por lo que a ellos atafie, los ministerios tan sagra- 
dos a que se dedican piden que los practiquen de una manera adecuada 
para no desentonar y para que dicho ejercicio no se convierta en motivo 
de reato, en vez de contribuir a un aumento de méritos como de suyo 
está llamado a producir. Finalmente, si dirigimos la mirada a los fieles, 
respecto de los cuales ejercen el ministerio, encontramos nuevos motivos 
para corroborar lo dicho, toda vez que la conducta de los directores es 
de singular eficacia para estimular a los dirigidos cuando aquéllos van 
delante con el buen ejemplo, al paso que si sus «bras no concuerdan 
con las palabras, el resultado suele ser nulo, o, lo que es peor, funesto. 

Los Padres del Concilio Tridentino se fijaban en esta ültima con- 
sideración cuando decían (1): «Nada hay que mejor disponga a los 
demás en orden a la piedad y al culto divino como la vida y el ejemplo 
de quienes se han consagrado a los divinos ministerios, ya que su mis- 
ma elevación sobre las cosas mundanas hace que los demás se miren 
en ellos como en un espejo para imitarlos. Por lo cual, es de suma con- 
veniencia que los clérigos, habiendo sido llamados a formar la porción 
del Señor, ordenen de tal manera su vida y costumbres que en su porte 
exterior, en sus ademanes, modo de andar, conversación y en todo lo 
demás nada se observe que no refleje gravedad, moderación y religio- 
sidaú, poniendo cuidado en evitar aun las faltas leves, ya que éstas en 
ellos resultarían de gravedad especial, a fin de que su conducta sea para 
todos motivo de veneración». 

Al objeto de lograr esa mayor santidad que reclama el canon 124, 
Y. al mismo tiempo con el fin de que los clérigos se dispongan conve- 
nientemente para ejercer sus sagradcs ministerios, establecen normas 
adecuadas los cánones subsiguientes al mencionado últimámente. Y así, 
de lo que atañe a la vida de piedad se ocupan los cánones 125, 126 y 1355 
de lo concerniente al estudio, los cánones 129-131; de preservarles de 


(1) Sess. XXII, de ref., c. 1. 
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los peligros contra la castidad, los cánones 133 y 140, al paso que los 
cánones 134 y 136 proponen algunos medios útiles para su mejor obser- 
vancia, y, finalmente, los cánones 138, 139, 141 y 142 les prohiben el 
ejercicio de ciertos actos y el desempeña de algunos oficios que les im- 
pedirían dedicarse con la debida intensidad a sus ministerios propios, 
o, por lo menos, servirían de obstáculo para ejercitarlos decorosamente 
y con el debido fruto. 

Para que el lector se pueda formar una idea más completa de lo que 
dejamos insinuado, haremos unas ligeras indicaciones acerca de los pun- 
tos mencionados. 


Vida de piedad.—Bien sabido es que para conservarla y fomentarla 
se requiere la frecuencia de sacramentos, la oración asidua, mental y vo- 
cal, la visita al Santísimo Sacramento, la devoción a la Virgen y ei 
examen de conciencia. El canon 125 recomienda a los Ordinarios de lu- 
gar el cuidado y vigilancia para que los clérigos súbditos suyos cum- 
plan con esmero dichas prácticas, y, por lo que hace a la devoción a la 
Santísima Virgen, señala expresamente el rezo cotidiano del Santo Ro- 
sario. 

Los ejercicios espirituales de cierto en cierto tiempo son también un 
medio muy eficaz para reavivar y mantener el fervor. El canon 126 im- 
pone a los sacerdotes que los hagan cada tres años, al menos. No los 
preceptúa anualmente, haciéndose cargo de las dificultades con que tro- 
pezarían muchos sacerdotes para hacerlos todos los años, por ser tan 
reducido el número de sacerdotes en muchas diócesis; pero los Obis- 
pos están facultados para mandárselo, siempre que lo consideren de fá- 
cil cumplimiento; y esa es la mente de la Iglesia, claramente manifes- 
tada en los cánones 420, $ 1, 7. y 465, $ 3, donde hace constar que a 
los capitulares y a los párrocos no se les resta de los tres meses, o dos, 
respectivamente, de vacaciones, los días que empleen cada año en prac- 
ticar los ejercicios espirituales. 

Finalmente, el canon 135 manda que los ordenados im sacris recen 
todos los días las horas canónicas, que son otro medio eficacísimo para 


fomentar la piedad. 


Obligación de continuar los estudios después de haber terminado la 
carrera.—Dos han sido los principales motivos que impulsaron a !a 
‘Iglesia a exigir de los sacerdotes que no abandonen los estudios, espe- 
cialmente los sagrados, una vez terminada la carrera: el primero es pcr 
lo mucho que contribuyen esos estudios a la propia santificación, cuan- 
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do se hacen como es debido, y el segundo por su necesidad para el sa- 
grado ministerio, el cual, si se ha de ejercer con fruto, pide que no se 
dejen nunca los libros de la mano dados los mültiples problemas que 
suscita el gobierno parroquial y Ja dirección de las almas, dentro y fue- 
ra del confesonario, y la práctica del apostolado en sus diversos aspectos. 

Con ser tan larga la carrera eclesiástica, fuerza es reconocer que, 
aun bien hecha, durante ella apenas si se logra otra cosa que abrir 
los cimientos y comenzar la construcción del edificio científico, la cual 
debe continuarse cada día sin iterrupción, máxime teniendo en cuenta 
la facilidad con que se olvidan los conocimientos adquiridos, si no se 
está siempre sobre ellos. Por eso manda el canon 129 a los clérigos que, 
una vez ordenados de sacerdotes, no abandonen los estudios, principal- 
mente los sagrados. Y como medida eficaz para que lo cumplan, les 
ordena el canon 130 sufrir cada año, durante un trienio al menos, el co- 
rrespondiente examen sobre las diversas disciplinas de ias ciencias sa- 
gradas, designadas antes oportunamente, en la forma que el Ordina- 
rio del lugar determine. 


A su vez, el canon 131 prescribe la celebración frecuente de colacio- 
nes o conferencias sobre materias de moral! y de liturgia, pudiendo los 
Ordinarios añadirles otros ejercicios que juzguen oportunos para pro- 
mover la ciencia y la piedad de los clérigos. Tienen obligación de asir- 
tir a ellas, o, si no pueden celebrarse, de enviar por escrito la resolu- 
ción de los casos, todos los sacerdotes, fuera de los legítimamente dispen- 


sados, que tengan cura de almas, y asimismo cuantos hayan obtenido 
del Ordinario la facultad de oír confesiones. 


Guarda de la castidad.—El canon 133 prohibe a los clérigos tener 
en su compañía o frecuentar de manera alguna el trato ccn mujeres so- 
bre las que pueda recaer sospecha, y el canon 140 les veda la asistencia 
a los espectáculos, bailes y fiestas que desdicen de su condición, y aque- 
llos otros en que la presencia de los clérigos puede producir escándalo, 
X principalmente en los teatros públicos. Aun cuando este último canon 
- sólo menciona la circunstancia del escándalo que a los demás pueda oca- 
sionar la asistencia a semejantes espectáculos por parte de los clérigos, 
no hay duda que también a éstos puede resultarles peligrosa dicha asis- 


tencia para la guarda de la castidad. Esto por lo que se refiere a evitar 
lcs peligros. 


Como medios que puedan contribuir a su mejor observancia, cabe 


_ señalar el uso del traje eclesiástico y la corona o tonsura clerical pres- 
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critos por el canon 136, $ 1, y la práctica de la vida común que alaba 
y aconseja el canon 134; pues, con ser cierto que, segün el conocido 
axioma, «el hábito no hace al monje», no lo es menos que contribuye 
notablemente a que quien viste dicho traje proceda en consonancia con 
lo que significa y exige; y en cuanto a la vida comün, bien manifiesto 
es cuánto puede ayudar a la guarda de la castidad, 


Prohibición de ejercer profesiones indecorosas, de alislarse volunta- 
riamente en la milicia secular y de dedicarse a la negociación o comet- 
ci0.—Se ocupan de eso los cánones 138, 141 y 142. 

En cuanto al motivo de tales prohibiciones, aparte la razón anterior- 
mente alegada, o sea, el tiempo que robarían al ejercicio del ministerio 
sagrado, comün a las tres clases de ocupaciones mencionadas; por lo 
que respecta a la milicia, sabido es que la vida de cuartel no beneficia 
nada para la conservación del espíritu eclesiástico que los clérigos deben 
poseer, y en lo que atañe a las profesiones indecorosas, a todo lo dicho 
se afiade que no se pueden compaginar con la dignidad clerical. 


3. INMUNIDADES CLERICALES 


Los autores suelen definir las inmunidades eclesiásticas diciendo que 
son: «el derecho o la exención merced a la cual las iglesias, las cosas 
y las personas eclesiásticas están libres de los cargos püblicos y de los 


impuestos civiles». Por consiguiente, dividen las inmunidades en loca- 


les, reales y personales. 

Nosotros, en conformidad con el epígrafe de este apartado, sólo nos 
fijaremos en las inmunidades personales de los clérigos. 

SCHMALZGRUEBER (2), tratando de esta materia, pregunta «en qué con- 
siste la inmunidad personal de los clérigos y demás personas eclesiás- 
ticas», y contesta diciendo que consiste principalmente en estos cinco 
puntos: 1.°, en el privilegio del canon; 2.”, en el privilegio del fuero; 
3.5, en la exención de cumplir las leyes civiles; 4.°, en la exención de 
jas cargas personales; 5.5, en la exención de las cargas patrimoniales 
que se imponen por razón de los bienes que uno posee. 

Actualmente, debido a los cambios de tiempos y circunstancias, la 
Iglesia muéstrase más tolerante con las autoridades civiles, y no urge 
la inmunidad clerical con esa extensión que señala SCHMALZGRUEBER. 


(2) Jus Eccl. Univ., TI, lib. 3, pars V, t49, $ 1, n. 9 (Neapoli, 1738). 
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Entre los comentaristas del Código hay variedad respecto de las mate- 
rias a las que se extiende la inmunidad personai de los clérigos. Por 
ejemplo, CORONATA incluye debajo de esa denominación los cuatro pri- 
vilegios a que se refieren los cánones 119-122. Dice así: «Privilegia cle- 
ricorum sunt: Priv. canonis, priv. fori, priv. exemptionis a muneribus, 
priv. competentiae: quae omnia simul sumpta immunitates ecclesiasti- 
cae personales appellantur» (3). 

REGATILLO discuerda de CORONATA respecto del primer privilegio, 
pero incluye los tres restantes, cuando afirma: «Immunitates persona- 
les reduci possunt ad privilegium fori; exemptionis a militia et quibus- 
dam officiis ; competentiae» (4). 

Otros autores, por el contrario, hablan del privilegio de inmunidad 
como contrapuesto a los otros tres. V. gr., CAPPELLO (5), después de 
explicar el privilegio del canon y del fuero, añade: «Vi privilegii im- 
munitatis clerici omnes a servitio militari, a muneribus et publicis civi- 
libus officiis a statu clericali alienis immunes sunt». 

En forma parecida se expresa EICHMANN al ocuparse de los derechos 
del clérigo (6). 

Estimamos preferible la postura de estos últimos. 


Origen de las inmunidades clericales.—Al estudiar las inmunidades 
eclesiásticas en general, distinguen los autores entre el origen histórico 
y el origen jurídico de las mismas, o sea, la fecha en que fueron intro- 
ducidas, con sus vicisitudes en el transcurso de los sigios y el título 
o razón en que se fundan. 

Por lo que a este ültimo punto concierne, tres han sido las principa- 
les opiniones sustentadas. 

Los regalistas y los liberales afirman que dichas inmunidades no 
COM fundamento que la mera concesión de la autoridad civil. 

: stos, como advierte OrErTI (7), confunden. dos cuestiones muy dis- 
DE anuo sí, cuales son el origen histórico de las inmunidades y el 
título jurídico sobre el cual se basan. 

Pío i > ició 
E a condenó esa doctrina, como puede verse en la proposición 30 

ET : : 
el Sy s, cuya tenor es como sigue : «Ecclesiae et personarum eccle- 
siasticarum 1mmunitas a iure civili ortum habuit» (8). 


(3) Institut. Iur Can., vol. I, n. 182, ed i i 

: T S ess, , ed. 3.9 (Taur!ni, Marietti, 1947). ^ 
(4) Institut. Iur. Can., vol. I, n. 281, “Sal Terrae” (Santander cS 
(9) Summa Iur. Can., vol. 1, n. 225, 3.» (Romae, 1928). i 
(6) a de Derecho Ecles., t. I, 8 43, 3.9, trad. GÓMEZ PISÁN (Barcelona, 1931) 
G) Comment. in C. I. C., vol. IH, tit. 11, 3, p. 52 (Romae, 1930) 
(8) DENZ—BANNW.—UMBERG: Enchir. Symbol., n. 1730. ; 
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Autores hubo que se fueron al extremo contrario y defendieron que 
dichas inmunidades son de derecho divino. Sirvan de muestra FAGNANI, 
FERRARIS y REIFFENSTUEL. Los dos primeros lo afirman rotundamente; 
en cambio, el tercero lo propone como más probable. 

Comentando el primero el capítulo 4, X, III, 49, se expresa de este 
modo: «Nota non tantum sacerdotes et clericos, sed etiam eorum pos- 
sessiones et bona de iure divino esse immunia a collectis et impositio- 
nubus laicorum» (9). 

A su vez, FERRARIS, después de haber consignado la noción y divi- 
siones de las inmunidades eclesiásticas, añade: «Immunitas realis et 
personalis est de iure divino, ut colligitur ex pluribus sacrae scripturae 
locis» (10). 

REIFFENSTUEL, al ocuparse del privilegio del fuero, sienta esta pro- 
posición: «Probabilius est, iurique conformius, quod clerici, ecclesiae, 
bonaque ecclesiastica, etiam in temporalibus iure divino a civili potes- 
tate sint exempta». Y a continuación alega varias razones para probar 
su aserto (11). 

Contestando poco después a los argumentos aducidos por los adver- 
sarios, dice que las Constituciones de los Papas y: de los Emperadores, 
relativas a la exención de los clérigos, son meras declaraciones del de- 
recho divino, que no contienen derecho nuevo, sino sólo declaran el 
derecho antiguo natural y (positivo) divino (12). 

Finalmente, varios entre los autores antiguos, y los modernos en ge- 
neral, adoptan una posición intermedia entre las dos sentencias anterio- 
res, afirmando que dichas inmunidades son de derecho divino en cuanto 
a su fundamento, pero formalmente son de derecho eclesiástico. 

De los antiguos mencionaremos estos tres: GONZÁLEZ TÉLLEZ, S. Ro- 
BERTO BELARMINO y SCHMALZGRUEBER. : 

El primero, después de hacerse cargo de las razones alegadas por los 
defensores de la primera opinión, y de manifestar que no se basan en 
fundamento sólido, agrega : «Placet sententia eorum, qui affirmant exem- 
ptionem ecclesiasticam quoad spiritualia negotia a iure divino proveni- 
re ; quoad causas vero criminales, et bona clericorum a iure positivo ori- 
ginem trahere, licet potestas ipsa eximendi ecclesiasticas personas, eo- 
rumque causas a iurisdictione saeculari,'iure divino nitatur...» (13). 


(9) Comment. in III lib. Decretalium, De inmmunitatibus Eecl, e. 4. Non minus, n. 4. 

(10) Prompta Biblioth., v. Immunitas ecclesiastica, n. 7. 

(11) Ius Can. Univ., lib. II Decretal., tit. 2, 8 9, n. 220 (Antuerpíae, 1743). E 

(12) Jus Can. Univ., lib. II Decretal., tit. 2, $ 9, n. 228. : 

(13) Comment. perpetua in singulos textus quinque libr. Decretal., Mb. H, tit. 4, €. 8, 
m. 11 (Maceratae, 1756). 
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«Exceptio clericorum—son palabras de 5. ROBERTO BELARMINO—in 
rebus politicis tum quoad personas, tum quoad bona, introducta est ture 
humano pariter et divino» (14). A renglón seguido indica la manera 
como proviene la inmunidad de los clérigos del derecho divino positivo 
y natural. 

SCHMALZGRUEBER expone primero las razones en que se apoyan los 
partidarios de las dos sentencias opuestas, que ya hemos mencionado, 
y afiade luego. «Tenenda videtur sententia inter utramque priorem me- 
dia» (15). A continuación refuta los argumentos alegados por aquéllos. 

Cumple mencionar también algunos de los autores modernos que se 
inclinan en favor de esta misma opinión, 

CavaGNIs, después de reseñar las dos opiniones opuestas, añade por 
su cuenta: «Melior sententia media est, quae ait fundamentum quidem 
immunitatis esse in ipsa rerum natura, ideoque in iure divino ; insuper 
iure divino Ecclesiam pollere potestate haec sibi vindicandi ; sed proxime 
pendere a lege Ecclesiae vel sibi vindicante privilegia vel rata habente 
quae lege civili aut consuetudine sponte inducta. Hinc Concilium Tri- 
dentinum, sess. XXV, cap. 20, de ref., ait immunitatem ecclesiasticam - 
inductam esse «Dei ordinatione et canonicis sanctionibus» (16). 

OrETTI, por su parte, se expresa en los términos siguientes: «...im- 
munitatem, quatenus dicit generatim speciale ius in clericis, ut non eo- 
dem modo tractentur ac laici, atque a divino servitio animarumque mi- 
nisterio distrahantur, idest immunitatem sic in abstracto sumptam, esse 
de iure divino. Quatenus vero dicit exemptionem a saeculari iurisdic- 
tione secundum omnes determinationes, quae in sacris canonibus inve- 
niuntur, esse a iure pontificio applicante ius divinum et determinante in 
individuo quid requiratur, ut clerici suum ministerium convenienter exer- 
ceant. 

Primum sequitur ex natura ipsa status et ministerii ecclesiastici, quod 
et peculiarem libertatem a saecularibus negotiis requirit, et speciale de- 
cus, quo ei aestimatio et reverentia laicorum concilietur. Alterum ex hoc, 


quod scimus de facto has immunitates in specie praecriptas fuisse iure 
canonico» (17). 


Esta sentencia, segün CAPPELLO, «hodie communis est eaque vera 
unice dicenda. Sane: 1." Ex iure divino habetur profecto quaedam con 


(14) De membris Ecclesiae, lb. 1, De clericis, c. 98 | 
; ed E . , . 489 4 
dm Ob. cit en la nota 2, t. H, lib. 9, pars. I, tit, 9 S Push lage E 
q nstitut. Iur. Publ. Eccles., vol. II, appen: d lib. Il ] 1 
A ppendix ad lib. IL, e. 5, art. 2, n. 164*, ad. 4.» 


(17) Ob. cit. en la nota 7, p. 55, 5. 
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venientia quod personae ecclesiasticae resque sacrae immunitate gau- 
deant, sed verum et propie dictum praeceptum deest. Unde existit qui- 
dem fundamentum in ipso iure divino, at formale praescriptum nonnisi 
ex lege canonica derivatur. 

2.” Nisi admittatur (haec) sententia, explicari nequeunt vicissitudines, 
mutationes, agendi ratio Ecclesiae circa inmunitates...» (18). 

CORONATA, después de algunos distingos y consideraciones, también 
se adhiere a esta sentencia (19). 


4. Er ARTÍCULO XIV DEL NUEVO CONCORDATO ENTRE LA 
SANTA SEDE Y ESPAÑA 


El texto de este artículo es como sigue: «Los clérigos y los religio- 
sos no estarán obligados a asumir cargos püblicos o funciones que, se- 
gún las normas del Derecho canónico, sean incompatibles con su estado. 

Para ocupar empleos o eargos püblicos, necesitarán el mihil obstat 
de su Ordinario propio y el del Ordinario del lugar donde hubieren de 
desempeñar su actividad. Revocado el nihil obstat, no podrán continuar 
ejerciéndolos» (20). 

Las normas del Derecho canónico a que alude el primer apartado de 
este artículo se contienen en los cánones 121, 138 y 139 del Codex Iuris 
Canonici. 

«Todos los clérigos—dice el canon 121—están exentos del servicio 
militar y de los cargos y oficios püblicos civiles ajenos al estado cle- 
rical» (21). 

«Deben los clérigos—por disposición de canon 138—abstenerse en 
absoluto de todas aquellas cosas que desdicen de su.estado: no ejerce- 
rán profesiones indecorosas...» 

«Eviten también—agrega el canon 139—aquellas cosas que, aun sin 
ser indecorosas, son ajenas al estado clerical. 

...No admitan cargos püblicos que lleven consigo ejercicio de juris- 
dicción o administración laical. 

Sin licencia del Ordinario no administrarán bienes pertenecientes a 
los seglares ni ejercerán oficios o cargos que lleven consigo la obliga- 
ción de rendir cuentas...» 


(18) Summa lur. Publ. Eccles., n. 501, ed. 3.» (Romae, 1932). 

(19) Ius Publ. Eccles., nn. 151-159, ed. 3.2 (Taurini-Romae, 1947). 

(20) A.A.S., 45 (1953), 632. - 

(91) Por lo que à servicio militar concierne, el artículo XV del Concordafo reconoce la 


exención de los clérigos y religiosos, profesos y novicios. 
j : e 
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Como se ve, el Código, en el canon 121, se abstuvo de señalar en 
concreto cuáles son los cargos u oficios ajenos al estado clerical, como 
quiera que la apreciación de semejante circunstancia varía mucho con 
los tiempos y lugares, por lo cual es más conveniente dejarlo a la deter- 
minación de los respectivos Ordinarios. 

Muy bien ‘pueden, sin embargo, considerarse incluídos en la men- 
cionada prohibición los cargos y oficios a que alude el canon 139; 

Es muy de tener en-cuenta la norma señalada por MAROTO cuando 
dice que han de reputarse ajenas al estado clerical todas aquellas ocu- 
paciones que, sin ser necesarias para procurarse una vida decorosa, re- 
sultan menos convenientes para ejercer el ministerio eclesiástico, o lo 
impiden directa o indirectamente. De ahf—atiade—que los Ordinarios 
y los Concilios provinciales puedan, según las circunstancias aconse- 
jen, determinar en concreto las cosas que, a juicio de los mismos, resul- 
ten ajenas al estado clerical y, por serlo, les impidan el ministerio del 
altar o la propia santificación (22). EI 

Lo dispuesto en el apartado del artículo a que nos venimos refirien- 
do guarda relación con los cánones 127 y 128, y con sendos decretos 
de las Sagradas Congregaciones Consistorial y del Concilio. 

En efecto, los cánones 127 y 128 determinan que los clérigos están 
obligados a obedecer a su Ordinario, y a aceptar y desempeñar fielmen- 
te los cargos que les encomiende. 

La Sagrada Congregación Consistorial publicó el 30 de abril de 1918 
un decreto regulando la asistencia de los clérigos a las Universidades 
civiles, y en el número 5 disponía lo siguiente: «Una vez terminados 
los estudios en cualquier Universidad civil, sepan los sacerdotes que con- 
tinúan sujetos como antes a su Ordinario y al servicio de la diócesis. Por 
tanto, a ninguno le está permitido aceptar cátedras en centros civiles ni 
otros oficios a su arbitrio, máxime contra la voluntad de su Ordinario; 
-y si alguno se propasara a hacerlo puede ser castigado con penas pro- 
porcionadas, incluso con la de suspensión a divinis (23). 

Por su parte, la Sagrada Congregación del Concilio, accediendo a 
las súplicas que no pocos Ordinarios le habían elevado en demanda de 
normas peculiares relativas a los sacerdotes que ejercen la ensefianza en 
centros püblicos, dispuso, el 22 de febrero de 1927, entre otras cosas, las 
siguientes, que hacen a nuestro propósito : 


(22) Institut. Iur. Can., t. I, n. 566 (Matriti-Romae-Bareinone, 1949). 
(23) A.A.S., 10 (1918), 238. 
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a) Los sacerdotes que hayan conseguido un diploma habilitándoles 
para ejercer la enseñanza, continúan, como antes, obligados al servicio 
de su diócesis, y sujetos al propio Ordinario. 

b) No solicitarán ni aceptarán el cargo de enseñar en los centros 
públicos sin el consentimiento explícito de su Ordinario, y este con- 
sentimiento es de suyo revocable. 

c) El Ordinario puede permitir que un sacerdote incardinado en su 
diócesis se traslade a otra para ejercer en ella la ensefianza, pero su 
permanencia en dicho cargo depende de la voluntad, así del Ordinario 
propio como del Ordinario local. Por tanto, si el primero le manda vol- 
ver a la diócesis para prestar sus servicios en ella, o el segundo le inti- 
ma la retirada, tiene obligación de obedecerles, sin que pueda alegar 
ningün pretexto en contra (24). 

Eso que había decretado la Sagrada Congregación del Concilio a 
propósito de la enseñanza, lo extiende ahora el Concordato español a 
todos los cargos públicos que los sacerdotes desempeñen en España. 

Tocante a la enseñanza de la Religión, en los centros: estatales de 
Enseñanza Media y en las Universidades y en los centros a ella asimi- 
lados se dará por eclesiásticos, como establece dicho Concordato en el 
artículo XXVII, números 3, 5; y en el número 6 advierte que «serán 
removidos cuando lo requiera el Ordinario diocesano por alguno de los 
motivos contenidos en el canon 1.381, $ 3, del Código de Derecho Ca- 
nónico». 

Digamos, para concluir, que a nadie le debe extrañar que los cléri- 
gos y religiosos gocen de inmunidades respecto a ciertos cargos y ser- 
vicios civiles, ya que la índole de su estado así lo requiere; y, por otra 
parte, contribuyen eficazmente al bien de la sociedad por los ministe- 
rios sagrados que ejercen y las prácticas piadosas a que se dedican, pues 
unos y Otras redundan en beneficio de todos los miembros de la socie- 
dad a la que pertenecen. 


e 


Fr. Sasino ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca 
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(24)- A.A.S., 19- (1927), 99. 
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SUMARIO. —ÍI. DIFERENTES CLASES DE ASOCIACIONES ENTRE LAICOS: 1) Personas 
físicas. 2) Entidades colectivas: A) Asociaciones no religiosas; B) Asociacio- 
nes religiosas: a) Asociaciones "laicales"; b) Asociaciones “eclesiásticas”: 
1”) Aprobadas; 2’) Erigidas; 3' ¿Qué asociaciones eclesiásticas deben eri- 
girse y cuáles pueden subsistir tan sólo con la aprobación?—II. La ACCIÓN 
CATÓLICA COMO ASOCIACIÓN ECLESIÁSTICA: 1) Se distingue de las asociaciones 
no religiosas y también de las religiosas laicales. 2) Es una asociación ecle- 
siástica “stricto sensu”: a) Lo exige su misma naturaleza; b) Así consta 
en los documentos pontificios; c) Lo proclaman los Estatutos por los que 
se rige; d) Los autores ya lo admiten comúnmente. 3) Valor del artículo 34 
del Concordato.—1lll. ACTIVIDADES DE LA ACCIÓN CATÓLICA: 1) Actividades 
apostólicas: a) Actividades de piedad; b) Actividades culturales; c) Activi- 
dades de beneficencia; d) Actividades de acción social. 2) Actividades aje- 
nas: a) La labor polítiea partidista; b) Actividades sindicales; c) Activida- 
des técnicas, financieras y económicas. 3) Sujeto responsable de las acti- 
vidades ajenas a la Acción Católica: a) Los ciudadanos en cuanto tales; 
b) Las entidades colectivas; c) Las personas morales.—IV. EXTENSION DE 
ESTA DOCTRINA A LAS DEMÁS ASOCIACIONES ECLESIÁSTICAS: 1) Fundamento de 
esta interpretación extensiva. 2) ¿Cómo se explica el silencio del Concor- 
dato respecto de las otras asociaciones eclesiásticas?: a) En la materia que 
nos ocupa, el Concordato no ha creado derecho nuevo alguno; b) Justifi-a- 
ción de la ley concordataria: 1’) La Acción Católica .es la principal orga- 
nización apostólica existente hoy día; 2’) La Acción Católica debe ser la 
coordinadora de la actividad apostólica laical; 3’) Con esta ley concorda- 
taria quedan atajados de antemano los principales peligros que pueden 
surgir contra la armonía entre las dos potestades. 3) Aplicación del prin- 
cipio de las analogías "jurídica" y “legal”: a) Solución concordataria: 
b) Solución canónica. : ; ' 3g 


El 27 de agosto de 1953 tuvo lugar en Roma un acontecimiento de 
carácter político y religioso que a todos los españoles nos llenó de alegría : 
fué firmado entre España y la Santa Sede el ansiado Concordato, que 
había de subsanar, oficialmente, la obra destructora llevada a cabo por 
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nuestra pasada República, porque, verdaderamente, la restauración había 
comenzado el año 1936 con el Movimiento Nacional. 

“Respondiendo a la tesis católica, profesada por el Movimiento Na- 
cional desde sus comienzos”, de que entre la Iglesia y el Estado debía rei- 
nar la armónica compenetración que pregona el Derecho público cristiano, 
España ha dado una nueva lección al mundo “volviendo al concepto tra- 
dicional de lo que han de ser siempre las relaciones político-eclesiásticas” (1). 

El Concordato “abarca todas las materias que constituyen el contenido 
ordinario de esta clase de tratados. Pero contiene también varias noveda- 
des” (2). Entre éstas debe contarse la que se refiere a las actividades de la 
Acción Católica. Se ha logrado, como declaró nuestro Caudillo, “la incor- 
poración a la disciplina concordataria de la Acción Católica Española, en- 
tendida como organización de los seglares para el apostolado, bajo la de- 
pendencia inmediata de la Jerarquía. Para desenvolver sus actividades apos- 
tólicas gozarán estas asociaciones de libertad plena, pero deberán sujetar 
a la legislación general del Estado cualesquiera actividades de otro género, 
si acaso las tuvieren” (3). 

Intentaremos en las páginas siguientes hacer un comentario acerca del 
artículo 34 de nuestro Concordato, por ser el que formula esa importante 
ley concordataria; pero antes será preciso sentar las bases jurídicas sobre 
las que descansa el Derecho concordatario en materia de asociaciones ecle- 
siásticas de fieles. 


I. DIFERENTES CLASES DE ASOCIACIONES ENTRE LAICOS 


Según el canon 99, parece que los únicos «sujetos de derechos y obli- 
gaciones en la Iglesia son las personas físicas y morales». Quien se con- 


 tentase con la lectura de este canon sacaría una idea muy incompleta de 


` 


$ (24-10-1953). Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 8 (1933), 835-845 


la virtualidad jurídica de la sociedad eclesiástica y de las leyes por las 
que se rige. : 

Como a medio camino, equidistando de las personas físicas y de las 
morales, existe otro género de asociaciones eclesiásticas, que nosotros 
vamos a llamar, sin entrar a discutir la legitimidad del nombre, entida- 
des eclesiásticas; las describe el Código en los cánones 685 y siguientes. 


de Asuntos Exteriores, D. Alberto Martín Ar- 
RECHO (CANÓNICO, 8 (1953), 831-834. 


(1) Declaraciones del Exomo Sr. Ministro 
tajo (28-8-1958). Cfr. REVISTA ESPAÑOLA DE DE 
(2) Id., ibid. 


(3) Mensaje del Excmo. 8r. D. Francisco Franco Bahamonde a las Cortes Españolas - 
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Intentemos explicar, siquiera sea brevemente, lo que es cada uno de: 
estos tres sujetos de derechos y deberes eclesiásticos, para tener abierto 
el camino a la solución del problema que dejamos planteado con el tí- 
tulo del presente trabajo. 


1. Personas físicas.—El hombre nace con la inclinación a la vida 
social, entrafiablemente unida a su naturaleza (4), y por el mero hecho 
de comenzar a existir, pertenece ya a la sociedad humana, es decir, ad- 
quiere la personalidad física que le hace sujeto de derechos y deberes 
entre los hombres. 


Cristo fundó su Iglesia como verdadera sociedad, para que los hom- 
bres pudiesen entrar en ella y gozar de derechos y deberes religiosos. 
Si el hecho de que dependía su personalidad física humana era el sim- 
ple «nacimiento», también hay otro medio análogo para adquirir la per- 
sonalidad física eclesiástica, y éste, por fijación de Cristo, en el «bau- 
tismo»: «Quien no naciere del agua y del espíritu no puede entrar en 
el reino de los cielos» (5). Eso es lo que el Código de la Iglesia ha que- 
rido plasmar en el canon 87: "Por el bautismo queda el hombre consti- 
tuido persona en la Iglesia de Cristo con todos los derechos y obligacio- 
nes de los cristianos”. 

De esta personalidad física, recibida por el bautismo, nacen necesa- 
riamente, tanto el derecho de exigir de la sociedad eclesiástica a que uno 
se ha incorporado todos los medios necesarios para conseguir el fin re- 
ligioso que ésta tiene por objeto alcanzar, como también el deber de 
cooperar para que los demás conciudadanos logren la misma suprema 
meta. 


2. Entidades colectivas.—En la sociedad temporal y en la espiritual, 
la persona física no se basta a sí misma ni puede fácil o provechosa- 
mente apropiarse todas las ventajas sociales si no se pone en íntimo con- 
tacto con los demás: unidas las fuerzas de muchos, queda más garanti- 
zado el logro de los intereses comunes. Por eso, atendiendo a las exi- 
gencias de los tiempos o lugares, fundándose en las distintas aptitudes 
o vocaciones de los individuos, las sociedades civil y eclesiástica admi- 
tieron y alentaron en su seno en el transcurso de su historia una armó- 


(4) Santo Tomás: De Regimine Principum, lib. I, c. I; I, q. 96, a. 4; IT-II, q. 109, a. 3 ad A; 
q. 129, a. 6 ad 1; III, q. 65, a. 1. j 

(5) Jo. 3, 5.-I Cor. 12. La Iglesia definió esta doctrina en el Conc. Florentino, “Decretum 
pro Armenis" (Denz. 696) y en el Cone. Tridentino, Sess. VII (Denz. 857-870). La exper 
también los teólogos uniformemente, v. gr., Catecismo del Conc. Tridentino, P. I, c. 10; SANTO 
JomAs en la III, qq. 65-66 passim. ; , 
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nica diversidad de asociaciones que, con miras más o menos concretas, 
buscaban la prosperidad y felicidad individual correlativa, logrando tam- 
bién con ello el progreso de la misma sociedad en cuanto tal. 

Esas asociaciones, como acabamos de insinuar, pueden ser de diver- 
sas categorías : 

A) Asociaciones no religiosas: Es muy natural que las personas 
físicas busquen la agrupación dentro de la sociedad civil para alcanzar 
un mayor nivel material e intelectual: la adquisición de bienes tempo- 
rales, el cultivo de las ciencias o artes, la mutua ayuda en las necesida- 
des imprevistas de la vida, etc..., son fines humanos y temporales que 
toca promover y controlar al Estado. Por eso corresponde primariamente 


.a los individuos, bajo el debido control de la autoridad civil, suscitar y 


promover esta clase de asociaciones mo religiosas; otras veces será la 
misma autoridad püblica quien las constituya y sostenga. 


No obstante, como toda actividad humana es susceptible de morali- 
dad buena o mala, podría acaecer que estas actividades temporales se 
rozasen con la fe y las costumbres, y entonces, por imperativo del mis- 
mo Dios, corresponde a la Iglesia intervenir para orientarlas con la ver- 
dad y estimularlas con la bondad del dogma y de la moral cristiana. 


Fuera de esta alta ingerencia, la Iglesia tiene poco más que hacer 
con las dichas asociaciones. Algunas veces, viendo, por un lado, que el 
progreso temporal de los individuos es promovido ventajosamente por 
esas entidades, quedando con ello mejor preparado el campo para su 
ulterior cultivo religioso, y, por otro, queriendo evitar que los cristia- 
nos, en su afán por satisfacer el instinto de agremiación, se adhieran a 
«organizaciones secretas, condenadas, sediciosas, sospechosas o que pro- 
curan sustraerse a la legítima vigilancia de la Iglesia» (can. 684), se 
decide a recomendar y alabar dichas organizaciones para que los fieles 
se puedan inscribir en ellas, seguros de que conseguirán el bien por 
medios lícitos, y evitarán al mismo tiempo la colaboración, directa o in- 
directa, con los enemigos de la Iglesia. 


A. pesar de esta recomendación con que la Iglesia acaba de premiar- 


las, esas asociaciones, en su ser entitativo continúan siendo formalmen- 


te profanas y absolutamente extrañas al Derecho eclesiástico ; la alaban- 


za de que han sido objeto afecta tan sólo al orden moral; por eso en el 
orden jurídico siguen permaneciendo sin existencia eclesiástica. 


, B) Asociaciones religiosas: El hombre no es un ser compuesto sólo 


_ de cuerpo material, con vida terrena y existencia limitada; consta tam- 
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bién de alma, dotada de vida espiritual y con destino eterno. Por consi- 
guiente, aun abstrayendo de su condición de cristianos, están obligados 
tanto el individuo como la sociedad a reconocer a Dios, alabarle, respe- 
tar y defender sus derechos. Con más razón será esto un imperativo in- 
soslayable para el individuo bautizado y para la sociedad espiritual que 
forman todos los cristianos. 

Es lícito y en algunos casos será obligatorio, a las personas físicas, 
agruparse en unas asociaciones cuya finalidad directa sea el campo re- 
ligioso. La Iglesia cataloga estas colectividades en dos secciones distin- 
tas: a unas las denomina laicales y a otras eclesiásticas. 

a) Asociaciones “laicales’’: Son aquellas entidades cuyo fin directo 
es ei campo religioso, pero que han nacido de iniciativas privadas ; que 
han sido fundadas por los individuos, como tales, que componen la so- 
ciedad, sea civil o eclesiástica, y que no han recibido de la autoridad 
pública aprobación oficial ninguna; por eso compete a los particuales 
que las integran redactar sus estatutos, fijar la extensión de su activi- 
dad, actuar sin el control inmediato del Superior. Ciñéndonos ya al cam- 
po de la competencia de la Iglesia, es preciso afirmar que esas asocia- 
ciones carecen de «existencia» eclesiástica y que permanecen al margen 
del Derecho canónico (6). 

A pesar de su finalidad religiosa, dependerán de la autoridad civil 
en cuanto que su existir y su actividad provoquen algún trastorno de or- 
den social externo o alteren de forma clara la paz y armonía de las de- 
más instituciones públicas. 

Pero análogamente a lo que vimos que ocurría con las asociaciones 
no religiosas, también a las laicales alcanza la Iglesia con su jurisdic- 
ción sagrada, cuando éstas se rocen algo en el campo de la fe y las cos- 
"tumbres (7); esta colisión o contacto íntimo entre ambos ocurrirá eon 
más frecuencia que en el primero de los casos, habida cuenta del fin 


(6) Las asociaciones leicales “institutae sunt privata conventione piorum fidelium qui 
sese adunarunt ad eximia caritatis opera exercenda... Ab auctoritate ecclesiastica non guber- 
nantur nec reguntur, sed ‘per laicos in propriis statutis designatos... Associatio (laica) non 
habet esse ab Ecclesia, nec ab Ecclesia agnoscitur quoad juris effectus; cfr. Causa “Corrien- 
tes” de la República Argentine, Votum Consultoris del 13 de noviembre de 1920, publicada 
en A. A. &. vol. XIII (1921), pp. 137, 139. 


(7) “Episcopus societatem (laicalem) vi suae jurisdictionis dirigere nequit, quemadmo- — 


dum societates proprie ecclesiasticas et confraternitates dirigit: jus tamen habet et oblige- 
tionem invigilandi, ne abusus irrepant neve fideles Occasione societatum ruinam salutis incu- 
rrant"; Causa “Corrientes”, tbid p. 140, Gfr. €, J. €., can. 336, 8 1.—WERNZ-VIDAL: Jus Ca- 


nonicum, MI, n. 463. 
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piadoso o caritativo que aquellas persiguen y que constituye a la vez 
un aspecto de la misión que Cristo encomendó a su Iglesia (8). 

Si la Iglesia había, en algunos casos, recomendado las asociaciones 
no religiosas, con mayor motivo y con más facilidad concederá su ala- 
banza a esta clase de entidades laicales, que con ella comparten la noble 
misión de hacer el bien espiritual en las almas. 

b) Asociaciones "eclesidsticas" : Hemos dicho al principio que, en- 
tre las personas físicas y las morales, reconoce el Código. otra especie 
de asociaciones eclesiásticas, que hemos dado en llamar entidades colec- 
tivas y que el canon 685 describe con estas palabras: «Son las organi- 
zaciones de fieles, distintas de las religiones o sociedades de que se ocu- 
pan los cánones 487-681, que han sido constituídas por la Iglesia para... 
el ejercicio de algunas obras de piedad o caridad». 


1l) Aprobadas: Estas asociaciones coinciden con ias laicales en 
cuanto al fin religioso; pero difieren profundamente por lo que se refie- 
re a las relaciones con la Autoridad eclesiástica: Han recibido de ésta 
la aprobación canónica y de esa forma obtuvieron el derecho a existir 
en la Iglesia (can. 686, $ 1) como sujetos capaces de adquirir bienes 
espirituales (can. 708), y de obrar conforme a las exigencias de su na- 
turaleza (can. 685). En virtud de esa aprobación, la Autoridad eclesiás- 
tica pasó a ser duefia de todo cuanto se refiere a su existencia, organi- 
zación, estatutos, actividad y régimen interno (9). 


La dependencia tan íntima en que se encuentran estas asociaciones 


respecto de la jurisdicción eclesiástica, las inmuniza contra la ingeren- 
cia de la autoridad civil, en todas aquellas cosas que pasaron a ser de 
exclusiva competencia de la Iglesia (10). Si tratándose de las asociacio- 
nes no religiosas y de las religiosas laicales tenía la Jerarquía sagrada 


.8)' Las asociaciones lctcales, “ad flnem pi i 
) i , i pium excitatae, (sunt) sub potestate et regimine 
reed constitutie, ab auctoritate vero ecclesiastica probatae seu laudatae; cfr. Cause “Co- 
cd LAU p. 439. “Associationes fidelium quae exclusive finem temporalem habeant 
&pprobantur ab Ecclesia, licet quandoque commendentur; remanent semper associationes 


HE ME MM ced remanent societates quae flnem forte religiosum prosequuntur, ab Eccle- 
d approbatae expresse non sunt”; cfr. CORONATA: Institutiones Juris Canonici, vol. I, 


as pn cen meee y las eclesidsticas “non distinguuntur a fine, sed ex eo quod 
t de sd PES gubernantur a personis laicis, aliae ab auctoritate ecclesiastica... Dis- 
Ben Jj T laicales et ecclesiasticas ponitur in hoc, quod in primis non interveniat, im aiiis 
interveniat, ad juris effectus, auctoritas ecclesiastica, eas per suam. approbationem vel erec- 
tionem condens seu esse ecclesiasticum eis tribuens”; cfr. Causa “Corrientes”, ibid, p. 139. 


"Ipsa associatio (approbata) necessario debet i 
i latie quad omnia i rio: : = 
tiam, constitutionem seu organizat!'onem een eb md ene 


AAN , Statuta, activitatem et internum regimen”; cfr. Id. 

m n doped ecclesiasticae Sunt sub regimine et directione jurisdictionis eccle- 

or MA m in negotiis propriis ipsius associationis”; cfr. WERNZ-VIDAL: Jus Canonicum; 
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derecho y obligación a intervenir cuando aquellas rozasen el campo apos- 
tólico con peligro para la fe y las costumhres, tenemos que declarar ahora 
que, con respecto a las asociaciones eclesidsticas, al Estado sólo com- 
peterá intervenir cuando de las actividades de éstas sufriera algün tras- 
torno el orden que cae dentro de la esfera temporal del César. : 

2) Erigidas: Esas entidades colectivas obtuvieron su ser eclesiástico 
mediante la «aprobación» concedida por el Superior competente. Pero 
a su vez son materia apta para alcanzar un grado más perfecto dentro 
de la escala jurídica de las instituciones eciesiásticas: pueden, en efec- 
to, ser elevadas a la categoría de Personas morales mediante el «decreto 
formal de erección» dictado por el Superior eclesiástico competente. 

Esta erección de las personas morales por medio del decreto formal 
es un acto solemne reservado al Romano Pontífice en toda la Iglesia, 
ein limitación de ninguna clase, y a los Ordinarios de lugar respecto 
de aquellas asociaciones cuya institución no ha sido encomendada a otros 
por privilegio apostólico (11); así lo dispone claramente el canon 686. 

Según la sentencia más común de los autores, para que el decrcto 
formal de erección sea válido, debe ser extendido por escrito (12) ; pero 
no hay fórmula alguna determinada. No obstante, cualquiera que hava 
de usarse tiene que expresar claramente que lo que se intenta realizar 
es un acto de erección y declarar el nombre, tanto de quien erige como 
de la persona erigida e incluso, segün algunos, la concesión misma de 
la personalidad (13). 

Al erigir una asociación en persona moral, no sólo se le otorga exis- 
tencia eclesiástica (esto ya lo hacía la simple aprobación) sino que tam- 
bién recibe todas las atribuciones comunes que competen a las personas 
morales, más las propias postuladas por su naturaleza particular (cáno- 
nes 102, 103, 691, 715, 1.649, 1.653, etc.). . j 

Si las entidades colectivas estaban exentas de la jurisdicción civil 
en su constitución, régimen interno y actividad religiosa específica, por 
el hecho de haber sido aprobadas por la Iglesia, con mayor motivo com- 


(11) La Santa Sede ha reservado para sí el derecho de erección de algunos colegios «o 
institutos, privando, por consiguiente, a los Ordinarios de esa facultad; véanse, por ejemplo, 
los cánones 392; 488, 6.°; 494; etc. Ha otorgado también a algunos Superiores religiosos el 
privilegio exclusivo de erigir ciertas asociaciones eclesiásticas; véanse los cánones 686, 8 2, 
y 690, 8 2. - ; E s 

(19) “In jure, decretum, a fortiori decretum formale, intelligitur solummodo de ordina- 
tione in scriptis data"; cfr. MICHIELS: Principia generalia de Personis in Ecclesia, p. 360. 
ScHAEFER: De Religiosis, n. 618. CORONATA: Institutiones Juris Canonici, n. 669. C. J. C. 
ean. 686, S 5. - : ; $e 

(13) Esto ha de endenderse, claro está, sólo respecto de aquellas entidades que Do ad 
quieren la personalidad ni por ordenación divina, ni por prescripción del Derecho canónico 


(can. 100, 8 1). 
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pete esta inmunidad a las asociaciones eclesiásticas elevadas al orden de 
personas morales mediante el decreto formal dictado por la Iglesia. 

3) ¿Qué asociaciones eclesiásticas deben erigirse y cudles pueden 
subsistir tan sólo con la aprobación? El Código reconoce tres especies juri- 
dicas distintas de asociaciones : Las Ordenes Terceras (que tienden a pro- 
mover entre.sus socios una vida cristiana más perfecta, bajo la direc- 
ción de una Orden Religiosa; cáns. 685, 702), las Cofradías (erigidas 
preferentemente para acrecentamiento del culto divino; cáns. 685, 707) 
y las Pías Uniones (que han sido creadas para el ejercicio de algunas 
-obras de piedad o caridad ; cáns. 685, 707) (can. 700). 

Algunas de ellas reclaman siempre la erección en personas morales 
para poder existir; erección que se lleva a cabo por el mismo Derecho 


o que es decretada por.el Superior competente; tales son las Terceras | 


Ordenes (14) y las Cofradías (15). 

Pero otras se contentan con la simple aprobación, existiendo enton- 
ces tan sólo como entidades colectivas eclesiásticas. Adviértase que la 
aprobación hecha una vez por parte de la autoridad eclesiástica, no pri- 
va a las asociaciones aprobadas de la posibilidad de conseguir más tar- 
de, si el tiempo y las circunstancias lo aconsejan oportuno, el decrete 
de erección. Puede, pues, ocurrir que la aprobación constituya el pri- 
mer paso que prepare y disponga para la solemne erección. 

Hechas estas explicaciones previas, podemos entrar en su aplicación 


a la Acción Católica, para después comentar el texto del artículo 34 de 
nuestro Concordato. 


II. La ACCIÓN CATÓLICA COMO ASOCIACIÓN ECLESIÁSTICA 


l Se distingue de las asociaciones no religiosas y también de las 
religiosas laicales.—Que la Acción Católica no puede ser considerada 
omo persona física, es una conclusión que salta a la vista del menos 
avisado : Porque se trata de una agrupación de individuos que se unen pa- 
ra conseguir ciertos fines trascendentales a la capacidad limitada de los 
singulares. Pero están muy lejos del concepto de Acción Católica el fin y 


la naturaleza de las asociaciones no religiosas: éstas, directamente, per- 


(14) Cfr. FANFANI: De Tertio Ordine 
Juris Canonici (ed. 4.2), n. 782, p. 544. C. J. C 
pb DE . C. J. C., cáns. 702-703 
(15) Cfr. FANFANI: De Rosario Beatae Mari į | 
* iae Virginis, c. III, I. €. J. C. 1 5 
Pias Uniones constituídas a modo de cuerpo o se Hamas MELLE UM 
» + 


ban sido erigidas para incre j ] 
Sur ean E n p ; mento del culto público, reciben el nombre particular de Co- 
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siguen sólo bienes temporales y además están exentas de la jurisdicción 
eclesiástica, en cambio, aquélla tiene una misión espiritual y se halla 
subordinada inmediatamente a la Jerarquía sagrada. No es fácil, por 
consiguiente, confundir ambas clases de asociaciones. 

Aunque en cuanto al fin religioso coincida la Acción Católica con 
las asociaciones laicales, sin embargo difiere sustancialmente de ellas 
por la posición que guarda respecto de la autoridad de la Iglesia: las 
laicales, hemos dicho, son totalmente ajenas a los poderes püblicos ecle- 
siásticos y sólo caen bajo su gobierno y vigilancia “in rebus fidei ei 
morum" (can. 336, $ 2). La Acción Católica, por el contrario, no puede 
existir ni obrar sin el auxilio ni la intervención de la Iglesia, como va- 
mos a probar a continuación. 


2. Es una asociación eclesiástica "stricto sensw".—La prueba de es- 
ta afirmación resulta sencilla si se considera ya la naturaleza de la Ac- 
ción Católica, ya los documentos eclesiásticos que a ella se «refieren, ya 
los reglamentos o estatutos con que se gobierna, ya, finalmente, la 
doctrina casi unánime de los tratadistas. 

a) Lo exige su misma naturaleza: La característica principal de las 
asociaciones eclesiásticas, por la que se distinguen de las laicales, es el 
origen eclesiástico y la dependencia absoiuta que aquéllas tienen de la 
jerarquía. Y esto precisamente es esencial a la Acción Católica, pues, 
«perdería inmediatamente toda su razón de ser—dice Pío XI—si, aun- 
que sólo fuera por un instante, se oscureciesen estas líneas fundamen- 
tales, por poco que se relajara este vínculo esencial que une a la Acción 
Católica con la Jerarquía» (16). 

b) Asi consta en los documentos pontificios: Son muchos los docu- . 
mentos pontificios en los cuales aparece manifiestamente retratada esa 
intima y esencial dependencia que une a la Acción Católica con la Je- 
rarquía sagrada, tanto en su ser entitativo como en su cualidad dinámica. 

La Acción Católica ha sido fundada y establecida en la Iglesia, por 
los mismos Romanos Pontífices; principalmente recibió «de la gran 
mente y del corazón de Pío XI su más vigoroso impulso y su ordena- 
miento orgánico» (17). Por eso, aunque se gobierne por unos estatutos 
dictados por ella y tenga sus Centros propios, sin embargo, «está some- 
tida a los Obispos y en primer término al Romano Pontífice» (18). El 


(16) Discurso de Pío XI a las Asociaciones Católicas de Roma (19-4-1931). 

(47) Discurso de Pío XII a los representantes de la A. C. I. (4-9-1940). 

(18) Carta Perhumano litterarum de Pío XI al Card. Schuster (28-8-1934); Cfr. A. A. 8., 
wol. XXVI (1934), p. 586. : 
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Cardenal Gasparri, siendo Secretario de Estado, declaró que, «es necesa- 
rio que las diversas formas de esta actividad encuentren en la Jerarquía 
su centro disciplinador. De ahí el funcionamiento de juntas parroquia- 
les, diocesanas y de la Junta Central, bajo la dependencia directa de la 
autoridad eclesiástica» (19). Pío XI, en el último documento que de; jó 
escrito a favor de la Acción Católica, declaró que ésta «por su misma 
naturaleza, debe desenvolverse en la diócesis bajo la dependencia direc- 
ta del Obispo; porque siendo ella participación de los seglares en el 
apostolado jerárquico, al Obispo corresponde el derecho y el deber de 
establecerla, organizarla y dirigirla en su propia diócesis» (20). Final- 
mente, al aprobar Pío XII los nuevos Estatutos de la Acción Católica 


Italiana, escribió una carta al Cardenal Levitrano en la que declara :: 


«Su Santidad alienta la serena confianza de que la A. C. I., unida de 
aquí en adelante más estrechamente a la Jerarquía eclesiástica en la per- 
sona de los Obispos y de los párrocos, podrá corresponder con eficacia 
cada vez máyor a sus nobles cometidos» (21). 

Aparece suficientemente claro, después de lo dicho, que la Acción 
Católica se encuentra "sub regimine et directione jurisdictionis ecclesias— 
Hcae, eliam in negotiis propriis ipsius asoctationis’’ (22) y, por consi- 
guiente, que le corresponde con precisión el calificativo de asociación 
eclesiástica «in sensu stricto». 

c) Lo proclaman los Estatutos por los que se rige: En cada nación 
la Acción Católica ha redactado unos Estatutos que constituyen sus re- 
glas o constituciones propias. Nosotros hemos tenido oportunidad para 
ver los correspondientes a varios países. Pero, además de que en este 
punto concuerda la legislación general de todos ellos, vamos a ceñirnos 
a la reglamentación dictada para la Acción Católica Española por las 
autoridades eclesiásticas, ya que esto responde mejor a la finalidad del 
presente trabajo. 
| La Base 2», que fija la ordenación jerárquica de la Acción Católica 
Española, dice textualmente: «A fin de que la Acción Católica esté 
coordinada y subordinada a la autoridad de los Pastores propios del 
territorio en que ejerce su apostolado, se desenvuelve normalmente em 
tres planos: el parroquial, el diocesano y el nacional. Los organismos 
de cada feligresía, bajo la superior autoridad del respectivo Ordinario, 


(19) Carta escrita al Card. Gasparri en nomb 
re del 
de los primeros Estatutos de la A. C. I. (9-10- 1923). ice RA e 


(20) Carta al Episcopado filipino (18-1- -1939). 
(21) Cfr. "L'Osservatore Romano" (98-641940). 


(e8) Cfr. Causa “Corrientes”, Votum Consultoris, A. A. S., vol. XII (1921), p. 140. 
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dependerán del párroco, pastor propio de los fieles de dicha circunscrip- 
ción (can. 216). 

Todos los organismos establecidos en el territorio de cada diócesis 
están sometidos a la autoridad episcopal. Los Organismos nacionales, 
bajo la autoridad suprema del Romano Pontífice, dependen de la direc- 
ción colectiva de todo el Episcopado español, en la forma en que se in- 
dica en las Bases 12.* y 13.*. Repasando los Reglamentos que regulan la 
creación y desenvolvimiento de la Acción Católica desde su Junta Su- 
prema hasta el ültimo centro parroquial vemos a la. Jerarquía actuando, 
de una manera eficiente y decisiva, para poner en marcha esas asocia- 
ciones y guiarlas en el logro de su programa religioso ; todo ello es dis- 
tintivo propio de las asociaciones eclesiásticas. 

d) Los autores ya lo admiten comúnmente: Aun cuando la Acción 
Católica sea reciente en su forma orgánica y, por lo mismo, en su enti- 
dad jurídica, sin embargo, ya son muchos los escritores eclesiásticos 
que se ocupan de ella. Casi todos le conceden expresamente la catego- 
ría de asociación eclesidsiica ai apreciar en ella una clara y terminante 
aprobación de parte de la Iglesia, manifestada en infinidad de documen- 
tos y comprobada por la realidad. 

Para no multiplicar inútilmente los testimonios, citaremos tan sólo 
las palabras tajantes de CORONATA : "Constat Actionem Catholicam esse 
associationem vere ecclesiasticam... Actio Catholica a Sancta Sede cons- 
tituta est et exclusive ab auctoritate ecclesiastica pendet" (23). . 

Luego la Acción Católica ha de ser considerada por todos como aso- 
€iación eclesiástica, con todas las consecuencias que esto lleva consigo : 
depende directa e inmediatamente de la jurisdicción eclesiástica en cuan- 
to a su ser y en cuanto a su obrar. 


3. Valor del artículo 34 del Concordato.—Si la autoridad que la 
Iglesia tiene sobre la Acción Católica es legítima, y esto es lo que he- 
mos querido demostrar en las páginas precedentes, se sigue que existe 


(23) ComoxATA: Institutiones Juris Canonici, vol. I, n. 687 bis. Cfr. MENICUCCI, "L'Osser- 
vatore Romano" (5-4-1936). BERTOLA: JI Diritto Ecclestastico, p. 9 ss. OTTAVANI: Compendium 
Juris Publici Eclesiastici, nn. 499-496. NOLDIN-SCHMITT: Summa Theologiae Moralis, vol, II, 
n. 99 ad 3, p. 103. AERTNYS-DAMEN: Theologia Moralis, vol. I, n. 359, p. 272. CAPPELLO: SUMMA 
Juris Canonici, vol. II, p. 281, nota 1. SrLvio Romano: Summa Juris Canonici, p. 142. ANTO- 
NIO CERNICA: Commentarium Codicis Juris Canonici, vol. I, p. 468 ad can. 648." REGATILLO: 
Institutiones Juris Canonici, vol. I, n. 794, p. 400; Sugerencias acerca del Código Canónico, 
art. en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, vOl. I (1946), p. 305. CHELODI: Jus Canonicum 
de Personis, p. 470. BLANCO NÁJERA: El Código de Derecho Canónico, traducido y comentado, 
vol. I, Apéndice, p. 499 ss. JUAN HERVÁS: Jerarquía y Acción Católica a la luz del Derecho, 
P. I. art. IV, n. 2, pp. 73-75. SAEZ GOYENECHEA: Lecciones esquemáticas de Acción Católica, 
P. I, c. II, n. 4, p. 2; La situación jurídica actual de la Aeción Católica, art. en REVISTA ESPA- 
ÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, vol. I (1946), p. 590. 
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en ella un derecho a gobernarla y que todos los demás tienen la obliga- 
ción de respetarlo santamente. Estas atribuciones de la autoridad ecle- 
siástica subsisten mientras la asociación se mantenga dentro de los 
límites que le fije su objetivo espiritual ; y desaparecen cuando, olvidán- 
do su propia misión, trate de invadir el campo humano-temporal, reser- 
vado legítimamente a la jurisdicción del Estado. 

Esa doctrina es precisamente la reconocida en el Concordato entre 
Espafía y la Santa Sede por las dos partes contratantes : «Las Asocia- 
ciones de la Acción Católica Española podrán desenvolver libremente su 
apostolado, bajo la inmediata dependencia de la Jerarquía eclesiástica, 
manteniéndose, por lo que se refiere a actividades de otro género, en el 
ámbito de la legislación del Estado” (art. 34). 


III. ACTIVIDADES DE LA ACCIÓN CATÓLICA 


1. Actividades apostólicas.—La Acción Católica nació para prestar 
su auxilio a la Jerarquía eclesiástica en todos los campos donde, por 
mandato de Cristo, es preciso que actáe su Iglesia: «La actividad de la 
Acción Católica se extiende a todo el campo religioso y social, es decir, 
hasta donde llega la misión y la obra de la Iglesia» (24). Por eso le co- 


rresponde llamar en su auxilio a dicha organización y seguir de cerca . 


sus pasos mientras pone en práctica obras de carácter apostólico: «Las 
asociaciones de la Acción Católica Española—declara nuestro Concorda- 
to—podrán desenvolver libremente su apostolado, bajo la inmediata de- 
pendencia de la Jerarquía eclesiástica” (art. 34). 

¿Cuáles son, en concreto, esas actividades apostólicas, que, según 
reconoce el Concordato, gozan de la inmunidad eclesiástica? No es fá- 
cil hacer una enumeración taxativa, pues el campo apostólico es inmen- 
so y es derecho de la Jerarquía eclesiástica ir señalando concretamente 
lo que la asociación debe realizar, conforme vayan sugiriéndolo las exi- 
gencias religiosas de los pueblos. No obstante, los Reglamentos Gene- 
rales de Rama (25) en su artículo 4.°, permiten confeccionar un elenco 
bastante completo de las cosas que caen dentro de la competencia apos- 
tólica de la Iglesia y, por consiguiente, de la Acción Católica. Como 
esta labor fué hecha ya por el Consiliario General de la Acción Católi- 
va Española, vamos a aprovecharla íntegramente (26). 


M) Discurso de Pio XII a la A. C, I. (3-5-1951). 
i Texto revisado por la Dirección Central de A. C. E. el 3 d 
CE: e jullo de 1945. 
_ 426). Mons. VIZCARRA: Actividad libre de la Acción Católica E 
“Boclesiá”, vol. XIII (1953), pp. 524-595. gw oc E paie wi ders A 
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a) “Actividades de piedad: 1) Apostolado ascético, fomento de los 
Ejercicios Espirituales y de los Retiros Mensuales; 2) Apostolado li- 
turgico ; 3) Campaña de santificación de las fiestas; 4) Campaña contra 
la blasfemia y el lenguaje soez; 5) Apostolado del cumplimiento pas- 
cuai ; 6) Apostolado de vocaciones eclesiásticas ; 7) Apostolado misional ; 
8) Apostolado de sacramentos diferidos (legitimación de matrimonios, 
comuniones y bautismos tardíos, administración del Viático v Extre- 
maunción), etc.». : 

b) “Actividades culturales: 1) Instrucción religiosa, moral y social 
de los adultos por medio de conferencias, cursillos, etc. ; 2) Apostolado 
catequístico para nifios y rudos; 3) Cursillos y jornadas de formación 
familiar y prematrimonial; 4) Apostolado de economía doméstica, labo- 
res y gobierno del hogar; 5) Formación de propagandistas para el mi- 
nisterio de la palabra hablada y escrita ; 6) Obras postescolares de pre- 
servación y preparación de los niños para el trabajo; 7) Apostolado vo- 
cacional para orientar a la juventud en su elección de estado y profesión ; 
8) Apostolado de cultura física y deportes con fines de preservación y 
formación moral; 9) Apostolado de sanas lecturas por medio de bib!io- 
tecas circulantes, salas de lectura, etc. ; 10) Apostolado periodístico, pu- 
blicando y sosteniendo revistas, semanarios y diarios de carácter apos- 
tólico». 

c) “Actividades de beneficencia: 1) Apostolado de caridad y asis- 
tencia social, con Secretariados Parroquiales, Diocesanos y Nacional 
de caridad ; 2) Dispensarios Médicos Parroquiales, Locales y Comarca- 
les; 3) Obras de reforma moral de las mujeres encarceladas y rehabili- 
tación de las liberadas ; 4) Apostolado de la cuna para la asistencia ma- 
teríal y espiritual de las madres pobres; 5) Apostolado del servicio do- 
méstico ; 6) Servicio de visitadoras de familias pobres; 7) Cocinas eco- 
nómicas, etc.». 

d) “Actividades de acción social: 1) Apostolado familiar, propagan- 
do la doctrina católica sobre la naturaleza, misión, deberes y derechos 
de la familia ; 2) Apostolado social, defendiendo y difundiendo los prin- 
cipios sociales preconizados por la Iglesia; 3) Apostolado cívico, pre- 
parando a sus socios y a los ciudadanos de su radio de influencia para 
actuar cristianamente en la vida pública ; 4) Apostolado profesional, 
procurando que sus miembros sean ejemplares en su profesión y crean- 
do los instrumentos especializados que puedan actuar más eficazmente 
en sus respectivos ambientes profesionales; 5) Apostolado de moralidad 
pública, ayudando a las autoridades de la Iglesia y del Estado en la 
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defensa de las buenas costumbres, sobre todo en los espectáculos pübli- 
cos, escaparates, librerías, piscinas, playas, romerías, etc. ; 6) Restaura- 
ción de sanas costumbres tradicionales en la celebración de las grandes 
fiestas, tanto religiosas, como domésticas y populares; 7) Apostolado 
de elevación social y cultural de los medios rurales y suburbanos con 
la creación de obras adecuadas, en colaboración con las respectivas auto- 
ridades, etc.». : 

2. Actividades ajenas.—Como la Acción Católica es una agrupación 
bien equipada para influir poderosamente en los individuos que integran 
la sociedad civil, supondría, al menos teóricamente, un peligro para los 
distintos regímenes que dirigen la política de los pueblos y para las ac- 
tividades de los individuos y de las demás instituciones que viven den- 
tro de la sociedad temporal, si aquella extendiera su radio de acción a 
un género de obras distinto del apostólico y religioso; esto, además de 
sacarla del marco que le señala su misma naturaleza, atentaría contra 
los poderes legítimamente constituídos y contra la paz social; por eso 
correspondería a la autoridad civil atajar esos abusos empleando !os 
medios que suelen emplearse en toda legítima defensa contra el injusto 
agresor. 

Esta posibilidad ha sido meditada por el Estado y comprendida por 
lu Iglesia, y en consecuencia ambos poderes declararon solemnemente 
en la ley concordatoria que comentamos : «Las Asociaciones de Acción 
Católica Española deben mantenerse, por lo que se refiere a las activida- 
des de otro género (distinto del apostólico), en el ámbito de la legisia- 
ción general del Estado” (art. 34). 

Y ¿qué actividades podrían señalarse como ajenas a la Acción Ca- 
tólica ? Tampoco es fácil hacer una lista previa que sirva como de patrón 


inmutable para todos los casos posibles. Pero, aleccionados por la ex- 


periencia de treinta años, tanto las autoridades eclesiásticas, como los 
tratadistas de Acción Católica, declaran como ajenas a la Acción Cató- 
lica las obras siguientes : 

a) La labor política partidista: No es que la Iglesia, con ser una 
sociedad espiritual, se desentienda totalmente de los afanes temporales 
de los pueblos y de los individuos; lo que procura con todo ahinco es 
mantenerse al margen de las luchas políticas que por+doquier dividen 
a los hombres en bandos irrecónciliables, prometiéndoles soluciones po- 
líticas y sociales de escasa garantía temporal y doctrinal. Si esto no hi- 
ciera, además de invadir el campo temporal del César 


os , Se ganaría ense- 
guida la oposición de grandes sectores sociales. 


E 
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Su Santidad Pío XII, rodeado de un nutrido grupo de corresponsa- 
les de prensa extranjera, expuso la mentalidad de la Iglesia en esta mate- 
e ria con las siguientes palabras: «La Santa Sede y la autoridad suprema 
de la IglesiaCatólica persiguen unos objetivos que están situados en lo so- 
brenatural y en el más allá. Ciertamente que la Iglesia Católica vive en 
el mundo. Sus hijos e hijas, es decir, cuatrocientos millones de católicos, 
pertenecen a un pueblo y a un Estado determinados. Uno de los cometi- 
dos esenciales de la Santa Sede es siempre velar para que en todo el 
mundo reinen entre la Iglesia y el Estado relaciones normales y, Si es 
posible, favorecerlas, a fin de que los católicos puedan vivir tranquilos 
en el ejercicio de su fe. La Iglesia puede dar a los Estados el sólido 
apoyo que ella pone en todos los sitios donde le es dado desplegar li- 
bremente sus fuerzas. Los acontecimientos políticos, influyen, por con- 
siguiente, también en la Iglesia y en la Santa Sede ; pero solamente por 
repercusión en la medida que muchas veces, de una manera repentina y 
radical, alteran la situación de la Iglesia en un país. Sin embargo, la 
Iglesia, ni quiere ser, ni es potencia política ; es decif, una potencia que 
persigue fines políticos con medios políticos. Ella es una potencia reli- 
giosa y moral, cuya competencia se extiende tanto como el dominio re- 
ligioso y moral, y éste, a su vez, abarca la actividad libre y responsable 
del hombre, considerado en sí mismo y en la sociedad. Ante las poten- 
cias políticas, la Iglesia permanece neutral, o mejor aün, ya que este 
término es demasiado pasivo y ambiguo, imparcial e independiente. La 
Santa Sede no se deja llevar a remolque por ninguna potencia o grupo 
de potencias políticas, aunque se afirme mil veces lo contrario» (27). 
Consiguiente con estos principios, prohibe la Iglesia a sus sacerdo- 
tes (que son los más inmediatos ejecutores de las actividades apostóli- 
cas que Cristo le encomendara), toda actividad política partidista: «Es 
necesario que todo sacerdote—declara Pío XII—depuesta cualquier so- 
licitud secular, y apartándose completamente de toda intervención en 
partidos y fracciones y aborreciendo profundamente las disensiones in- 
tentinas, se esfuerze en hacerse buen soldado de Cristo... que no se com- 
plica en negocios seculares, a fin de agradar a Aquél que le alistó» (28). 
Pero los laicos, aunque sean sübditos de la Iglesia, tienen la obli- 
gación y el derecho de intervenir en las instituciones humanas de las 
que depende el bienestar o la desgracia de la comunidad a la que per- 
tenecen. Lo ha dicho claramente Pío XII en la Carta Apostólica Ex 


2 i 
(27) Discurso de Pío XII a los corresponsales extranjeros en Roma (12-5-5p). 
(28) Carta de Pío XII Intimio gaudio, dirigida al Episcopado español (29-7-1041). 
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officiosis: «Cada uno de los católicos en particular puede pertenecer a 
organizaciones políticas cuando éstas ofrezcan garantía de que nada han 


de hacer contra los derechos de Dios y de la Iglesia. Es preciso, más 


bien, afiadir que el mirar por el bien püblico y particular en los cargos 
políticos por amor a la Patria, es un deber, porque todo ciudadano está 
obligado a procurar, segün su posibilidad, el bien de su nación» (29). 

Si bien; como acabamos de ver, los católicos pueden actuar en polí- 
tica partidista a título personal, no les es lícito, sin embargo, hacerlo 
en cuanto miembros de alguna organización que ha recibido el carácter 
eclesiástico mediante la aprobación o erección de parte de la legítima 
autoridad jerárquica (can. 686, $ 1). Como la Acción Católica es una de 
estas asociaciones eclesiásticas, de ahí que los Superiores jerárquicos 
hayan repetido, hasta con insistencia machacona, que «debiendo la Ac- 
ción Católica mantenerse alejada de la lucha de los partidos políticos, 
no puede asumir la gestión de los asuntos políticos o económicos, ni ex- 
ponerse a sus vicisitudes» (30). «La Acción Católica, por consiguiente, 
no debe entrar en lid en la política de partidos» (31). 

Quizá por un miedo excesivo a infringir estas consignas pontificias, 
los Reglamentos Generales de Rama, de nuestra Acción Católica Espa- 
ñola, establecen en el artículo 2.” que, «para evitar confusiones, los di- 
rigentes y propagandistas de la Asociación, mientras actúen como ta- 
les, no podrán intervenir, como dirigentes o propagandistas, en activi- 
dades de carácter político, ni aun a título personal». 

b) Actividades sindicales: Se ha despertado en los años que nos to- 
ca vivir una inquietud grande por la sindicación de los ciudadanos, aten- 
diendo a las distintas profesiones e intereses que suscita la tan compleja 
sociedad moderna. También este campo está vedado a la Acción Ca- 
tólica: «En el campo sindical se tratan principalmente, y casi exclusi- 
vamente, asuntos de la esfera temporal del César, y están espuestos a 


luchas y divisiones entre las teorías e intereses opuestos de las diversas : 


facciones. La Iglesia no. puede tomar parte en estos asuntos y controver- 
sias y, por consiguiente, tampoco la Acción Católica. Esto no impide 
que ia Iglesia recomiende a los católicos que intervengan en este cam- 
po, bajo su propia. responsabilidad personal, para defender sus legíti- 


mos Intereses laborales y hasta les dé Asesores religiosos, encargados. 


(29) Cfr. A. A, S., vol. XXV (1933), p. 630. 
(99) Carta de Pío XI al Episcopado de Colombia (14-29-1034), 


(31) Discurso de Pío XII a 1.900 delegados de 74 nactor “ec rag E S 
Internacional del Apostolado Segrar (14-10 1994). "gui Con Ios vo MOL E GOD ELS: 
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de orientarlos en los principios de la doctrina social católica y de ayu- 
darlos en el cumplimiento de sus deberes morales y religiosos: pero 
siempre dejándoles a ellos la responsabilidad de los asuntos sindicales. 

Por eso Pío XII, en su gran Encíclica Quadragesimo anno, anima 
a los sindicatos a buscar «un estado social mejor» y les dice que ese 
intento «se alcanzará tanto más seguramente cuanto mayor sea la coope- 
ración de las competencias técnicas, profesionales y sociales, y, más to- 
davía, de los principios católicos y de la práctica de los mismos, no de 
parte de la Acción Católica (porque no pretende desarrollar actividad 
estrictamente sindical o política) sino de parte de aquellos de nuestros 
hijos que la Acción Católica educa exquisitamente en los mismos prin- 
cipios y en el apostolado, bajo la guía y el magisterio de la Iglesia, 
que, en el terreno antes señalado, así como donde quiera que se agitan 
y regulan cuestiones morales, no puede olvidar o descuidar el mandato 
de custodia y de magisterio que se le confió divinamente» (32). 

c) Actividades técnicas, financieras y económicas: ‘También estas 
son de orden temporal y, por ende, de la competencia secular. 

Repetimos una vez más que la Acción Católica ha sido aprobada 
como asociación eclesiástica; por consiguiente, su fin tiene que ser de 
orden religioso o caritativo (cáns. 100, 685, 707). Nadie puede concebir, 
hoy día, una Acción Católica cuyo cometido fuese el montaje y di- 
rección de una fábrica, de una industria, de un banco, de una sociedad 
anónima, etc.: estas actividades, en cuanto tales, salen de la órbita del 
campo apostólico y por consiguiente «deben mantenerse en el ámbito 
de la legislación general del Estado» (art. 34 del Concordato). 


3. Sujeto responsable de las actividades ajenas a la Acción Católica. 


a) Los ciudadanos en cuanto tales: Si los cristianos en cuanto per- 
sonas físicas, es decir, individual y personalmente, contrajeran alguna 
responsabilidad de orden temporal o espiritual en dependencia del modo 
de comportarse en sus obras personales, ellos solos también deben res- 
ponder a requerimiento de la respectiva autoridad que les exigiese la ren- 
dición de cuentas. Nada se atenuaría su culpa y nadie estaría obligado 
a compartir con ellos la deuda, por el mero hecho de ser, al mismo tiem- 
po que ciudadanos, miembros de la Acción Católica. 

b) Las entidades colectivas: Compete también a los individuos la 
plena responsabilidad que se siga de los actos realizados por las entida- 
des colectivas; porque éstas no tienen otra personalidad que la propia 


^ 


(32) Palabras citadas por Mons. VIZCARRA, l. C., D. 526. 
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de cada uno de sus miembros. Allí, pues, donde la Acción Católica ca- 
rezca de personalidad moral, queda, como asociación, exenta de respon- 
sabilidad estatal. 

c) Las personas morales: Encierra mayor dificultad el problema que 
suscitaría la Acción Católica érigida en persona moral si comunitaria- 
mente, sobrepasando las atribuciones que le competen, invadiese el cam- 
po propio de la autoridad civil; porque en este caso ya tenemos un su- 
jeto de responsabilidad e imputabilidad distinto de las personas físicas. 


Pudiera ocurrir, en efecto (y hablamos siempre en un plano hipotético), 
que las decisiones de la persona moral, muchas veces acordadas por vo- 
tación secreta, trajeran como consecuencia escándalos, expolios, pertur- 
baciones políticas, transgresiones civiles, etc. ¿A quién podemos hacer 
responsable de todo ello? No es fácil conocer a los autores, ef hecho fué 
acordado corporativamente, en su ejecución debieron intervenir la mayo- 
ría de los miembros que integran el colegio. Por otra parte, el orden 
público exige que se ponga remedio eficaz procediendo a la restitución, * 
al castigo, etc. Es preciso, es estos casos, declarar culpable a la asocia- 


ción que proyectó aquellas actividades y que las llevó a la práctica sir- 
viéndose de sus socios. 


Como las personas morales no tienen capacidad natural para obrar 
personalmente, deben ser representadas por alguna persona física que 
defienda sus derechos y responda de sus delitos ante la autoridad com- 
petente. En nombre de las personas morales eclesiásticas, prescribe el 
canon 1.649, debe comparecer su rector, administrador, presidente, o 
como se llame; pero no podrá entablar ni contestar ningün pleito sin 
haber obtenido antes la licencia del Ordinario local, dada por escrito, 
o por lo menos, si el caso urge, del arcipreste (can. 1.526). Este es el 
caso de la Acción Católica que haya alcanzado la personalidad moral 
eclesiástica. & 

Pero, ¿qué fuero compete a la Acción Católica como persona moral, 
cuando haya de ser convenida para responder de los perjuicios ocasio- 
nados por sus actividades no apostólicas ? Ha sido éste un detalle previs- 
to por nuestro Concordato, al determinar que en estas cosas «la Acción 
Católica debe mantenerse en el ámbito de la legislación general del Es- 


tado» (art. 34); por consiguiente, compete a la jurisdicción civil proce- 
der contra esa persona eclesiástica. 
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ar 
IV. EXTENSIÓN DE ESTA DOCTRINA 4 LAS DEMÁS ASOCIACIONES 
ECLESIÁSTICAS 


1. Fundamento de esta interpretación extensiva.—Las razones en 
que se funda la exención de la ingerencia estatal en las actividades de 
la Acción Católica, concurren igualmente en favor de las restantes aso- 
ciaciones eclesiásticas reconocidas por el Derecho canónico, y que son 
las Ordenes Terceras, las Cofradías y las Pías Uniones. Estas también 
tienen un fin religioso o apostólico y han obtenido la existencia eclesiás- 
tica mediante la aprobación o erección legítima. Por consiguiente, en 
toda ley justa y lógica, como intenta ser nuestro Concordato, debe otor- 
gárseles la misma inmunidad que a la Acción Católica. 


2. ¿Cómo se explica el silencio del Concordato respecto de las otras 
asociaciones eclesiásticas 2—Es posible que muchos nos arguyan con es- 
ta pregunta, supuesta la doctrina precedente. Debemos, pues, explicar 
el valor que tiene el artículo 34 del Concordato y la razón de haber sido 
explicitada la Acción Católica únicamente. 

a) En la materia que nos ocupa, el Concordato no ha creado derecho 
nuevo alguno: Hemos dicho que en el Concordato se ha reconocido a 
la Ación Católica la exención de control estatal en su interna organiza- 
ción y en las actividades de tipo meramente apostólico. El Estado, pues, 
no creó nada nuevo; lo que hizo fué simplemente reconocer un derecho 
sagrado existente previamente en la Acción Católica, con independen- 
cia de toda otra voluntad extraña. Ese es todo el valor real del artícu- 
lo 34 del Concordato. 

b) Justificación de la ley concordataria: Las razones de haber cita- 
do expresamente la Ación Católica y no las demás asociaciones eclesiás- 

«ticas que gozan de su misma independencia existencial y operativa, de 
no pensar en un descuido de nuestros legisladores, es fácil suponerlas : 

1”) La Acción Católica es la principal organización apostólica exis- 
tente hoy día: «Siempre ha existido en la Iglesia—dijo Pío XII—una 
colaboración de los seglares en el apostolado jerárquico. La Acción Ca- 
tólica ha querido solamente dar a esta colaboración una forma y orga- 
nización accidental para su mejor y más eficaz ejercicio» (33). Por eso, 
«entre las múltiples formas de apostolado que se practican, todas ellas 
ciertamente beneméritas de la Iglesia, la Acción Católica es la que me- 


(38) Discurso a la Acción Católica Italiana (3-5-1951). 
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jor se adapta para prestar ayuda y poner remedio a las nuevas necesi- 
dades de la edad presente» (34). 

Esta necesidad y principalidad de la Acción Católica fué insistente- 
mente expuesta por Pío XI y su sucesor Pío XII. Aquél había escrite 
en la Encíclica Acerba animi, refiriéndose a la organización : «Sabemos 
que esta empresa, sobre todo al principio y en las presentes circunstan- 
cias, es dificilísima ; sabemos que no siempre logra ella con rapidez los 
frutos deseados; pero sabemos también que es necesaria y más eficaz 
que todos los demás métodos» (35). Que no es otra la mente del Papa 
Pío XII se desprende de los calificativos con que la ha distinguido en 
diferentes ocasiones; así, por ejemplo, la ha llamado: a”) Oficial (Dis- 
curso de Clausura al I Congreso Mundial del Apostolado seglar ; 
14-10-1951) ; 


b') Primaria (Const. Bis Saeculari, disp. XII; 27-9-1948) ; 


c) Principe (Discurso de Pío XII el 4-9-1940, y art. 2.” de los nue- 
vos «Estatutos» dados a la A. C. I.; 11-10-1946) ; 


a’) Fundamental (Exhortación al Episcopado de Italia ; 25-1-1950) ; 

e”) Acción Católica, a secas, sin aditamento ninguno (Discurso de 
Pío XII, a la A. C. I.; 3-5-1951). : 

Siendo, pues, la Acción Católica la asociación principe del laicado, 
nada extraño es que llamase tan poderosamente la atención de las par- 
tes concordantes y se hiciese acreedora a un artículo del Convenio. 


2’) La Acción Católica debe ser coordinadora de la actividad apos- 
tólica laical: Antes de conocerse la Acción Católica ya existían muchos 
seglares y muchas asociaciones que celosa-y provechosísimamente cola- 
laboraban en el apostolado jerárquico; pero, como dejamos expresado, 
han querido los Papas agrupar más todas las fuerzas católicas median- 
te una bien entendida coordinación. «La Acción Católica — declara 
Pío. XII—no tiene, ni mucho menos, por su naturaleza, la misión de po- 
nerse a la cabeza de las demás asociaciones y de ejercer sobre ellas un 
oficio de cuasi autoritario patronato»; mas, comparada con ellas, «el 
sentido específico de la Acción Católica consiste en el hecho de que ésta 
es como el punto de encuentro de aquellos católicos activos que están 
= siempre prontos para colaborar con el apostolado de la Iglesia» (36) ; su 

oficio, pues, es «unirlas, arreglarlas entre sí amigablemente y hacer que 


(34) Carta Er officiosis litteris, de Pío XI (10-11-1933). 


(35) Carta Encíclica Acerba animi, de Pío XI (22-9-19 
(36) Discurso de Pío XII a la 4. C. L eu m 
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los progresos de una redunden en provecho de las otras, con plena con- 
cordia, unión y caridad» (37). 

Había ya previsto y anunciado todo esto el insigne organizador de 
la Acción Católica, en su Encíclica Quamvis nostra: «Sería cosa incon- 
gruente y gravemente dañosa que, para conseguir fines análogos a los 
de la Acción Católica, se constituyesen en las parroquias y en las dió- 
cesis otras asociaciones de fieles sin ningún vínculo que las conecte con 
la Acción Católica y sin ninguna relación con ella; o, lo que es peor, 
en miserable rivalidad con la misma. Porque así las ventajas particula- 
res que dichas asociaciones procurarían a un pequeño número de fieles 
quedarían en realidad anuladas por los gravísimos daños que se segui- 
rían de las disgregación y división de las fuerzas católicas o del choque 
entre ellas; fuerzas, por cierto, que en estos tiempos, como antes diji- 
mos, deben ejercitarse para utilidad de ia Iglesia perfectamente concor- 
des y coaligadas, bajo la dirección de los Pastores» (38). 


De que sea volutad de la Iglesia que la Acción Católica ejerza la mi- 
sión coordinadora de la actividad apostólica externa de las demás aso- 
ciaciones se deduce que teóricamente baste mencionarla a ella, cuando 
se trata de legislar sobre las obras del apostolado seglar; salvando de 
esta forma el todo, quedan también salvadas las partes que lo integran. 

3’) Con esta ley*concordataria quedan atajados de antemano los 
principales peligros que puedan surgir contra la armonía entre las dos 
potestades: Las dificultades que la Iglesia encontró en algunas naciones 
para organizar la Acción Católica y emplearla como dócil instrumento 
suyo en el campo apostólico son otro de los motivos, sin duda de ningún 
género, que impulsaron a los supremos poderes para dictar esta cláusu- 
la concordataria con la que se podrán evitar tantos males. 

Recordemos el problema aleccionador ocurrido con la Acción Cató- 
lica en Italia, pero que tuvo resonancia universal: El 11 de febrero 
de 1929, después de un largo período, pródigo en calamidades y peli- 
gros para la vida de la Iglesia y de Italia, se llegó a la paz entre la so- 
ciedad temporal y la espiritual con la firma del Concordato Lateranen- 
se. En su artículo 43 se disponía lo siguiente: «El Estado italiano re- 
conoce las organizaciones dependientes de la Acción Católica Italiana 
en cuanto que ellas, tal como ha dispuesto la Santa Sede, desafrollan 
su actividad al margen de todo partido político y bajo la inmediata de- 


(37) Const. Apost. Bis Saeculari, de Pío XII (27-9-1948). 
(38) Carta Apostólica Quamvis nostra, de Pio XI (27-10-1935). 
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pendencia de la Jerarquía de la Iglesia para la difusión y actuación de 
los principios católicos». 

La redacción, un tanto vaga, de la cláusula precedente y, sobre todo, 
la mala fe de algunos católicos, provocó una campaña violenta contra 
la Acción Católica, que terminó con una orden de la Autoridad de Se- 
guridad Pública, fechada el 30 de mayo de 1931, disolviendo todas las 
Asociaciones juveniles de la Acción Católica, tanto masculinas como 
femeninas. 

Esta actitud del Gobierno italiano provocó una respuesta enérgica 
de Pío XI, primero en la Carta Apostólica al Cardenal Schuster Dob- 
biamo intratenerla (39), y después en la Carta Encíclica Non abbiamo 
bisogno (40), en las que se exponían las vejaciones sufridas por la Igle- 
sia y los derechos sacrosantos que acompañaban a ésta de organizar la 
Acción Católica y de usar de sus servicios apostólicos, con independen- 
cia de toda autoridad extraña, 

Comprendió el gobierno de Mussolini las razones en que se apoyaba 
el derecho de la Iglesia y, tras laboriosas gestiones, se llegó a un nuevo 
acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno italiano, el día 2 de septiem- 
bre de 1931. 

Este luctuoso incidente precavió a la Iglesia contra eventualidades 
muy posibles, dada la fácil sustitución de unos regímenes políticos por 
otros que hoy se lleva a cabo en tantas naciones. Nada extraño es, por 
consiguiente, que también en el Concordato firmado por España y la 
Santa Sede, fundado en el deseo de «una fecunda colaboración, para 
mayor bien de la vida religiosa y civil de la nación española» (41), se 
cuidasen ambas partes de atajar disensiones futuras y de asegurar la 
legítima incolumidad a que tiene derecho la Acción Católica. 

3. Aplicación del principio de las analogías "jurídica" y “legal”. 
Como estamos haciendo un estudio doctrinal que no responde a ningún 
caso concreto que se haya planteado ya en la aplicación de la ley concor- 
dataria a la vida, podemos suscitar, sin peligro de herir a nadie, una 
nueva cuestión teórica acerca del problema que venimos tratando, y es 
la siguiente : 

¿Cómo podríamos defender la inmunidad eclesiástica de las asocia- 
ciones canónicas que no son Acción Católica propiamente tal, si nos en- 
contráramos con algún órgano representativo del Estado que no quisie- 


(89) Carta Apostólica firmada el 26-4-1931. 
(40) Carta Encíclica “fechada el 29-6-1931, M 
(41) Cfr. Preámbulo del Concordato, : 
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ra admitir la interpretación, al parecer extensiva, que nosotros hemos 
hecho de! artículo 347 

a) Solución corcordataria: La respuesta nos la ofrece el mismo Con- 
cordato en el artículo 35, que dice textualmente: «La Santa Sede y el 
Gobierno español procederán de común acuerdo en la resolución de las 
dudas o dificultades que pudieran surgir en la interpretación o aplica- 
ción de cualquier causa del presente Concordato, inspirándose para ello 
en los principios que lo informan» (art. 35, 1.°). 

La autoridad competente para resolver esta clase de dificultades no 
es ni el Gobierno español, o sus representantes, ni tampoco la Santa 
Sede unilateralmente. Corresponde a ambas altas magistraturas estudiar 
conjuntamente el problema y resolverlo de común acuerdo. 

Este análisis teórico de las leyes concordatarias dudosas debe hacer- 
se «inspirándose en los principios que informan el Concordato» (artícu- 
lo 35, 1.°), es decir: la autoridad civil debe partir del supuesto de que 
«el Estado español reconoce a la Iglesia católica el carácter de sociedad 
perfecta y le garantiza el libre y pleno ejercicio de su poder espiritual 
y de su jurisdicción» (art. 2.” 1.°). Por consiguiente, del examen de 
aquellas cláusulas oscuras o dudosas de la ley concordataria no deben 
sacarse conclusiones que obstaculicen a la Iglesia «el pleno ejercicio de 
su poder espiritual y de su jurisdicción», como ocurriría, por ejemplo,. 
si el Estado le usurpara el derecho de creación o supresión de las aso- 
ciaciones eclesiásticas o si creyera que a éi le correspondía controlar sus 
actividades apostólicas o religiosas. Este modo de obrar sería contrario 
a los principios que inspiraron el pacto entre España y la Santa Sede 
y desmentiría las declaraciones oficiales de nuestros gobernantes, segün 
las cuales «en España se ha dado realidad a la tesis de la armonía entre 
Iglesia y Estado, ambas sociedades perfectas, y, por tanto, soberana cada 
una en su esfera propia» (42). El Jefe del Gobierno español declaró en fe- 
cha memorable que «concebir a la Iglesia como sociedad perfecta, libre e 
independiente del Estado, no es más que reconocer las prerrogativas con 
que la instituyó su Divino Fundador. Y esta aceptación es plena, sin 
Teserva ni menoscabo alguno, pues hablamos de la Iglesia de Cristo no 
sólo como dispensadora de la gracia santificante, sino también em sus 
aspectos jurídico y social, en virtud de la doble potestad de orden y de 
jurisdicción que por derecho divino le corresponde. Y consecuentemente 
se formulan en el Concordato las declaraciones inherentes a dicho prin- 


(42) Cfr. Declaraciones hechas por el Ministro de Asuntos Exteriores de España el día 
28 de agosto de 1953. 
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cipio, esto es, aparte la personalidad internacional de la Santa Sede y 
del Estado de la Ciudad del Vaticano, la plena personalidad y capaci- 
dad jurídica y de obrar de las diócesis, con sus instituciones anejas, de 
las parroquias, de las Ordenes y Congregaciones religiosas y demás 
instituciones y asociaciones religiosas canónicamente establecidas en Es- 
paña y las que en lo sucesivo se establezcan» (43). 

Estos principios generales que informan el Concordato español, apli- 
cados con la oportuna equidad canónica, postuian la exención de las 
asociaciones eclesiásticas, aunque no se llamen Acción Católica, en todas 
aquellas materias de tipo religioso y apostólico que correspondan a las 
exigencias de su naturaleza. 

b) Solución canónica: Si alguien nos saliera al paso diciéndonos 
que la explicación extensiva anterior tiene valor sólo cuando hay «du- 
das o dificultades acerca de la aplicación o interpretación de cual- 
quier cláusula del Concordato», pero no cuando se trata de salvar una 
laguna jurídica, como sería el caso presente, ya que nos encontramos 
ante un silencio sepulcral de las partes concordantes respecto de las aso- 
ciaciones eclesiásticas distintas de la Acción Católica ; en este caso, nos 
resulta más facil la defensa de nuestra teoría en favor de tantas asocia- 
ciones canónicas a las que sobran méritos para reivindicar todo lo que 
en el Concordato se concede expresamente sólo a la Acción Católica. 

En efecto; el artículo 35, 2.”, del Concordato dispone: «Las mate- 
rias relativas a personas o cosas eclesiásticas de las cuales no se ha tra- 
tado en los artículos precedentes serán reguladas según el Derecho ca- 
nónico vigente». En estos casos, la ley civil cede el paso a la ley canó- 
nica, y ésta declara que «cuando sobre una materia determinada no exis- 
te prescripción expresa de la ley ni general ni particular, ia norma debe 
tomarse de las leyes dadas para casos semejantes» (can. 20). 

Y ¿cuál es el caso semejante contemplado y solucionado por el Con- 
cordato? No dudaros en señalar el artículo 34, aue dispone en favor 
de la Acción Católica su independencia de la autoridad civil, por lo que . 
se refiere a las actividades apostólicas. Aplicando, pues, el principio de 
la analogía legal, debe resolverse, tanto por los canonistas como por los 
civilistas, el problema que estamos discutiendo. 

Es válida la aplicación del principio canónico formulado en el ca- 
non 20, porque fué aceptada por el Concordato, Pero aun si no gozára- 
mos de un Concordato, que en muchas de sus partes ha logrado la exac- 


de 1008 Cfr. Mensaje del Caudillo a las Cortes Españolas, Mrmado en Madrid el 94 de octubre 
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titud legal y verbal más admirables, el jurista recto y sincero debería 
extender a todas las asociaciones eclesiásticas la doctrina expuesta en 
el artículo 34, impulsado por otro principio antiguo y comün a todo de- 
recho : “Ubi eadem est ratio, ibi debet esse eadem juris dispositio”. Se- 
ría cosa caprichosa la concesión de independencia apostólica a la Acción 
Católica, si al mismo tiempo no se concediera a las demás asociaciones 
que en su ser y en sus actividades de tipo religioso y caritativo depen- 
den de la Iglesia, análoga inmunidad eclesiástica. 


y ë 9 


Y con esto damos por concluído nuestro comentario al arículo 34 del 
Concordato, augurando para la Iglesia y para España los copiosos fru- 
tos que está llamada a producir esa íntima colaboración entre las dos 
sociedades, la espiritual y la temporal, en beneficio del mismo sujeto, 
es decir, del hombre regenerado por el bautismo. 


FR. ARTURO ALONSO LOBO, O. P. 
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LOS RELIGIOSOS EN EL CONCORDATO 
DE 19533 


El fin de los Concordatos es regular, de comun acuerdo, los negocios 
que interesan juntamente a la Iglesia y al Estado y que por eso se lla- 
man negocios o materias mixtas. La dimensión de esta zona mixta pue- 
de ser más o menos amplia, segün la medida del interés comün o recí- 
proco que se intente amparar. Siendo las mismas personas miembros, a 
la vez, de la sociedad eclesiástica y de la civil, podría afirmarse que, in- 
directa y remotamente, la mayor parte de las cuestiones de una sociedad 
interesan a la otra, sobre todo cuando la casi totalidad de los ciudadanos 
son sübditos de ambas sociedades. La razón es manifiesta, ya que cl or- 
den de una sociedad repercute necesariamente en la otra, formada por 
los mismos individuos, de la misma manera que en cada individuo lo 
material y lo espiritual mutuamente se influyen y se completan. Sin 
embargo, no es este interés genérico el que en ios Concordatos quiere 
protegerse, porque dicho interés puede salvaguardarse mediante la ac- 
ción directa, pero comprensiva y realista, de cada sociedad dentro de su 
propia esfera. En los Concordatos se tratan y ordenan soiamente aque- 
llos temas que, revistiendo un doble aspecto e interés, afectan directa- 
mente a la sociedad eclesiástica y a la civil, bien sea por tratarse de co- 
sas entitativamente espirituales, pero con derivaciones temporales, bien 
sea que se trate de cosas o instituciones temporales con inmediata trascen- 
dencia espiritual, Estas cuestiones de doble aspecto constituyen la ma- 
teria primordial de los Concordatos. 

A la luz de estos principios se comprende que los Institutos religio- 
sos, en los que se profesa la perfección evangélica mediante la emisión 
pübiica de los tres votos de pobreza, castidad y obediencia, así como tam- 
bién otras instituciones similares, puedan y deban ser objeto de mutuo 
acuerdo entre la Iglesia y ei Estado. 

. Los Institutos religiosos son parte integrativa muy preeminente de la 
“Iglesia, por lo cual dice el canon 487 que el estado religioso debe ser 
tenido en gran estima por todos, «ab omnibus in honore habendus est». 
Los Institutos religiosos, con sus provincias y sus casas, gozan de per- 
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sonalidad jurídica en la Iglesia, conforme ordena el canon 531 con estas 
palabras: «No sólo la religión, sino también las provincias y las casas, 
tienen capacidad para adquirir y poseer bienes temporales con rentas 
fijas o fundadas, a no ser que en las reglas y constituciones se excluya o 
coarte dicha capacidad». 

Los Institutos religiosos—Ordenes o Congregaciones o Sociedades 
similares—son, por otra parte, una de las fuerzas organizadas más po- 
derosas que actüan dentro del Estado civil. Es éste un hecho palmario, 
que reconocen por igual amigos y enemigos, y de ahí la diversa actitud 
de unos y otros respecto de las religiones, que nunca es actitud y con- 
ducta de mera indiferencia, sino de apoyo decidido o de abierta oposi- 
ción. Los Institutos religiosos, en efecto, son hoy día, como lo fueron 
siempre, los educadores del pueblo, sobre todo de la juventud ; los pro- 
tectores de los débiles y de todos los necesitados, a cuyo servicio ponen 
no sólo los recursos materiales que se esfuerzan por arbitrar para tan 
noble fin, sino lo que más vale, que es el sacrificio personal y el amor 
cristiano ; son los pregoneros de la palabra divina, los ministros de los 
santos sacramentos y los defensores de la moralidad pública y privada 
—base firmísima e insustituíble del Estado—; son los evangelizadores 
del mundo infiel, a donde llevan la doctrina salvadora de Jesucristo y el 
amor a la patria donde ellos nacieron. 


Estos y otros beneficios de incalculabie trascendencia proporciona 
constantemente la Iglesia al Estado civil, cualquiera que sea la forma 
en que éste se organiza, y esto es lo que realizan los Institutos religio- 
sos como parte subordinada que son de la Iglesia, como aguerrido y 
bien disciplinado ejército de ella, siempre pronto a movilizarse en a di- 
rección que la Jerarquía les marque y a ocupar los más difíciles puestos 
de vanguardia. 

Siendo ésta la posición de los Institutos religiosos ante la Iglesia y- 
ante el Estado, no es de extrañar que ambas sociedades se preocupen 
de su defensa y de garantizarles en forma equitativa los medios de or- 
den espiritual, material y social que son necesarios para el eficaz des- 
empeño de las altas funciones que tienen encomendadas. Particularmen- 
te la Iglesia siempre ha velado por la conservación, incremento y pres- 
tigio de los Institutos religiosos, y ha reclamado para ellos la libertad de 


acción, que el Estado debe reconocer y proclamar sin menoscabo de su 
temporal y legítima soberanía. 


No obstante lo dicho, es fuerza confesar que los Estados con los que 


la Iglesia ha podido concertar pactos bilaterales de mutua colaboración 
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en materias mixtas o siquiera de mutuo respeto, no han prestado a los 
Institutos religiosos la consideración y apoyo a que ellos son acree- 
dores. Por esta causa, en los Concordatos apenas si se hace mención ex- 
plícita de los Institutos religiosos sino es para autorizar su existencia y, 
a lo más, para reconocer su personaiidad jurídica como simples asocia- 
ciones. Ejemplo elocuente de esto lo tenemos en nuestro Concordato 
de 1851. Aparte de la mención que en el artículo 11 se hace de la juris- 
dicción exenta de los Prelados regulares, sólo se habla expresamente de 
los religiosos en los artículos 29 y 30, y esto para poner trabas a su ex's- 
tencia o modo de vivir. El artículo 29, después de alegar muy buenas ra- 
zones en pro de un número suficiente de misioneros y operarios evangéli- 
cos, acaba, paradójicamente, por prohibir el establecimiento de toda casa 
de varones, a excepción de las Congregaciones de San Vicente de Paúl, 
San Felipe Neri y otra Orden de las aprobadas por la Santa Sede. En 
el artículo 30 se ponen también cortapisas al establecimiento de casas re- 
ligiosas de mujeres y llega a negarse toda autorización a las religiosas 
de vida meramente contemplativa. 

Enteramente distinto es el trato que en el Concordato de 1953 se da 
a los religiosos. El Estado español reconoce todos sus derechos y aun 
les concede algunos beneficios como medio para la realización de los 
.fines sociales que persiguen. En el presente trabajo nos proponemos 
únicamente dar un elenco sistematizado de los artículos del nuevo Con- 
cordato en los que directamente se reconocen o se otorgan a los religio- 
sos, en cuanto tales, derechos y privilegios, bien sea por parte de la 
Iglesia, bien por parte del Estado. Acerca del estudio doctrinal de las 
materias concernientes a los religiosos, nos remitimos a los demás tra- 
bajos que aparecen en este número o en el siguiente de Revista ESpANo- 
LA DE DERECHO CANÓNICO. Los artículos que se refieren a los Institutos 
religiosos los agruparemos en los capítulos siguientes: I. Personalidad 
jurídica civil.—II.'Inmunidades eclesiásticas.—III. Patrimonio ecclesi s, 
.tico.—IV. Enseñanza y formación de la juventud. 


I. PERSONALIDAD JURÍDICA CIVIL (1) 


En el número primero del articulo IV, el Estado español reconoce 
plenamente la personalidad o capacidad jurídica de las entidades ecle- 


to civil de las personas 
1) La exposición doctrinal e histórica sobre ei reconoc'm'en r 
Eris PET en el Concordato puede verse en el artículo que publicamos en “Anuario 
de Derecho Civil” y que actualmente se halla en prensa. 
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siásticas constituídas canónicamente y existentes a la entrada en vigor 
del Concordato. He aquí el texto del número I: «El Estado español re- 
conoce la personalidad jurídica y la plena capacidad de adquirir, poseer 
v administrar toda clase de bienes a todas las instituciones y asociacio- 
nes religiosas, existentes en España a la entrada en vigor del presente 
Concordato, constituídas según el Derecho canónico ; en particular a las 
Diócesis con sus instituciones anejas, a las Parroquias, a las Ordenes 
y Congregaciones religiosas, las Sociedades de vida común y los Ins- 
titutos seculares de perfección cristiana canónicamente reconocidos, sean 
de derecho pontificio o de derecho diocesano, a sus provincias y a Sus 
casas.» 

En el número segundo se concede igual reconocimiento a las entida- 
des religiosas que con posterioridad a la publicación del Concordato sean 
erigidas o aprobadas en España por la autoridad eclesiástica competen- 
te. Dice así el número 2: «Gozarán de igual reconocimiento las entida- 
des de la misma naturaleza que sean ulteriormente erigidas o aproba- 
das en España por las Autoridades competentes, con la sola condición 
de que el decreto de erección o de aprobación sea comunicado oficial- 
mente por escrito a las Autoridades competentes del Estado.» 


En el número tercero se declara que la gestión ordinaria o extraor- 
dinaria de los bienes pertenecientes a las entidades eclesiásticas, es de- 
cir, su administración y el ejercicio pleno de todos sus derechos, así 
como la vigilancia e inspección de dicha gestión, corresponden a la au- 
toridad eclesiástica. «La gestión ordinaria y extraordinaria de los bie- 
nes— se dice en el número 3—pertenecientes a entidades eclesiásticas 
o asociaciones religiosas y la vigilancia e inspección de dicha gestión 
corresponderán a las Autoridades competentes de la Iglesia». Declara- 
remos el significado de los términos principales que se emplean en estos 
tres números. - 

1) En el número 1 del artículo IV se emplea, muy acertadamente, 
la palabra reconocer: «El Estado español reconoce la personalidad juri- 
dica...» La misma idea se expresa en el número 2: «Gozarán de igual 
reconocimiento...» La personalidad eclesiástica no puede promanar sino 
del Derecho positivo divino o del Derecho positivo eclesiástico. Por esto 
la autoridad civil no otorga la personalidad jurídica a las entidades ecle- 
siasticas, sino que reconoce dicha personalidad como ya existente. Po- 
NG objetarse diciendo que, en efecto, la personalidad jurídica respecto 
de ios derechos eclesiásticos no la puede conceder la autoridad civil, 
pero la personalidad o capacidad en orden a los derechos civiles debe 


ES 


LOS RELIGIOSOS Y EL CONCORDATO DE 1953 


tener su origen en la voluntad del Estado. A esta objeción da una res- 
puesta categórica el canon 1.495, que reza así: «$ 1. La Iglesia católica 
y la Sede Apostólica, libre e independiente de la autoridad civil, tienen 
derecho innato de adquirir, retener y administrar bienes temporales para 
el logro de sus propios fines. $ 2. También las iglesias particulares y 
demás personas morales erigidas por la autoridad eclesiástica en perso- 
na jurídica, tienen derecho, a tenor de los sagrados cánones, de adqui- 
rir, retener y administrar bienes temporales». Los argumentos de esta 
doctrina canónica se hallan ampliamente expuestos en los tratados de 
Teoiogía y de Derecho püblico eclesiástico y no es ahora preciso repe- 
tirlos. Baste decir que la Iglesia no es sólo una sociedad perfecta de 
orden sobrenatural, sino también una sociedad humana que ha me- 
nester de bienes materiales para realizar su destino sobrenatural. Esto 
exige capacidad propia e independiente de la sociedad civil para el lo- 
gro de esos bienes o ejercicio de los derechos necesarios a la consecu- 
ción de su fin, 

Las palabras «adquirir, poseer y administrar» de este número prime- 
ro que ahora comentamos, expresan las tres funciones patrimoniales pro- 
pias de la capacidad jurídica y coinciden exactamente con el citado ca- 
non 1.495, que usa los términos de «adquirir, retener y administrar». 


En el artículo IV se percibe claramente el empeño de las dos sobe- 
ranas partes contratantes de no poner el menor óbice a la capacidad ju- 
rídica de las entidades eclesiásticas. Por esta causa, después de haber 
especificado los tres actos más generales de la capacidad jurídica—ple- 
nitud funcional—, se refiere el artículo IV a la plenitud objetiva—toda 
clase de bienes—, y también a la plenitud subjetiva, es decir, «a todas 
las instituciones y asociaciones religiosas». Con la palabra «institucio- 
nes» se designa directamente a las personas jurídicas no colegiadas, y 
con la palabra «asociaciones» a todas las colegiadas, ya sean de seg!a- 
res, ya de eclesiásticos. Y obsérvese que se trata no sólo de las institu- 
ciones y asociaciones religiosas erigidas em persona moral, sea por ley 
o por decreto, sino también de las simplemente aprobadas por la auto- 
ridad eclesiástica competente. Esta afirmación es incontrovertible, pues- 
to que así se declara expresamente en el número segundo en orden a las 
entidades eclesiásticas futuras o posteriores al Concordato y, por con- 
siguiente, no cabe entender otra cosa de las entidades existentes al en- 
trar en vigor el Concordato. Las entidades aprobadas, pero no erigidas, 
es decir, sin personalidad jurídica en Derecho canónico, no son las me- 
ramente recomendadas, sino las que han obtenido una aprobación for- 
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mal, por la que son elevadas a la categoria de entidades propiamente 
eclesiásticas (can. 686). En este canon se habla ünicamente de las aso- 
ciaciones, pero lo mismo debe afirmarse de las inslituciones. Las entida- 
des así aprobadas no se llaman en Derecho canónico personas jurídicas 
porque su capacidad no es completa, si bien no carecen de toda ca- 
pacidad. Sin embargo, sería erróneo deducir de aquí que estas organi- 
zaciones eclesiásticas aprobadas, pero no erigidas en personas compietas, 
también ante el Derecho civil carecen de personalidad, al menos comple- 
ta. El artículo IV, que venimos comentando, es terminante a este res- 
pecto. En él se reconoce personalidad total ante el Derecho civil o para 
los efectos civiles a «las entidades... aprobadas... por las Autoridades 
eclesiásticas competentes» (n. 2). 

Al hablar en el número 1 de las instituciones y asociaciones religio- 
sas, existentes a la entrada en vigor del Concordato, no se menciona 
la condición de que el derecho de erección o de aprobación sea comuni- 
cada a las Autoridades del Estado. Basta, pues, que de hecho existan 
tales entidades y que su existencia, cuando sea preciso, conste auténti- 
camente o sea notoriamente conocida. 

En particular, menciona el número I del artículo IV algunas personas 
jurídicas de más alta o señalada significación, pero la enumeración se 
hace tan sólo por vía de ejemplo. Primeramente se mencionan las Dio- 
cesis con sus instituciones anejas, como son, entre otras, la Mesa u oficio 
episcopal, la Curia diocesana, la catedral, el seminario, los oficios y be- 
neficios eclesiásticos, etc. Entre las personas jurídicas se distinguen tam- 
bién las parroquias, las Ordenes religiosas de votos solemnes y las Con- 
gregaciones de votos simples, ya consideradas como tales, ya en cada 
una de las casas, o bien en sus provincias, que son la unión de varias 
casas entre sí, formando parte de la misma religión. Sociedades de vida 
común son aquellas en las cuales los asociados, sean varones o mujeres, 
imitan la manera de vivir de los religiosos, viviendo en comunidad bajo 
el régimen de los Superiores segün las Constituciones aprobadas pero 
sin estar ligados por los tres votos püblicos de pobreza, castidad y obe- 
diencia. Estas sociedades no son religiosas propiamente dichas, ni sus 
socios se designan con el nombre propio de religiosos. Pueden ser cle- 
ricales o laicales, de derecho pontificio o diocesano (can. 673). Los Ins- 
titutos seculares de perfección cristiana son sociedades clericales o laica- 
les cuyos miembros profesan en el siglo los consejos evangélicos, a íin 
de adquirir la perfección cristiana y ejercitar plenamente el apostola- 
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do (2). Son personas jurídicas no sólo las Sociedades de vida común 
sin votos y los Institutos seculares, considerados en su totalidad, sino 
también cada uno de sus organismos subalternos, por ejemplo, sus casas. 


2) El reconocimiento de la personalidad jurídica civil, que en el 
número 2 se hace a favor de las entidades que, con posterioridad al Con- 
cordato, se erijan o aprueben por las autoridades eclesiásticas, lleva aneja 
la condición de que el decreto de erección o de aprobación sea comu- 
nicado oficialmente por escrito a las Autoridades competentes del Es- 
tado. Esta notificación no otorga la personalidad a las personas eclesiás- 
ticas, sino que la supone ya existente. Pero interesa tener en cuenta algo 
que parece descuidado en la redacción del artículo IV, principalmente 
en el número 2, a saber, que las entidades eclesiásticas, sean o no estric- 
tamente personas jurídicas, pueden obtener su existencia, ya mediante 
decreto, ya mediante una ley. Verificada la segunda hipótesis, no es pre- 
cisamente la ley lo que ha de ponerse oficialmente en conocimiento de 
la Autoridad competente del Estado, sino el hecho de haberse cumplido 
los requisitos de la ley en este o en el otro caso concreto, de donde re- 
sulta la constitución de un nuevo organismo eclesiástico. Ahora incum- 
be a la autoridad civil determinar cómo y a qué autoridad debe hacerse 
la notificación. Mientras este punto no se regule—y creemos que nunca 
llegará a hacerse en forma completa—debe considerarse prácticamente 
reconocida toda nueva entidad eclesiástica, legítimamente erigida o apro- 
bada. Basta que, al pretender ésta ejercitar un derecho en el fuero civil, 
demuestre, cuando sea preciso, la legitimidad de su existencia ante el 
Derecho canónico. 


3. Lo establecido en el número 3 accrca de la gestión ordinaria y 
extraordinaria de bienes pertenecientes a la Iglesia, así como sobre la 
vigilancia de dicha gestión, fluye como necesaria consecuencia de la ca- 
pacidad jurídica y del carácter eclesiástico de las entidades en cuestión. 
Por hallarse dotadas estas entidades de capacidad jurídica y no poder 
ellas mismas ejercitar sus derechos, necesitan valerse de representantes, 
llámense superiores, administradores, gestores, etc.; y por su carácter 
de entidades eclesiásticas, tales representantes, lo mismo en el fuero ecle- 
siástico que en el civil, deben designarse y actuar en conformidad con 
las leyes canónicas, pero cumpliendo también lo prescrito por la ley del 
Estado para los efectos civiles. La vigilancia o inspección corresponde 


(2) Cfr. artículo I de la Constitución Pontificia Provida Mater, de Pío XII, 2 febrero 1947 
("Acta Ap. Sedis”, 39 (1947), p. 114 x 
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necesariamente a la autoridad eclesiástica, aun cuando la actuación haya 
de efectuarse en el orden civil; porque la inspección compete siempre 
al respectivo superior. Casos de gestión extraordinaria son, v. gr., la 
enajenación de bienes y la demanda judicial o la contestación a la de- 
manda. 

Concluímos afirmando que el artículo IV contiene una normaliza- 
ción perfecta en punto tan importante como son las relaciones del Es- 
tado español con las personas jurídicas eclesiásticas y es una demostra- 
ción clara y fehaciente de la sinceridad con que el Estado acepta sus 
obligaciones para con la Iglesia respetando sus derechos, como la Igle- 
sia respeta los del Estado y coadyuva eficazmente a su plena realización. 


II. INMUNIDADES ECLESIÁSTICAS 


Las llamadas inmunidades eclesiásticas, tanto las personales como 
las reales, son respetadas por el Estado español, si bien en este punto la 
Iglesia hace algunas oportunas concesiones, 


a) Exención de cargos públicos y del servicio militar.—La inmuni- 
dad o privilegio de exención personal se admite en los artículos XIV 
y XV. «Los clérigos y religiosos—dice el artículo XIV—no estarán obli- 
gados a asumir cargos públicos o funciones que, según las normas del 
Derecho canónico, sean incompatibles con su estado». El canon 592 de- 
clara que los religiosos están sometidos a las obligaciones comunes de 
los clérigos, de que hablan los cánones 124-142, «a no ser que del con- 
texto de la frase o de la naturaleza del asunto se infiera otra cosa». En 
el canon 139 se especifican los cargos o funciones que son incompati- 
bles con el estado clerical y, por lo mismo y aun con más razón, con 
el religioso. En general, son los cargos públicos que lleven consigo ejer- 
cicio de jurisdicción o administración laical; la administración de bie- 
nes pertenecientes a seglares; los cargos que lleven consigo la obliga- 
ción de rendir cuentas; los oficios de procuradores y abogados, a no 
ser en el Tribunal eclesiástico, o en el civil cuando se trata de una causa 
propia o de su iglesia; ei cargo de senadores o de diputados parlamen- 
tarios. No nos detendremos a explicar el canon 139, porque es objeto 
de un estudio particular que aparece en este número de Revista EsPa- 
ÑOLA DE DERECHO CANÓNICO. Sólo advertiremos que la no aceptación de 
cargos públicos incompatibles con el estado clerical o religioso es, ade- 
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más de una obligación, un privilegio que debe exigirse y debe respetar- 
se, a tenor de los cánones 121 y 614. 

En cuanto a la exención del servicio militar, queda estatuído en el 
artículo XV lo siguiente, en perfecta concordancia con la legislación ca- 
nónica: «Los clérigos y religiosos, ya sean éstos profesos o novicios, 
están exentos del servicio militar, conforme a los cánones 121 y 614 del 
Código de Derecho Canónico. Al respecto, continúa en vigor lo conve- 
nido entre las Altas Partes contratantes en el Acuerdo de 5 de agosto 
de 1950 sobre jurisdicción castrense». 

Los llamados, por antonomasia, privilegios eclesiásticos son cuatro : 
el Privilegio del canon, por el que la Iglesia defiende a los ciérigos de 
las injurias reales o cometidas por obra, deciarando sacrílegos a los que 
las cometen y estableciendo contra ellos graves penas. De este privile- 
gio no se hace mención en el Concordato, porque su aplicación depende 
tan sólo de la autoridad eclesiástica. Los otros tres privilegios son el 
del fuero, el de exención y el de competencia. 

Sabido es que, no obstante de llamarse privilegios de los clérigos, 
gozan también de ellos los religiosos de ambos sexos, aun los que hacen 
vida común sin votos, incluídos los novicios. En cambio, los dichos pri- 
vilegios no se hacen extensivos a los postulantes o aspirantes que toda- 
vía no han vestido canónicamente el hábito religioso. La doctrina ca- 
nónica, sin embargo, ha hecho una excepción a favor de los postulantes 
en lo referente al servicio militar. Esta exención juzgaron, con razón, 
los canonistas que debía extenderse a los que se preparan como candi- 
datos para ingresar en el estado clerical o religioso, a causa del gran 
peligro que en la milicia corren estos postulantes o candidatos de per- 
der su vocación. En conformidad con esta doctrina, el Convenio entre la 
Sata Sede y el Estado español de 5 de agosto de 1950 dice en el artícu- 
lo 12, nümero 2: «Los seminaristas, postulantes y novicios diferirán en 
tiempo de paz el cumplimiento de todas las obligaciones militares, soli- 
citando prórrogas anuales durante el tiempo que les falte para recibir el 
Sagrado Presbiterado o para emitir sus votos, respectivamente». El nú- 
mero 3 del mismo artículo afíade: «Todos los clérigos, seminaristas y 
religiosos, incluso los novicios y postulantes, quedarán excluídos de las 
movilizaciones que se decreten con fines de instrucción». Aun en tiem- 
po ce guerra se respeta el privilegio de exención del servicio militar en 
favor de los sacerdotes seculares o regulares, puesto que sólo son llama- 
dos a ejercer su sagrado ministerio, y esto en cuanto sean. necesarios, 
a juicio del Vicario General Castrense. En los casos de movilización por 
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causa de guerra, los clérigos y religiosos no sacerdotes, así como los se- 
minaristas, postulantes y novicios, en edad a que alcance la movilización 
y en la medida que el Vicario General Castrense estime necesario, se- 
rán destinados a ayudar a los capellanes en su ministerio espiritual, o a 
otros servicios compatibles con su carácter eclesiástico (art. 13). 


b) Exención real.—El Código de Derecho Canónico habla en el ca- 
non 121 ünicamente de la exención personal, sin mencionar la inmuni- 
dad real o tributaria, merced a la cual los bienes eclesiásticos están exen- 
tos de las llamadas cargas reales. Pero esto no significa que tal exen- 
ción deje de ser debida a los bienes eclesiásticos, es decir, a los bienes 
pertenecientes a las personas jurídicas eclesiásticas, ni que la Iglesia re- 
nuncie a ella por ley general, aunque puede hacerlo. La exención real o 
independencia de la autoridad civil en la adquisición y administración de 
los bienes eclesiásticos es proclamada como derecho de la Iglesia en el ca- 
non 1.495, que interesa copiar aquí textualmente : «$ 1. La Iglesia católi- 
ca y la Sede Apostólica, libre e independientemente de la autoridad civil, 
tienen derecho innato de adquirir, retener y apministrar bienes temporales 
para el logro de sus propios fines. $ 2. También las iglesias particulares y 
las demás personas morales erigidas por la autoridad eclesiástica en perso- 
na jurídica, tienen derecho, a tenor de los sagrados cánones, de adquirir, 
retener y administrar bienes temporales”. 

De la exención real, es decir, de la exención de impuestos y contri- 
buciones, tanto de índole estatal como local, se habla en el artículo X X 
del Concordato, y en él se admite una exención limitada que comprende, 
entre otras entidades y bienes, las iglesias y capillas destinadas al cul- 
to (n. 1, a), así como las casas de las Ordenes, Congregaciones e Insti- 
tutos religiosos y seculares canónicamente establecidos en España (nú- 
mero l, e). Gozan también de exención los colegios y otros centros 
de enseñanza, dependientes de la Jerarauía eclesiástica, que tengan la 
conaicion de benéf'co-docentes (n. 1, f). Están comprendidos en la exen- 
ción los huertos, jardines y dependencias de los inmuebles arriba enume- 
rados, siempre que no estén destinados a industria o a cualquier otro uso 
de carácter lucrativo (n. 1, £. Gozan igualmente de total exención tri- 
butaria los objetos destinados al culto católico (n. 2), así como las do- 
taciones del culto y clero, a que se refiere el artículo XIX, y el ejercicio 
del ministerio sacerdotal (n. 3). Las donaciones, legados o herencias 
destinados a la construcción de edificios del culto católico o de casas re- 
ligiosas, o, en general, a finalidades de cuito o religiosas, serán equi 
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parados, a todos los fines tributarios, a aquellos destinados a fines be- 
néficos o benéficos-docentes (n. 5). Todos los demás bienes de las per- 
sonas religiosas, ya físicas, ya morales, así como sus ingresos, cuando 
no provengan de actividades religiosas propias de su apotolado, queda- 
rán sujetos a tributación conforme a las leyes generales del Estado, en 
paridad de condición con las demás instituciones o personas (n. 4). 


c) Privilegio del fuero.—Este privilegio, según el cual tanto los 
clérigos como los religiosos deben ser juzgados por un Tribunal ecle- 
siástico en todas las causas, así espirituales como temporales, es reco- 
nocido en el artículo XVI, con varias limitaciones o concesiones, hechas 
por la Iglesia a favor de los Tribunales del Estado. Es el Concordato 
de 1953 ei primero en el que la Iglesia hace al Estado español impor- 
tantes concesiones en materia contenciosa y criminal, derogando en par- 
te el privilegio del fuero. En otros Concordatos. extranjeros la Iglesia 
ya mucho antes había atenuado considerablemente el uso del privilegio 
del fuero. 


Dijimos anteriormente que de los privilegios de los clérigos gozan lo 
mismo éstos que los religiosos, pero entonces considerábamos a unos 
y otros como personas físicas. Respecto del privilegio del fuero cabe 
preguntar si gozan también de él las personas morales o jurídicas ecle- 
siásticas. El Código de Derecho Canónico nada establece a este respecto 
y los autores sostienen diversas opiniones. Nosotros nos adherimos a 
la sentencia que reconoce este privilegio a todas las personas jurídicas 
eclesiásticas, sean o no colegiadas. La razón es porque dichas personas 
son creación del Derecho eclesiástico (can. 100, § 1) y sus bienes o de- 
rechos son también eclesiásticos. Por consiguiente, a la Iglesia compete 
juzgarlas, aun en las causas temporales. Esta conclusión, oue era la 
defendida en el Derecho antiguo, vese corroborada por el canon 1.547, $ 2, 
según el cuál está reservado a los Tribunales de la Santa Sede el juzgar 
en todo género de causas a las personas morales eclesiásticas que no 
tienen Superior fuera del Romano Pontífice; lo cual indica claramente 
que las demás personas morales eclesiásticas deben ser juzeadas por sus 
respectivos Superiores eclesiásticos, ya se trate de cuestiones espiritua- 
les, ya de las temporales. La misma conclusión fluye del canon 1:520; 
que prohibe a los administradores de personas morales eclesiásticas en- 
tablar o contestar pleito alguno en nombre de las mismas sin haber ob- 
tenido licencia del Ordinario local dada por escrito, o por lo menos, si 
el caso urge, del arcipreste. Superfluo parece añadir que el privilegio 
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de las personas morales eclesiásticas, sean seculares o religiosas, en re- 
lación con el fuero está sujeto a las limitaciones que para las personas 
físicas se establecen en el Concordato. Sobre todo lo demás nos remiti- 
mos al estudio que sobre el privilegio del fuero se hace en este mismo 
número de la REVISTA. 


d) Privilegio de competencia.—También el llamado Privilegio de 
competencia queda protegido en el mismo artículo XVI, número 6, con 
los siguientes términos: «Caso de decretarse embargo judicial de bie- 
nes, se dejará a los eclesiásticos lo que sea necesario para su honesta 
sustentación y el decoro de su estado, quedando en pie, no obstante, la 
obligación de pagar cuanto antes a sus acreedores». Este artículo se ha- 
lla en consonancia perfecta con lo que prescribe el canon 122, y aun ex- 
plica el mismo canon afiadiendo a las palabras de él «lo necesario para 
su honesta sustentación» estas otras más expresivas: «y el decoro de su 
estado». 


e) Inviolabilidad de los lugares sagrados.—Otra inmunidad eclesiás- 
tica es la inviolabilidad de los lugares sagrados, por la que éstos quedan 
exentos de la jurisdicción civil, La inviolabilidad de los lugares sagra- 
dos es exigida por el canon 1.160, en el que se prescribe : «Los lugares 
sagrados están exentos de la jurisdicción de la autoridad civil, y la au- 
toridad eclesiástica ejerce en ellos libremente su jurisdicción». E! Con- 
cordato espafiol, en. el artículo X XII, acepta el derecho de inmunidad 
eclesiástica, que comprende también las «casas religiosas canónicamen- 
te establecidas» (n. 2). El mismo artículo XXII especifica todo aquello 
a que se extiende el derecho de inviolabilidad de los lugares sagrados. 
Comprende, por parte de la autoridad civil, si no es con previo consen- 
timiento de la autoridad eclesiástica o, al menos, en algün caso, después 
de haber sido oída dicha autoridad, la carencia de facultad para realizar 
los siguientes actos: entrada de la fuerza püblica en los lugares sagra- 
dos; su ocupación, aunque sólo sea temporal; la demolición de los edi- 
ficios eclesiásticos ; la expropiación forzosa por utilidad püblica. 

La exención de la autoridad civil de que gozan los lugares sagrados 
y los edificios eclesiásticos impone a los elementos eclesiásticos la obli- 
gación de velar directamente por el cumplimiento de las leyes comunes 
relativas a la seguridad y san'dad pública. «Los Ordinarios diocesanos 
y los Superiores religiosos—dice el número 7 del artículo XXII—segün 
su respectiva competencia, quedan obligados a velar por la observancia, 
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en los edificios citados, de las leyes comunes vigentes en materia de se- 
guridad y sanidad püblica». 


f) Hábito eclesiástico.—Entre los derechos privilegiados de los clé- 
rigos y religiosos se enumera también el derecho de llevar hábito pro- 
pio, que los demás no pueden vestir. Por esto dice el canon 683 que no 
es lícito a los seglares llevar el hábito clerical. Lo mismo prescribe en 
relación con el hábito de los religiosos el canon 492, $ 3: «Ni el nombre 
ni el hábito de una religión ya establecida puede adoptarse por quienes 
no pertenezcan a ella legítimamente ni por otra religión nueva». Este 
derecho exclusivo de llevar hábito propio queda también salvaguardado 
en el artículo XVII del Concordato, el cual llega a sancionar con penas 
la violación del precepto canónico. «El uso del hábito eclesiástico o re- 
ligioso—dice el articulo-XVII—por los seglares o por aquellos clérigos 
o religiosos a quienes les haya sido prohibido por decisión firme de las 
Autoridades eclesiásticas competentes, está prohibido y será castigado, 
una vez comunicado oficialmente al Gobierno, con las mismas sanciones 
y penas que se aplican a los que usan indebidamente el uniforme militar». 


III. PATRIMONIO ECLESIÁSTICO 


Otro capítulo de materia concordataria, relacionado con la exención 
real, en el que directamente se presta consideración a los religiosos, es 
el que puede denominarse patrimonio eclesiástico. De esta materia se 
ocupan los artículos 18, 19, 20, 21 y 30. Su estudio aparecerá en el próxi- 
mo número de esta Revista. Mencionaré solamente lo que en los arlicu- 
los XIX y XXX se establece expresamente en orden a los religiosos. Di- 
recta, aunque genéricamente, se refiere a los religiosos el número 1 del 
artículo XIX, que es del tenor siguiente: “La Iglesia y el Estado estu- 
diarán de común acuerdo, la creación de un adecuado patrimonio ecle- 
siástico que asegure una congrua dotación del culto y clero». El Con- 
cordato ha eliminado el concepto estrecho y falso de un culto y clero 
«secular» en contraposición al «religioso». Por este motivo sitúa para- 
lelamente en muchos artículos al clero secular y al religioso, o no los 
distingue, equiparándolos totalmente, cuando no hay razón particular 
en contra, como en el presente caso. Y con más razón habrá de hacerse 
la equiparación al tratarse del patrimonio eclesiástico, puesto que los dos 
títulos que mueven al Estado a crear el patrimonio se aplican por igual 
al clero secular que al regular. Estos títulos, valiéndonos de las mismas 


9.—DERECHO CANONICO 


MARCELINO CABREROS DE ANTA 


palabras que emplea el artículo XIX, nümero 2, son el «título de indem- 
nización por las pasadas desamortizaciones de bienes eclesiásticos» y la 
«contribución a la obra de la Iglesia en favor de la Nación». En con- 
formidad con el principio y común acuerdo sentados en el número 1 y 
con los títulos alegados en el número 2, se establece en el número 3 
«El Estado, fiel a la tradición nacional, concederá anualmente subven- 
ciones para la construcción y conservación de Templos parroquiales y 
rectorales y Seminarios; el fomento de las Ordenes, Congregaciones o 
Institutos eclesiásticos consagrados a la actividad misional y el cuidado 
de los Monasterios de relevante valor histórico en España, así como para 
ayudar al sostenimiento del Colegio Español de San José y de la Igle- 
sia y Residencia espafíolas de Montserrat, en Roma». Y en el nümero 4 
se afiade: «El Estado prestará a la Iglesia su colaboración para crear y 
financiar [nstitutos asistenciales en favor del clero anciano, enfermo o 
inválido. Igualmente asignará una adecuada pensión a los Prelados re- 
sidenciales que, por razones de edad o salud, se retiren de su cargo». 
La voluntad cooperadora del Estado se extiende lógicamente no sólo a 
las empresas benéficas de los Institutos religiosos, sino también a su 
origen o manantial, que son principalmente las casas de formación. En 
este sentido se expresa el artículo XXX, número 1, con estas palabras: 
«El Estado procurará ayudar económicamente, en la medida de lo posi- 
ble, a las casas de formación de las Ordenes y Congregaciones religio- 
sas, especialmente a aquellas de carácter misional». 


IV. ENSEÑANZA Y FORMACIÓN DE LA JUVENTUD 


Es ésta, indiscutiblemente, una de las materias que con más amoro- 
soe inteligente empefio deben ser reguladas en los Concordatos, porque 
interesa vitalmente lo mismo a la Iglesia que a la Sociedad civil. Y como 
la formación de la juventud—sobre todo la que cursa la ensefianza me- 
dia—se halla en su mayor parte a cargo de los Institutos religiosos, los 
artículos que tratan de la ensefianza a ellos afectan directa y primaria- 
mente. Seis artículos dedica el nuevo Concordato al tema de la enseñan- 
za y formación de la juventud, que son los artículos que van desde el 
XXVI al XXXI. Incluímos en este título de la enseñanza el artícu- 
lo XXIX, en el que se trata de la formación de la opinión pública, la cual 
por su propia naturaleza y por el lugar que ocupa en el Concordato, se ve 
claro que ha sido considerada por las partes contratantes como princi- 
pal instrumento formativo de todos, particularmente de la juventud, So- 
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bre el ubérrimo tema de la enseñanza nos limitaremos—fieles al objeti- 
vo del presente artículo— a hacer algunas deslavazadas observaciones 
pertinentes a los religiosos. 

En el artículo XXVI se consagra, en toda su amplitud, el principio 
de la enseñanza católica, quedando enteramente arrumbado el falso dog- 
ma moderno de la escuela laica o neutral. «En todos los centros docen- 
tes—empieza afirmando el artículo XXVI—de cualquier orden y grado, 
sean estatales o no estatales, la ensefianza se ajustará a los principios 
del Dogma y de la Moral de la Iglesia Católica.» Esta rotunda afirma- 
ción es un postulado fundamental en el sistema de las relaciones de la 
Iglesia y del Estado español. Las consecuencias de este principio deben 
ramilicarse por todo el espacio de la vida social espafíola y, sobre todo, 
deben imprimir a todos nuestros centros docentes un carácter muy dis- 
tinto del que suelen tener los centros formativos en la mayor parte de 
las naciones. Esta es nuestra característica, nuestra gloria y la razón de 
nuestra confianza para el porvenir. El principio de la enseñanza católi- 
ca, proclamado en el artículo XXVI, no es sino una legítima y forzosa 
aplicación del artículo II, en el que se declara que «La Religión Ca- 
tólica sigue siendo la única de la Nación española» y que «gozará de los 
derechos y de las prerrogativas que le corresponden en conformidad con 
la Ley Divina y el Derecho canónico». 

En el artículo XXVI se nombra dos veces a los Ordinarios, sin añadir 
la palabra diocesanos o de lugar. Esto supuesto y a tenor del canon 198, 
podría dudarse si bajo el nombre de Ordinarios vienen comprendidos 
en este caso, segün la regla general, los Superiores mayores de las reli- 
giones clericales exentas. Pero basta observar la materia de la prescrip- 
ción concordada para concluir que se trata solamente de los Ordinarios 
de lugar. La razón es manifiesta, puesto que, aunque los centros docen- 
tes estén encomendados a una casa religiosa exenta, la vigilancia en lo 
tocante a la enseñanza religiosa y formación moral compete siempre al 
Ordinario diocesano (can. 1.491, $ 2). Por esta razón y porque debe 
suponerse que en el mismo artículo no varía el significado de los térmi- 
nos, es preciso afirmar que el derecho de exigir que no sean permitidos 
los libros, publicaciones y material de enseñanza contrarios al Dogma 
y a la Moral católica corresponde, según el artículo XXVI, únicamente 
al Ordinario local o diocesano y no al Superior mayor religioso. 

El artículo XXVII habla concretamente de la enseñanza de la Reli- 
gión católica. «El Estado espafiol—dice—garantiza la ensefianza de la 
Religión católica como materia ordinaria y obligatoria en todos los cen- 
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tros docentes, sean estatales o no estatales, de cualquier orden o grado». 
El Estado español, consecuente con su posición de Estado oficial y 
prácticamente católico, asume el deber de garantizar la ensefianza de 
la Religión católica, obligando a que se dé en todos los centros, a la vez 
que protege y facilita el cumplimiento de esta obligación. Los religio- 
sos están llamados a ser parte o instrumento muy principal en el cum- 
plimiento y en la eficacia de esta prescripción concordataria, que tan 
poderosamente debe influir en la sólida formación religiosa de los es- 
pafíoles. La acción del Estado no puede ser nada más que subsidiaria. 
La acción y responsabilidad principal cae directamente en este caso so- 
bre los religiosos. Ahora bien: si favorecidos y apoyados como están 
los religiosos, tanto por el Estado como por el ambiente social, en su 
función de educar moral y religiosamente a la juventud, no logran que 
ésta adquiera, en la medida de lo posible, una recia, consciente, ilus- 
trada y práctica formación religiosa, deberán confesar que han defrau- 
dado la confianza que la Iglesia, el Estado y la Sociedad en ellos han 
puesto y que no han logrado debidamente el específico y más alto ob- 
jetivo de su misión educadora. 


La enseñanza de la Religión en las Universidades y en los centros 
a ella equiparados debe darse siempre por eclesiásticos, y éstos—sean 
seculares o religiosos—deben estar en posesión no del simple grado de 
licenciado, sino del grado de doctor, obtenido en una Universidad ecle- 
siástica, o del título equivalente en el propio Instituto, si se trata de 
religiosos (art. XXVII, n. 5). Para poder enseñar la Religión en los 
centros estatales de Enseñanza Media, los candidatos, sean éstos sacer- 
dotes o seglares, se dice en el nümero 4 del artículo XXVII, deben 
estar en posesión de grados académicos mayores (doctorado o licen- 
ciado) en las Ciencias Sagradas. De lo contrario, deben someterse a 
especiales pruebas de suficiencia científica, además de las pruebas de 
suficiencia pedagógica prescritas para todos aquellos a quienes deba 
ser confiada la enseñanza de la Religión en las Universidades y cen- 
tros estatales de Ensefianza Media. Se equipara a los grados académi- 
cos mayores el equivalente en su Orden o Instituto cuando se trata de 
religiosos. 

Bien conocido es el deseo de la Santa Sede, que quizá no tarde en 
convertirse en precepto, de que todos cuantos enseñen en Seminarios 
o en colegios religiosos hayan ampliado sus estudios en centros uni- 
versitarios y obtenido el correspondiente grado académico mayor. Esta 
aspiración es muy conforme a la mente del Código de Derecho Canó- 


Erie 


LOS RELIGIOSOS Y EL CONCORDATO DE 1953 


nico, en el que se exige grado académico para los cargos de mayor 
responsabilidad, o, al menos, supuestas las demás condiciones, son 
preferidos los que poseen dichos grados. Esta norma vale igualmente 
para los religiosos. Pero el Código se contenta no pocas veces, a falta 
de los grados, con un testimonio auténtico de especial pericia, «vel 
ceteroqui periti» suele decir el Código. Este testimonio, entre los reli- 
£iosos, es, principalmente, el título académico privado obtenido en los 
propios Colegios, con requisitos muy semejantes a los que se necesitan 
para conseguir en las Universidades o Facultades eclesiásticas los tí- 
tulos académicos püblicos u oficiales, Esta misma norma es la que se 
establece en nuestro Concordato para la enseñanza de la Religión en 
las Universidades y en los centros estatales de Ensefianza Media. 

- De esta constante práctica de la Iglesia debieran sacar los Superio- 
res religiosos las dos siguientes normas de gobierno: Primera norma. 
Procurar que obtengan grados académicos püblicos todos aquellos que 
se hallen, bajo todos los aspectos, en las debidas condiciones, sin creer 
nunca un perjuicio la prolongación de la carrera eclesiástica para la 
obtención de grados académicos. Algo parecido, pero con mayor limi- 
tación y con mayores cautelas, puede decirse de los grados civiles. 


El ejercicio del ministerio sacerdotal, en sus múltiples manifesta- 
ciones, exige cada día mayor competencia. Y, aunque la carrera ecle- 
siástica se ha perfeccionado notablemente desde hace ya bastantes años, 
principalmente desde el año 1931, en que se promulgó la Constitución 
Pontificia Deus scientiarum Dominus, toda esta carrera, que es la que 
normalmente se hace en los Seminarios y Colegios religiosos, necesita 
ser ampliada, no precisamente para la generalidad de los alumnos, sino 
para una minoría selecta, que comprende los sobresalientemente dota- 
dos, es decir, todos los que se elevan sobre la medianía. Esta amplia- 
ción de estudios, hecha en un ambiente distinto del propio colegio y 
generalmente coronada con los grados académicos mayores, es nece- 
saria no sólo para regentar las cátedras, sino también, de ordinario, 
para desempeñar con dignidad y eficacia el ministerio sacerdotal entre 
las clases intelectuales, en circunstancias de especial compromiso, so- 
bre materias difíciles o en cargos de alta responsabilidad. Para todos 
estos casos se necesita buen nümero de sujetos especial y superior- 
mente formados. 

La segunda norma de gobierno es supletoria de la anterior y con- 
siste en organizar los estudios privados, dentro: del propio Colegio, de 
tal forma que allí mismo pueden los alumnos mejor dotados y que, por 
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diversos motivos, no acuden a la Universidad, perfeccionar sus estu- 
dios, adquiriendo una formación semejante a la universitaria junto con 
el correspondiente título privado, todo ello con arreglo a un plan de 
estudios y una serie de prácticas y pruebas científicas equivalentes a 
las que se prescriben para las Universidades. De esta manera los re- 
ligiosos en España estarán habilitados para desempeñar en los cen- 
tros de Ensefianza Media y en las Universidades la función docente 
que el Concordato les autoriza en los artículos XXVII, XXVIII y 
XXX. Claro es que, además de la ciencia eclesiástica y del título aca- 
démico, son necesarias en el profesor de Religión otras condiciones 
literarias y pedagógicas particulares, sobre todo cuando la ensefianza 
se ha de dar en centros superiores y ha de dirigirse a seglares de cul- 
tura muy distinta de la eclesiástica. La adaptación al sujeto pasivo 
y al momento actual es ley imprescindible de todo magisterio. 

Para la enseñanza de la Religión en las escuelas o centros mo esia- 
tales de Enseñanza Media no se requiere grado académico, sino que 
basta un certificado especial de idoneidad expedido por el propio Or- 
dinario (art. XXVII, n. 7). | 

En las escuelas primarias del Estado, la ensefianza de la Religión 
la da el propio maestro y, en forma periódica, el párroco o su delegado 
(n. 2). De las escuelas primarias no estatales nada habla el Concor- 
dato. Por analogía debe afirmarse que la ensefianza de la Religión 
compete al propio maestro privado. En lo tocante a la intervención del 
párroco, éste deberá atenerse a lo que prescriba el Ordinario local. 

Es digna de observarse ia distinción que se hace en el artícu- 
lo XXVII entre Ordinario diocesano (nn. 3 y 6) y Ordinario propio 
(n. 7). Este ültimo, para los religiosos que pertenecen a una religión 
clerical exenta, no es el Ordinario local o diocesano, sino el respec- 
tivo Superior mayor. A éste, por lo tanto, corresponde, segün el nü- 
mero 7, expedir o revocar el certificado de idoneidad cuando un reli- 
gioso perteneciente a religión clerical exenta haya de ensefiar la Re- 
ligión en un centro no estatal de Enseñanza Media. 

El artículo XXVIII señala un viraje hacia atrás, una vuelta a la 
gloriosa tradición de nuestros siglos de oro, en los que las ciencias sa- 
gradas ocupaban, con máximo honor, un puesto distinguido entre las 
ciencias humanas y experimentales, dando a todas ellas orientación y 
sentido trascendente, fusionándolas y vivificándolas a todas. Aquella 
integración de la cultura y amistosa convivencia de las ciencias ecle- 
siásticas con las profanas servían para formar personalidades comple- 
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tas y facilitaban el diálogo fecundo entre ios cultivadores de ambas 
ramas del saber. Pero en el siglo xvi comenzó, en nuestra patria, el 
divorcio, que ha perdurado hasta nuestros días, entre la ciencia sa- 
grada y la profana. La Filosofía escolástica, la Sagrada Teología ya 
Derecho canónico fueron desterrados del recinto universitario civil y 
tuvieron que replegarse al ámbito estrecho de los Seminarios conci- 
liares. De esta manera las ciencias sagradas se convirtieron en coto 
cerrado para los seglares, y los eclesiásticos, a su vez, perdieron de 
vista el progreso de las ciencias naturales y el contacto con lo que la 
vida tiene de variable y contingente. La ciencia eclesiástica quedó par- 
cialmente anquilosada y se hizo cada vez más abstracta, al paso que la 
ciencia profana se hizo cada día más experimental, avanzando, pero sin 
meta ni rumbo fijo, deshumanizada y materializada : la técnica va sus- 
tituyendo a la verdadera ciencia. 


El artículo XXVIII intenta restablecer la unidad y la armonía de la 
ciencia, que es el medio de darle vida, porque es fundir la materia con 
el espíritu. Este artículo no se contenta con llevar hasta la Univer- 
sidad civil la formación religiosa que debe acompañar al joven desde 
sus primeros hasta sus ültimos pasos en el camino del saber, ni pre- 
tende tan sólo implantar en la Universidad del Estado cursos mono- 
gráficos acerca de las ciencias sagradas, con carácter meramente com- 
plementario, como suele hacerse sobre las materias de ampliación o es- 
pecialización que no se profesan directamente en. la Universidad. El 
nümero 1 del artículo XXVIII habla de cursos sistemáticos : «Las Uni- 
versidades del Estado—dice—, de acuerdo con la competente autoridad 
eclesiástica, podrán organizar cursos sistemáticos, especialmente de Fi- 
losofía escolástica, Sagrada Teología y Derecho canónico, con progra- 
mas y libros de texto aprobados por la misma Autoridad eclesiástica». 
La fórmula adoptada es muy elástica y puede en cada momento aco- 
modarse a lo que la realidad presente, las posibilidades y las contin- 
gencias futuras aconsejen. Las puertas de la Universidad civil quedan 
abiertas a las ciencias eclesiásticas, y esto es lo que en el Concordato 
podía conseguirse. Segün el convenio estipulado, el estudio sistemático 
de las ciencias sagradas puede llegar a organizarse, dentro de la Uni- 
versidad civil, incluso con el carácter de verdaderas Facultades, que 
es como el curso sistemático tendría pleno desarrollo. Pero el compro- 
miso no llega a crear una obligación, abre sólo una posibilidad, a la 
vez que expresa un actual deseo, que en fecha no lejana se prevé reali- 
zable, si persevera la comprensión y buena voluntad por ambas partes. 
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También los religiosos, aunque no sean sacerdotes, son invitados 
a ejercer el apostolado de la enseñanza desde las cátedras de la Uni- 
versidad del Estado. Aquí, como es natural y a veces con tanto o mayor 
motivo que al tratar de la enseñanza de la Religión en las Universi- 
dades, se requieren grados académicos mayores, otorgados por una 
Universidad eclesiástica, o títulos equivalentes, obtenidos en la propia 
Orden o Instituto, cuando se trata de religiosos, además del Nihil obstat 
del Ordinario diocesano. Sin embargo, no se exige taxativamente el 
grado de doctor; basta el de licenciado. La razón de esta menor exigen- 
cia legal que lo que se prescribe para la enseñanza de la Religión nos pa- 
rece que es doble: primera, la misma dificultad de encontrar en nümero 
suficiente los títulos de doctor que serían necesarios para organizar simul- 
táneamente cursos sistemáticos en varias Universidades del Estado ; y se- 
gunda, el hecho de que no todas las asignaturas que integran un curso 
sistemático ofrecen la misma dificultad ni exigen la misma garantía de 
competencia. Con todo, la máxima competencia científica y pedagó- 
gica para todas las asignaturas principales es de interés vital. 


Parecidas razones a las que existen para dar acceso en las Univer- 
sidades del Estado a las ciencias sagradas, abogan también por que se 
permita a los seglares matricularse en las Facultades superiores de las 
Universidades eclesiásticas y alcanzar en ellas los respectivos títulos 
académicos. Así queda establecido en el número 2 del artículo XXVIII. 
En este punto no hay ninguna innovación de las leyes y estatutos ecle- 
siásticos. Ya actualmente las Universidades de la Iglesia están abiertas 
a los seglares, aunque de hecho son pocos los que las frecuentan. La 
razón principal de esta escasa frecuencia creemos que es la especial di- 
ficultad que los seglares suelen encontrar, en parte por el uso del idio- 
ma latino en las aulas eclesiásticas, y en parte por la falta de conoci- 
mientos filosóficos o teológicos, que son base imprescindible para el 
estudio superior de las ciencias sagradas y que ni en el bachillerato ni 
en la mayor parte de las carreras civiles se adquieren. 

El tema general de la enseñanza queda también expuesto en el pre- 
sente número de Revista ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, y por esto 
nos abstenemos de abordarlo directamente, al igual que hemos hecho 
en otros puntos ya por otros especialistas declarados: non bis in idem. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Catedrático de Derecho Canónico en la Universidad 
Pontificia de Salamánca 
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DOCUMENTOS 
MAURIS PRUDENCIA 
COMENTADOS 


I. CANONICOS 


RESENA JURIDICO- CANONICA (*) 


I. (ORIENTACIONES GENERALES 


El estudio del Derecho canónico.—El importantísimo discurso de Su 
Santidad el Papa pronunciado con motivo del IV Centenario de la Uni- 
versidad Gregoriana (1) constituye un documento orientador para el estú- 
dio de todas las ciencias eclesiásticas. Aquí nos toca recoger lo referente 
al estudio del Derecho canónico, que reducimos a esquema, y que puede 
constituir un precioso guión para cuantos nos dedicamos al estudio del De- 
recho de la Iglesia: 


1) Conocimiento del sistema del Derecho vigente (del ordenamiento 
jurídico-canónico): especulativo y positivo. 
a) Principios generales del Derecho; 
b) principios generales del ordenamiento canónico; 
c) interpretación de las normas positivas: 
c) a la luz de los principios. 
c") relacionándolas entre sí. 


2) Conocimiento de la Historia del Derecho: 
a) origen, progreso y mutaciones del Derecho general; 
b) historia de las instituciones; 
c) historia de la doctrina. 


3) Conocimiento práctico del Derecho: 
a) ejercicio del mismo en los organismos jurídicos Cii: 
en la Curia Romana para eso); 
b) las "exercitationes" en la Universidad. 


4) Finalidad del estudio del Derecho canónico: "omnino in anima- 
rum curationem contendere". Bajo este prisma: 
a) la administración eclesiástica; 
b) la función judicial en la Iglesia; 
c) la función asesora del canonista ; 


(*) Esta resefia corresponde al cuatrimestre septiembre-diclembre de 1953. 
(1) A. A. S., XLV (1953), 682. 
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d) la función docente que debe ser preparación para el apos- 
tolado. 


El comentario a este esquema admitiría un libro extenso de metodo- 
logía y de deontología. Permítasenos un brevísimo comentario a la ültima 
parte. La afirmación del Papa no puede ser más absoluta; el adverbio "om- 
nino” excluye cualquier otra finalidad. Ahora bien, “omnia propter finem" ; 
luego en todo comentario y en toda interpretación de la ley eclesiástica debe 
iluminarnos este fin total. Por tanto, no basta el suponerlo, ni el no con- 
tradecirlo, sino que positivamente debe el jerarca eclesiástico, el juez, el 
asesor, el profesor, buscar la finalidad pastoral de la norma o del acto 
jurídico, y cuando se encontrare con esta finalidad no clara, la más ele- 
mental norma de deontología canónica exige que no se decida a proce- 
der sin aclararla. Acaso el más o menos consciente desprecio que de lo 
jurídico en la Iglesia hay hoy en el mundo, y aun entre católicos y ecle- 
siásticos, con sus consecuencias aun dogmáticas que tan certeramente ex- 
pone el mismo Papa actual en la Encíclica Mystici corporis, encuentre 
muchas veces si no su justificación, ya que no se puede justificar, sí, su 
explicación psicológica en la restringida función, de aplicación o de inter- 
pretación, de lo jurídico en la vida canónica. 


II. DERECHO PÚBLICO ECLESIÁSTICO 


La religión en la Comunidad de Estados.—El discurso pronunciado por 
el Padre Santo para los congresistas del V Congreso nacional de la Unión 
Italiana de Juisconsultos católicos (2) constituye un documento que en 
adelante habrá de ser considerado como fuente sobre este tema. Temerosos 
de desviarnos lo más mínimo en tema tan delicado y para evitar cualquier 
interpretación desagradable, nos limitamos a entresacar las afirmaciones 
más fundamentales del Papa. 

Se trata de la religión no dentro de un Estado en concreto, sino para 
aquellos pueblos que, según la doctrina católica tantas veces expuesta por 
el Papa actual, se integren en una Comunidad internacional. En esta Co- 
munidad deberán convivir católicos y no católicos. 

Afirma el Papa, en primer lugar, una división por categorías religiosas 
de los Estados miembros de la Comunidad: cristianos, no cristianos, reli- 
giosamente indiferentes o conscientemente laicos, o aun abiertamente ateos. 


(2) A. A. S., XLV (1953), 794. 
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Esta distinción la establecerá o una explícita declaración de la ley funda- 
mental del Estado o el hecho social de la gran mayoría de los ciudadanos. 

Probable reglamento de la cuestión: En el interior de cada Estado y 
para sus sübditos, cada Estado se regulará por sus propias leyes. Sin em- 
bargo, será permitido a los ciudadanos de los Estados miembros de la 
Comunidad el ejercicio de las propias creencias y prácticas éticas o reli- 
giosas en todo el territorio de la Comunidad de los Estados, mientras no 
sean transgredidas las leyes penales del Estado donde uno resida. Se plan- 
tea el Papa el problema moral: ¿Puede un jurista, un político o un Estado 
católico dar su consentimiento para un tal reglamento? El Papa distingue 
muy bien la verdad objetiva y la actitud efectiva. Para lo primero no hay 
problema, la verdad obliga a todos. 

Para la actitud efectiva pone el Papa unas premisas antes de contestar 
a la cuestión propuesta. Ninguna autoridad humana puede dar un mandato 
o una autorización de ensefiar o hacer lo que es contrario a la verdad 
religiosa o al bien moral; ni aun Dios podría hacerlo. Es la postura lla- 
mada tradicionalmente de tesis en el Derecho público eclesiástico. Otra 
cosa es la hipótesis. Para ella recuerda el Papa la manera de proceder de 
Dios, que permite el error y el pecado en el mundo, pero lo ordena todo 
a un bien mayor. De esta premisa se deduce la respuesta a la segunda parte 
del problema, a saber, la hipótesis. El no impedir por medio de leyes esta- 
tales o de disposiciones coercitivas, o sea el tolerar, la observancia de una 
norma internacional que permite el libre ejercicio de una creencia o de 
una práctica religiosa o moral, que tiene valor en uno de los Estados-miem- 
bros de la Comunidad, puede ser justificado por el interés de un bien supe- 
rior o más vasto, 

Todavía cabe preguntar quién debe juzgar la "questio facti", es decir, 
la existencia o no de motivos que justifiquen la hipótesis. El juez, dice. el 
Papa, debe ser el mismo estadista católico, el cual, para lo que se refiere 
al campo religioso y moral, pedirá el parecer de la Iglesia, la cual, en estas 
cuestiones referentes a la vida internacional, tiene como único competente 
en ültima instancia el Romano Pontifice. 

En este mismo discurso el Papa indica brevemente los principios tra- 
dicionales de la religión en el Estado, y declara que la Santa Sede, en el 
enjuiciar los varios supuestos de tesis o de hipótesis en los distintos Esta- 
dos o países, considera tanto el bien comün de la Iglesia y el Estado en un 
determinado país, como el bien comün de la Iglesia universal, dos factores 
que en cada momento histórico, político y diplomático pesan en el ánimo 
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del Romano Pontífice para determinar el pro y el contra de la "quaestio 
facti" en un determinado país. 

Finalmente, el Papa aplica la misma doctrina a la distinta postura de 
la Iglesia en la firma de los Concordatos, Tratados, Convenios y Modus 
vivendi. Sería superfluo subrayar la importancia de esta doctrina en el 
mundo de hoy. 


IIl. DERECHO DE PERSONAS 


1. Imposición de capelos.—Con una ceremonia fuera de Consistorio, 
el Papa lo impuso a los Cardenales que habían recibido el birrete de los 
Jefes de Estado, a saber: los Cardenales españoles y los Nuncios en Ma- 
drid, París y Lisboa (3). 


2. Vicecamarlengo de la Santa Iglesia Romana.—Hacia varios años 
que se hallaba vacante este cargo. El Papa lo ha provisto en la persona del 
excelentísimo sefior doctor don José da Costa Nunes, hasta ahora Pa- 
triarca de las Indias Orientales, que recientemente dimitió la sede prima- 
cial de Goa y que, nombrado Arzobispo titular de Odesso, fué designado 
por Su Santidad Patriarca "ad personam". El Vicecamarlengo es el pri- 
mero de los Prelados “di Fiocchetti”. Si al morir el Romano Pontífice se 
hallare vacante el cargo de Cardenal Camarlengo, opinamos que, no debien- 
do ser elegido Camarlengo hasta la primera Congregación general de Car- 
denales, corresponde al Vicecamarlengo, avisado por el Maestro de Cá- 
mara, tomar posesión del Palacio Vaticano, de Letrán y de Castel Gan- 
dolfo; sellar las habitaciones privadas del Papa; comunicar la muerte al 
Cardenal Vicario, y aun reconocer jurídicamente la muerte del Romano 
Pontífice si los Cardenales presentes en Curia no celebraren Congregación 
general en seguida. 


IV. DERECHO CAPITULAR 


Innovación.—Un Decreto de la Sagrada Congregación Consistorial de 
15 de junio de 1953 (4) la realiza en el Cabildo de Lamego (Portugal). El 
decreto tiene fuerza de Bula Apostólica y en él se establece que en ade- 
lante haya cuatro Dignidades (Deán, Chantre, Arcediano y Arcipreste) y 
ocho canónigos, pudiendo el Obispo afiadir dos o más beneficios simples, 
segün fuere necesario para el servicio de la Catedral. La actual Dignidad 


(3) A. A. S., XLV (1953), 657. * 
(4) A. A. S, XLV (1953), 866. . 
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de Tesorero Mayor, provista, se declara a extinguir a la muerte del actual 
titular. Se dan, además, normas sobre el hábito coral de los beneficiados y 
sobre el hábito de calle de los canónigos. 


V. DERECHO SACRAMENTAL 


I. Confirmación.—Una Declaración de la Sagrada Congregación Con- 
sistorial, que ha tenido especial aprobación del Papa en la Audiencia con- 
cedida el día 31 de agosto de 1953, y que ha sido promulgada con fecha 7 
de octubre de 1953 (5), ha extendido a los misioneros de los emigrantes, 
a quienes los Ordinarios del lugar hubieren confiado la cura de almas per- 
sonal en el territorio de la diócesis a tenor de lo que dispone la Constitu- 
ción Apostólica Exsul Familia, la facultad de poder administrar el sacra- 
mento de la confirmación “in articulo mortis”, de conformidad con lo que 
establece el Decreto Spiritus Sancti munera de la Sagrada Congregación 
de Sacramentos, de 14 de septiembre de 1946. La extensión es lógica si se 
atiende al principio establecido en este último Decreto, donde se concede 
la facultad a todos aquellos que tengan cura de almas con territorio pro- 
pio, aun cuando fueren párrocos personales, con tal que a la vez sean tam- 
bién párrocos territoriales con jurisdicción en territorio cumulativo con 
la jurisdicción que podríamos llamar común. Es el caso típico de los mi- 
sioneros de emigrantes con cura de almas. 


2. Asistencia a los matrimonios.—La misma Declaración a que nos 
hemos referido en el número anterior extiende a los susodichos misioneros 
la facultad de autorizar matrimonios. Esta vez la Sagrada Congregación 
procede sin necesidad de confirmación pontificia específica, ya que se trata 
de una simple declaración de la ley, para lo cual en su ámbito son compe- 
tentes las Sagradas Congregaciones, mientras que para el sacramento de 
la confirmación era conveniente asegurar la validez del sacramento me- 
diante una potestad de orden, la cual no se puede delegar a tenor del De- 
recho y de la realidad teológica, y que existe en el sacerdote, pero res- 
tringida en forma que su uso ilícito es ineficaz en cuanto al sacramento (6). 


(15) A. A. S., XLV (1953), 758. 

(6) Basta para la validez del matrimonio que uno de los contrayentes sea súbdita del 
misionero autorizante y, naturalmente, se requiere que se hallen en el propio territorio. 
Para la licitud se atenderá a la norma del canon 1.097, 8 2. 
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VI. DERECHO PROCESAL 


Causas matrimoniales.—El Santo Padre ha pronunciado un importante 
discurso con motivo del XXVI Congreso de Urología de Italia (7). En él 
se plantea un importante problema procesal: el de los peritos en las causas 
matrimoniales. Procuramos resumir, en síntesis, las afirmaciones del Papa: 


1) No pertenece al perito el sacar conclusiones de sus afirmaciones 
técnicas. 


2) El perito debe expresar su parecer con los matices y las distin- 
ciones que exige la ciencia médica. 


3) La pericia debe presentar al juez: 
a) Los hechos como hechos; 
b) la interpretación médica como tal; 
c) las conclusiones médicas; 
d) la anamnesis fruto del interrogatorio que privadamente 
habrá hecho el médico al periciando. 


4) EI Papa resume la doctrina da la "potentia coeundi" en el sen- 
tido canónico y requiere lo que llama el acto externo (el clásico "erectio, 
penetratio et seminatio") y el líquido procedente de manera natural de 
las glándulas seminales. No interesa la naturaleza del liquido, sino el ori- 
gen. (Excluye positivamente la azoospermia, la oligospermia, la astenos- 
permia y la necrospermia como suficientes para la impotencia.) 


5) La impotencia "coeundi" del Derecho canónico es de Derecho 
natural y, por tanto, no puede discrepar de los postulados de la Medicina 
y de la Biología; pero debe basarse en criterios seguros y fáciles para que 
en una institución tan amplia como el matrimonio todos los hombres pue- 
dan constatar fácilmente si son aptos para casarse. 


6) De por sí, el examen microscópico del líquido espermático no in- 
teresa a la "impotentia coeundi"; pues lo que debe probarse es si los te- 


jidos seminales tienen o no la aptitud funcional y que los canales deferentes 
funcionan normalmente. 


7) Puede el examen microscópico ser un argumento útil para cons- 
tatar la impotencia, no porque proporcione de por sí una seguridad sufi- 
ciente, sino para ser integrado en el conjunto de la prueba. 


(7) A. A. S., XLV (1953), 673. 
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8) Permaneciendo firme la prohibición del Decreto del Santo Oficio 
de 2 de agosto de 1929, puede ser utilizado el anterior argumento, si el 
liquido espermático ha sido procurado de una manera lícita, en caso que 
esto sea posible; y aun el médico católico puede recibir del interesado la 
materia a examinar, ya que él no es responsable del acto de los demás, y el 
examen en sí no puede ser reprochado moralmente. Los Tribunales ecte- 
siásticos, a menudo, ignoran o rechazan estos procedimientos, para no 
parecer que utilizándolos favorecen un abuso. 


9) Es lícito al perito dar la interpretación médica, en términos cien- 
tificos, de las declaraciones de los testigos o de las partes. Es su misión 
entresacar la interpretación cientifica de los autos. 


10) Pertenece al juez el juicio global de los autos, pudiendo utilizar, 
según su conciencia, la interpretación científica de los autos dada por el 
perito. 


11) La intervención del perito en las causas matrimoniales es una 
colaboración a la acción judicial, dirigida, por una parte, a salvaguardar 
la santidad del matrimonio, y por otra, a reconocer aquella libertad y des- 
vinculación a que tienen derecho, delante de Dios y delante de los hombres, 
las partes cuando un matrimonio no es válido. 

Esta doctrina pontificia, que en sustancia presenta la doctrina tradi- 
cional sobre la materia, ofrece, sin embargo, matices y apreciaciones que 
creemos pueden en algún sentido calificarse de nuevos y que sin duda 
merecerán un estudio profundo por parte de cuantos nos dedicamos a la 
administración de la justicia en la Iglesia, y aun de cuantos se dedican 
al estudio científico del Derecho canónico, 


VII. DERECHO PENAL 


El Padre Santo ha pronunciado un importantísimo discurso a los 
miembros del VI Congreso Internacional de Derecho Penal (8). En él 
ha disertado sobre una serie de problemas vivos del Derecho internacional 
penal. Sin embargo, como varias de sus afirmaciones son de carácter ge- 
neral y más bien se refieren a lo que podríamos llamar teoría general del 
Derecho penal, por esto creemos útil y lícito recoger aquí algunas de estas 
afirmaciones. 


1) Los actos que deben ser objeto del Derecho penal ordinario son 
únicamente aquellos que amenazan seriamente el orden de la comunidad; 


(8) A. A. S, XLV (1958). 730. 
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no todos los que constituyan un acto contrario a la moral constituyen de- | 
lito jurídico. 

2) Sea para la constitución de la figura penal del delito, sea para es- 
tablecer la pena, conviene tener en cuenta criterios objetivos, a saber. la 
gravedad de ciertos delitos y la-necesidad de proceder contra ellos. Con- 
secuencia de ello, serán elementos de discriminación para el legislador pe- 
nal: a) el valor de los bienes perjudicados por el delito; b) la fuerza de 
atracción que empuja a parte rei a cometer el delito; c) la intensidad de 
la malicia de la voluntad; d) el grado de perversión del orden jurídico en 
la persona del delincuente; e) la gravedad. 


:3) La fijación de penas en el Derecho penal y su adaptación al caso 
particular debe responder a la gravedad de los delitos. 


4) Toda acción punitiva debe basarse en reglas jurídicas y debe re- 
vestirse el ejercicio de la acción judicial de garantías jurídicas, segün exi- 
gen el Derecho natural, la dignidad humana y el sentimiento de equidad. 


5) EI Derecho penal positivo presupone una serie de exigencias fun- 
damentales que proceden del orden ontológico. 


6) El Derecho penal debe basarse en la personalidad y libertad hu- 
manas. 


7) Solamente puede ser castigado el culpable que sea responsable ante 
una autoridad superior, es decir, el transgresor de un orden jurídico. 


8) La pena y su aplicación son, en último análisis, funciones nece- 
sarias del orden judicial. 


Aun cuando estos principios pueden parecer a primera vista que más 
bien interesan al supremo legislador canónico, no cabe duda que tienen 
su aplicación perfecta en el legislador particular eclesiástico y en el juez 
que debe aplicar el Derecho penal. 

El primero de ellos tiene importancia suma en la vida práctica de la 
Iglesia, en la cual, por la costumbre que a menudo posee el eclesiástico 
de tratar las acciones humanas en el fuero interno, fácilmente puede con- 
fundir la noción de pecado con la de delito. Aun el pecado más grave, salvo 
la razón de escándalo, no debe ser integrado como delito en el Derecho 
penal, de no consttiuir, por su repetición, por sus circunstancias o acaso por 
la misma gravedad en lo que pueda tener de repercusión social, un peligro 
que amenace el orden jurídico. 

l El principio de proporción entre la pena y el delito no sólo vale para 
el juez, que debe apreciar todas y cada una de las circunstancias para llegar 
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a pronunciar el juicio valorativo del hecho concreto llevado a su Tribunal, 
sino que, además, debe tenerlo en cuenta el legislador inferior al establecer 
el Derecho particular, De por sí, si circunstancias especiales no lo justi- 
fican, sería antijurídica una proporción de penas y delitos en la legisla- 
ción eclesiástica particular que no respondiera a la de la legislación general. 

El discurso del Papa, reproduciendo principios y conceptos fundamen- 
tales de la ética penal cristiana, constituye una buena aportación a la teo- 
ría general del Derecho penal, tanto civil como eclesiástico; y lbasta leer 
el texto, sobre todo en su última parte, para darse cuenta de su especial 
aplicación en el Derecho canónico. 


VIII. DERECHO LITÚRGICO 


I. Variación de rübricas.—Un Decreto de la Sagrada Congregación 
de Ritos (9) de 3 de junio de 1953, aprueba las modificaciones que se in- 
troducen en el Misal y Ritual, al aplicar las prescripciones de la Consti- 
tución Apostólica Christus Dominus sobre el ayuno. 

Por lo que se refiere al Misal, se modifica el título IX del capítulo “De 
los defectos que pueden ocurrir en la celebración de la Misa”, que se halla 
en el Misal a continuación del capítulo destinado al rito de la celebración 
de la misa. Se han borrado del número 1 las palabras “etiam post sump- 
tionem solius aquae, vel alterius potus aut cibi per modum etiam medicinae, 
et in quantacumque parva quantitate", Del nümero 3 se ha suprimido lo 
referente al agua. Se ha modificado el nümero 4, estableciendo la distinta 
rübrica, segün que se bine con separación de tiempo entre una misa y otra 
o que se celebre a continuación; y se ha incorporado al texto la afirmación 
de que el ayuno no se rompe por el vino que inadvertidamente se tome en 
las abluciones, Finalmente, las rübricas del dia de Navidad y de los Fieles 
Difuntos se completan con la facultad de tomar abluciones si se celdbra 
"cum intermissione". 

Mucho mayores son las modificaciones introducidas en el título V del 
Ritual Romano. En el capitulo I se han sustituido las palabras "ayunos 
desde la medianoche" por "servato ieiunio eucharistico". Y se introduce 
un nümero 4, totalmente nuevo, en el que se expone la disciplina del ayuno 
eucarístico. En él queda muy claro que, para los fieles, son de tres clases 
las causas que excusan del ayuno desde medianoche: a ) “debilitans labor” ; 
b) "tardior hora, qua tantum ad sacram Synaxim accedere possint", y 
c) “longinquum iter", siempre a juicio del confesor. Se añade un párrafo, en 


(9) A. A. S., XLVI (1954), 68. 
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el mismo nümero, exponiendo la disciplina para los que comulguen en las 
misas vespertinas. Con esta modificación, el capítulo I constará de 18 nü- 
meros. 

El capítulo IV del mismo título del Ritual tendrá una nueva redac- 
ción, en la que de manera muy clara se establece lo del ayuno para los 
enfermos “etiamsi non decumbant”, los cuales pueden tomar alimento sólido 
o líquido, pero siempre que “de vera medicina agatur”, según apreciación 
del médico o según el concepto vulgar de medicina; siempre con la apro- 
bación de un confesor. 

El capítulo V del mismo título del Ritual presenta una redacción total- 
mente nueva, excepto el último párrafo, refundiendo lo que se ha dicho 
para las rúbricas del Misal en orden a las abluciones cuando el sacerdote 
dice dos o tres misas. 


2. Breviario.—Un Decreto del 16 de octubre de 1953 (10) aprueba 
las variantes de lecciones que deben insertarse en el Breviario para algunos 
Santos que la Santa Sede ha declarado Patronos especiales. Figuran los 
de San Miguel Arcángel (Radiólogos y Radioterapépticos), San Juan Bau- 
tista de la Salle (Maestros), San Alfonso María de Ligorio (Confesores 
y Moralistas), San José de Calasanz (Escuelas Populares) y San Alberto 
Magno (Ciencias Naturales). 


Manur BONET MUIXI, Pbro. 


Auditor de la S. Rota Romana 


(10) A. A. S... XLVI (1954), 71. 
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Beati Pii Pp. E deque eius originibus ac interpretatione 
(22 nov. 1903-22 nov. 1953) 


Decet omnino ut Piani de musica sacra Chirographi, cuius fructus in 
vita Ecclesiae uberes profecto fuerunt, iubilarem celebremus annum; quod 
dignius fieri nequit quam ut genuinus eiusdem sensus ac peculiare momen- 
tum nobis clarescat. 

Si vero obiectiva cuiusvis legis interpretatio fieri nequit, nisi attente 
consideremus historicas condiciones, quarum causa eadem lex orta ac pro- 
mulgata fuerit, id potissimum valet quoad leges de musica sacra. Ut enim 
iam monuerat Beatus Pius X: “... sive huius artis ipsa natura nutanti 
atque varia, sive iudicii ac morum per saeculorum cursum secuta immu- 
tatione, sive funesta ila vi, quam in artem sacram ars prophana atque 
theatralis exercet, sive voluptate quam musica directe producit, neque fa- 
cile debitis finibus potest contineri, sive denique praeiudicatis opinionibus 
levi opera in rem sese ingerentibus, ac deinde vel in cordatis atque piis 
hominibus tenacius adhaerentibus, voluntas in id usque contendit, ut a 
recta via commode aberret. quam sibi statuit consilium unde ars ad cultus 
famulatum adhiberetur..." (M. P., prooemium.) 

Musicae sacrae igitur reformatio per Pianum Chirographum peracta 
plene intelligi nequit, nisi ad historicas circumstantias attendamus, in qui- 
bus et propter quas illud editum et promulgatum fuit. 

Et quoniam materia amplissime patet, innuere tantum mihi liceat qui- 
nam fuerint Germaniae ac Italiae ad invicem influxus in praemissis tum 
negativis quum positivis statuendis, quibus "Motu Proprio" innititur. 

Saeculo XIX musicae sacrae condiciones in Europa graves profecto 
erant, cum laicismus, qui totam christianam societatem invaserat ac per- 
turbaverat, catholica etiam templa attigerat. 

Duplex praesertim abusus inter alios irrepserat, quorum alter in nimia 
amplitudine praecipue erat musicae sacrae compositionum ; illorum Auc- 
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torum, qui classici viennenses vocantur; quo evenit ut musica illa, quam- 
vis arte praecellens, ipsos liturgicos ritus nedum ornaret, suffocaret po- 
tius atque principem usurparet locum. 

At gravior fuit alter abusus, in Nationibus latinis plus minusve dif- 
fusus, stylum romanticum in musica sacra adhibendi, imo ipsam exte- 
riorem eiusdem formam ac themata theatralis operae. 

Qui quidem abusus ex eo prae primis repetunt rationem quod S. La- 
turgiae origines ac spiritus sensim sine sensu in oblivionem lapsae sunt 
non solum apud fideles, sed etiam apud ipsos SS. Ministros. 

Fortiter tamen restitit Ecclesiastica Auctoritas, quae tum Romae 
quum alibi exhortationes, ordinationes ac normas de musica sacra pro lo- 
corum necessitatibus opportune edidit. Ad in vero enmenda multum in 
primis contulit restauratio illa liturgica saeculo XIX labente incoepta 
cura D.ni Gueranger aliorumque illustrium virorum, qui studio vacave- 
runt S. Liturgiae sub aspectu filologico, historico et aesthetico. 

In hac tenaci actione contra excessus musicae profanae in musicam 
sacram saeculi XIX, principem locum facile obtinet Natio Germanica, cuius 
Sacri Pastores, simul cum Clero in Synodis ac Conciliis coadunati, prae- 
clara statuere praescripta ut musica in templis sacra revera diceretur et 
esset. 

Hae aliaeque sapientisssimae normae steriles tamen remansissent, si 
viri defuissent ad earundem exsequutionem active cooperantes per organa 
ad hoc apte disposita, moderante Ecclesiastica Hyerarchia. Nemo enim est 
qui ignoret quantum musicae sacrae restaurandae contulerint illustri musi- 
cologi ac editores germanici, qui opera classicae polyphoniae, in Italiae ta- 
bulariis sepulta, in lucem dederunt atque late diffuderunt. Nec silentio 
praetereunda schola illa Ratisbonensis, cuius immerito quidam recolunt 
tantum editionem illam sic dictam mediceam gregoriani cantus, obliviscen- 
tes quot magistros musica sacra optime imbutos schola illa efformaverit 
non solum pro Germania, sed etiam pro aliis Nationibus. 

: Qui vero in Germania apostolus exstitit studiosissimus reformationis mu- 
sicae sacrae, fuit ille Can. Witt, qui in antiquas Consociationes a S. Caecilia 
novum ac sanum invexit spiritum easque denuo erigendas atque ab ipsa 
Apostolica Sede confirmandas sategit. Etenim Cardinales Schwarzenberg, 
Archiepiscopus Pragensis, Rauscher, Archiepiscopus Viennensis, necnon 27 
Archiepiscopi et Episcopi Germanici, Romae coadunati ob Concilium Vati- 
canum, mense junio anni 1870 supplicem libellum ad hoc Summo Pontifici 
Pio IX porrexerunt, qui Praesulum vota libenter excipiens Constitutionem 
Apostolicam promulgavit Multum ad movendos animos sub die XVI de- 
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cembris anni 1870, merito habitam ut magnam chartam earundem Conso- 
ciationum in Germania. 

Ad illustrandam autem intimam relationem Germaniam inter ac Italiam 
quoad actionem reformationis musicae sacrae, notatu dignum mihi videtur 
has Consociationes in Germania denuo constitutas fuisse ad instar Con- 
gregationis a S. Caecilia iam ab anno 1585 Romae erectae. 

In praefato enim supplici libello italiae lingua exarcto a Germanico 
Episcopatu, initio, haec legimus: 


“ Beatissimo Padre: 

Costituitasi alcuni anni or sono una Pia Associazione consimile a 
quella di S. Cecilia di questa Capitale, avente per solo ed unico scopo 
di riformare la musica ecclesiastica a seconda delle prescrizioni litur- 
giche e delle benigne e provvide disposizioni emanate più volte in pro- 
posito dalla Santità Vostra, e togliere cosi quanto di profano e di non 
edificante si e insinuato coll'andar dei tempi nella musica della Chiesa, 
i sottoscritti Vescovi... ecc.” 


Quod in citata Constitutione Pius IX hisce verbis fideliter retulit: “... Sa- 
cri Antistites plurium dioecesium, quarum incolae germanice loquuntur, sa- 
lubre ac frugiferum consilium inierunt pia quaedam sodalitia ipsis in dioe- 
cesibus instituere, quibus a S. Caecilia nomen fieret atque at illud potissimum 
intenderent ut sacri concentus ad ecclesiasticas merasque normas reduceren- 
tur. His Sodalitits instar esse voluerunt Congregationem a S. Caecilia, quae 
nominatur, Almae huius Urbis..." (1). 

Verum quidem est antiquam illam Romanam Congregationem multas 
ob causas a pristino spiritu defecisse nec musicae theatralis invasionem in 
catholica templa impedire haud valuisse, ne dicam in tota Italia, sed ne 
Romae quidem, si Capellam Pontificiam excipias, quae tamen extra illius 
Congregationis influxum semper vixit. Post eversionem autem Status Pon- 
tificii anno 1870 peractam, antiqua Congregatio Romana a S. Caecilia ad 
opus quoddam laicale, imo Ecclesiae Catholicae ac Summo Pontifici acriter 
infensum reducta fuit. Quamobrem sacerdos Guerinus Amelli, qui, ut 
Can. Witt in Germania, in Italia arduum opus suscepit reformandae mu- 
sicae sacrae a theatrali turpiter contaminatae, auspicia coepit non a Romana 
illa Congregatione a S. Caecilia, sed a Consociationibus Caecilianis Germa- 
nicis tunc temporis nuper erectis. 

Divina sane Providentia evenit ut illo ipso anno, quo antiqua illa Con- 
gregatio Romana a S, Caecilia laicizata fuit, novae ac fortes exsurgerent in 


11) Cfr. Bolletino Ceciliano, vol. V (1910), p. 3. 
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Germania Consociationes a S. Caecilia, quae illius Congregationis fines 
ardenter resumerent ad musicam sacram quod attinet, ac feliciter conse- 
querentur. 

Hinc dici potest ac debet antiquam Congregationem Romanam a S. Cae- 
cilia causam utique fuisse exemplarem Consociationum a S. Caecilia quae 
in Germania exortae sunt; has tamen causam fuisse efficientem reforma- 
tonis musicae sacrae non solum in Germania, sed in tota Europa. 

Et revera sac. Guerinus Amelli, Consociationem Italicam a S. Caecilia 
Mediolani instituens, non alia habuit Statuta nisi illa, quae, ab Episcopatu 
Germanico exhibita, dein a Pio IX confirmata fuerunt. 

Fructus autem huiusmodi caeciliani apostolatus, in Italia etiam, nec 
pauci neque parvi fuerunt. Memorasse sufficiat in primis Ordinationem 
de musica sacra anno 1884 a Sacra Rituum Congregatione editam. At prae- 
ter S. Sedis documenta, alia multa de musica sacra restauranda egregie 
praescripta promulgata fuerunt a Sacris Italiae Pastoribus. Inter quos me- 
rito eminet Toseph Sarto, qui iam in Constitutionibus dioecesanis Mantua- 
nis, ac praecipue in Litteris Pastoralibus die 1 maii anni 1895 Venetiis datis, 
non solum spiritum ac substantiam, sed ipsam litteram ac materiam appara- 
vit, quam postea Pontifex factus Motu Proprio in Codicem digessit. 

A veritate igitur aberrant qui affirmant Beatum Pium X non ipsum 
fuisse verum ac praecipuum auctorem Sui Chirographi de musica sacra: si 
has Pastorales Eiusdem Litteras legerent, affirmationem illam haud face- 
rent vel saltem retractarent. 

Sicut enim Pius IX Constitutione Apostolica Multum ad movendos ani- 
mos, ad instantiam Praesulum Germanicae Nationis edita, musicae sacrae 
restayrationem in eadem Natione laudabiliter peractam firmavit ac solem- 
niter consecravit apostolico sigillo; ita Patriarcha Venetiarum Suis Pas- 
toralibus Litteris solida fundamenta posuit universalis illius reformationis 
circa musicam sacram Suo nomine merito insignitam, quae ideo Piana ap- 


pellari potest sicut antiqua illa cantus sacri reformatio, a Gregorio Magno 
promota, Gregoriana dicitur. 


x k X 


Revera Patriarcha Venetiarum, statim ac, praeter omne humanum con- 
silium, Pontifex est factus "ignis ardens" existens caritatis erga Deum et 
homines, praecipuam habuit sollicitudinem “ut decorem Domus Dei serviret 
atque promoveret, ubi augustissima Religionis mysteria celebrantur, popu- 
lusque Christianus ad Sacramentorum gratiam excipiendam, sancto Alta- 
ris Sacrificio adstandum, augustissimam Eucharistiam adorandam, ut de- 
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nique in. publicis iisque solemnibus Sacris liturgicis communium Ecclesiae 
praecum particeps fiat. Ne quid igitur occurrat in Templo necesse est unde 
fidelium pietas ac devotio avocetur vel tantum imminuatur, nihil in primis 
quod sacrarum Caeremoniarum gravitatem sanctitatemque offendat atque 
ideo Domo orationis Deique maiestate indignum evadat" (2). Quare Ipse 
ad unum animadvertit abusum “ex frequentioribus... eumque inter diffi- 
cillimos qui evellatur, talem imo ut vel illic sit interdum deplorandus, ubi 
cetera omnia, tum ob Templi pulchritudinem atque magnificentiam, tum 
et administrorum Sacra agentium dignitate ac pietate, maximam laudem 
et administrorum Sacra agentium dignitate ac pietate, maximam laudem 
mercantur. Abusum dicit de rebus quae ad cantum sacramque musicam 
spectant" (3). 

Optime igitur intelligitur cur Beatus Pius X, omnia in Christo instau- 
rare exoptans, de Codice juridico musicae sacrae apparando in primis sol- 
licitus fuerit, eumdeque Suo Chirographo in proxime insequenti Festo 
S. Caeciliae, musicae sacrae Patronae, signaverit ac paulo post solemniter 
promulgaverit. 

Quod profecto tanti fuit momenti ac in aevum remanet monumentum 
ut iure meritoque eiusdem iubilarem annum celebremus. 

In primis enim notandum quod prima vice habetur in Ecclesia legum 
liturgicarum de musica sacra systematica ordinatio in forma codicis, quod- 
que anticipat universalem illam iuris Ecclesiae Catholicae synthesim, quam 
idem Beatus Pius X dein promovit atque Codice Iuris Canonici ad effectum 
perduxit. 

Omnes probe norunt quot et quinam fructus in Ecclesiae disciplinam 
attulerit codificatio illa universi iuris canonici. Sed magis profuit, ad rem 
nostram quod attinet, codificatio iuris musicae sacrae, tum ratione nimiae 
varietatis ac multitudinis normarum particularium ac generalium, quae lon- 
go saeculorum intervallo editae a multis ignorabantur, quum praesertim 
ratione perplexitatis circa earundem interpretationem, 

Utrumque inconveniens sustulit Beatus Pius X, qui—ut legimus in 
prooemio Sui Chirographi—illud promulgavit “ ne quis in posterum officii 
sui ignorantiam excuset, utque, circa praescripta de re nonnulla, ambigui- 
tas quaevis tollatur..." Res sane nec facilis neque commoda, si considere- 
tur quam fluida ac mutabilis sit materia liturgica in genere ac musicae sa- 
crae in specie: quod forte rationem nec ultimam constituit, qua universum 
ius liturgicum adhuc non fuerit in codicem reductum. 


(9) Motu Proprio Inter pastoralis officii, prooemium. 
(3) Ibidem. 
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Insuper notae sunt disputationes de vi iuridica legum liturgicarum. Hoc 
etiam superavit Beatus Pius X, qui “Motu Proprio et certa scientia” Ins- 
tructionem de musica sacra edere curavit eique “ex plenitudine Auctorita- 
tis Suae Apostolicae” vim legis tribuere voluit, Suo Chirographo "diligen- 
tissimam eius observantiam omnibus praecipiens". 

Quare sub aspectu iuridico Piana reformatio de musica sacra omni ex 
parte perfectissima fuit. 

Ut vero evenire solet in omni rerum restauratione ac morum reforma- 
tione, non defuerunt qui in pontificio documento elementa tantum restric- 
tiva considerantes affirmare ausi sint Pianum Chirographum musicae arti 
in Ecclesia sepulchralem imposuisse lapidem. Revera qui illud documentum 
legit, quin prae oculis habeat eius origines ac fines, in falsas interpretatio- 
nes ac indebitas illationes facile prosiliet. 

In Motu Proprio enim bene sunt distinguenda praescripta negativa 
quae directa sunt contra quosdam abusus tunc temporis exstantes, et praes- 
cripta positiva, quae principia essentialia ac inmutabilia musicae sacrae po- 
nunt. Quod duplex intentum ipse Beatus Pius X in prooemio Sui Chiro- 
graphi his verbis indicavit: "... opportunum existimavimus brevi ea prin- 
cipia indicare, quae in cultus Caeremoniis musicam sacram moderantur, 
atque simul, veluti in unica tabula praecipua Ecclesiae praecepta contra abu- 
sus magis frequentes describere." 

Praescripta vero negativa recte intelligi nequeunt, quin attendamus ad 
necessariam quandam reactionem contra abusus illos quam eadem pra:s- 
cripta prosequebantur. 

Si velimus igitur eadem praescripta obiective perpendere ut in praxim 
prudenter deducantur, necessarium erit ut, dempta vi polemica actionis et 
reactionis, abusum scilicet invectorum eorumque extirpationis, medium te- 
namus iter. Quod quidem, 50 iam elapsis annis a promulgato Motu Profrio. 
facilius nobis erit quam iis qui in conflictus aestu tunc vixerunt. 

Loquar in primis de musica moderna, quae in Motu Proprio ultimum 
habet locum inter musicae sacrae genera, ita ut tolerata potius videatur 
quam probata atque condignis honestata laudibus. 

Revera Beatus Pius X satis caute locutus est de musica sacra, quam 
compositores illius temporis iuxta eiusdem temporis formas effecturi erant, 
quasi prophetice intuens maximam difficultatem eorundem artificum spiri- 
tum prophanum prorsus abiiciendi. 

At exinde infauste evenit ut quidam compositores, falso aestimantes 
eatenus se obsequium praestare Pianae reformationi quatenus ab omni artis 
musicae progressu abhorrerent, tritum calcarent iter in modulis sacris con- 
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ficiendis atque involutionem potius quam naturalem evolutionem in moder- 
na musica sacra determinarent. 

Eo usque perventum est ut musica liturgica musica letargica diceretur 
et aliquando esset. 

At nihil magis alienum a littera ac spiritu Piani Chirographi quam ista 
involutio in musica sacra. Legimus enim in Motu Proprio (n. 5): “Ecclesia 
artium progressum indesinenter coluit eique favit, ad religionis usum om- 
nia admittens, quae hominis mens bona pulchraque per saeculorum cursum 
invenit, salvis tamen liturgicis legibus, Recentissimum itaque musicae ge- 
nus et ipsum probatur, quippe quod opera excellentiae, sapientiae, gravita- 
tis plena exhibeat, sacris Caeremoniis non indigna." 

Quod quidem principium apprime confirmavit Pius XII in Litteris En- 
cyclicis Mediator Dei (n. 188). 

Ceterum si ad musicae sacrae historiam attendamus, res vere nova uit 
Occidentalibus cantus gregorianus orientalibus praegnans sensibus ac mo- 
dis: et tamen in Ecclesia Romana receptus fuit ac mirifice floruit. 

Item classica polyphonia sacra, quamvis elementis gregorianis saepe 
saepius referta, a monodia gregoriana tamen profunde differt: et nihilomi- 
nus summo honore habita est in Ecclesia. 

Si hodie igitur desunt adhunc egregia novae musicae sacrae opera quae 
comparari possint cum monodia gregoriana ac polyphonia classica, imme- 
rito hoc imputatur Motu Proprio Beati Pii X. Ratio potius in eo est quod 
nostris temporibus desunt adhuc, proh! dolor, viri in musica arte ita eximii 
uti suis temporibus fuerunt ignoti ac miri artifices monodiae gregorianae, 
et, quoad polyphoniam, auctores uti Victoria, Palestrina aliique non pauci, 
qui elementa ac formas artis musicae suorum temporurh profunde assimi- 
lantes spiritu liturgico imbuerunt, ut Divina Mysteria modulis magnifica 
arte fulgentibus in sacris aedibus solemniter celebrarentur. 

Quod ideo Motu Proprio Beatus Pius X damnavit, non fuit moderna 
musica quatenus moderna, sed theatralis stylus ac prophani sensus in mu- 
sicam sacram eius temporis investi, 

Utinam nostris temporibus exsurgerent artis musicae artifices, qui et 
technicam vel modernissimam adhibentes et mistico spiritu praecipue fer- 
ventes, Sacram Liturgiam apprime noscentes ac intime de ea viventes, Syn- 
thesim mirificam hodiernae artis musicae efficere valeant ac divino cultui 
pie consecrent. 

Praeterea, aegre tulerunt quidam musicae sacrae praecones quod Motw 
Proprio praescripsit de choralitate musicae sacrae, dolentes unius vocis me- 
los, quod tam efficaciter animi sensus excitare valet, sepositum fere fuisse. 
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Profecto nemo est qui ignoret cantum sic dictum "solisticum" proprium 
fuisse theatralis operae: hinc periculum, tunc temporis, contaminandae mu- 
sicae sacrae ex usu et abusu huiusmodi cantus solistici ratione tum ipsius 
naturae huius cantus quum praesertim modi prophani, quem artifices ac 
cantores adhibebant in his melodiis proponendis. Legimus vero in Motu 
Proprio (n. 12): “Non tamen unius vocis melos prorsus AICeUU E cies 
historia gregorianae monodiae bene scimus eminentem partem, quam habuit 
*solus" in cantu responsoriali. 

Choralitas igitur, quam Beatus Pius X promovit contra abusus cantus 
solistici theatralis in Ecclesia, nullatenus impedit quominus musicae sacrae 
hodierni artifices melodiam etiam ornatissimam proponant, dummodo haec 
qualitates habeat musicae sacrae proprias, uti egregie effecerunt perantiqui 
et ignoti artifices gregoriani cantus, qui sane in sola melodia consistit eaque 
tam varia ac splendida, ut omnes norunt, 

. Insuper, contra excessus tunc temporis invectos usus, imo abusus orga- 

ni et instrumentorum, Beatus Pius X musicae sacrae vocalitatem, juxta 
antiquam ecclesiasticam traditionem enixe commendat: quo tamen minime 
improbat rectum eorundem instrumentorum, ac praesertim organi, usum 
iuxta modernissima etiam inventa, si intra fines a Sacra Liturgia praefi- 
nitos id fiat. 

Praescripta igitur negativa in Motu Proprio contenta si obiective per- 
pendamus, ut facere conati sumus, statim apparet quanta prudentia ac 
moderatione Beatus Piux X in illis statuendis egerit, nec unquam ad abusus 
etiam gravissimos auferendos in contrarium excessum Ipse ceciderit. 


* *x * 


Si vero positiva musicae sacrae praescripta in Motu Proprio enuntiata 
consideremus, limpidissime clarescit et novitas Pianae reformationis et eius- 
dem simul perennitas. 

Falso enim putaverit quis Beatum Pium X meram syllogem, utique 
systematicam, redegisse tantum legum quae jam antea editae fuerunt de 
musica sacra. 

In primis anteriores leges fere semper negativae erant, utpote ad abusus 
extirpandos latae, quim circa musicam sacram principia ponerent positiva, 
quae contra prima vice ac lucidissime enuntiata inveniuntur in Motu Pro- 
prio. 5 

Praeterea, si documenta tum pontificia quum episcopalia consideremus, 
quae saeculorum decursu usque ad Beatum Pium X edita sunt circa mu- 
sicam sacram unum plus minusve evidenter eruitur, quod nempe musica 
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sacra habetur utique ut ornamentum praeclarum Liturgiae solemnis, at 
quasi quoddam elementum eidem extrinsecum et accidentale. 

Aliter sane res est; aliud historia demonstrat, cum impossibile sit evo- 
lutionem Sacrae Liturgiae plene intelligere et apte explicare atque illustrare, 
quin attendatur ad vitalem et substantialem efficaciam quam habuit musica 
sacra in ila evolutione determinanda. Meminisse tantum sufficiat refor- 
mationem sic dictam gregorianam eiusque influxum in evolutionem Sacrae 
Liturgiae in Medio Aevo. Quod vero S. Gregorius Magnus sua reforma- 
tione tunc re perfecit, intimum scilicet instaurans connubium liturgiam in- 
ter ac musicam sacram, Beatus Pius X, post tanti temporis spatium, id 
resumpsit atque perspicue, quasi lapidarie sculpsit initio sui codicis edicens: 
"I. Musica sacra, utpote Solemnis Liturgiae pars necessaria, huius finm 
generalem participat, qui gloria Dei est, sanctificatio exemplumque fi- 
delium.” 

Habemus profecto plenissimam incorporationem musicae sacrae in li- 
turgiam, ita ut finis latreuticus ac soteriologicus unius sit ipse finis alte- 
rius; liturgiae qualitates (sanctitas scilicet, vera ars ac universalitas) eaedem 
sint musicae sacrae notae distinctivae. 

En principium essentiale ac informativum Piani Chirographi, quasi 
centrum gravitationis in quod cetera praescripta omni nisu tendunt; princi- 
pium originale simul ac perenne, in quo sistit et consistit essentia ipsa verae 
ac genuinae musicae sacrae eiusque momentum in vita Ecclesiae; principium 
sane, in quo univoce convenit reformatio Gregoriana ac reformatio Piana 
de musica sacra, ita ut, nonobstante longo saeculorum intervallo, S. Grego- 
rius Magnus ac Beatus Pius X fraterna uniantur animorum ac mentium 
communione. 

Miretur quis forte quod tanti aestimemus huiusmodi principium hodie 
nobis tan clarum et obvium. Utinam ita esset, non solum in abstracto et 
theoretice, sed etiam in concreto et in omnibus eiusdem consectariis. 

— At aliter res est! Ita, non desunt qui ad Divina Mysteria sollemniter 
celebranda opera sub respectu musicae artis eximia exsequantur, quae ta- 
men ipsa Divina Mysteria sua nimia amp:itudine obruunt. Re quidcm vera, 
cum musica sacra Liturgiae incorporata sit tamquam eius pa:s, necessar'o : 
sequitur musicam sacram mancipiam esse debere Sacrae Liturgiae, non 
Sacram Liturgiam musicae sacrae subiiciendam esse: quod Beatus Pius X 
in Motu Proprio (n. 23) expresse declaravit. 

Si quispiam vero obiiciat musicam sacram, cum artis dignitatem Fa- 
bere debeat, plenissimam sibi vindicare libertatem, respondeo dicendum 
quod in hoc praecise stat musicae sacrae dignitas ac eximia eiusdem no- 
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bilitas, ut partem habeat in Sacra Liturgia, quae, iuxta perspicuam Sum- 
mi Pontificiis Pii XII definitionem (Litt. Enc. Mediator Dei, n. 20), est 
"cultus integralis Mystici Iesu Christi Corporis, Capitis nempe membro- 
rumque Eius": quo probe nihil dignius concipi et haberi potest. 


Vera autem ars, quae post sanctitatem uti qualitas musicae sacrae prae- 
cipua in Motu Proprio declaratur, non in quantitate, sed in qualitate con- 
sistit; non in elementorum multitudine, sed in eorundem perfectione; non in 
effraenata licentia huc illuc vagandi, divagandi et extravagandi, sed in 
rerum ordine sapienti cum pulchritudinis splendore coniuncto. Quod ut 
consequi possint, musicae sacrae artifices amplissimam habent libertatem 
a Motu Proprio, quatenus Beaus Pius X finem utique praestituit musicae 
sacrae, at, iuxta perantiquam Ecclesiae traditionem, consulto abstinuit a 
praefiniendis mediis technicis vel regulis aestheticis ad illud consequendum. 

Et haec est vera humana libertas, ad bonum scilicet tendendi, iter quis- 
que sibi eligens quod magis placet vel convenit. 


Sed aliud ex enuntiata musicae sacrae incorporatione in Sacram Litur- 
giam profluit consectarium, cui hodie quidam audacter refragantur: de 
lingua loquor, quae in musica sacra adhiberi convenit ac debet. 

“Proprius Romanae Ecclesiae sermo latinus est; itaque in solemnibus Sa- 
cris liturgicis prohibentur omnino cantus vulgari eloquio editi; eoque magis 
circa partes variabiles vel communes tum Missae, tum Officii." Ita Beatus 
Pius X in Motu Proprio (n. 7). 

Clarissima ac gravissima verba, quae tamen quidam ita pervertere non 
erubuerunt: "sermo latinus, sermo cinensis; ergo in Sacra Liturgia lingua 
vulgaris adhibeatur." 

Calvinus etiam asseruit: “Missam nonnisi in lingua vulgari, quam om- 
nes intelligant, celebrari debere" (4). Cui Tridentini Patres responderunt: 
"Si quis dixerit... missam non nisi in lingua vulgari celebrari debere..., 
anathema sit" (5). Omnes insuper optime sciunt quod recentissime Pius XII 
in citatis Litteris Encyclicis Mediator Dei ad rem scripsit: “Latinae linguae 
usus, ut apud magnam Ecclesiae partem viget, perspicuum est venustum- 
que unitatis signum ac remedium efficax adversus quaslibet germanae 
doctrinae corruptelas" (6). 

Non ignoro difficultatem, quam hodierni novatores contra linguam li- 
turgicam opponunt. “Si velimus—ipsi aiunt—ut fideles omnes Divina Mys- 


(4) THEINER: Acta genuina SS. Oecumenici Concilii Tridentini... (Zagabriae, 1874), vol. I, 608. 
(5) THEINER, ibíd., 645-646. 


(6) A. A. S., vol. 39 (1947), p. 545. 
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teria participare possint, necesse est ut eadem intelligant: quod probe adhi- 
bendo linguam vulgarem fieri potest." 

Quibus hodiernis novatoribus non ego respondeam, sed ipse novatorum 
princeps, Lutherus, qui haec habet (7): “Coena haud exigit linguam vul- 
garem; nam ad quid verba sacramenti proferre lingua vulgari, si illi qui 
illud recipiunt antea non audierint eorundem verborum explicationem in 
sermone? Oportet—instat Lutherus—ut qui communicantur, verba sacra- 
menti habeant in corde, non in auribus. Credendum est praesentiae Christi 
in Sacramento: quae fides excitari nequit nisi per explicationem verborum 
Coenae, 

Si ita novatores, qui, nihil aliud videntes in Missa quam memoriale 
quoddam Sacrificii Crucis, aspectum tantum pedagogicum ac subiectivum 
in Coena excoluerunt; quid dicent catholici, qui, tenentes in Missa verum 
ac proprium haberi D. N. I. C. Sacrificium, aspectum in primis obiectivum 
ac ritualem in Sacrificio Missae considerant, quin tamen eiusdem intelli- 
gentiam ac participationem negligant ? 

Patres enim Tridentini, dum latinae linguae usum in Liturgia firmi- 
ter tenent contra novatores, enixe commendarunt ut in cathechesi ad popu- 
lum sensus ac verba Sacrae Liturgiae opportune explicarentur (8). 

Quare Beatus Pius X in contradictionem nullatenus lapsus est, quando 
in Motu Proprio ex una parte ecclesiasticam traditionem linguae latinae 
confirmavit (ut vidimus), ex altera parte non semel nec obiter exhortatus 
est ut fideles Divina Mysteria plane intelligerent eaque active participarent 
mediante cantu sacro. 

Dixi profecto de lingua in musica sacra adhibenda, et quidem in Litur- 
gia Solemni; nam aliis in adiunctis S. Sedes, attentis peculiaribus rerum 
ac temporum circumstantiis, aliud decrevit, iuxta ea quae in citatis Litteris 
Encyclicis Mediator Dei ipse Pius XII innuit. 

Notetur tamen ipsam novissimam Psalterii latinam translationem non 
ad choralem Divini Officii cantum, sed ad privatam tantum eiusdem reci- 
tationem propositam fuisse. Et si quando editiones nuper factae sunt Of- 
ficii choralis cum novissima Psalmorum latina translatione, Antiphonae 
(quae probe ex Psalmis excerptae sunt) eaedem remanent quae iuxta anti- 
quam hyeronymianam translationem exstant cum propria melodia grego- 
riana, quae plane ita intime cum antiquo textu cohaeret ut, si iste mutetur; 


illa corruat. 


(7) MARTÍN LUTHER: Wider die himmlischen Propheten, von den Bildern und Sakrament. 
Ctr. Werche: Kritische Gesammtausgabe (Weimar, 1883), vol. XVIII, 193/5-125/14. 


(8) Conc. Trident., sess. XXV, can. Ze 
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Si ita de Antiphonis, quid tandem evenit de immenso illo ac pretiosis- 
simo thesauro, ab Ecclesia tot saeculis ac vicibus cumulato ac studiosissi- 
me servato, monodiae gregorianae et classicae polyphoniae; quid de ipsis 
praeclaris modernae ac hodiernae musicae sacrae operibus super latino tex- 
tu confectis, si sermo vulgaris latinae linguae munus in musica sacra usur- 
paret? Quod si tandem fieret (monstruose scilicet aptando his melodiis, ex 
latino textu germinatis atque ideo cum eodem latino textu arcte coniunctis, 
textum vulgarem), cum hic in dies mutetur, et huiusmodi monstruosa apta- 
tionis operatio in dies erit repetenda ad instar mythologici Xisiphi! 

Quod velim ne excidat a mente eorum qui linguam vulgarem, non tan- 
tum in privatis (uti profecto licet iuxta Ecclesiae praescripta), sed in Sol- 
lemnibus etiam Sacris Liturgicis indiscriminatim et acerrime propuznant! 

Est et cantus mulierum, de quo vehemens fervet disputatio. 

Attenta autem illa musicae sacrae incorporatione in Sacram Liturgiam, 
Beatus Pius X ita ad rem in Motu Proprio (n. 13); "Quum cantoribus in 
Ecclesia munus vere liturgicum sit, consequitur mulieres, talis officii ex- 
pertes, ad chori partem agendam aut ullo modo in musicum chorum ad- 
mitti non posse. Quod si acutae vel acutis proximae voces adhiberi velint, 
id pueri praestabunt." 

Ergo, juxta Motu Proprio, mulieres a laudibus ad Deum conc nendis 
omnino sunt arcendae? Absit! Etenim quam alienum hoc est a mente Beati 
Pii X et ab ecclesiastica traditione ex eo constat quod ipse Beatus Pius X, 
ad antiquam provocans Ecclesiae traditionem, vehementer hortatus est ut 
fideles omnes—viri ac mulieres, pueri ac adulti—in Sacris canant, “quo 
ad divinas laudes Mysteriaque celebranda magis agentium partem... con- 
ferant" (MP, n. 3). Et quoniam “devotus foemineus sexus" in communi- 
tate fidelium et numero et pietate laudabiliter eminet, uti praecipua populi 
pars cantum sacrum ergo ducat vel saltem valide sustineat in iis, quae ad 
populum spectant. 

Quid igitur erit de choris mixtis, qui multis in locis florent? 

Vivant, crescant, floreant, non autem ad chori munus liturgicum usur- 
pandum, sed ad musicam religiosam longe lateque diffundendam atque ideo 
ad spiritum christianum in nostra societate laicismo ac material smo affec- 
tam excitandum „atque fovendum: egregium probe opus, quod meritis lau- 
dibus honestari convenit. Attamen ad musicam in Sacris Solemnibus litur- 
gicis exsequendam, quoad voces acutas vel acutis proximas, iuxta antiquis-i- 
mum Ecclesiae morem, pueri adhibeantur, quamv:s difficultates, nec novae 
neque insuperabiles, hodie obstent. Profecto annis pract:r tis v dimus Pue- 
ros Cantores, qui Romam ex omni orbis parte conferta acie converientcs, 


QUINQUAGESIMO REDEUNTE ANNO AB EDITO MOTU PROPRIO "INTER PASTORALIS CFFICH 


factis omni verborum eloquentia praestantibus demonstrarunt antiquam 
illam Ecclesiae traditionem adhuc vigere ac in dies propagari. 

Ut ex praedictis apparet, principium incorporationis musicae sacrae 
in Liturgiam, quod in hac nostra materia essentiale ac fundamentale dix 
si theoretice est clarum ac pacificum, vehementer tamen controvertitur in 
suis consectariis, quamvis haec recto tramite ac necessario ex illo principio 
scateant. 5i tamen velimus ut musica sacra altissima gaudeat dignitate, qua 
Liturgia pollet, necesse omnino est ut principium illud, cum omnibus suis 
consectariis, firmiter, firmius, firmissime teneamus in eoque fidenter sis- 
tant musicae sacrae artifices hodierni, si velint, viam regiam prosequentes 
monodiae gregorianae et classicae polyphoniae, musicam vere sacram, mo- 
dernissimis artis mediis utentes, exhibere, ad Dei gloriam animarumque 
salutem, iuxta mentem Beati Pii X; Cui puto nullum magis gratum ac sin- 
cerum obsequium nos praestare posse ac debere iubilari hoc anno Eiusdem 
reformationis musicae sacrae, in qua plane non tantum pontificia Auctoris 
praefulget, quam Eiusdem sanctitas; quatenus, ut in ceteris Sui Pontifi- 
catus gestis, ita etiam ac praeprimis in Motu Proprio de musica sacra, 
gloriam Dei animarumque salutém Ipse unice petiit, 

Ad materiam Chirographi Piani intimius perscrutandam non pauca 
adhuc dicenda essent; at nimium iam patientia vestra usus et forte abu- 
sus sum. 

Unum tantum addere mihi liceat ad Motu Proprio momentum decla- 
randum. 

Si arbor ex eius fructibus cognoscitur, dicendum Motu Proprio arborem 
exstitisse optimum, non obstante quorundam operariorum ignavia. 

Etenim editio "iuxta codicum fidem" gregoriani cantus eiusque diffu- 
sio, musicae sacrae studium in Seminariis aliisque Collegiis Ecclesiasticis, 
fundationes Scholarum cuiuscumque gradus ad musicam sacram docendam, 
propagatio Consociationum a S. Caecilia in multis Nationibus, institutio 
ephemeridum ad musicam sacram illustrandam ac fovendam: haec omnia 
prono alveo ex uno fonte profluunt, ex Motu Proprio nempe Beati Pii X, 

1 'Quem durante hoc iubilari anno inter Caelites veneraturos speramus. Quod 
quidem si tandem evenerit, uti certum fere iam videtur, iterum iterumque 
momentum demonstrabitur quod nostris hisce temporibus Divina Provi- 
dentia musicae sacrae attribuit; quatenus qui initio Sui Pontificatus, tot 
tantisque difficultatibus praepeditus, ad omnia in Christo instauranda, ini- 
tium ducere censuit non ab aliis (nec paucis neque levibus negotiis), sed 
a musicae sacrae reformatione, ipso iubilari anno huius reformationis 
—quasi in eiusdem praemium—sanctitatis aureola condecoretur. 


11.—DERECHO CANONICO 


FLORENCIO ROMITA 
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Faxit Deus ut illo eodem die, adstantibus Episcopis, beue ac fide- 
- libus ex omni mundi parte Romae coadunatis nobisque ex imo corde iubi- 
lantibus, Summum Pontificem Pium XII audiamus proclamantem Pium X — 


1 


3 musicae sacrae novissimum Patronum. 


FLORENTIUS ROMITA 


JURISPRUDENCIA DE LA ROTA ROMANA 
ACERCA DE LA FUERZA Y EL MIEDO 
EN EL MATRIMONIO 


«Santo Tomás distingue (in 4 Sent., dist. 22, q. 1, art. 1) dos espe- 
cies de fuerza, una absoluta, y otra condicional. La fuerza absoluta obra 
sobre los actos externos y no puede ser repelida, ya sea porque quite et 
uso de la razón, ya sea porque el que padece la fuerza no puede física- 
mente resistirla, aunque internamente disienta completamente la volun- 
tad» (1). La fuerza condicional es la que recibe el nombre de miedo. La 
fuerza absoluta es precisa, la condicional es compulsiva. 

De una y otra trataremos separadamente en orden a la validez del 
matrimonio. 


FUERZA MAYOR 


La fuerza, que I. C. Pauro (en leg. 2 Digest.: «Quod metus causa») 
define: Majoris rei impetus, qui repelli non potest», el Cardenal FAG- 
NANO hermosamente la divide en absoluta o precisa y condicional o com- 
pulsiva. La fuerza absoluta y precisa quita el voluntario y origina lo 
violento, que definen los juristas : «Illud cujus est extra, nihil conferente 
vim passo» (2). 

De razón de la fuerza absoluta es: a) actuar sobre algün sujeto; 
b) ser exterior al mismo ; c) no puede ser resistida por el que recibe la 
actuación de ella. 

Puede ser la fuerza absoluta y relativa: absoluta, si el paciente no 
puede oponer resistencia alguna, y relativa, si puede oponer alguna re- 
sistencia, aunque no sea suficiente para anular por completo la acción 
de la fuerza externa. 

La fuerza puede considerarse como causa distinta del miedo en su 
influjo sobre los actos humanos, y así la considera el canon 103; o como 


(1) -S. R. R. Tunkinen.: “Nullitatis matrimonii" coram HEINER, 7 jul. 1911. 
(2) S. R. R. Vic Apost. Taikon: "Nullitatis matrimonii“ coram CATTANI, 16 enero 1943. 
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una misma cosa con el miedo, como aparece en el canon 1.087, donde la 
palabra «fuerza», segün algunos canonistas, equivale a «miedo» (3). 


LA FUERZA Y EL VALOR DEL MATRIMONIO 


Es de aplicación en este caso el canon 103, $ 1: «Los actos que una 
persona, sea física o moral, ejecuta forzada por violencia exterior a la 
que no se puede resistir, se tienen por no ejecutados». 


«Como la fuerza absoluta excluye por completo el consentimiento por 
parte del que padece la fuerza, de.ella no se ha de tratar aquí; pues el 
matrimonio no puede concertarse sin ningün acto humano» (4). «La 
fuerza absoluta o precisa empleada en el contrayente, como produce lo 
violento, hace nulo el matrimonio por falta absoluta de consentimien- 
to» (5). «Puede quitarse el consentimiento por la fuerza absoluta, que 
es el ímpetu de una causa externa más poderosa y que no puede ser re- 
chazada, como si, no queriendo Ticio en absoluto, su cabeza por vio- 
lencia se inclina en sefial de consentimiento. Esta inclinación, cierta- 
mente es un acto de hombre meramente externo, pero no puede decirse 
que sea acto humano, procedente de una volutad deliberada ; por con- 
siguiente, no haciendo nada el que. padece la fuerza, esta coacción ex- 
cluye por completo el consentimiento. Pero, faltando el consentimien- 
to, el matrimonio no existe. Mas por este capítulo no es fácil que pueda 
suceder alguna nulidad, si se guardan los preceptos de la ley eclesiás- 
tica sobre la expresión del consentimiento ante el sacerdote, el cual no 


se ha de presumir que sancione con su presencia canónica tanta vio- 
lencia» (6). 


(3) CAPPELLO interpreta las ¡palabras del canon 1.087 “ob vim vel metum gravem": “ob 
vim (intellige heic vim moralem) vel metum” (De Matr., n. 606). CHELODI (Jus matr., n. 118) 3 

Vis et metus sunt termini correlativi, quia vis est metus causativa?, lo cual también de- 
Rende KNECHT (Derecho matrimonial católico, p. 437, nota 21.379). VLAMING (Praelect. Juris 
Bates, p. 408) : "Quoties relate ad valorem consensus matrimonialis sive apud A. sive im 
nas matrimonialibus sermo est de vi et metu (can. 1.087 habet ob vim vel metum) verbis 

vis ei "metus" promiscue adhibentur et denotant coactionem moralem quam contrahens 
vi metus quem petitur in interno. suo consensu eliciendo subiit". À - 
NR DAE i el VEN trata del miedo y propone la nulidad del matrimonio con- 
EA a nflujo; pues las palabras del canon no ¡pueden adaptarse a la fuerza exte- 

2r is” en este caso es "vis conditionalis”, y, como dice CHELODI, es causa del miedo. Sin 
" E n creemos estar muy lejos de la verdad al conceder a la palabra “vis” un sentido 
E stinto del que tiene la palabra “miedo”, de tal modo que el sentido del canon sea que la 
uerza extrinseca, que es causa del miedo, aun sin el miedo subsiguiente, que es efecto pro- 
pio (aunque no necesario), anula el matrimonio 10 mismo que el miedo, con tal que reün& 
las condiciones que el mismo canon 1.087 enumera. ; 4 

(4) S. R. R. Tunkinen.: “Nullitatis matrimonii" coram HEINER, 7 jul. 1911. 


(5) S. R. R. Vic Apost. Taikon: "Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 16 enero 191%. 
(6) SARR, Antiochen, Maronitarum: “Nullitatis matrimonii” coram JULLIEN, 14 mavi 


1935, n. 2. o: 
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Todo esto procede cuando se trata de fuerza absoluta. 

Pero si la fuerza extrínseca fuera relativa, para determinar si el ma- 
trimonio contraído bajo el influjo de esta fuerza es válido o no, hemos 
de distinguir : 

a) Si la fuerza es relativa, porque la resistencia de la voluntad, aun- 
que no suficiente para impedir la acción de esa fuerza externa, sí lo es 
para anular en parte su presión, el matrimonio forzosamente será nulo, 
por falta de consentimiento en la voluntad. Si, v. gr., en la celebración 
del matrimonio se intenta que el contrayente mueva la cabeza en sentido 
afirmativo, pero él resiste y sólo consigue que ligerísimamente se mue- 
va, es evidente que la voluntad, que se opone a la violencia que se hace, 
no quiere contraer matrimonio. 


b) Mas si la fuerza extrínseca es relativa, porque la voluntad del 
que sufre la violencia sólo en parte se opone, porque en parte consien- 
te con lo que la fuerza externa pretende, en este caso, aunque en el con- 
trayente no se produzca el miedo, si reúne las condiciones que la ley 
exige para que el miedo anule el matrimonio (can. 1.807), creemos que 
se debe declarar nulo; si una sola de esas condiciones faltare, se ha de 
tener por válido. 


La razón de ello es, porque en el primer caso hay simulación total, 
pues muy bien se puede decir en tal caso que el matrimonio fué simula- 
do ; mas en el segundo caso se dan todas las condiciones requeridas para 
la nulidad del matrimonio por razón del miedo, exceptuando el miedo 
interior, como pasión del ánimo ; ahora bien, si fijamos la atención en 
la jurisprudencia rotal, amplísime en esta parte, veremos que para de- 
clarar la nulidad del matrimonio no se suele inquirir en la trepidación 
del ánimo del contrayente que se casa bajo la presión del miedo; basta 
probar que hubo fuerza extrínseca grave y acompañada de las demás 
condiciones del canon 1.087, para que se declare nulo el matrimonio, 
porque se presume la existencia del miedo, puesta la causa del mismo, 
la fuerza extrínsecta grave, y no hay preocupación por probar la exis- 
tencia real de tal miedo, Además, todas las razones que se aducen para 
defender la nulidad del matrimonio por razón del miedo, valen también 
para el matrimonio contraído bajo la presión de la fuerza extrínseca, es 
decir, hay un consentimiento que no es pleno, pero sí suficiente de suyo 
para el valor del matrimonio, pero que la Iglesia justamente considera 
insuficiente en las circunstancias determinadas por la ley. 
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FAL MIEDO 


El miedo lo define I. C. ULPIANO : «instantis vel futuri periculi cau- 
sa, mentis trepidatio» (leg. 1 Digest., «Quod metus causa») (7). La fuer- 
za condicional se define: la coacción moral que mueve a la voluntad, 
bajo la conminación de un mal, a querer de tal suerte que la voluntad 
consiente para evitar el mal, pues de otra manera no consentiría «La 
fuerza condicional y el miedo guardan entre sí la relación de causa y 
efecto... la fuerza se halla en el que infiere el miedo y hace las veces de 
agente; mientras que el miedo está en la persona a quien se hace fuer- 
za, y hace las veces de paciente» (SCHMALGR. lib. IV, tit. 11: 304) 45] 

El miedo requiere: a) trepidación del ánimo, que es cosa de suyo 
oculta, conocida sólo del sujeto que la experimenta. A veces tiene mani- 
festaciones exteriores, pero éstas no son necesarias para que de hecho 
haya miedo, incluso grave. 

La mayor o menor trepidación del ánimo no depende de la objetivi- 
dad de los restantes elementos del miedo, sino de la apreciación subje- 
tiva que de ellos haga el sujeto. De ahí que para apreciar con objetivi- 
dad la gravedad del miedo, no se ha de mirar la gravedad del mal, cer- 
teza del mismo, facilidad en resirtirle o evitarle, su inminencia o lejanía, 
tal y como estos elementos sean en realidad, sino a cómo los ve y con- 
sidera el que padece el miedo. 

b) wn mal, que lo sea en la consideración del que padece el miedo. 

«El miedo no se concibe sin peligro de algún daño» (9). «Es de la 
esencia del miedo la trepidación del ánimo a la vista de males presentes 
o inminentes, de donde el miedo no se concibe sin algún mal. Alguna 
vez, sin embargo, pueden faltar en el acto amenazas de males, pero sub- 
sistir virtualmente, como si aquel a quien se debe reverencia sea dema- 
siado cruel y lleve consigo las sevicias, acostumbrado a ejecutarlas, como 
no se obedezca a su voluntad. En lo cual no somos del parecer de la sen- 


tencia apelada cuando dice que la crueldad y la inhumanidad no se ha. 


de tomar materialmente, sino moralmente, establecida la comparación 
entre las fuerzas del que impera y las fuerzas del que resiste». «En algún 
Caso... se considera miedo de un varón constante sin amenazas, si aquel 
a quien debemos reverencia es demasiado cruel y lleva consigo las sevi- 


(7) S. R. R. "Nullitatis Matrimonii? coram MANY 
tatis matrimonii" coram CATTANI, 29 jul. 4916, n. > 
trimonii” coram QUATTROCOLO, 9 dic. 1930, n. 6. 

(8 S. R. R. Tunkinen.: “Nullitatis matrimonii? coram HEINER, 7 jul. 19414. P 


(9) oy RR R. “Nullitatis matrimonii" coram SOLIER 30 dic 1922, n. 3 Cfr S R R Craco 
S à , z C. € D ; E 
vien. : *Nullitatis matrimonti 1 coram GRAZ OLI, 30 mayo 1928 n 4 j ; 3 pus 

, , s 4 


19 febr. 1916, n. 9. Cfr. S. R. R. “Nuli- 
17; Vic. Apost. de Funing: "Nullitatis ma- 
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cias, acostumbrado a ejecutarlas si no se avienen a su voluntad. Porque, 
aunque actualmente falten, están virlualmente, y es temor probable de 
una próxima coacción» (SÁNCHEZ : De Matr., libro IV, disp. VI, nüme- 
ro 11) (10). 

«La Rota alguna vez admitió que puede causarse el miedo grave, 
no sólo sin amenazas actuales, sino también sin ias virtuales, que están 
implícitas en las preces urgentes y vejatorias, por el solo imperio del que 
manda, si es demasiada la distancia entre la fuerza de laéwoluntad del 
que impera y la debilidad de la voluntad que recibe el mandato, la cual 
no puede ni desde un principio contradecir (cfr. Rota coram PARRILLO, 
in una Parisien., 28 abril 1925 y 9 agosto 1927)» (11). Nos parece, se- 
gün el tenor de la sentencia de 9 de agosto de 1927, que la amenaza 
virtual es necesaria para el miedo, ya que precisamente crítica en la ci- 
tada sentencia la doctrina expuesta en la sentencia apelada, en la cual se 
_ defendía a la posibilidad del miedo sin amenaza actual ni virtual. Y a la 
cita de SÁNCHEZ, aducida en la sentencia apelada, la Rota observa cómo 
SÁNCHEZ lo admite como excepción, no como regla general, y además, 
expresamente dice que se trata de amenazas que, faltando «actu» están 
sin embargo «virtute». Y aun entrando más de lleno en la naturaleza 
del miedo, creemos que por el solo imperio del que manda, sólo en algün 
caso raro, cuando tal imperio lleve consigo, de hecho, la amenaza—al 
menos en la mente del que padece el miedo—, éste es posible; es decir : 
para que el solo mandato de una persona produzca miedo, es necesario 
que ese mandato, aunque de palabra no vaya acompañado de una ame- 
naza, lo vaya de hecho, en cuanto el que recibe el mandato cree que, de 
no obedecer, sin previa amenaza ya, caerá sobre él un mal, el que suele 
aplicar el mandante. Lo cual es, ni más ni menos, una amenaza virtual, 
contenida en el mandato mismo. 

«El mal inminente debe ser privación de un bien debido, como ex- 
plican los A. A, cuando enseñan que el temor de la pérdida de un lucró 
que no es debido a una persona, no anula el matrimonio, como tampo- 
co anula contrato ninguno» (12). Y así, privar a una persona de aquello 
a lo que no tenía derecho no puede contituir miedo; pero esto creemos 
que debe entenderse en el sentido de que no constituye miedo capaz de 
dirimir el matrimonio; pero el miedo en sí, esa trepidación del ánimo, 
es posible, pues exige un mal, que es la privación de un bien, que puede 


$= 
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(10) S. R. R. *Nullitatis matrimonii" coram PARRILLO, 9 agosto 1927, n. 4. 
(11) S. R. R. Parisien.: “Nullitatis matrimonii" coram MANNUCCI, 1 agosto 1923, n. 3. , 
(19) .S. R. R. Gallipolitana: "Nullitatis matrimonii" coram Prion, 16 agosto 1917, n. 3, 
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ser en algún caso «no debido», al que no tiene derecho el que experi- 
menta el miedo. 

«Síguese de aquí que no se concibe el verdadero miedo, si no hay 
mal, esto es, privación de un bien debido; si el mal que se teme no es 
en sí grave, sino solamente en la vana estimación del que teme; si el 
mal ciertamente o al menos probable y prudentemente no amenaza» (13). 

c) El mal ha de ser inminente o futuro próximo, pues el temor no se 
concibe sobre un mal que se está sufriendo, aunque sí puede sentirse 
miedo por la continuación de ese mal. Pero un mal presente y que no 
puede ya evitarse no puede producir miedo: 

Un mal ya pasado tampoco puede ser causa del miedo; podrá serlo 
si sobreviene, pero ese es ya un mal futuro. 

d) El mal que amenaza a la persona que teme debe ser inminen- 
te, de suerte que la persona crea que efectivamente el mal temido ven- 
drá sobre ella. 


e) El mal, causa del miedo, debe afectar o a la persona misma que, 


experimenta el miedo, o a personas allegadas de tal suerte que los males 
que a éstas amenacen los considere como propios males, y afecten en 
algún modo al que experimenta el miedo. 


DURACIÓN DEL MIEDO 


De la Sagrada Romana Rota tomamos algunas notas, que pueden 
orientarnos en la determinación del tiempo que dura el miedo: «Este 
cambio de voluntad debe probarse; y no puede presumirse por el hecho 
de que la joven entrando en la iglesia se acercase libremente al confe- 
Sor; porque estas dos cosas, la confesión voluntaria de los pecados y el 
subsiguiente matrimonio, no son entre sí tan conexas, que si la primera 
se hace con plena libertad, también se deba tener la otra por libremente 
hecha» (14). Por tanto, si una persona obra bajo la acción del miedo, 
no se puede decir que ha cesado el miedo, mientras no se demuestre. 

«Si alguno puesto bajo tal coacción (de miedo grave) delibera consi- 

go mismo qué ha de hacer, si busca consejo en sus amigos, si cree que 
debe ceder a la coacción, si espera la felicidad en el matrimonio contraí- 


(13) S. R. R. Bononien.: 


“Nullitatis matri ii" i ul 
condición expresa atrimonii" coram TEODORI, 15 jul. 1938, n. 2. La 


da en el texto ciertamente se re : i ; 

i 3 | quiere para que el miedo pueda anular el 

E Inong: mas para el miedo en sentido propio, es decir, para la trepidación del ánimo, no 
i la, porque sea el mal privación de un bien debido, o privación de un bien no 


debido, esa privaci fe 
norit»: p ión puede afectar de tal modo al sujeto que se produzca la “trepidatio 


(14) S. R. R. Vic. Apost. Ce-li Centralis: “Nullitati i i" ' 
TOME e z ulitatis matrimonii" coram 'SEBASTIANELLI, 10 
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do de mala gana, si se propone cumplir fielmente las obligaciones con- 
yugales, todo esto, que se compone muy bien con un consentimiento 
ilegitimamente arrancado, no obsta a la declaración de nulidad» (15), 
porque con tódo esto subsiste el miedo con todas las cualidades que se 
requieren para que el matrimonio sea nulo. 

«El miedo una vez inducido, se presume que dura siempre, mientras 
dura la causa que lo produjo, aunque entretanto se realice algün acto 
que demuestre la libre voluntad» (16). Dice sobre este punto el Carde- 
nal FAGNANO (17): «Metum praesumi semper durare quandiu vivit ille, 
qui metum incussit, et sic causa metus perdurat, prout hic notat Inno- 
centius n. 1 in ver. Ratum, dicens metum mortis non tantum imminere 
quando gladii erant praesentes, sed toto tempore quo vixit maritus». 
Como la causa del miedo es el mal que amenaza, mientras ese mal ame- 
ce, el miedo se presume que continúa. Es preciso probar el cambio de 
voluntad, esto es, que ya no obra bajo el influjo del miedo, aunque 
todavía perdure la causa que lo produjo. 

«El miedo una vez inducido, aunque positivamente no se haya re- 
tractado, no se presume que persevera, si la persona, cualquiera que 
sea la razón (excepto el miedo), quiere lo que el miedo sugiere» (18). 
«El miedo se presume que persevera, una vez inducido, si persevera su 
causa, o al menos'su efecto inmediato, de tal suerte que el consentimien- 
to sea realmente dado por razón del miedo, bajo cuyo influjo todavía 
tiembla la mente» (19). 

«No sólo la presunción, sino el mismo miedo carece de fuerza, si la 
parte, primeramente contra su voluntad y por ello coaccionada, se muda 
después en voluntaria, no ciertamente por razón del miedo (del que es 
propio doblegar la voluntad), sino por razones diversas de él, y, general- 
mente por cesar las razones que fueron causa del miedo» (20). «No se 
puede aprobar, al menos en ía forma en que viene expuesta, la teoría... 
que sostiene no poder válidamente consentir el que teme, si primero no 
hubiera cesado la coacción y la parte fuera puesta en libertad de ele- 


gir» (21). 


(15) S. R. R. Albae Juliae: "Nullitatis matrimonii" coram MORANO, 19 mayo 1934, n. 4. 
(16) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram MANY, 24 nov. 1917, n. 10. 

- (17) FAGNANUS: Commentaria in Quinque libros Decretalium, I, c. I, "De his quae vi me- 

tusye causa flunt", n. 6. 

# (18) S. R. R: Lodzen.: “Nullitatis matrimonii" coram PARRILLO, 10 agosto 1931, n. 
(19) S. R. R. Spoletana.: "Nullitatis matrimonii" coram MANNUCCI, A3 enero 1934, 
(20) S R. R. Lodzen.: "Nullitatis matrimonii" coram PARRILLO, 10 agosto 1931, n. 
(94) S. R. R. Lodzen.: «Nullitatis matrimonii" coram PARRILLO, 10 agosto 1931, n. 
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«Si la fuerza o el miedo tuvo lugar antes del rito nupcial, pero, cuan- 
do se celebra el matrimonio ni existe ni persevera, el consentimiento 
matrimonial dado en estas circunstancias no anula el matrimonio» (22). 

Mucho importa saber si el miedo, una vez producido, persevera o no, 
ya que de ahí depende el valor o nulidad del matrimonio; pueden ser- 
nos ütiles a este fin las siguientes normas: 

1) El miedo una vez ocasionado se presume continuar ; pues la cesa- 
ción sería un hecho que debe demostrarse; 2) si se prueba que cesó la 
causa del miedo, probado con ella queda que cesó el mismo miedo. Mas 
téngase en cuenta que esa cesación de la causa debe ser conocida por 
el que sufrió el miedo, no basta que objetivamente cese la causa. 3) Se 
prueba también que cesó el miedo, si se prueba que, no obstante per- 
durar la causa, la voluntad del que sufrió el miedo se mueve por mo- 
tivos distintos del miedo (23). 


DIVISIÓN DEL MIEDO, 


«El miedo se divide por los doctores (en SCHMALGR, h. t., n. 2) de 
tres modos: a saber: 1) por razón de la causa, que puede ser necesaria 
(y ésta, intrínseca o extrínseca) o libre, o sea el hombre; 2) por razón 
del modo, según que sea inferido justa o injustamente. El miedo injus- 
to puede ser inferido directamente o para una acción determinada, o in- 
directamente, o sea, no dirigido para una acción determinada; 3) por 
rasón de la cualidad, según que sea grave, esto es, afecta a un varón 
constante de modo que pueda disuadirle de su propósito, o leve, que 
no tiene tal fuerza que pueda disuadir de su propósito al que lo padece, 
si es de ánimo esforzado» (24). 

«Distinguen también los canonistas el miedo, por razón del mal que: 
se teme, en común y reverencial, y-enseñan que se dice miedo reveren-- 
cial propiamente, cuando alguno teme la indignación (que sin duda es 
un mal) del padre, del amo, etc., aunque no haya azotes o amenazas: 


os) eu e "Nullitatis matrimonii" coram. FLORCZAK, 98 febr. 1935, n. 9. 
Me n son E ser movida en sus determinaciones por varias causas o por una 
edie Pe M s, cada una o de tal modo influye en la voluntad que sea motivo sufi-- 
Wimiccinda deta aes o sólo es (parcial ¡su influjo, de tal modo que la causa suficiente 
&in que ninguna sol erminación de da voluntad sea el conjunto de las causas que influyeron, 
ele xen bs A F se pueda considerar como motivo suficiente de la determinación. Y eso 
causa distinta AE " pL pues el contrayente ¡puede aceptar el matrimonio por Otra. 
nuaría eligiendo us t < de tal modo que, desapareclendo el miedo, aün la voluntad conti- 
monlo por diverso matrimonio; aunque también pudiera suceder que, queriendo el matrí-- 
darse cuand 3 motivos, desapareciendo el miedo, ya no lo apeteclera. Esto no debe olvi- 
ando, junto con el miedo, hay otros motivos que influyeron en el contrayente par 
aceptar el matrimonio. Y ona 


(94) S. R. R. Vic. Apost. Taikon: "Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 8 enero 1913. 
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(lo cual, sin embargo, lo limita SANCHEZ: De Matr., IV, YI TEA 
13, 14). Mas si se teme, v. gr., la desheredación, la expulsión, etc., se 
ha de llamar miedo simplemente grave» (25). 

«El miedo grave, a su vez, se divide en absolutamente grave y rela- 
tivamente grave. El primero, el que es de suyo tal; el segundo, el que 
lo es tan sólo con relación a la persona que padece el miedo» (26). 


MIEDO REVERENCIAL 


«De dos maneras se puede entender el miedo reverencial. Primera- 
mente, se entiende por tal la reverencia o vergüenza que suele experi- 
mentar el inferior para con su supeior, v. gr., el hijo con sus padres, 
de tal modo que por esa reverencia haga muchas cosas el inferior por 
no desagradar al superior, o para obedecer sus mandatos, avisos y 
consejos, por no atreverse a contradecirle. En este sentido el miedo re- 
verencial no anula el matrimonio; es más, ni siquiera es miedo hablan- 
do con propiedad, ya que el miedo no se entiende sin temor de algún 
peligro o mal. De otra manera se entiende por miedo reverencial, ade- 
más de la vergüenza y reverencia, el temor de ofender al superior, cuya 
ofensa es, sin duda, un mal para el inferior, en cuanto que suele surgir 
de ella alguna indignación del superior contra el inferior. También en 
este caso el miedo reverencial de suyo no anula el matrimonio; tanto 
porque este miedo es natural e intrínseco, cuanto porque la referida ofen- 
sa y la consiguiente indignación del superior, aunque sea un mal, no 
se considera en el derecho como mal grave, ni aun en las jóvenes» (27). 
«Unos sostienen que (el miedo reverencial) consiste en el temor de la 
ofensa del padre o superior, otros, con más verdad, que consiste en el 
temor del mal que amenaza por razón de la desobediencia, es decir, por 
la indignación del padre o superior» (28). «El miedo reverencial se de- 
fine: «Futuri mali existimatio, quod ab his metuimus, in quorum po- 
testate sumus»; la gravedad de cuyo mal se ha de medir primeramen- 


(95) S. R. R. Avenionen.: "Nullitatis matrimonil” coram SINCERO, 14 jul. 1914. Cfr. S. R. R. 
"Nullitatis matrimonii" coram FLORCZAK, 9 enero 1992, n. 5; coram SOLIERI, 7 marzo 1922, 
R. 3; coram JULLIEN, 7 dic. 1927, n. 3. 

(26) S. R. R. Vic. Apost. Taikon: "Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 8 enero 1913. 
Cfr. S. R. R. Cracovien.: “Nullitatis matrimonii" coram FLORCZAK, 29 jul. 1926, n. 2. “Nulli- 
Mtis matrimonii" coram MANNUCCI, 23 febr. 1927, n. 2; Bituricen.: "Nullitatis matrimonii” co- 
ram FLORCZAK, 5 marzo 1997, n. 2; Brizien.: "Nullitatis matrimonii” coram FLORCZAK, 11 agosto 
1927, n. 2. 

(297) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram MANY, 19 febr. 1916, n. 3. (Cfr. S. R. BR. 
Nicien.: “Nullitatis matrimonii” coram Many, 34 jul. 1915; Parisien.: "Nullitatis matrimoni!" 
eoram MANY, 11 dic. 1916, n. 2. 

(28) S. R. R. "Nullitatis matrimonii” coram PARRILLO, 24 marzo 1996, n. 4. 
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te por el carácter y costumbres del que causa el miedo y luego por 
el carácter. y, costumbres del que le padece... Y, en general, lo que uno 
hace realmente coaccionado por el imperio paterno, o por la dema- 
siada reverencia, se debe decir hecho por temor reverencial» (29). Una 
definición muy repetida en las sentencias rotales es: miedo reverencial 
es «metus quo reformidamus indignationem ejus, in cujus potestate 
constituti sumus» (30). Para el miedo reverencial son suficientes las de- 
masiadas persuasiones con ruegos importunos y repetidísimos, o el ros- 
tro torcido, o la indignación del padre» (31). «Ei miedo reverencial pro- 
piamente dicho se tiene si uno teme la indignación del padre, etc., aun- 
que no haya azotes o amenazas. Porque, si uno hace algo solamente 
por hacer obsequio, o avergonzándose de la simple ofensa del padre, et- 
cétera, propiamente no es miedo; y si teme otro mal, v. gr., la deshere- 
dación, expulsión de casa, no es propiamente miedo reverencial. Si, 
pues, la indignación que se teme es grave y diuturna, el miedo es, sin 
duda, grave; pues la indignación grave y diuturna del padre, etc., es 
en sí un mal grave y puede ser fuente de otros males» (32). 


Por lo que se refiere a las personas 


respecto de las cuales se da el miedo reverencial, enumeran los Doc- 
tores no sólo «el padre, la madre, el marido,. sino también el hermano 


mayor respecto de la hermana menor de edad... Lo que se ha de decir 
con mayor razón, si al hermano mayor se le debe reverencia por otro 
título, v. gr., si, muerto el padre, es como el cabeza de la familia» (33). 
El miedo reverencial «se da principalmente en el clérigo respecto del 
Obispo, en el hijo respecto del padre, en el pupilo y menor respecto del 
tutor o curador que están en lugar de los padres, en el yerno respecto 


(29) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 22 jul. 1916, n. 17. Cfr. 8. R. R. Co- 
lonien.: “Nullitatis matrimonii" -coram HEINER, 4 jul. 1912; “Nullitatis matrimonii? coram 
MANY, 24 nov. 1917, n. 9; Insulen.: “Nullitatis matrimonii" coram JULLIEN, 5 marzo 1928, n. 9. 
s (30) S. R. R. Transylvanien. : "Nullitatis matrimonii” coram PRIOR, 1 mavo 1919. Tarvisina.: 
Nullitatis mátrimonii” coram CATTANI, 11 marzo 1912; Lugdunen.: "Nullitatis matrimonii" 
ogam PRIOR, 28 jun. 1912; Avenionen.: "Nullitatis matrimonii” coram SINCERO, 6 jul. 1914; 
UTOR Nullitatis matrimonii" coram SEBASTIANELLI, 96 abril 1916, n. 2; “Nullitatis matrimo- 
nú” coram ROSSETTI, 2 jul. 1918, n. 5; coram SINCERO, 16 dic. 1919, n. 3; coram PRIOR, 11 abril 
1939; n. 2; coram GRAZIOLI, 10 jul. 1923, n. 3; Varsavien.: “Nullitatis matrimonii" coram SOLIE- 
RI, 2 marzo 1924, n. 2; “Nullitatis matrimonii coram GRAZIOLI, 16 dic. 1995, n. 3, etc 
e E E R, qb aera matrimonii” coram CATTANI, 22 jul. 1916, n. 20. ri 

2 . R. Re "Nullitatis matrimonii” coram SINCERO, 16 dic. í =. 3h 3 
racen.: “Nullitatis matrimonii" coram Prior, 17 mayo (ue A ^ : psv es 


ram FLORCZAK, 29 jul. 1923, n. 3; coram JULLIEN 31 i 
: , DM. 95 , 91 jul. 192 9: j : “Nullitati: = 
trimonil” coram GRAZIOLI, 5 enero 1925, n. 3, etc. 4 Se ME MET 


(33) S. R. R. Massilien.: “Nullitatis matrimonii" 1 ' i 
SEBASTIANELLI, 30 abril 1917, n. 2. o e Ear ee 
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del suegro que hace las veces de padre del yerno, por haberse hecho 
una carne con la esposa ; en el nieto respecto del abuelo-y de los otros 
ascendientes, porque los tenemos en lugar de los padres; en el criado 
respecto del amo y en el hermano respecto del hermano y hermana ma- 
yor, si él o ella gobierna y proporciona los alimentos y viven juntos; 
en el sobrino o sobrina respecto del tío, mientras él los gobierna y con 
el viven» (Bossio: De matr. contractu, c. 12, $ 6, n. 35) (34). 


EFECTOS DEL MIEDO 


«El miedo tiene esta propiedad, que no impide el verdadero consen- 
timiento interior de la voluntad libre, en cuanto a la substancia en el 
acto exterior, pero disminuye la libertad, pues no deja la elección más 
que entre el mal amenazado y el acto que se exige por el miedo. Por 
tanto, el que padece el miedo consiente ciertamente, porque la voluntad 
coaccionada es siempre voluntad, pero no libre» (35). 


«Cuando se trata del impedimento dirimente de miedo, de ningún 
modo es cuestión del completo defecto de consentimiento, aun interno, 
cual sería, v. gr., si la fuerza moral empleada de tal modo perturbase 
al que padece el miedo, que le quitara el uso de la razón ; y mucho me- 
nos se requiere que uno, aunque parezca que exteriormente consiente, 
sin embargo, interiormente resista y niegue su consentimiento inter- 
no» (36). «Puede suceder que el que hubiera sido impulsado por el mie- 
do grave, sobre todo en los de rudo ingenio, no pueda declarar si simu- 
ló el consentimiento, o realmente le dió, aunque movido por el miedo. 
Pero, probado el miedo provisto de las condiciones exigidas por el De- 
recho para que sea inválido el matrimonio, puede declarar la nulidad 
de éste, aunque quede alguna duda acerca de la simulación del consen- 
timiento; porque, aunque se hubiera dado verdadero consentimiento, 
permaneciendo aquel miedo, fué nulo por el mismo Derecho» (37). 

El miedo, pues, puede producir el afecto de perturbar el ánimo de 
tal suerte, que no sea libre la voluntad al dar su consentimiento interno, 
siendo en este caso inválido el matrimonio por falta de consentimiento 
o simulación total. 

Fuera del caso anterior, el miedo coloca a la voluntad ante un dile- 
ma : o el mal que se amenaza o el consentimiento que se pide. Hay, por 


(34) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram QUATTROCOLO, 4 agosto 1998, n. 2. 
(30) 75: RR «Nullitatis mátrimonii” coram FLORCZAK, 9 enero 1922, n. 21. 
* (36) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram Prior, 12 jul: 10997 759 
(37) S. R. R. Posmanien.: "Nullitatis matrimonii" coram. JULLIEN, 11 febr. 1925, n. 2. 
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tanto, pleno consentimiento interior y exterior; pero al sujeto le limitan 
la libertad, ya que no le dejan escoger libremente, sino que la elección 
ha de ser entre los dos objetos que se le proponen. 


NULIDAD DEL MATRIMONIO POR RAZÓN 
DEL MIEDO 


Es nulo el matrimonio por razón del miedo: a) cuando el miedo de 
tal modo influye en la voluntad, que le perturba e impide su libre ejer- 
cicio; b) si por razón del miedo la voluntad simula el matrimonio, no 
dando su consentimiento interno ; es inválido en este caso el matrimonio 
por simulación total del consentimiento; c) si el miedo influye cierta- 
mente en la voluntad, pero no impide el uso de la razón ni el libre ejer- 
cicio de la voluntad, que da su consentimiento en el matrimonio, pero 
bajo la presión del miedo; el matrimonio será nulo en este caso, si se 
verifican las condiciones establecidas por la ley. 

La Sagrada Romana Rota antes de la promulgación del Código: «Aun- 
que el miedo no quite la facultad de elegir y consentir, sin embargo hace 
a la voluntad más inclinada a a quel acto, del que quien padece el mie- 
do se abstendría en otro caso. Por tanto, el miedo quita aquella liber- 
tad plena que exigen los sagrados cánones en los que se casan... El 
miedo leve no se tiene en cuenta, por no declarar nulo el matrimonio 
contraído por cualquier causa. Se requiere, pues, miedo grave, que vul- 
garmente se dice que afecta al varón constante. Debe además ser origi- 
nado por una causa libre, es decir, por un hombre, y sin derecho, esto 
es, 1njustamente, y precisamente para este fin de obtener el consentimien- 
to matrimonial» (38). «Todos los doctores tienen por certísimo que el 
miedo siempre dirime el matrimonio, cuando: 1.” fuere inferido para 
arrancar el matrimonio; 2.”, fuere injusto, en cuanto a la substancia, 
y 3.°, grave, o absolutamente o relativamente, aunque fuere sólo miedo 
reverencial. Y con razón, porque el matrimonio lleva consigo una servi- 
dumbre del hombre perpetua, que no puede imponerse sino al que quie- 
re y espontáneamente consiente, segün la doctrina de Santo Tomás re- 
cibida comunmente (Unsara : Discept. Eccl., t. IX ,part. 1, Discept., 38, 
n. 2). Por tanto, el matrimonio contraído por miedo es nulo, aunque el 
que contrae bajo la presión del miedo, realmente dé su consentimiento, 


(38) S. R. R. S. Christophori de Habana: 


"Nulitatis matrimonii" j = 
Ctr. S. R. R. Scepusien.: ii” coram PRIOR, 11 jul. 1910; 


"Nullitatis matrimonii" coram GRAZIOLI, 4 abril 1930, n. 5. 


ae dM ise 


. 


JURISPRUDENCIA DE LA ROTA ROMANA ACERCA DEL MIEDO Y LA VIOLENCIA 


sepa o no que tal matrimonio es nulo» (39). «El miedo, que deja el su- 
ficiente uso de razón para el acto verdaderamente deliberado y volunta- 
rio en cuanto a la substancia, impide el valor del matrimonio de los cris- 
tianos, al menos por Derecho eclesiástico, en ambos foros, interno de 
la conciencia, y externo y contencioso, si es: I, grave; II, injusto por 
parte de la persona que infiere el miedo, sea püblica o privada, sea en 
cuanto a la substancia injusto, o lo sea sólo en cuanto al modo ; III, in- 
ferido ab extrinseco, por una causa libre: IV, deliberado, es decir, en 
orden de arrancar el consentimiento matrimonial» (40). 

La misma Sagrada Romana Rota después de promulgado el Código: 
«La doctrina especial del miedo con relación al matrimonio parece aplica- 
ción de la doctrina general sobre el miedo en cuanto a los actos de las per- 
sonas, como claramente se expone en el canon 103, $ 2: «Los actos eje- 
cutados por miedo grave e injustamente infundido, o por fraude, son 
válidos, a no ser que el Derecho determine otra cosa; pero conforme 
a los cánones 1.684-1.689 pueden ser rescindidos por sentencia del juez, 
a petición de la parte perjudicada, o bien de oficio» (41). La validez del 
acto ejecutado por miedo tiene su fundamento en que es realmente vo- 
luntario y no le falta, por lo tanto, ningün elemento para su validez ; 
pero si el miedo ha sido infundido injustamente y es grave (ambos ele- 
mentos son necesarios), el legislador, como norma general, establece la 
rescindibilidad de dicho acto, si así lo pide—si no lo pide es sefíal de 
que conviene—, quién padeció el miedo. En algün caso el Derecho, como 
en el matrimonio, establece no la rescindibilidad del acto, que no es po- 
sible por ser indisoluble el matrimonio una vez contraído válidamente, 
sino la nulidad. «Pero el fundamento tanto de la nulidad como de la 
rescindibilidad del acto ejecutado por miedo es que quien obró así su- 
frió una grave injuria» (42). «El miedo, pues, para dirimir el matrimo- 
nio, debe tener ciertas cualidades: debe ser grave, inferido por causa 
extrínseca e injustamente, para librarse del cual uno se vea obligado a 
elegir el matrimonio» (43). 


(39) S. R. R. Tarvisina: "Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 11 marzo 1912. 

(40) S. R. R. "Nullitatis matrimonii” coram Many, 22 jul. 1916, n. 17. Cfr. S. R. R. Cale- 
tanisiaden.: “Nullitatis matrimonii" coram MANY 28 jul. 1916, n. 2; Pitillanen.: “Nullitatis ma- 
trimonii” coram SEBASTIANELLI, 20 oct. 1916, n. 2; Tarvisina.: "Nullitatis matrimonii" coram 
ROSETTI, 9 marzo 1917, n. 2; Lugdunen.: "Nullitatis matrimonii" coram. PRIOR, 5 jul. 1917, n. 9. 

(41) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram PRIOR, 19 jul. 1922, n. 2. 

(49) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram PRIOR, 19 jul, 1922, n. 2. 

(43) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram SEBASTIANELLL, 15 febr. 1919, n. 2. Cfr. S. R. Be 
“Nullitatis matrimonii" coram SOLIERI, 30 dic. 1922, n. 2; coram GRAZIOLI, 15 enero 1923, n. E; 
coram MANNUCCI, 24 nov. 1930, n. 2; Transylvanien.: «Nullitatis matrimonii" coram W NEN, 
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Canon 1.087: «$ 1. Es asimismo inválido el matrimonio celebrado 
por fuerza o por miedo grave inferido injustamente por una causa ex- 
terna, para librarse del cual se ponga el contrayente en la precisión de 
elegir el matrimonio». $ 2. «Ninguna otra clase de miedo, aunque él sea 
causa del contrato, lleva consigo la nulidad.del matrimonio». 

En el Motu propio Crebrae allatae, canon 78, $ 1, se dice: «Invali- 
dum quoque est matrimonium initum ob vim et metum gravem extrin- 
secum et injuste incussum ad extorquendum consensum», El párrafo se- 
gundo es idéntico al $ 2 del canon 1.087 de nuestro Código. 

Las razones por las que el miedo irrita el matrimonio son : «Ei que 
padece el miedo consiente ciertamente, porque la voluntad coaccionada 
es siempre voluntad, pero no libre; y así es conveniente y conforme al 
derecho natural declarar nulos tales matrimonios, y por la imposibilidad 
de conseguir los bienes esenciales del matrimonio y por los males mo- 
rales y materiales que necesariamente han de seguirse entre personas 
perpetuamente unidas contra su voluntad» (44). En miedo se opone al 
mismo Sacramento, porque éste significa la unión de Cristo con la Igle- 
sia, que se hizo por amor y libremente, y, por tanto, el matrimonio debe 
contraerse por libre consentimiento, para que el signo corresponda al 
significado. 2.^ El miedo repugna también a la debida generación de 
la prole, que es el fin del matrimonio ; mas quienes por fuerza o miedo 
contraen matrimonio faltando el amor mutuo, fácilmente se separarán 
y no contribuirán mucho a la generación de la prole. 3.^ Es también 
contrario el miedo a la fidelidad conyugal, porque fácilmente se despre- 
cia lo que no se ama. De ahí el peligro de que tales cónyuges violen la 
fidelidad y caigan en adulterio» (45). 

En conclusión, el miedo anula el matrimonio, con tal que: l, sea 


grave; II, infundido por causa extrínseca ; III, injusto ; IV, ordenado 
a arrancar el consentimiento matrimonial. 


g . > ic po de Funing: "Nullitatis i ii? 
le , , . . H N ati matrimonii" Lin ATTROCOLO, 9 di- 
6 agosto de 4 ai 2 y A st le g onil coram Qu R B 


6; Transylvanien.: “Nullitatis matrimonii" coram GUGLIELMI, 30 diciembre 
1930, n. 9, etc. ig 


(44) -S. R. R. 
(40). S. R. R. 
~ wien.: "Nullitatis matrimonii" coram FLORCZAK, 11 agosto 1917, n. 2. s 

se propone el siguiente caso: "Si la parte que padece el miedo, viendo que no puede evitar 
là consumación del matrimonio, prefiere contraer matrimonio antes que ofender a Dios, y así, 
aunque con acto reflejo, consiente en el matrimonio, vale éste, porque aquel consentimiento 
pleno, aunque reflejo, es suficiente; de otro modo el contrayente o tenía que pecar o abste- 
nerse del uso del matrimonio, y no podra elegir lo que le. parecía mal menor." Así, GASPARRI: 
De Matr., vol, II, n. 885, y cita en favor de su sentencia a D'ANNIBALE, LEHMKUHL; lo contrario 


sostienen WERNZ y RosETTI. Pero dice el mismo GASPARRI: "At posita coactione, hic plenus con- 
sensus reflexus non praesumitur". ME 


"Nullitatis matrimonii" coram FLORCZAK, 9 enero 1999, m. di. 
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Kielcen.: “Nullitatis matrimonii" coram. FLORCZAK, 30 marzo 1927, n. 9. Bri- 


Altes 
id 


JURISPRUDENCIA DE LA ROTA ROMANA ACERCA DEL MIEDO Y LA VIOLENCIA 


NULIDAD DEL MATRIMONIO POR RAZÓN 
DEL MIEDO REVERENCIAL 


Entre el miedo comün y el reverencial hay esta diferencia: que el 
reverencial se presume de suyo leve, y, por tanto, no anula el matrimo- 
nio; pero si el miedo reverencial fuera grave y se verificaran las demás 
condiciones requeridas por la ley, anula el matrimonio no de otra suerte 
que el miedo común ; pues el canon 1.087 no distingue entre miedo co- 
mún y reverencial, sólo exige que sea grave, infundido por causa extrín- 
seca, injusto y ordenado a arrancar el consentimiento matrimonial. 

No sería nulo el matrimonio, por razón del miedo, si faltara una sola 
de las condiciones requeridas: Por tanto, «válidamente contrae, cuando 
se trata de miedo o leve, o justo, o que proviene de una causa intrínse- 
ca ; pues no es arrastrado por otro hombre, sino por sí mismo, el que, no 
urgiéndole nadie, se mueve voluntariamente por la propia fantasía de las 
propias pasiones o por causa no injusta o natural» (46). «El miedo leve no 

-se tiene en cuenta... no sólo en el foro externo, sino aun en el foro in- 
terno, contra lo que algunos opinan ; pues la Iglesia simplemente y sin 
distinción tiene por nulos los matrimonios por miedo grave contraídos» 
(47). El miedo simplemente reverencial, con relación a aquellos bajo cuya 
potestad nos encontramos, es de suyo leve y no anula el matrimonio» (48). 


ILpEFoNso PRIETO LOPEZ 


Auditor de la Rota Española 


(46) S, R. R. “Nullitatis matrimonii" coram FLORCZAK, 17 jun. 1924, n. 2. 

(47) S. R. R. Tarvisina: "Nullitatis matrimonii" coram RossETTI, 9 marzo 1917, n. 4. 

(48) S.R. R. Lugdunen.: "Nullitatis matrimonli” coram PRIOR, 5 jun. 1917, n. D. Cfr. S. RI 
Nicien.: "Nullitatis matrimonii" coram MANY, 31 jul. 1915; Parisien.: «Nullitatis matrimonii 
coram RossETTI, 3 jui. 1922, n. 3, etc. 
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12.—DERECHO CANONICO 


CELEBRACION DE FUNERALES 
EN LAS IGLESIAS DE RELIGIOSOS Y LA 
PORCION PARROQUIAL 


Comentario al rescripto de la Sagrada Congregación del Concilio 
al Exemo. y Revdmo. señor Obispo de Mallorca, 
30 de julio de 1953 


“Sacra Congregatio Concilii. — Romae, die 30 iulii 1953. — Excme. 
ac Rvdme. Domine: Ad Litteras me referens Exoellentiae Tuae Rvdmae. 
diei 15 maii proximi elapsi, quibus eadem Excellentia Tua ab hac Sa- 
cra Congregalione cognoscere exoptat an Regulares qui, ab Ordinario 
istius Dioecesis, post suppressionem antiquas eorum ecclesias iterum 
receperunt cum sequenti acceptata conditione "salvis iuribus parocho- 
rum", debeant vel minus portionem paroecialem solvere, Excellentiae 
Tuae significo hane Sacram Congregationem respondendum esse cen- 
sere "affirmative". Et eo quo par est obsequio me profiteor Excellen- 
tiae Tuae Rvdmae. uti fratrem.—J. CARD. BRUNO, Praefectus.—Excmo. 
ac Rvdmo. Dno. Iovanni Hervas et Benet, Episcopo Maioricensi." 


COMENTARIO 


Valor e interés del rescripto.—Aunque se trata de un rescripto de la 
Sagrada Congregación del Concilio, dado «in re peculiari», como se ve 
por el tenor del mismo, pues resuelve, no un caso abstracto o que pue- 
da afectar a la Iglesia universal, sino un caso concreto y determinado, 
y, por tanto, segün el canon 17, $ 3, carece de fuerza de ley fuera de 
la diócesis destinataria, sin embargo, como puede haber otras, al menos 
en Espafia, que se encuentren en las mismas circunstancias, y servir 
para ellas de norma directiva, no estará de más el recogerlo en la REVISTA 


DE DERECHO CANÓNICO. 


Derecho de funerar.—Dice el canon 1.216, $ 1, que, por derecho or- 
dinario, pertenece a la iglesia de la parroquia propia del difunto el ce- 
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lebrar sus funerales, a no ser que éste hubiera legítimamente elegido 
otra. Y entre las iglesias sobre las que puede recaer tal elección, el ca- 
non 1.225 señala la de los regulares. 


———— 

Porción parroquial y privilegio de algunas Ordenes MCA —Por 
otra parte y salvo derecho particular, el canon 1.236, para los casos en 
que los funerales no se hagan en la iglesia parroquial, impone a favor 
del párroco, sin duda ninguna como compensación por los servicios que 
durante la vida ha de prestar a sus feligreses, la llamada porción parro- 
quial. El derecho particular, que el canon deja a salvo puede provenir 
de costumbre, prescripción o privilegio. Por este ültimo concepto, que 
es el que en este comentario nos interesa, se hallan exentas de pagar 
la porción parroquial varias Ordenes religiosas, como los dominicos, 
franciscanos, carmelitas, los mínimos y los teatinos (1). 


Devolución o cesión de iglesias hecha por el Ordinario de Mallorca 
a ciertas Ordenes religiosas: cláusulas restrictivas o condiciones puestas 
en la misma.—Cuando, por las leyes desamortizadoras del Gobierno li- 
.beral y sectario, el 1836 y 1837 fueron suprimidas las Ordenes religio- 
sas en España, y los conventos proscritos se vendieron por el Estado 
a los particulares o se destinaron a cuarteles, cárceles y otros servicios 
públicos, algunas de sus iglesias, exceptuadas del inmenso latrocinio y 
entregadas a los Ordinarios diocesanos, continuaron abiertas al culto. 
Así sucedió, como en las demás diócesis españolas, en Mallorca, en don- 
de, a principios del siglo actual, el Obispo don Pedro Juan Campíns, 
al conceder licencia para fundar nuevamente casas religiosas en Palma 
o en otros pueblos de la isla, a los capuchinos y dominicos, les devolvió 
las iglesias que antes de la desamortización habían pertenecido a su Or- 
den; y a los Hermanos terciarios franciscanos, que entonces se estable- 
cían por primera vez como religiosos de derecho diocesano, pasando des- 
pués a ser regulares mediante la agregación a la Tercera Orden Regú- 
lar, les concedió en precario o en uso las iglesias que en otro tiempo ha- 
bían sido de los Hermanos Menores de San Francisco. Pero esta devolu- 
ción o cesión se hizo a unos y a otros con alguna de estas cláusulas o 
condiciones restrictivas, que fueron aceptadas por los concesionarios : 


41) A los Hermanos Menores de San Francisco se lo con r 
f i : cedió Julio II; a tos carmelitas, 
Nicolás V; a los dominicos, Sixto IV; a los mínimos, Julio II; a los clérigos regulares teatinos,. 
san Pío V (Muniz: Derecho Parroquial, 9.* edic. (Sevilla, 1923], p. 590). 
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«sin perjuicio de los derechos parroquiales o salvos los derechos del úl- 
timo Concordato» (2). 

Motivos de la consulta y dudas propuestas en ella a la Sagrada Com- 
gregación.—Habiendo empezado hace poco tiempo algunas de esas ca- 
sas religiosas a hacer uso del derecho de funerar, que el canon 1.225 
otorga a las iglesias de los regulares en los casos de elección, y negán- 
dose a pagar la porción parroquial por considerarse eximidas en virtud 
del privilegio apostólico que tiene la Orden en general, el actual Obis- 
po de Mallorca, el excelentísimo y reverendísimo doctor don Juan Her- 
vás y Benet, ante las quejas de los párrocos afectados, que estimaban 
que los religiosos faltaban con su manera de proceder a las condicio- 
nes puestas en la licencia de fundación y en la cesión de las iglesias, 
para zanjar la cuestión, más que de hecho, jurídica, sin las molestias 
e inconvenientes que proporciona la vía judicial, optó, como medio más 
expedito y prudente, por dirigirse a la Sagrada Congregación del Con- 
cilio, proponiéndole las siguientes dudas (3): 

I. Utrum iure funerandi, de quo in canone 1.225, uti possint Regu- 
lares, qui, ab Ordinario loci una cum permissione ad novam domum 


(2) En el “Boletín Oficial del Obispado de Mallorca”, del mes de noviembre de 1953 pue- 
den verse das actas de cesión de las iglesias a las referidas Ordenes religiosas. He aquí lite- 
ralmente transcritas dos de ellas: 1. IGLESIA DE LOS DOMINICOS, DE MANACOR: “Nos, en virtud de 
nuestras facultades ordinarias, salvos los derechos episcopales y parroquiales, concedemos a la 
Orden Dominicana y en su representación al Rvdo. P. Fray Benito Riera, O. P., el pleno uso 
de la descrita iglesia de San Vicente Ferrer... en nuestro Palacio Episcopal de Palma de Ma- 
Horca, a los trece días de marzo del año del Señor 1908.—Pedro, Cbispo me Mallorca Por 
mandato del Rvdmo. Obispo, mi Señor.—Lic. B. Pascual, Lect. Srio”.—“El M. Rvdo. Fr. Benito 
Riera y Mesquida, en nombre y representación de la“Orden, aceptó las llaves de la referida 
iglesia... con las condiciones y salvedades expresadas en la concesión... En fe de Jo cual firman 
la presente acta el M. I. Sr. Provísor, Delegado Episcopal, el M. Rydo. P. Fr. Benito Riera, etc.” 
2. IGLESIA DE SAN FRANCISCO, DE PALMA: “Palma, 19 de julio de 1906.—Vista la precedente ins- 
tancia, que con fecha 2 del actual, nos ha presentado el M. Rvdo. P. Fr. Bartolomé Salvá, 
Vicar. Provincial de los Terceros Regulares de la Provincia de la Inmaculada Concepción de 
Mallorca, venimos en otorgar por lo que a Nos toca, las facultades necesarias y Oportunas para 
que pueda establecerse en la iglesia de San Francisco de Asís, de esta capital, una Comunidad 
de dicha Orden Tercera. A este fin le concedemos la mencionada iglesia y demás dependencias 
y Objetos a ella pertenecientes, la cual concesión es sin perjuicio de los derechos parroquiales 
y de dos episcopales, singularmente de los adquiridos en virtud del último Concordato... Por 
último, habiendo erigido nuestro Predecesor iglesia parroquial la de San Francisco, por auto 
de 30 de noviembre de 1894, la presente concesión ha de ser y es puramente precaria, al tenor 
de las que dicho Prelado hizo de las iglesias de San Buenaventura, de Lluchmayor, en 1892 y de 
San Antonio de Padua, de Artá, en 1897, incluídas como ayudas en el aludido arreglo 'parro- 
quial de esta diócesis de Mallorca... Así lo decretó y firma S. Sría Ilma. el Obispo, mi Señor, 
de que certifico. B. Pascual, Lect. Srio.” “El M. Rvdo. P. Fr. Bartolomé Salvá aceptó, en nom- 
bre y representación de la Orden, con las condiciones y salvedades expresadas en la conce- 
sión, las llaves de la referida iglesia... En fe de lo cual firman la presente acta el M. I. Sr. Pro- 
visor, Delegado Episcopal, el M. Rvdo. P. Fr. Bartolomé Salvá", etc. 

(3) Leemos, en efecto, en el escrito de consulta del Prelado de Mallorca: “Quapropter, 
vitandi causa scandalum apud fideles Oriturum, si quaestiones ludiciallter pretractentur, mihi 
visum est rectius, expeditius prudentiusque proponere isti S. Congregationi quaedam dubla 
cuius responsa vel'solutiones flnem imponant controversiae absque molestiis iudiciorum Pros 
priis. Agitur enim, mea quidem opinione, potissimum de dubiis seu quiestionibus iuris”. 


4“B. O. O.", nov. 1953, p. 388). 
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constituendam, postulaverunt cessionem ecclesiae, quae ante disamorti- 
zationem sui Ordinis fuerat; atque Ordinarius loci eorumdem votis an- 
nuens, permissionem: praescriptam concessit, necnon etiam ecclesiam ple- 
no iure donavit, appositis tamen hisce conditionibus vel clausulis: ser- 
vatis iuribus paroecialibus, sine praeiudicio iurium paroecialium vel 
alia aequipollenti ?—Qvuatenus affirmative: 

II. An portionem paroecialem, de qua canone 1.236, non obstante 
privilegio contrario, quo Ordo in genere guaderet, proprio defuncti pa- 
rocho solvere debeant ? 


III. Utrum iure funerandi, de quo in canone 1.225, uti possint Re- 
ligiosi Tertii Ordinis Sancti Francisci, qui, cum essent sodales non exem- 
pti ac iuri dioecesani, postea in praeclarum Tertium Ordinem Regula- 
rem, consensu Ordinarii, coaptati sunt; atque cessionem ecclesiarum, 
quae ante disamortizationem ad Fratres Minoris Sancti Francisci per- 
tinuerant, precario vel ad usum ab Ordinario loci obtinuerunt, additis- 
que praeterea hisce clausulis vel conditionibus quae etiam appositae erant 
licentiae fundationis: servatis Turibus paroecialibus, sine praeiudicio 
iurium paroecialium vel alia aequipollenti ? Quatenus affirmative : 


IV. An portionem paroecialem de qua canone 1.236, non obstante 


privilegio contrario, quo Ordo in genere guaderet, propio defuncti pa- 
rocho solvere debeant? 


V. Utrum in genere, Regulares, qui vi privilegii S. Sedis immu- 
nes sunt a portione paroeciali solvenda de qua in canone 1.236, hoc pri- 
vilegio uti non possint, ideoque portionem paroecialem solvere debeant, 
si ab Ordinario permissionem vel licentiam, de quibus in cc. 497, $ 1 


et 2, et 1.162, obtinent sub sequenti clausula: sine praeiudicio iurium 
paroecialium ? (4). 


Alcance jurídico de la respuesta.—La Sagrada Congregación del Con- 
cilio, para dar su respuesta, ha tenido sólo en cuenta los dos primeros 
dubios propuestos, y prescindiendo de los demás en su rescripto respon- 
de sólo afirmativamente al segundo, es decir, que los regulares, cuyos 
conventos fueron suprimidos en Mallorca por las leyes desamortizadoras 
del Gobierno español y a quienes después el Ordinario diocesano devol- 
vió sus iglesias, con la condición aceptada de dejar a salvo los derechos 
de los párrocos, están obligados a pagar la porción parroquial por los 


(4) "B. O. del O. de Mallorca”, now. 1953, pp. 388 y 389. 


As 


CELEBRACION DE FUNERALES EN LAS IGLESIAS DE LOS RELIGIOSOS 


funerales que, a tenor del canon 1.225, celebren en ellas, aunque por 
privilegio apostólico la Orden estuviera exenta de pagarla. 

Este es ciertamente el alcance jurídico del rescripto ; pues la frase 
latina «an debeant vel minus», en la técnica jurídica y en el estilo de 
la Curia romana, a donde ha pasado por influencia del italiano « o me- 
no», tiene un valor aceptado por el uso, segün el cual ha de traducirse 
al castellano «si están obligados o no»; y, por consiguiente, la Sagrada 
Congregación, declarando la obligación de satisfacer la porción parro- 
quial, reconoce a su vez el derecho de funerar a estas iglesias. 

Por tanto, la respuesta es inequívoca: pueden hacer el funeral las 
iglesias devueltas a los Regulares por el Ordinario diocesano de Mallor- 
ca con la cláusula «salvos los derechos parroquiales», si, a tenor del 
canon 1.225, recae en ellos legítima elección ; pero están sometidas al 
pago de la porción parroquial, no obstante el privilegio apostólico con- 
trario de la Orden. 

Esta parece que era también la mente del Obispo consultante. Pues 
en la última de las dudas propuestas a la Sagrada Congregación, de 
carácter más general y más amplio, comprendiendo a todos los Regula- 
res que hayan obtenido o que obtengan en adelante el permiso exigido 
por los cánones 447, $ 1 y 2, y 1.162, $ 4, para erigir una casa religio- 
sa y edificar una iglesia, con la cláusula «sin perjuicio de los derechos 
parroquiales», preguntaba ünicamente si, aunque estén exentos, por pri- 
vilegio de la Santa Sede, de pagar la porción parroquial, no pueden 
hacer uso de tal privilegio ; dando, en consecuencia, por supuesto que 
dicha cláusula no impide el derecho de funerar. 

La Sagrada Congregación no ha respondido a esta pregunta, quizá 
por considerarla fuera de su competencia ; porque, si bien las Sagradas 
Congregaciones, para urgir su cumplimiento, pueden declarar los cá- 
nones del Código eclesiástico, no sólo mediante rescriptos «in re pecu- 
liari- data» sino por medio de Instrucciones de carácter general, el in- 
terpretarlos auténticamente «per modum legis» es facultad exclusiva de 
la Comisión Pontificia de Intérpretes (5). Por otra parte, el asunto es- 
pecial, motivo de la consulta, quedaba solucionado en la diócesis inte- 
resada con la respuesta dada a las dos primeras cuestiones. 

Sin embargo, como «in similibus idem est iudicium», y este último 
caso, aunque formulado con carácter más universal, coincide con el re- 
suelto por la Sagrada Congregación, de suerte que no sólo son casos 


(5) Cfr. Benedicto XV; Motu proprio Cum iuris canonici, del 45 de septiembre de 1917: 
A. A. S., IX, 483-484. MICHIELS: Normae Generales, t. 1, ed. altera, pp. 496, 500 y 504. 
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parecidos, sino idénticos, pues la circunstancia de que los Regulares, al 
erigir una casa religiosa, reciban para que forme parte de ella una igle- 
sia que era suya o construyan ésta juntamente con la casa, no introdu- 
ce, por lo que hace al alcance jurídico de la cláusula puesta por el Or- 
dinario a la licencia requerida, modificación alguna, creemos que debe 
seguirse como norma directiva y criterio seguro el indicado por la Sa- 
grada Congregación en el primer caso particular. 

Así lo afirmaba ya Muniz en su Derecho parroquial, basado en el 
Derecho antiguo, sin que ningün autor moderno le haya contradicho, 
en donde, después de haber citado las Ordenes religiosas, a cuyos mo- 
nasterios o casas concedieron los Sumos Pontifices el privilegio de no 
pagar la porción parroquial, concluía advirtiendo: «Pero estos mismos 
no gozan de tal privilegio en los monasterios o casas que pagaban la 
porción parroquial en los cuarenta años que inmediatamente precedie- 
ron al Concilio de Trento, ni en los que hayan obtenido la licencia para 
fundar después sus casas con la cláusula «sine praeiudicio iurium paroe- 
cialium» (6). 

He aquí la razón jurídica que puede alegarse. Nadie está obligado 
a hacer uso del privilegio concedido únicamente en favor suyo, a no ser 
que la obligación surja por otro capítulo (can. 69); y, ni por virtud al- 
guna, ni para evitar detrimento alguno a la Iglesia o a otros que son 
los capítulos de los que, a juicio de los autores, puede provenir la obli- 
gación de ejercitar el privilegio, están obligados los conventos, que go- 
zan del privilegio apostólico de no pagar la porción parroquial, a hacer 
uso del mismo (7), antes bien no ejercitándolo benefician al párroco, 
para el que es oneroso; por lo que con la intervención de su Superior 
competente o dentro de los términos de sus constituciones, pueden, al 
pedir permiso para erigir una casa o para construir una iglesia, compro- 
meterse a no usar de él, si el Ordinario del lugar, después de oír a los 
párrocos de las iglesias vecinas, según prescribe el canon 1.162, $ 3, lo 
juzga necesario, Y, por tanto, cuando consta que tal compromiso exis- 
tió y se formalizó, aceptando la condición puesta por el Ordinario con 
esta cláusula u otra equivalente «salvos los derechos parroquiales», en- 
tre los que se cuentan los derechos de estola, que, en el caso de celebrar- 
se las exequias en otra iglesia legítimamente elegida, están constituídos 
por la porción parroquial, no pueden ejercitar el privilegio de exención, 


(6) 2.a edic. (Sevilla, 1923), p. 589. 
(7) Cfr. VAN HovE: De Privilegiis (Mechliniae, 1939), pp. 196-198. 
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mientras no haya pasado el tiempo para el que se formalizó el compro- 
miso u obtengan su remisión del Ordinario diocesano. 


Nótese que no se da aquí renuncia del privilegio, que implica la 
pérdida del mismo y, si es expresa, requiere la aceptación del Supe- 
rior (can. 72), en este caso, de la Santa Sede, y si es tácita, precisa 
el uso contrario voluntario (8), lo que no se verifica en nuestro caso; 
sino pacto o compromiso obligatorio de no usar del privilegio, que si- 
guen teniendo y no podrán perder, como se pierden los privilegios one- 
rosos, por prescripción legítima o renuncia tácita (can. 76). 


Finalmente, en cuanto a la segunda y tercera dudas propuestas en 
la consulta por el Obispo de Mallorca, y a las que no ha dado respuesta 
la Sagrada Congregación, fácilmente se comprende que los Terciarios 
regulares franciscanos, por no ser suyas las iglesias que el Ordinario 
diocesano les cedió sólo en uso y dejando a salvo los derechos parro- 
quiales, con más razón que los demás reguiares a quienes les fueron de- 
vueitas iglesias que habían sido de su propiedad, deberán pagar la por- 
ción parroquial. Más aún; nos atreveríamos a afirmar que éstos no po- 
drían hacer siquiera uso del derecho de funerar, si tal fué la mente del 
Ordinario que les cedió en forma tan precaria las iglesias que, segün 
se iee en las actas de cesión, ésta quedaría sin efecto en el caso de que 
se realizara el arreglo parroquial y aquéllas se crearan parroquias o _ 
ayudas de parroquia. Pues si es cierto que los Regulares pueden hacer 
uso del derecho de funerar, que el Código les otorga, en sus iglesias, 
también lo es que no pueden hacerlo en iglesias que otro les haya ce- 
dido prohibiéndoles ejercitar este derecho; y en este caso no les queda 
otro remedio que pedir remisión de las condiciones al concedente o 
adquirir iglesia propia de la que puedan disponer plenamente. 


José RODRIGUEZ 


Provisor de Mallorca 


(8) VAN HOVE: 0. €. p. 271 
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ll. ESTATALES 


HESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Se refiere la presente reseña a las disposiciones publicadas en el TERCER 
CUATRIMESTRE del año 1953. 


SERVICIO MILITAR 


Orden de 24 de agosto de 1953 (1), del Ministerio del Ejército, para la 
aplicación del Convenio entre la Santa Sede y el Estado espaíiol, sobre la 
Jurisdicción Castrense y Asistencia Religiosa a las Fuerzas Armadas, de 
5 de agosto de 1950, promulgado con fecha 18 de octubre de 1950. 

Comprende esta Orden 31 artículos y una disposición transitoria, que 
resumimos brevemente: 


I. En el artículo 1.” se reconoce el principio de derecho: “Todos los 
clérigos y religiosos, ya sean profesos, ya novicios, están exentos de todo 
servicio militar, según lo estipulado en el artículo XII del Convenio.” En 
el restante articulado se hacen las aplicaciones prácticas, de esta forma: 


II. En tiempo de paz: a) los seminaristas y religiosos, sin votos, go- 
zarán de prórroga durante el tiempo que les falte para recibir el sagrado 
presbiterado o emitir sus votos, respectivamente; b) los sacerdotes y relh- 
giosos profesos, hasta los treinta años, quedarán a disposición del Vicario 
general castrense; c) los sacerdotes y religiosos profesos que hayan alcan- 
zado los treinta años de edad quedarán obligados a prestar en los ejérci- 
tos de Tierra, Mar y Aire funciones de su sagrado ministerio o asistencia 
religiosa en las Fuerzas Armadas, con exclusión de todo otro servicio, 
durante el tiempo no superior en todo caso a la duración del servicio mili- 
tar en filas en el primero de dichos ejércitos. El llamamiento se efectuará 
en la cuantía que el Vicario general castrense estime necesario. Disfruta- 
rán de la consideración de alférez. 


III. En tiempo de guerra: a) los sacerdotes seculares o regulares per- 
tenecientes a reemplazos cuya edad está comprendida en la movilización 


(4) “Boletín Oficial del Estado" de 3 de septiembre de 1958. 
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serán llamados a ejercer su sagrado ministerio, como capellanes, en las Fuer- 
zas Armadas, en la medida que el Vicario general castrense considere ne- 
cesaria. Disfrutarán de la consideración de alférez; b) los clérigos y reli- 
giosos no sacerdotes, así como los seminaristas, postulantes y novicios en 
edad de movilización, serán destinados, en la medida que el Vicario géne- 
ral castrense estime necesario, a ayudar a los capellanes en su ministerio 
espiritual o a otros servicios compatibles con su carácter eclesiástico; c) los 
comprendidos en el apartado anterior podrán disfrutar de permisos con el 
fin de proseguir sus estudios en el Seminario o casa religiosa a que perte- 
nezcan; concediéndosele siempre a aquel en cuyo nombre se presente un 
sacerdote del clero regular o secular, debidamente autorizado por sus su- 
periores eclesiásticos, para “prestar servicio de vanguardia propio de su mi- 
nisterio; d) quedan exentos de todos los casos de movilización: los Ordi- 
narios y Obispos titulares, los párrocos y vicepárrocos, los rectores de los 
seminarios, los rectores de las iglesias abiertas al culto, los sacerdotes re- 
ligiosos que se consagren al apostolado en tierras de misión. 


IV, Quedan excluídos de estos privilegios y normas: a) los semina- 
ristas, postulantes o novicios que abandonaren el Seminario o el instituto 
religioso y se encontraren en edad de prestar servicio militar; y b) los 
clérigos que a tenor de los sagrados cánones hubiesen sido reducidos al 
estado laical, o los religiosos que, no habiendo recibido las Ordenes sagra- 
das, abandonen el instituto y estuvieren comprendidos en la edad militar. 
` Subrayamos sobre dicho Acuerdo los interesantes comentarios de don 


MANUEL García Castro, a los cuales nos remitimos y que han sido pu- 
blicados por nuestra REVISTA (2). 


INTERVENCIÓN DE ECLESIÁSTICOS EN ORGANISMOS DEL ESTADO 


Decreto de 11 de septiembre de 1953 (3), del Ministerio de Educación 
Nacional, creando el Conse jo de Protección Escolar en La Línea de la Con- 
cepción, cuya acción alcanzará a cuantas escuelas públicas de la Iglesia 
soliciten acogerse, total o parcialmente, a los beneficios y deberes respec- 
tivos que dispense u ordene dicho Consejo de Protección. Debiendo 


ser vocal del mismo “el Arcipreste o Cura Párroco que designe el Obispo 
de la diócesis”. 


(2) ¡REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO (CANÓNICO (1950), pp. 601-621 y 1.101-1.171. 
(3) “Boletín Oficial del Estado" de 26 de septiembre de 1933. 
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Ley de 3 de diciembre de 1953 (4), de la Jefatura del Estado, por la 
que se determinan la composición y atribuciones de la Junta de Relaciones 
Culturales, nombrando como vocal nato del Pleno de la misma al Rector 
de la Universidad Pontificia de Salamanca. 


ENSEÑANZA 


Orden de 4 de agosto de 1953 (5), del Ministerio de Educación Nacio- 
nal, por la cual se dispone que en las Escuelas de Enfermeras, creadas 
por Decreto de dicho Ministerio de 27 de junio del año anterior, y en su 
plan de estudios, se incluya como asignatura obligatoria para el primer 
curso la Religión; y la Religión y la Moral profesional, para los otros dos 
cu-sos que comprende el plan de formación. Se manda también incluir en- 
tre el personal directivo de estas Escuelas un capellán o asesor eclesiástico, 
2 propuesta de la autoridad eclesiástica. 


Orden de 18 de septiembre de 1953 (6), del Ministerio de Educación 
Nacional, por la que se legisla sobre la enseñanza de la Religión en las Es- 
cuelas de Peritos Industriales, Aparejadores, Peritos Agrícolas, Faculta- 
tivos de Minas y Colegio Politécnico de La Laguna; disponiendo “que 
desde el comienzo del curso académico 1953-1954, y con carácter. de 
asignatura fundamental v obligatoria, se estudiará la Religión en todos 
los años de la carrera, incluso en aquellos que tengan el carácter de comu- 
nes o preparatorios, si se realizan después de aprobado el ingreso en los 
citados Centros". 


Orden de 18 de septiembre de 1953 (7), del Ministerio de Educación 
- Nacional, por la cual se confirma para el curso académico de 1953-1954 el 
profesorado de Religión, tanto numerario como adjunto, de los Institutos 
Nacionales de Ensefianza Media. 


Orden de 23 de septiembre de 1953 (8), del Ministerio de Educación 
-Nacional, prorrogando por el curso de 1953-1954 los nombramientos vi- 
“gentes de profesores de Religión en las Escuelas de Comercio. 


Orden de 3 de noviembre de 1953 (9), de la Dirección General de En- 
'sefianza: Laboral, dependiente del Ministerio de Educación Nacional, pu- 
blicando el Reglamento, aprobado por dicho Ministerio, que ha de regir 


(4) “Boletín Oficial del Estado” de 5 de diciembre de 1953. 
(5) “Boletín Oficial del Estado" de 1 de septiembre de 1953." 
(6) “Boletín Oficial del Estado” de 25 de septiembre de 1953. 
(7) “Boletín Oficial-del Estado" de 30 de septiembre de 1953. 
(8) “Boletín Cficial del Estado" de 31 de octubre de 1953. 

(9) “Boletín Oficial del Estado” de 30 de noviembre de 1053. 
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en los Centros de Enseñanza Media y Profesional. Creemos de especial 
interés: 

a) El artículo 14, que dice: “El profesor de Formación religiosa 
será nombrado por el Ministerio de Educación Nacional, a propuesta del 
Obispo de la diócesis.” 

b) El artículo 15: “Además de desempeñar las clases de Religión, 
será de su incumbencia la dirección espiritual del Centro, a cuyo objeto 
organizará, dentro de las posibilidades del horario y previa aprobación del 
Director, las prácticas diarias de piedad y la celebración de las festividades 
religiosas, y cuidará, asimismo, de la formación moral y del carácter de 
los alumnos, preparándoles para el recto ejercicio de sus tareas profe- 
sionales" ; y 

c) El artículo 45: “La educación religioso-moral será dirigida por el 
profesor de Educación religiosa, de acuerdo con el Director, y a ella coope- 
rarán los demás profesores. 

Habrá de ajustarse a los principios del Dogma y de la Moral católica, 
y comprender: 1.°, la enseñanza de la Religión, con arreglo al horario 
y Cuestionarios aprobados por el Ministerio; 2.”, la práctica de ejercicios 
piadosos y asistencia a actos de culto, y 3.”, conferencias doctrinales y 
morales conducentes al cultivo de los valores espirituales y la formación 
del carácter de los alumnos en orden al mejor cumplimiento de sus futuros 
deberes ciudadanos y profesionales.” 


Orden de 10 de septiembre de 1953 (10), del Ministerio de Educación 
Nacional, prorrogando para el curso 1953-1954 los nombramientos vi- 
gentes de Directores y profesores de Formación religiosa de las Universi- 
dades, sin perjuicio de lo que dispongan los Ordinarios en orden a la 
remoción de los existentes y provisión de las vacantes. 


Ley de 22 de diciembre de 1953 (11), de la Jefatura del Estado, mo- 
dificando el artículo 62 del Decreto-ley de 17 de julio de 1945 sobre las 
Escuelas del ¡Magisterio Primario, que quedará redactado en la forma 
siguiente: 

“Las Escuelas del Magisterio de la Iglesia tendrán la facultad de con- 
ceder títulos profesionales para el ejercicio de la docencia en las Escuelas 
primarias de la misma Iglesia y en las de Patronato de carácter religioso. 
Para que los títulos expedidos por dichas Escuelas tengan valor profesional 
a los efectos de la docencia en las Escuelas primarias nacionales y en las 


(10) “Boletín Oficial del Estado” de 10 de diciemb: 
i : mbre de 1953. 
(11) “Boletín Oficial del Estado" de 23 de diciembre de 1953. 
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de Patronato no religioso, los titulares habrán de aprobar un examen de 
conjunto ante un Tribunal constituído por un Presidente, miembro del 
Consejo Nacional de Educación o catedrático de la Universidad a cuyo 
Distrito pertenezcan aquellas Escuelas; un vocal, profesor de la Escue- 
la del Magisterio del Estado, nombrado por el Ministerio, y otro 
vocal, profesor de la Escuela del Magisterio de la Iglesia, designado por 
la Jerarquía eclesiástica.” 

Es en materia de enseñanza religiosa donde vienen siendo más abun- 
dantes las disposiciones civiles. Y sobre copiosas, nos resultan acertadas. 
En general, reseñamos el reconocimiento por el Estado del poder docente 
de la Iglesia y el cumplimiento del artículo XVI del Concordato. Cree- 
mos, sin embargo, un deber destacar de manera concreta la regulación 
de la enseñanza religiosa en los Institutos Laborales, de reciente creación. 
No sólo aspira e) legislador a poner en la inteligencia del alumno un baga- 
je esencial de conocimientos sobre lo divino, sino que pretende la forma- 
ción total y práctica del trabajador, inculcándole prácticas diarias de piedad 
y cuidando de su formación moral. 


DERECHO CONCORDATARIO 


Concordato entre la Santa Sede Apostólica y el Estado español de 27 
de agosto de 1953 (12). Consta de 36 artículos y un Protocolo final. 

Fué publicado integro en nuestra REVISTA, en su número anterior (13). 
Subrayamos las palabras de don MANUEL Bonet Murxi en su reseña del 
mismo: “Ciertamente, no existe, entre los documentos concordatarios hoy 
vigentes, otro en el que se reconozcan con tanta plenitud los derechos de la 
Iglesia”. Con razón pudo afirmar nuestro Jefe del Estado, en su Mensa- 
je a las Cortes: “Por ser inmensa la cooperación moral que el. Estado 
recibe de la Iglesia..., además de prestar un servicio insigne a la fe católi- 
ca y a la Santa Iglesia..., se ha servido a los intereses de la Patria y al bien 
de nuestro pueblo” (14). 

Instrumento de ratificación del Corcordato, de 26 de octubre de 1953, 
y publicación de los textos complementarios (15). Estos textos son los 
siguientes: 

I. - Acuerdo sobre el modo de ejercicio del privilegio de presentación 


entre el Gobierno español y la Santa Sede, de 7 de junio de 1941. 
(12) “Boletín Oficial del Estado” de 19 de octubre de 1953. 
(13) REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO (CANÓNICO, III (1953), pp. 805 5s. 


(14) REVISTA EsPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, III (1953), pp. 803 y 845. 
(15) “Boletín Oficial del Estado” de 19 de noviembre de 1953. f 
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II. Acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno español para la pro- 
visión de beneficios no consistoriales, de 16 de julio de 1946. 


III. Acuerdo entre la Santa Sede y el Estado español, sobre Semi- 
narios y Universidades de Estudios Eclesiásticos, y Acta de la firma del 
mismo, de 8 de diciembre de 1946. 


IV. “Motu proprio" pontificio sobre restablecimiento del Tribunal 
de la Rota de la Nunciatura Apostólica, de 7 de abril de 1947. 


V. Acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno espaíiol sobre la 
Jurisdicción Castrense y Asistencia Religiosa de las Fuerzas Armadas, 
de 5 de agosto de 1950. 


VI. Bula Hispaniarum fidelitas, de 5 de agosto de 1953. 


Disposición de la. Jefatura del Estado de 7 de diciembre de 1953 (16) 
salvando los errores cometidos en las anteriores publicaciones, así como 
omisiones voluntarias, que deberán tenerse en cuenta en el estudio de estos 
documentos. 

No cabe en el propósito de una Reseña más amplio comentario, Este 
será objeto de plumas más autorizadas. En el presente número encuentra 
ya el lector estudios amplios, sobre puntos concretos del Concordato, sin- 
‘gular por tantos motivos. 


FILATELIA 


Ordenes de 28 de agosto de 1953. y IO de octubre del mismo año (17), 
«del Ministerio de Hacienda, por las cuales se crean los sellos conmemora- 
tivos del Afio Santo Compostelano y se s el precio de los mismos en 
0,50 y 3,00 pesetas. - 


"ERECCIÓN DE DIOCESIS 


Decreto-ley de 6 de noviembre de 1953 (18), de T Jefatura del Es- 
tado, por el que se determinan los efectos jurídicos, en cuanto a la de- 
marcación, derechos y beneficios de la diócesis de Huelva sufragánea 
de Sevilla, erigida por la Santa Sede y comunicada dicha erección al Go- 
bierno español el 22 de octubre de 1953. Se procede de acuerdo con M 
artículo.IX del vigente Concordato. ; 


(16) "Boletín Oficial del Estado? de 7 de diciembre de 1953. 
(47) "Boletín Oficial del Estado" de 5 de septiembre de 1953. - . 
(18) "Boletín Oficial del Estado" de 10 de noviembre de 1953. 
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Orden de 31 de julio de 1953 (19), del Ministerio de Hacienda, deter- 
minando que los haberes, fijos en cuantía y periódicos en su vencimiento, 
que con cargo al presupuesto de gastos del Estado perciba el clero, goza- 
rán de la exención de tributar por el descuento de Donativo del Clero y 
Monjas, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1.” del Decreto-ley 
de 7 de diciembre de 1951, en tanto su importe anual no exceda de 6.000 
pesetas. 


DOTACIÓN DE CULTO Y CLERO 


Ley de 5 de noviembre de 1953 (20), de la Jefatura del Estado, por la 
que se dispone que, con efectividad económica de 1 de enero de 1953, se 
eleven en el 30 por 100 de su actual importe las dotaciones del personal 
de profesores de Seminarios y Universidades eclesiásticas a cargo del 
Estado español, reconociéndoseles, al propio tiempo, el derecho al percibo 
de la paga extraordinaria que tienen ya otorgada todos los funcionarios 
del Estado. 


Ley de 22 de diciembre de 1953 (21), de la Jefatura del Estado, por la 
que se dedica un capítulo, al aprobar los presupuestos generales del Estado, 
a dotar la nueva Sede episcopal de Huelva: Obispo, Clero Catedral, Semi- 
narios y pagas extraordinarias. Y a la dotación de los Vicarios generales 
según lo establecido en el artículo XIX del vigente Concordato. 

Procede de acuerdo con el Concordato, que será en lo sucesivo el prin- 
cipio inspirador de toda la legislación civil española en materia religiosa. 
Sería de desear que en esta importante, delicada y nada fácil materia se 
lograra, cuanto antes, la aspiración que señala el artículo XIX de dicho 
Convenio: “La Iglesia y el Estado estudiarán, de común acuerdo, la crea- 
ción de un adecuado patrimonio eclesiástico, que asegure una congrua do- 
tación del culto y del clero.” La fórmula deberá, sin duda, garantizar el 
hecho de la dotación congrua y, al mismo tiempo, los principios de remu- 
neración por el servicio público prestado por los sacerdotes y religiosos e 
indemnización por las pasadas desamortizaciones de bienes eclesiásticos. 


Luis SANCHEZ-DE TEMBLEQUE MERINO 


Fiscal en el Provisorato de Madrid 


(19) “Boletín Cficial del Estado” de 14 de diciembre de 1953. 
(20) “Boletin Oficial del Estado” de 6 de nov'ebbre de 1953. 
(21) “Boletin Oficial del Estado" de 27 de diciembre de 1953. 
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EL PRIORATO DE LAS ORDENES 
MILITARES 


Si se ha observado atentamente el curso que han seguido estos años 
últimos las relaciones diplomáticas entre España y la Santa Sede, y para 
quienes conozcan, aunque sea levemente, el texto de los Convenios que 
hasta el presente se han venido pactando entre el Gobierno español y el 
Vaticano (1), no ha de parecerle extraña la afirmación que a raíz de la 
firma del Concordato del 27 de agosto último hizo rotundamente “L'Osser- 
vatore Romano": "Una peculiaridad de este Concordato está en que no 
se ha estipulado, como ocurre en otras ocasiones, para poner fin a un estado 
de oposición o para cerrar un período de tensiones, sino, por el contrario, 
para corroborar y establecer una situación de hecho existente. Las nego- 
ciaciones ahora felizmente rematadas, más que introducir un mero orde- 
namiento en las relaciones de la Santa Sede y España, sancionan y ponen 
a la vista, mejorándolas incluso, el que actualmente rige” (2). Esta ase- 
veración tiene el sentido obvio que se desprende naturalmente de los tér- 
minos en que viene hecha, por más que se haya pretendido encontrar en 
ella una sobreentendida significación que no tiene; y el sentido obvio es 
que la Santa Sede, libre y espontáneamente, ha creído llegado el momento 
oportuno de dar sanción y rango de Concordato a una situación de hecho 
y de derecho ya existente. Hace más de diez años (3) se firmó el primero 
de los Convenios, al que deberían seguir otros, muy pronto, sobre distin-. 
tas materias concordatarias, para la provisión de sedes episcopales. Ya en 
este importante documento se hace referencia a un futuro Concordato que 
rucogiera, en su día, todas aquellas mismas disposiciones ya estipuladas E! 
nuevo Concordato viene a confirmar y, si se quiere, a dar mayor estabilidad 
y como carta de naturaleza en el acervo legislativo nacional, a todo el ar- 
ticulado de los Convenios posteriores al año 1941, amén de otros capítulos 
que se ha creído conveniente añadir sobre privilegios o simples concesiones 


(1) Sobre provisión de Sedes episcopales, 7 de junio de 1941. Sobre provisión de benefi- 
cios no consistoriales, 16 de julio de 1946. Sobre Seminarios y Universidades de estudios ecle- 
slásticos, 8 de diciembre de 1946. Sobre jurisdicción castrense, 5 de agosto de 1950. 


(9) “L'Osservatore Romano”, 28 de agosto de 1953. 
(3) 7 de junio de 1941. 
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que regulan las relaciones de la Iglesia con el Estado espafiol. Además, que 
ha sido no pequefio acierto dejar que la observancia saludable de unos años 
viniera a confirmar la conveniente aplicación de algunos extremos, en forma 
definitiva, en el presente Concordato. La redacción del artículo octavo, 
del que nos ocupamos, confirma plenamente este aserto. Dice así: 


“Continuará subsistiendo en Ciudad Real el Priorato “nullius” de 
las Ordenes Militares. Para el nombramiento del Obispo prior se 
aplicarán las normas a que se refiere el artículo anterior” (4). 


Con esto, el Priorato de Ciudad Real continúa su gloriosa existencia, 
ya casi secular. 


ANTECEDENTES. 


En el anterior Concordato del año 1851, en su articulo nueve, se preveía 
la creación de la diócesis de Ciudad Real. Poderosas razones abogaban por 
ello, así como por las diócesis de Madrid y Vitoria. Pero es el caso que 
aun creándose la diócesis de Ciudad Real quedaba por resolver el dificil 
problema planteado con la incautación de los bienes pertenecientes a ias 
Ordenes Militares, ejercicio de su jurisdicción, y las graves dificultades 
que ofrecia un territorio diseminado, con enclavaciones en otras demar- 
caciones eclesiásticas. A todo esto quiere poner saludable remedio el ar- 


ticulo noveno del mencionado Concordato. Fundándose en estas razones, 
viene a disponer: 


"Siendo, por una parte, necesario y urgente acudir con el oportu- 
no remedio a los graves inconvenientes que produce en la adminis- 
tración eclesiástica el territorio diseminado de las cuatro Ordenes Mi- 
litares de Santiago, Calatrava, Alcántara y Montesa, y debiendo, por 
otra parte, conservarse cuidadosamente los gloriosos recuerdos de una 
institución que tantos servicios ha hecho a la Iglesia y al Estado y las 
prerrogativas de los Reyes de España, como Grandes Maestres de las 
expresadas Ordenes por concesión apostólica, se designará en la nueva 
demarcación eclesiástica un determinado número de pueblos que for- 
men coto redondo para que ejerza en él, como hasta aquí, el Gran 
Maestre la jurisdicción eclesiástica con entero arreglo a la expresada 
concesión y Bulas pontificias. El nuevo territorio se titulará Priorato 


de las Ordenes Militares, y el Prior tendrá cáracter episcopal, con tí- 
tulo de iglesia in partibus” (5). 


(4) A. A. S, XXXXV, 629. 
(5) Concordato del año 1851, art. 9. 


OB a 
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Ponderados argumentos para no hacer caso omiso de las gloriosas Or- 
denes Militares, tan entroncadas en la vida religiosa, militar y política de 
la Patria, en un momento histórico que tantas instituciones beneméritas 
y seculares vió naufragar. No se quiso que ocurriera otro tanto con las 
insignes Ordenes Militares, y se hizo con ellas esta justa salvedad. 


LAs ORDENES MILITARES. 


Nuestras Ordenes de Caballería, creadas a imitación de los Caballeros 
de Jerusalén aun antes que por el testamento de Alfonso el Batallador 
(s. XII) vinieran éstos a España, fueron eficaces auxiliares en la Recon- 
quista (6). No podría escribirse la Historia exacta de España en la Edad 
Media si no se dedicara un largo capítulo a las Ordenes Militares en ge- 
neral, y en particular a las de origen español, instituciones religiosas y mi- 
litares a un tiempo, cuyos miembros hacían profesión religiosa con el voto 
especial de defender con las armas la religión de Cristo. Con esto santifi- 
caban la vida militar y se constituían en fuerte baluarte frente a las fuerzas 
de infieles, amenaza constante del pueblo cristiano, La observancia fiel de 
la vida religiosa era fuente continua de grandes energías para estos piado- 
sos caballeros. Bien conocidas y propagadas fueron en España las de Al- 
cántara, Calatrava, Montesa y Santiago. La generosidad de los Reyes y la 
caridad de los cristianos pusieron en manos de los priores cuantiosos bie- 
nes, a los que supieron señalar fines de caridad y aun ser verdaderos cré- 
ditos de operaciones financieras del país. Los miembros de las Ordenes 
Militares gozaron de exención canónica personal y judicial, ejerciendo en 
los territorios que les eran propios funciones de verdadera jurisdicción 
sobre sus moradores. En este poderío material y prosperidad que llegaron 
a alcanzar en el decurso de los tiempos se encuentran no pocas de las cau- 
sas que motivaron su decadencia. Además, el momento histórico que un 
día había reclamado su presencia en el concierto humano caminaba hacia 
su ocaso. Con todo, digamos que otras circunstancias externas precipita- 
ron la hora de su desaparición, y dejaron de existir ante la ley. Esto mismo 
ocurría igualmente en España (7). El Concordato de 1851 quiso restable- 
cer, como queda dicho, las antiguas Ordenes Militares de origen español, 
con sus exenciones territoriales y personales, expresando al mismo tiempo 
un deseo de unificación territorial, acabando de una vez con las engorrosas 


(6) ALVAREZ ARAÚJO: Recopilación histórica de las cuatro Ordenes Militares (Madrid, 1808). 


(7) Al final de la Reconquista (1492), con la toma de Granada, se creyó extinguida la fina- 
lidad de las Ordenes Militares, si bien aun posteriormente no dejaron de prestar buenos 


servicios. 
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enclavaciones. La Iglesia, por su parte, se manifestó dispuesta a facilitar 
este deseo del Gobierno de la nación. | 


Iac wa] OARDSRACRENO STO ICA MIS 


Preparadas y dispuestas así las cosas, la Santa Sede promulgó el 18 de 
noviembre del año 1875 la Bula 4d Apostolicam de Su Santidad Pío IX, 
cuya ejecución se confiaba al Arzobispo de Toledo (8), y que es aún actual- 
mente, con otras disposiciones, la base fundacional y como la carta puebla 
de la diócesis Priorato de Ciudad Real. En efecto: 1) Con arreglo a dicha 
Bula se declara exento el territorio de la provincia de Ciudad Real, des- 
tinado a formar el territorio de las Ordenes Militares, 2) El gobierno 
espiritual de la nueva diócesis Priorato viene confiado a un Prior con dig- 
nidad episcopal, uniendo a su cargo el Obispado titular de Dora en Pa- 
lestina. 3) Las atribuciones del Obispo-Prior son exactamente las mismas 
que las de un Obispo residencial. 4) Durante el tiempo que estuviere va- 
cante la sede prioral, pasará su gobierno al Vicario General, sin necesidad 
de ulterior elección de Vicario Capitular. 5) El Obispo-Prior, los capitu- 
lares, beneficiados y párrocos deberán inscribirse, si no lo estuvieren, en 
una de las cuatro Ordenes Militares. 6) Para el ejercicio de la jurisdic- 
ción maestral judicial y gubernativa, se establece un Tribunal con carácter 
de metropolitano. 7) El Gran Maestre postulará a la Santa Sede el Prior 
que tenga que regir y gobernar el Priorato. Esta es, en líneas generales, la 
parte dispositiva de la Bula 4d Apostolicam. A estas normas se ha venido 
ajustando el gobierno de la diócesis prioral de Ciudad Real hasta el mo- 
mento presente. 


DIDSOIDPIINAÀA A CTUAIM 


A la base del estado en que se encuentra aün actualmente, dentro de la 
disciplina canónica, el Priorato de las Ordenes Militares, debe figurar to- 
davía la Bula 4d Apostolicam. En el ámbito de circunscripciones eclesiás- 
ticas, el Priorato nullius de las Ordenes Militares, con sede en Ciudad Real, 
tiene un significado canónico bien definido. Dejando siempre a salvo cuanto 
dispone la Bula 4d Apostolicam, le cumple plenamente el apelativo canó- 
nico de diócesis propiamente dicha, y esto por razón de ser Prelatura nul- 
lius directamente sujeta a la Santa Sede (9). Por eso mismo se aparta del 
concepto de Prefectura o Vicariato Apostólico, que se reserva en Derecho 


(8) Lo era por entonces el Cardenal Moreno. 
(9) Can. 215, $ 2. 
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EL PRIORATO DE LAS ORDENES MILITARES 


para clasificar las circunscripciones no erigidas todavía en diócesis (10). 
En la misma línea de Prelaturas conserva el Priorato de las Ordenes Mili- 
tares un matiz del todo especial, y hasta pudiéramos decir del todo sin- 
gular. En el elenco de Abadías y Prelaturas nullius no encontramos caso 
parecido al de este Priorato militar, que hace referencia a su antigua orga- 
nización. El término mismo de Priorato, con caer dentro de la terminología 
eclesiástica, no ha pasado al Código de Derecho Canónico, Es preciso no 
olvidar su peculiar carácter histórico para entender cumplidamente su sen- 
tido. En su origen, los Prioratos fueron porciones de bienes rüsticos per- 
tenecientes a comunidades religiosas, para cuya administración se dele- 
gaba a alguno de sus miembros, con entera dependencia del Abad. En el 
correr de los tiempos aparecen estos mismos Prioratos con el carácter de 
Prioratos simples cuando no llevan aneja cura de almas; después hacen 
su aparición los Prioratos curados o con cura de almas; más tarde, los 
Prioratos confiados en administración y sin límites de tiempo a clérigos 
“seculares, y, por último, se llega a los Prioratos exentos (11). Conforme 
a esta disciplina se constituyeron los Prioratos de las Ordenes Militares, 
ciertas y determinadas demarcaciones territoriales administradas por un 
Prior con dependencia del Maestre de la Orden respectiva; y de aqui, reuni- 
dos todos los territorios parciales dispersos que poseian en Espaíia las 
cuatro Ordenes Militares sefialadas en una sola provincia, hasta formar 
coto redondo, nace la Diócesis-Priorato nullius de Ciudad Real, que es la 
denominación canónica que mejor le cuadra. Señalemos, por último, que, 
a tenor del Muto Proprio Apostolico Hispamarum Nuntio (12), y en su 
calidad de Priorato nullius, reconoce como Tribunal de apelación en se- 
gunda instancia al Tribunal de la Sagrada Rota Española, o a la Romana, 
indistintamente. 

La continuidad del Priorato nullius de Ciudad Real, según queda con- 
signada en el Concordato del pasado año, hoy en vigor, resulta grata por 
el sabor de recuerdo histórico que lleva anejo. 


ANTONIO ARIÑO ALAFONT 


(10) Can. 293. 
(11) MENDO P. ANDRÉS, S. I.: De Ordinibus Militaribus Disqutsiltones, Lugduni, 1668 


(19) 92 de abril de 1947. A. A. S., XXXIX, 155-163. 
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LA PARROQUIA DE VALCARLOS 
Y EL NUEVO CONCORDATO ESPANOL 


Valcarlos es el pueblo último de España, en la provincia de Navarra, 
próximo a la frontera franco-española, y, por tanto, es la última parro- 
quia de la diócesis de Pamplona, en esta parte de los Pirineos de Na- 
varra, cuya parroquia confina con el departamento francés de Basses- 
Pyrénées y con la diócesis de Bayona. 

Esta parroquia de Valcarlos es excepcional en cuanto a su territorio 
y jurisdicción espiritual. Dentro de los límites de esta parroquia españo- 
la hay un pueblecito francés, llamado Ondarrola, que pertenece al de- 
partamento francés de Basses-Pyrenées, en lo civil, y a la diócesis de 
Pamplona y parroquia de Valcarlos, en lo eclesiástico y espiritual. 

Aún más: dentro del territorio español, en jurisdicción civil de Na- 
varra, y en el término de Valcarlos, hay un barrio de tres caseríos que, 
en lo civil, son españoles, y en lo espiritual, pertenecen a la parroquia 
de Lassa (Basses-Pyrénées) y a la diócesis de Bayona. De tal modo que 
una pequeña zona de territorio francés, con su poblado de Ondarrola, 
pertenece a una parroquia española: Valcarlos; y una diminuta faja 
de territorio español, con su poblado de tres caseríos, pertenece a una 
parroquia francesa: Lassa. 

El pueblo francés de Ondarrola, que dista de las casas de Valcarlos 
poco más de medio kilómetro, es un pueblecito pulcro y limpio, como 
todos los pueblos de la antigua Baja Navarra; recostado en una suave 
pendiente, entre prados de heno eternamente verdes, sombreado por 
castaños, nogales, fresnos y avellanos, que le hacen realmente pintores- 
co, y no hay que encender la imaginación para contemplarlo como un 
belén de grandiosas proporciones. Tiene unos 180 habitantes: los ochen- 
ta agrupados en casas que se asoman al río internacional, y los otros 
cien viven en caseríos diseminados en el campo, blancos más que las 
ovejas de sus prados y risueños como ios arroyuelos que besan sus pa- 
redes. ; 

Son sencillos los ondarrolarras, de costumbres patriarcales y muy 
buenos cristianos- Todos cumplen estrictamente sus deberes religiosos. 
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Los vientos volterianos de Francia no han ilegado a este rinconcito de 
la antigua sexta Merindad de Navarra. 

Yo los he visto, en sus funerales, que se celebran, todos, en la pa- 
rroquia y cementerio de Valcarlos, ir los hombres recogidos y devo- 
cos, con el rosario en la mano, musitando, tristes, las avemarías del 
salterio mariano, y a las dueñas enlutadas, cubiertas totalmente sus ros- 
tros por largos velos de espeso tul, envueltas en mantos ampulosos, in- 
mediatamente detrás del féretro, como las matronas del dolor. La pri- 
mera vez que presencié estos entierros de Ondarrola y de Valcarlos, 
este fúnebre cortejo, extraño e imponente, me conmovió hasta el fondo 
del alma. 

Los he visto, también, en los primeros días de mayo, en pintorescos 
grupos familiares, con los niños y niñas vestidos de blanco, pisando las 
primeras flores de la primavera, con el ruido de una cháchara alegre y 
jubilosa, dirigirse de la parte de Francia a la tierra española, para ha- 
cer, en su parroquia de Valcarlos, la primera Comunión. También eran 
emocionantes estas pequeñas romerías de aquellos buenos caseros de 
tierra francesa, pero de sangre navarra. En fin, están completamente 
identificados con los valcarlinos y, acaso, como más caseros, con sus 
costumbres ancestrales más arraigadas. 


UN POCO DE HISTORIA 


Viene todo esto a cuento del nuevo Concordato español, en lo que 
se refiere al artículo 1X, en sus párrafos primeros. 

Y para conocer, siquiera someramente, la historia de esta—al pare- 
cer anómala—jurisdicción parroquial y diocesana, extractamos, breve- 
mente, algunos documentos antiguos de los archivos de la parorquia de 
Valcarlos y de la Real Colegiata de Roncesvalles. 


La parroquia de Valcarlos estuvo, antiguamente, sujeta a la Sede 
episcopal de Bayona (Francia) hasta el año 1566 en que el santo Papa 
Pío V la separó de la diócesis francesa, por estar inficionada de la he- 


rejía protestante de los hugonotes, y la adjudicó a la diócesis española 
de Pamplona. 


Esta parroquia se componía, en aquella época, de la actual villa de 
Valcarlos y de todo el territorio de lo que hoy es el primer poblado de 
Francia, Arnegui, y del barrio de Ondarrola ; formando estos tres pue- 


blos con su territorio y sus caseríos un solo municipio y una sola pa- 
rroquia. 
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En 1620, la Baja Navarra, que constituía la sexta Merindad (léase 
provincia) del antiguo reino pirenaico, fué incorporada a la Corona fran- 
cesa por Luis XIII, tirándose la línea divisoria de las dos naciones por 
los límites propios de Valcarlos y quedando, en consecuencia, para Fran- 
cia las aldeas de Arnegui y Ondarrola, pero ambas siguieron, como an- 
tes, perteneciendo, en lo espiritual, a la parroquia de Valcarlos. 

Una señora de Arnegul, Madame Lassalle de Saint Pierre, edificó 
la iglesia de su pueblo en 1656. El patronato de esta iglesia quedó vin- 
culado a la familia Lassalle con los demás derechos de fundación, y des- 
de entonces, Arnegui se desgajó (no sin protestas de Pamplona y de 
Valcarlos) de la diócesis iruniense y de la parroquia valcarlina. Pero no 
sucedió así con el barrio de Ondarrola, en el que no hubo la variación 
que sufrió Arnegui en su jurisdicción espiritual, porque jamás ha teni- 
do iglesia propia, ni siquiera un sencillo oratorio o capilla, ni ha per- 
tenecido, en época alguna, a Arnegul; antes bien, desde su primera 
existencia, ha sido, constantemente, de la jurisdicción parroquial de 
Valcarlos, en donde sus habitantes han sido bautizados y confirmados 
v casados, y, en su cementerio de Valcarlos, enterrados. 

Consta, también, que desde el afío 1566, en que la parroquia de Val- 
carlos dejó de pertenecer a Bayona, Ondarrola ha pertenecido a la dió- 
cesis de Pamplona y que los señores Obispos de la misma, cuando han 
visitado a Valcarlos, han ejercido, simultáneamente, los actos propios 
de su jurisdicción episcopal en los vecinos de Ondarrola, administrando 
a los mismos el sacramento de la Confirmación v concediendo, siempre, 
las dispensas del parentesco y proclamas que han ocurrido en Ondarro- 
la. Por otra parte, los Prelados de Pamplona han manifestado, siem- 
pre, especial predilección por los feligreses de Ondarrola, pues consta 
que, entre otras gracias, concedieron a dichos diocesanos, en 1884, con 
motivo del cordón sanitario que les impedía pasar la frontera y venir a 
Valcarlos a cumplir sus deberes religiosos, que un sacerdote de Valcar- 
los residiera en dicho barrio, celebrando allí los divinos Oficios, inclu- 
so los bautizos solemnes, a pesar de no tener iglesia u oratorio desti- 
nado a ese fin. 

Desde el año 1826 al 1843 se suscitaron disputas y forcejeos, acerca 
de la jurisdicción parroquial y espiritual de Ondarrola, entre los párro- 
cos de Valcarlos y Arnegul, entre los Prelados de Pamplona y de Ba- 
yona y entre las Autoridades civiles españolas y francesas, disputas que, 
en alguna ocasión, fueron agrias y violentas; pero se impuso el buen 
sentido y la justicia y, sobre todo, el empeño exaltado de los vecinos 
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de Ondarrola, que, ni por promesas ni por amenazas, cejaron en su 
empeño constante, a veces heroico, de pertenecer a Valcarlos y no a 
Arnegul, a pesar del patriotismo, tan reconocido y laudable, de los fran- 
ceses. 

«No existe—copiamos de «Recherches de Bayonne»—dato alguno 
que compruebe haberse suscitado, con posterioridad a este aiio (1843) 
cuestión alguna de esta índole; actualmente reina franca y mutua cor- 
dialidad de relaciones entre los sefiores Obispos de Pamplona y de Ba- 
yona, así como entre los párrocos de Arnegui y de Valcarlos, a quienes 
los referidos Prelados conceden amplias facultades ministeriales para sus 
respectivas diócesis. 

»Desde el año 1843, cuando el señor Obispo de Bayona nombra un 
párroco de Arnegui, le da el título de «cura de Arnegui y Ondarrola» ; 
pero, secretamente, queda advertido de que no se inmiscua en las fun- 
ciones parroquiales de Ondarrola, las que ejerce, con completa libertad, 
el señor Cura de Valcarlos». 


Los TRES CASERÍOS ESPAÑOLES QUE PERTENECEN A LA PARROQUIA 
FRANCESA DE LASSA 


La otra particularidad que ofrece la parroquia de Valcarlos, esto es, 
que tres caseríos, los señalados con los números 23, 25 y 26 del barrio 
valcarlino de Pecocheta, situados dentro de los límites de Valcarlos y 
pertenecientes, en consecuencia, a su Ayuntamiento, que dependen, en 
cuanto a la jurisdicción espiritual, del Obispado de Bayona y forman 
parte de la feligresía de Lassa; sujetos, por tanto, a una jurisdicción 
distinta de la de sus convecinos ; esta singular situación y dependencia 
datan del año 1785 y provienen del artículo 6.? del Tratado de Límites 
acordado en dicho año entre España y Francia, que dice así: “Asimis- 
mo por la parte de Valcarlos todo el término que intermedia entre la 
línea tirada desde Mendimocha hasta Pertole, y desde la piedra de Ur- 
día por el curso del arroyo Eyarbide, hasta su desagúe al río que baja 
de Valcarlos, el cual pertenece al término y jurisdicción de Valcarlos, 
y en que tienen muchas bordas, tierras y campos los vecinos de Lassa, 
súbditos de Su Majestad Cristianisima, pasarán, con todas sus posesio- 
nes, a la dominación del Rey Cristianisimo. Pero aquellas, aunque de 
habitantes franceses, que la línea divisoria separa en la parte de Val- 
carlos quedarán de la dominación del Rey Católico.” Y como las tres 
mencionadas casas están muy próximas a la línea divisoria de la fron- 
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tera internacional, y quedan dentro de dicha línea por la parte de Val- 
carlos, hace suponer que sus habitantes, al perder su nacionalidad fran- 
cesa en virtud del expresado Tratado, conservaron su dependencia es- 
piritual del Obispo de Bayona; y así continúan hasta ahora, sin que en 
ningún tiempo se haya suscitado cuestión alguna de competencia entre 
los Prelados de Pamplona y Bayona ni entre los párrocos de Lassa y 
Vaicarlos; y sin que el párroco de esta última ejerza o haya ejercido, en 
tiempo alguno, función o ministerio parroquial con los habitantes de 
los tres referidos caseríos, cuya cura de almas corre a cargo del párro- 
co de Lassa, quien la ejerce pacíficamente y sin protesta de ningún gé- 
nero. 


EN LA ACTUALIDAD 


Ondarrola es, en la actualidad, un barrio, nada más ni otra cosa que 
un barrio de Valcarlos. Los dos poblados están íntimamente unidos por 
estrechos lazos de espiritualidad, de idioma, de vida social, de idiosin- 
crasia, de sentimentalismo, de proximidad... Ellos, los de Ondarrola, 
no piensan si son o no franceses, si son o no vascos, si son o no espa- 
ñoles... Ellos son, prácticamente, lo que son los de Valcarlos, y a ellos 
ese convivir, sin distinción de nacionalidades, les basta para satisfacer 
a sus necesidades y aun a sus conveniencias espirituales y temporales. 

Lazos muy apretados de espiritualidad los unen; han nacido a la 
sombra de la misma iglesia, que lo mismo los de Ondarroia que los de 
Valcarlos llaman suya; las campanas de ia torre han festejado sus fies- 
tas sagradas, sus bautizos y sus bodas; y con ellas han llorado a sus 
difuntos, cuyas cenizas reposan en el mismo cementerio; y les llaman, 
con su lengua de bronce, a las mismas sagradas obligaciones de cris- 
tianos. 

Lazos de idioma... todos hablan la misma lengua de Aitor: el vas- 
cuence. 

Lazos sociales : el sacramento del matrimonio ha fusionado a las fa- 
milias; si en una casa de Valcarlos la dueña zarra (vieja) es valcarlina, 
el amo joven es ondarrolarra ; si el amo viejo es de Ondarrola, la due- 
fia joven es de Valcarlos, y asi en muchos caseríos. 

Lazos de trabajo y de comercio: todo el intercambio agrícola y co- 
mercial se verifica entre los dos poblados. 

Lazos, omitiendo otros, de proximidad: la distancia de Ondarrola 
al primer pueblo francés: Arnegul, es de más de cuatro kilómetros..., 
a Valcarlos no llega a un kilómetro. 
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No conocen la disposición del nuevo Concordato en su artículo IX, 
que, de lleno, les afecta; apenas leen más que algunas revistas piado- 
sas; los sacerdotes les ocultan la novedad que les espera para ahorrar- 
les intensas amarguras...; pero son hijos sumisos de la Iglesia y se re- 
signarán... no uniéndose a Arnegui, entre los cuales hay algün anta- 
gonismo, sino edificando, en el poblado de Ondarrola, su iglesia con et 
cementerio correspondiente... y, eso sí, continuando con los de Valcar- 
los sus relaciones materiales: de familia, de trabajo, de comercio, de 
agricultura y ganadería, etc. 

| Es bien excepcional, en lo eclesiástico, en lo político y en lo civil, 
la Villa fronteriza de Valcarlos... ! 


A. MARTINEZ ALEGRIA 


Magistral de Roncesvalles 


EL CONGRESO INTERNACIONAL DE 
DERECHO CANONICO EN ROMA (%) 


Los lectores de Revista ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO tuvieron 
información oportuna de este Congreso, cuyas actas contiene el volumen 
que presentamos. El Congreso, debido a la iniciativa del profesor FEDELE, 
tuvo lugar en las últimas fechas de septiembre de 1950, pero hasta ahora 
no se habían editado sus trabajos en una colección. Algunos de éstos nos 
eran ya conocidos por haber visto la luz pública en revistas españolas o 
extranjeras. 

El tema del Congreso fué “El derecho subjetivo en el ordenamiento 
canónico”, acierto singular si se tienen en cuenta las discusiones de estos 
últimos años en torno al problema de la juridicidad del derecho propio 
de la Iglesia católica. En su discurso de apertura, el profesor DEL GIUDICE 
decía lo siguiente: “Pretendemos en estas reuniones investigar en qué me- 
dida el Derecho canónico, como ordenamiento sistemático de preceptos 
encaminados a disciplinar la actividad de los fieles, para la realización de 
los fines de la Iglesia, en su vida institucional, reconoce y garantiza con san- 
ciones propias, amenazadas o impuestas, determinados comportamientos, ne- 
gativos o positivos, de los sujetos de derecho para la seguridad de los intere- 
ses individuales. Y, por fin, averiguar hasta qué punto se puede en el 
Derecho canónico configurar la relación jurídica como una relación de alteri- 
dad; es decir, como pretensión reconocida y tutelada por el derecho ob- 
jetivo por una parte y como deber jurídico correspondiente por la otra... 
Y de nuestros estudios podremos más o menos seguramente deducir si 
y hasta qué punto en el Derecho canónico podemos hablar de derechos sub- 
jetivos, y cómo éstos pueden o deben entenderse, cuál sea su contenido sus- 
tancial y su perfil formal en los intereses particulares en el campo del De- 
recho público o en ese otro campo, que se suele llamar privado, del Derecho 
canónico, y si, por tanto, pueden utilizarse en nuestros estudios las conclu- 
siones ampliamente logradas en los derechos seculares, o, por el contrario, 
nuestros esfuerzos no pueden lograr una contribución, tal vez decisiva, a 


la jurisprudencia civil y secular” (p. 10). | , 


(*) Acta Congressus internationalis iuris canonici. Romae, in aedibus Universitatis Gregor 
rianae 95-30 Septembris 1950. (Roma, 1953). 244 paginas, 25 cm. 
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TOMAS GARCIA BARBERENA 


El mismo DeL Grupice clausuró el Congreso con un discurso en el que 
recogió los resultados de la Asamblea. Sus palabras de clausura no son 
excesivamente optimistas: "Una Asamblea como ésta... no podia propo- 
nerse como fin el dirimir controversias teóricas tan graves, y que son tanto 
más graves en el Derecho canónico por su estructura y por su carácter es- 
pecial, ni establecer conclusiones seguras sobre problemas que no tienen 
perfiles inmediatos en sus soluciones, sino que más bien pertenecen a lo 
que se suele llamar “construccionismo jurídico". Las cuales conclusiones, 
por otra parte, las que pueden derivarse de una reunión de estudiosos, no 
todas o no siempre resisten largo tiempo..." (p. r4). "Para determinar 
precisamente ese concepto (derecho subjetivo) y para diferenciarlo de fi- 
guras afines hacen falta muchos otros elementos, y los trabajos de esta 
Asamblea han contribuido, sin duda, para acercarse a tales precisaciones 
ulteriores; de esos trabajos no se podia esperar, razonablemente, más que 
lo que han dado, y, desde luego, no el agotamiento de las investigaciones 
sobre un problema doctrinal de tanta gravedad, que tiene reflejos que hay 
que estudiar pacientemente en todas las ramas del Derecho canónico" (pá- 
gina 18). 

Bajo la impresión de estas palabras, el lector se adentra en la lectura 
de los trabajos con pocas esperanzas. Mas pronto se verá gratamente sor- 
prendido. No se ha dicho la ültima palabra sobre las cuestiones, porque en 
la ciencia siempre hay un aspecto sin estudiar, un resultado por lograr. 
. Pero el nümero y calidad de los trabajos presentados significan, sin duda, 
una contribución altamente clarificadora del problema del derecho subjetivo 
canónico. 

De las ponencias podemos hacer dos grupos: las que tratan aspectos 
sustantivos y las que han estudiado temas de defensa procesal de los de- 
rechos subjetivos. 

Entre las primeras hay quienes tratan el asunto en general, mientras 
que otros se refieren a aspectos particulares del problema. 

Refiriéndonos a este primer subgrupo, sefialaremos, en primer lugar, el 
excelente estudio de R. Brpacor, ya antes aparecido en la revista que edita la 
Universidad de Deusto. El ilustre Decano de la Facultad de Derecho Canó- 
nico de la Universidad Gregoriana se refiere a aquellas situaciones jurídicas 
contenidas en el Codex que recuerdan lo que la dogmática moderna llama 
derechos facultativos, facultades convencionales, actos de mera facultad, etc. 
No trata, pues, el problema del Congreso en toda su generalidad; sin em- 
bargo, la visión del tema es tan amplia, que bien podemos colocar el 
trabajo en el primer grupo de los que hemos mencionado. La nota caracte- 
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ristica de esos derechos está en su imprescriptibilidad, ya estudiada por 
BARTOLUS, de quien es el axioma “in facultativis numquam praescribitur". 
En el Codex, la terminología es varia e imprecisa, por lo que, más que en 
las palabras de la ley, hay que buscar los derechos facultativos en la natu- 
raleza y en el sentido de las normas. Y aunque tales derechos son, con 
frecuencia, de naturaleza patrimonial, no lo son necesariamente; de ahí 
la conveniencia de estudiarlos en el Derecho canónico. 


Estudiando estos derechos en los autores clásicos, el autor describe 
las dos características que éstos les atribuyen: la libertad del acto y la 
singularidad de su contenido, que no es propiamente un derecho, sino un 
hecho, por lo cual no pueden prescribir, porque de tales hechos no puede 
inducirse obligación alguna, porque ninguna contienen. Tales actos, al 
ser libres, no inducen prescripción, puesto que el que los realiza no se en- 
cuentra en una quasi-possessio frente a otra persona a la cual correspon- 
dería la obligación correlativa o, como dice SCHMALZGRUEBER, “non pos- 
sidetur ius exigendi eorum exercitium vel omissionem”. 

Se pregunta a continuación el autor si tales derechos son subjetivos o 
meras tolerancias, para concluir que pueden ser lo uno o lo otro, citando 
varios ejemplos para cada caso. Estudia en seguida otros varios derechos 
facultativos que existen en el Código (cáns. 1.129; 396, $ 2; 418, $ 1; 
422; 1.216; 463; 346; 1.236; 366; 144, etc.). En todos ellos existe una 
vinculación a una situación jurídica o institución, y se trata de verdaderos 
derechos subjetivos. Advierte que los derechos facultativos pueden ser, a 
veces, impugnados (por ejemplo, la porción parroquial), en cuyo caso po- 
dría llegarse a una prescripción extintiva, cuyo fundamento sería una 
cuasi-posesión con los tres elementos requeridos: “petitio, repulsa, acquies- 
centia”. Por último, se refiere a las facultades convencionales, para con- 
cluir que son verdaderos derechos subjetivos y caen fuera del ámbito del 
principio de que en lo facultativo no se dé la prescripción, 

El profesor L. DE Luca examina los derechos fundamentales del hom- 
bre en el ordenamiento canónico. Considera el Código canónico como 
“la più perfetta regolamentazione dei diritti fondamentali", porque recoge 
“im toto la disciplina dettatane dal diritto naturale" (p. 90), por lo cual es 
sorprendente que la doctrina canónica no haya trabajado sobre esta síntesis 
de derecho natural contenida en el Codex, sobre todo ahora, cuando se 
pone en tela de juicio la existencia de derechos subjetivos canónicos, afir- 
mándose por algunos, como FEDELE, que “é inconcepibile in seno a questo 
Diritto (el canónico) una immediata e diretta considerazione degli uomini 
uti singuli, cioè degli interessi individuali" (p. 88). 
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Planteado así el problema, se analiza el contenido esquemático d 
derechos entendidos como medios naturales para conseguir el fin del hom- 
bre, ya internos (entendimiento y voluntad), ya externos, es decir, uso de 
las cosas creadas. Describe luego la serie de derechos fundamentales. con 
referencia a los cánones donde encuentran su apoyo: el derecho a la vida, 
a la integridad física, a la locomoción y vivienda; los derechos de asocia- 
ción, de libertad de conciencia, de libertad religiosa, de actividad profesio- 
nal libre, de matrimonio. 


Las citas de los cánones son oportunas y, en conjunto, dan una visión 
panorámica interesante de los derechos subjetivos naturales contenidos en 
el Codex. Pero, a veces, son un tanto forzadas. Sobre todo, es inadmisible, 
en el apartado del derecho a la integridad física, la cita del canon 2.214, 
$ 2, el cual recoge la advertencia del Concilio tridentino: “Meminerint 
Episcopi aliique ordinarii se pastores, non percussores esse." En la pala- 
bra “percussores” ve De Luca una prohibición, dirigida a los Obispos, de 
golpear a sus súbditos con peligro de su integridad física (p. 99): Ne quid 
nimis... 

Después de señalar los limites de los derechos fundamentales, termina 
el autor su excelente ponencia formulando la conclusión de que el hombre 
está considerado en el Código canónico uti singulus, como centro de in- 
tereses personales que se admiten y se tutelan. 


En la misma línea de visión general del problema se puede clasificar el 
trabajo de W ONcLIN Considerationes de iuris subiectivi in Ecclesia fun- 
damento ac natura. El autor ve en el bautismo el fundamento de los dere- 
chos subjetivos y acepta la doctrina de Roprico y otros que niegan a los 
no bautizados la habilidad jurídica para impetrar y recibir rescriptos de la 
Santa Sede, los cuales, si alguna vez se otorgan, no constituirán derechos 
subjetivos, sino que "remanent ex parte Ecclesiae erogationes talibus qui 
veri iuris sunt incapaces" (p. 216). Contra la postura de GISMONDI, a la 
que luego hemos de referirnos, no considera el orden jurídico natural como 
parte del Derecho canónico. Las declaraciones que la Iglesia hace del dere- 
cho natural no obligan en cuanto eclesiásticas, sino en cuanto naturales, 
y sólo ante Dios, no ante la Iglesia, llegando a afirmar, con VAN Hove, que 
"principia iuris naturalis remanent regulae in ordine morali, non in ordine 
iuridico, per auctoritatem publicam non coercibiles nisi in quantum per 
legem positivam ecclesiasticam proponuntur et applicantur". En lo cual 
ve ONcLIN una diferencia entre la Iglesia y el Estado, porque éste parte 
de una personalidad naturalmente constituída, a la cual el Estado puede 
conceder verdaderos derechos subjetivos, mientras que el bautismo no re- 
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conoce la personalidad en el orden eclesiástico, sino que la constituye total- 
mente. La excepción del canon 87: “nisi ad iura quod attinet obstet obex...”, 
no significa, como algunos creen, una "muerte civil", sino una limitación 
indeterminada de derechos, En efecto, la Iglesia es una sociedad nece- 
saria y obligatoria, que no puede inferir la muerte civil. 

ONCLIN reconoce que el Codex define muchos derechos subjetivos de 
clérigos y laicos, pero desearía una mayor precisión y fijeza en su determi- 
nación “eorum jura non secus ac obligationes cum certitudine definitiva op- 
tantur” (p. 225). En este mismo terreno crítico, el autor opina que “scien- 
tia theologica et canonica praesertim, semper affirmarunt quae a fidelibus 
ad bonum Ecclesiae conferri debent, non autem eodem modo quae hi ab 
Ecclesia requirere possunt” ; postula un mayor empleo de las formas judi- 
ciales y menor de los procedimientos administrativos, ya que la vía admi- 
nistrativa "haud semper iurium subiectivorum protectionem sufficientem 
praebet" (p. 226). 

A. MORONI examina la autonomía del Derecho público eclesiástico en 
relación con la existencia del Derecho püblico subjetivo. En cuatro aparta- 
dos habla de la ciencia del Derecho püblico eclesiástico, para venir a con- 
siderar en el quinto apartado, que es el más pertinente al asunto, la exis- 
tencia del Derecho público subjetivo. 

Apoya su respuesta afirmativa en dos razones: 1) En el concepto de la 
Iglesia como sociedad jurídica, en el cual ve incluídas las relaciones nece- 
sarias de los miembros entre sí, y de éstos con la Jerarquía, recalcando 
que la Iglesia es una sociedad necesaria, con un fin preestablecido por Cris- 
to y trascendente, deduciendo que el hombre tiene derecho a entrar en la 
Iglesia, y que en ésta la persona tiene valor de fin, no de medio. 2) En el 
plano formal se refiere al canon 87. En la Iglesia se entra por un acto de 
voluntad que constituye un negocio ("volontà negoziale”): el bautismo. 
No existe, como en el Estado, el ius sanguinis, ni el tus soli, ni la turis 
communicatio, o sea, la naturalización. Como en el Estado, se adquiere 
un status o red de derechos y deberes que configuran una actuación juri- 
dica distinta de los de los no bautizados. Ese estado es la base de la ca- 
pacidad de obrar y de la capacidad jurídica sobre la que se funda el 
conjunto de derechos subjetivos que constituyen el apoyo de la personali- 
dad jurídica o que son manifestaciones de ella. 

Como decía JeLLINECK del Estado, en la Iglesia el reconocimiento del 
individuo como persona es la base de todas relaciones jurídicas, pero éstas 
en la Iglesia son sólo potenciales y se actúan por el bautismo, 


— 213 — 


TOMAS GARCIA BARBERENA 


Señalaremos, por último, en esta categoría de estudios generales, la 
ponencia de P. FEDELE. Sabido es que este inquieto y docto canonista es- 
cribió un libro titulado Discorso generale sull'ordinamento canonico, que 
suscitó vivas polémicas. La crítica atacó principalmente el capitulo dedica- 
do a demostrar la naturaleza püblica del Derecho canónico. D'Avack, PE- 
TRONCELLI, CIPROTTI, GRAZIANI, entre otros, escribieron contra el Discor- 
so. En esta ponencia, FEDELE vuelve a enfrentarse con sus contradictores; 
más que con nadie, con CIPROTTI. “Se podrá discutir—dice—sobre los de- 
rechos subjetivos y sobre la acción; pero hay que admitir que en la medida 
en que un derecho tiene naturaleza pública, en esa misma medida se es- 
fuman el derecho público y la acción.” El problema está, pues, en discri- 
minar el aspecto privado y público de los derechos contenidos en el Codex. 
¿Hasta qué punto el aspecto público penetra y domina las normas canónicas 
y hasta qué punto queda atmósfera respirable para el derecho subjetivo? 
Y FEDELE vuelve a su tesis de antaño: En la Iglesia no hay derecho sub- 
jetivo, porque toda norma canónica está dictada "propter publicam utili- 
tatem", "ut animarum. obviet periculis et peccatis". No podriamos seguir 
a FEDELE por la linea de sus raciocinios sin alargar excesivamente esta 
recensión. Indicaremos solamente que en esta ponencia sus razonamientos 
han ido por un camino ligeramente distinto de los anteriores; dejando a 
un lado, tras breves consideraciones, el argumento de tradición, FEDELE 
arguye a fortiori, partiendo del espiritu que informa las normas canónicas 
que pertenecen a un apartado el más privado que registra la ciencia ju- 
ridica: el de las obligaciones y las sucesiones. En ellas, el momento privado 
debería presentarse peraltado y haciendo sombra al aspecto público, el 
cual quedaría como oscurecido. Y, sin embargo, no es así. Pues, cuanto 
menos, prevalecerá el momento püblico en normas canónicas encasillables. 
en otros territorios del Derecho en los que el aspecto privado es mucho 
menos conspicuo, Y FEDELE se para a demostrar que en asuntos de “pac- 
ta nuda", "exceptio non adimpleti contractus", juramento promisorio, pac- 
tos en favor de terceros, lesiones contractuales, pactos sucesorios, testamen- 
tos, informes, etc., las normas canónicas no miran a la utilidad privada, 
sino a la represión del pecado, al triunfo del orden moral; es decir, a la 
utilidad püblica. La satisfacción del interés privado brota de las normas 
canónicas sólo indirectamente, como una consecuencia eventual del orden 
público buscado por la norma (non remittitur peccatum misi restituatur 
ablatwn). De la misma manera, la intervención del juez eclesiástico viene 
solicitada y ejercitada no por consideraciones de interés privado, sino "ut 
animarum obviet periculis et peccatis". Así, cuando alguien se niega a cum- 
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plir la voluntad de un difunto claramente manifestada-en un testamento 
informe, el juez eclesiástico no va a proteger el interés privado del benefi- 
ciario de un legado, sino a la represión de la injusticia; la satisfacción del 
interés privado resulta, indirecta y eventualmente, en la medida en que lo 
exija el interés püblico de la represión del pecado. 

Por fin, FEDELE alude a los cánones en que se contrapone el interés 
privado al bien püblico, cánones que le han sido objetados por sus críticos 
(cáns. 1.618; 1.819, $ 2; 1.925, $ 1; 1.971, $ 1, n. 1). Tales normas, o 
nada prueban o son reminiscencias civiles contenidas en el Codex, que no 
son estrictamente canónicas y contrastan, por otra parte, con el sentido tra- 
dicional y con la historia de las instituciones. 

No es este autor quien primero ha negado la alteridad en el Derecho 
canónico, pero él ha dado singular relieve al carácter público del ordena- 
miento canónico en su Discorso y en las polémicas que a este libro siguie- 
ron. En la presente comunicación continúa fiel a su postura, y no cree que 
sus adversarios hayan logrado invalidar sus argumentos. Con esta postu- 
ra, FEDELE ha llevado la cuestión de la naturaleza jurídica del ordena- 
miento canónico a un terreno interesantísimo, nada fácil y muy necesitado 
de esclarecimientos, A nuestro humilde entender, en esas polémicas falta 
aún mucho que decir. 

En primer lugar, habría que precisar con exactitud cuál es el concep- 
to de público y de privado que se maneja en la discusión. Sabido es que 
ese concepto, oriundo de la jurisprudencia romana (D. 1, 1, 1, 2: ULPIA- 
NUS), ha pasado por varias vicisitudes, y actualmente hay bastantes que lo 
lo rechazan por considerarlo inútil e impreciso, y otros le dan interpreta- 
ciones muy varias. Precisa la discusión, ante todo, partir de una distinción 
neta de esos conceptos. 

Además, hay que analizar cuidadosamente la mayor del silogismo de 
FEDELE, en la que dice que en una norma jurídica el aspecto subjetivo se 
oscurece y va desapareciendo en la medida en que el carácter público pe- 
netra dicha norma. Porque, si no nos equivocamos, es imposible señalar 
la arista que parte el cuerpo del Derecho en dos caras: la privada y la 
pública. ARISTÓTELES dijo que el hombre es social por su naturaleza; por 
otra parte, la persona es individuo. ¿Cuál es el peso relativo de lo indivi- 
dual y lo social en el hombre? El fenómeno jurídico es social (“Ubi socie- 
tas ibi ius”) y, a la vez, es para regular conductas individuales. Aun en 
el campo de los derechos subjetivos patrimoniales, la ley es siempre “ordi- 
natio rationis ad bonum commune", no ad bonum privatum, aunque sea 
corriente decir, con ULPIANO (I. c.), que esas normas se dan ad singulorum 
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utilitatem. y que buscan cosas que son privatim utilia. Pedro y Pablo dis- 
cuten sobre diez duros. La sociedad (el juez) va a sentenciar en el pleito. 
¿Interesa acaso a la sociedad que esos diez duros estén en el patrimonio de 
Pedro o en el de Pablo? No; pero sí le interesa la salvaguarda y la pro- 
tección del derecho de propiedad, en cuanto que éste es norma por la que 
se rige la sociedad. Pedro ejercita la acción mirando a su interés privado, 
pero todo el mecanismo jurídico que está en juego—norma, derecho, ac- 
ción, juicio—son entidades públicas, Porque el Estado tiene por fin el 
bonum commune civium. 

Dentro del orden canónico, Pedro, seglar, pide rationabiliter a su pá- 
rroco Pablo la administración de un sacramento. Este se la niega; la Igle- 
sia (el juez) sentencia en el pleito. FEDELE respondería que todo el orden 
sacramental es público, que la intervención del juez no mira el interés sub- 
jetivo de Pedro en recibir un sacramento, sino a la salus animarum y a la 
represión del pecado del párroco negligente. Comparemos la relación juri- 
dica Pedro-Pablo en ambos ordenamientos. En el canónico, diría CARNE- 
LUTTI, falta la alteridad; en la Iglesia, Pedro no se enfrenta a Pablo, sino 
que la Iglesia pone a ambos frente a Dios (examina su conducta en rela- 
ción con la salvación de las almas). Y en el civil hay alteridad: Pedro re- 
clama a Pablo diez duros, y éste rehusa entregarlos. Pero ya hemos dicho 
que la razón social no está en la cantidad reclamada, sino en el derecho 
—público— de propiedad. 

Parece indiscutible que cierta alteridad se da en uno y en otro caso. 
Cierta publicidad también. ¿Es la misma en ambos? ¿En el salus animarum 
modela la norma canónica con más intensidad que el fin bonum commune 
civium, la norma secular? Público y privado en el orden canónico y en el 
orden civil, ¿son conceptos unívocos o sólo análogos? En nuestro entender, 
ahí hay que situar el problema. Y, digámoslo también, de las actas del Con- 


greso no parece que los asambleístas se hayan acercado a este plantea- 
miento. 


*ock ok 


Hablemos ya de las ponencias que han estudiado aspectos más particula- 
res del problema. P. Gismonpr ha escrito una comunicación sobre la capa- 
cidad jurídica de los acatólicos, ampliamente inspirada en estudios suyos 
anteriores (cfr. Gli acattolici nel diritto della Chiesa, en “Ephemerides Iuris 
Canonici", 1 [1944], pp. 224-249). Después de explicar cómo el ius naturae 
entra en el ordenamiento canónico, recoge varios aspectos de la actividad 
de los acatólicos disciplinada en el Codex. Se refiere a la norma del ca- 
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non 742, segün la cual los acatólicos pueden administrar el bautismo, y 
sostiene que el infiel que bautiza entra en el Derecho canónico en su mera 
condición humana, aunque no sea persona eclesiástica; recuerda la posibi- 
lidad de testimonio dado por acatólicos (can. 2.027, 8 1) subrayando el 
valor del testimonio en la compleja relación procesal; alude a los eompro- 
misos de garantías que dan los acatólicos en matrimonios mixtos (can. 1.061), 
las cuales son de Derecho eclesiástico; y después de mencionar otras varias 
normas del Código para acatólicos, alude a la resolución del Santo Oficio 
(27 enero 1928; A.A.S., 20, 75) según la cual los infieles pueden excepcio- 
nalmente ser actores en causas matrimoniales. 

Por fin, discute la clasificación de los derechos referidos en su ponencia 
para discriminar los derechos subjetivos de los meramente legítimos. 


N. SINOPOLI, profesor de Derecho eclesiástico en Roma, ha elaborado 
una interesante comunicación referente a los derechos subjetivos en el or- 
denamiento monástico. Admite la existencia de derechos subjetivos públi- 
cos; el monje no tiene derechos reales, siendo únicamente el término de 
esos derechos la comunidad en general, representada por órganos determi- 
nados y nunca por personas individuales en cuanto tales. Después de un 
recorrido por diversas reglas y constituciones, condensa así su pensamien- 
to: “Con relación al siglo, el monje es una sombra; pero en la comunidad 
religiosa él no pierde con la obediencia, sino que adquiere valores jurídicos 
que cada ordenamiento le confiere y que están garantizados por procedi- 
mientos complejos y explícitos. Penas y procedimientos constituyen la ga- 
rantía jurisdiccional del monje; la jerarquía constituye un vínculo, pero a 
la vez una garantía. Nos encontramos, pues, frente a un ordenamiento 
jurídico. Y no lo sería si no existieran derechos subjetivos. Si el derecho 
monástico no atribuyera al sujeto de esos grandiosos conjuntos asociados, 
es decir, al monje, una garantía institucional de su posición orgánica, no 
nos encontraríamos frente a un derecho objetivo, sino frente a una sociedad 
no de siervos de Dios, sino de siervos en el sentido puro de esclavitud. Pero 
como el derecho objetivo confiere a los sujetos garantías institucionales 
para el desarrollo de las normas prácticas de su asociación, por eso frente 
a cada norma y frente a cada sujeto del ordenamiento monástico nos en- 
contramos con derechos subjetivos. Es decir, pretensiones jurídicamente 
protegidas.” 

ANDRÉ BRIDE, catedrático de Lyon, ha pretendido en una clara y sagaz 
comunicación poner orden en la frecuente confusión de la doctrina a pro- 
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pósito de las reservas "ratione censurae". Analiza separadamente los datos 
suministrados por las opiniones de los autores, por las normas del Codex 
y por las “fuentes” anteriores al Código, para concluir que no se debe usar 
la locución anfibológica “casos reservados”, ya que ésta es aplicable tanto 
a los pecados como a las censuras, siendo así que en uno y en otro caso las 
reservas tienen diverso sentido y obedecen a leyes distintas. Sostiene que la 
reserva del pecado por razón de la censura no recae directamente sobre el 
pecado, sino sólo sobre la censura que impide la recepción del sacramento, y 
que, por tanto, el confesor no queda privado de jurisdicción para absolver 
dicho pecado, sino que solamente le está gravemente prohibido darla. El 
autor desea que una decisión de la Comisión de Intérpretes ponga fin a 
las divergencias y vacilaciones de la doctrina. 

Compartimos plenamente las apreciaciones de BRIDE y por nuestra 
parte nos atreveríamos a más; deseariamos que no sólo se dejara de hablar 
de “casos reservados”, sino que dejáramos de utilizar la frase peccatum 
reservatum ratione censurae, puesto que en el Codex la palabra “reserva- 
tio" significa suspensión de la facultad de absolver (can. 893, $$ 1-2), ya 
se hable de pecados, ya de censuras. No ignoramos que este modo de hablar 
tiene su fundamento en el canon 2.246, $ 3; pero, ¿no sería mejor cambiar 
la palabra "reservationem" de este párrafo por "prohibitionem absolvendi", 
que no dejaría dudas sobre su alcance? 

De la ponencia de J. Denis, referente a la obligación del Obispo de 
prestar el llamado subsidio caritativo (can. 2.303, $ 2) destacaremos el 
párrafo en el que, con toda razón, interpreta el título de servicio a la dióce- 
sis, no a la manera, harto frecuente en la doctrina, de un contrato bilateral, 
sino más bien como misión de un funcionario en la sociedad. Parece—dice 
DrNIs—Qque se le puede aplicar los principios de los funcionarios, públicos 
propiamente dichos, los cuales no están ligados por un contrato de arren- 
damiento de servicios, sino que se encuentran en una situación legal y re- 
glamentaria. No es un contrato lo que les hace entrar al servicio y lo que 
sanciona sus derechos y obligaciones; todas estas cuestiones están regla- 
mentadas unilateralmente por las leyes y los reglamentos. Al aceptar su 
nombramiento, al solicitarlo el funcionario, no cambia por eso la natura- 
leza del acto que es el nombramiento. Lo mismo hay que decir en el caso 
del clérigo promovido a título del servicio de la diócesis; él entra en una 
red de derechos y obligaciones, creada, no por un libre acuerdo de su vo- 


luntad con la de su Obispo, sino por la voluntad soberana y unilateral del 
legislador. 
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Previamente había explicado el sentido histórico de la norma, sobre 
todo en relación a su causa, "ne clericus cum dedecore status clericalis 
emendicare cogatur". A la luz de la historia y del sentido de la institución 
explica los casos en los que el Obispo está obligado al subsidio caritativo y 
las razones que determinan el cese de esta obligación. 

El profesor Graziani ha centrado su trabajo en una sentencia rotal de 
27 de febrero de 1947 sobre nulidad de matrimonio por condición contra 
el bonum prolis. Se trata de un caso en el que la mujer estaba dispuesta a 
observar una vida íntima correcta, pero tenía intención de matar la prole. 
La Rota sostiene que la mujer en el caso no entregó el “ius ad copulam”. 
GRAZIANI admite la conclusión rotal de la nulidad del matrimonio, pero no 
el camino por el que los jueces rotales llegan a ella. Y añade, con toda 
razón, que el "ius ad copulam" y la intención de matar la prole son dos 
entidades perfectamente conciliables, lo mismo en abstracto que en con- 
creto. Para terminar diciendo que el matrimonio es una sociedad para 
engendrar hijos (can. 1.082), y que “en esto” y no en el tus ad corpus, hay 
que poner el objeto del consentimiento matrimonial (p. 151). 

GRAZIANI ha tocado el punctum pruriens de la naturaleza del matrimo- 
nio. Dando claramente la espalda al Scylla del canon 1.082, $ 2, se mete 
decididamente en el Carybdis de los matrimonios sin prole posible. Porque, 
¿qué ordenación cabe hacia el fin si el fin es imposible? ¿Cabe una orde- 
nación sin centro de orden, un movimiento sin dirección, un correlativo sin 
correlato? La única ordenación posible es la ontológica del mismo acto 
(“actus per se aptus ad prolis generationem") : éste es el acto sobre el que 
recae el consentimiento matrimonial. Pero la objección propuesta por GRA- 
ZIANI no queda, al parecer, resuelta en las palabras de la Rota que cita el 
autor. Y no se ve otra mejor. La razón de esto y de muchas otras discor- 
dancias en la doctrina está en la famosa teoría contractual del matrimonio, 
con la cual nunca será posible resolver esta dificultad ni otras que plantean 
los cánones “de consensu matrimoniali”. 

Quedan por relacionar en esta categoría las ponencias de R. METZ, 
P. Ciprorti y G. FORCHIELLI. La primera es un excelente trabajo his- 
tórico sobre la protección que la Iglesia ha otorgado a los menores en cuanto 
a la libertad del consentimiento matrimonial. Después de referirse al Dere- 
cho romano y al germánico, estudia principalmente las vicisitudes del Derecho 
francés en la materia, deteniéndose particularmente en las discusiones tri- 
dentinas acerca de la necesidad del consentimiento paterno, para terminar 
explicando cómo llega a realizarse el acuerdo de ambas legislaciones, la 
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canónica y la francesa. Ya hemos apuntado que la visión histórica aportada 
nos parece excelente; señalaremos además que, indirectamente, alcanzan 
una finalidad apologética al demostrar que la Iglesia estaba en lo justo 
cuando desde hace diez siglos ha adoptado una actitud favorable a la li- 
bertad del consentimiento de los contrayentes, sin abandonarla jamás. 

La ponencia de P. Crprorri se refiere a la variedad de términos con 
que el Codex designa los derechos subjetivos, asunto tocado también por 
Brpacor. El conocido autor de las Observaciones al texto del Código de 
Derecho canónico (Salamanca, 1950), en un latin de pureza clásica, pre- 
coniza una mejora de la terminología, Por último, G. FORCHIELLI, en una 
comunicación brevísima, reclama una precisación mayor del concepto de 
persona en el ordenamiento canónico, ya que hasta la codificación de 1917 
la voz "persona" no tenía, segün él, ni en la teología, ni en el Derecho 
canónico, el sentido de “sujeto de derechos". A su autor dejamos la res- 
ponsabilidad de tal afirmación. 


Refiriéndonos ahora a las ponencias que han estudiado la defensa pro- 
cesal de los derechos subjetivos, sefialaremos en primer lugar el trabajo de 
CH. LEFEBVRE, dedicado a examinar las garantías que el orden canónico 
presenta contra posibles violaciones del derecho subjetivo a consecuencia 
de los actos de la Administración eclesiástica. Con el fin de poder comparar 
estas garantías con las que presentan los ordenamientos seglares, se refiere 
en primer lugar a éstos. Históricamente, la separación de poderes, a fines 
del siglo xvII1, trae la independencia mutua del poder judicial y del admi- 
nistrativo, abriendo así el camino a la figura del “administrador-juez”, ex- 
presión indicadora de que la Administración juzga de sus propios actos. 
Sefiala los inconvenientes y la posterior reacción contra el sistema de la 
separación absoluta, por medio de leyes tendentes a la creación de tribu- 
nales especiales para buscar un equilibrio sobre la base de una interdepen- 
dencia moderadora de aquella separación rígida de poderes. 

En cuanto al sistema canónico, la Administración existe en las Sagradas 
Congregaciones de cuyos actos no juzga la Rota; existe, pues, en la Iglesia, 
el sistema del administrador-juez y no se dan tribunales especiales. Pero, 
segün el conocido adagio, "nemo iudex in causa propria". ; Hay en el siste- 
ma canónico garantías suficientes? LEFEBVRE ve esas garantias en el re- 
curso gracioso (beneficium novae audientiae) que no es obligatorio admitir, 
salvo en la remoción administrativa de los párrocos (can. 2.153, 8 1) y en 
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el recurso jerárquico dirigido a la autoridad superior a aquella que ha 
emanado el decreto recurrido. Señala las características esenciales v la 
práctica de estos recursos jerárquicos, viendo en ellos numerosas atenua- 
ciones al sistema del administrador-juez y sosteniendo que en la práctica 
no se dan parcialidades y que el *administrador-juez" en la Iglesia tiene 
modalidades que aseguran en larga medida la imparcialidad indispensable. 
E] autor se pregunta, para terminar, si es deseable en este punto una re- 
forma. No contesta de modo explícito sobre si debería o no intentarse un 
sistema de mejor equilibrio entre la Administración y la justicia. Mas sus 
preguntas no dejan de ser sugerentes y parecen insinuar una opinión del 
autor favorable a una mayor separación de poderes en la Iglesia, lo cual, 
segün dice en nota, no crea una dificultad insuperable, 


El Decano de la Facultad de Derecho canónico de Salamanca, M. Ca- 
BREROS DE ANTA, ha escrito una brillante ponencia, en la que estudia la 
tutela del derecho contractual en el ordenamiento canónico. Como presu- 
puesto se refiere a la naturaleza de los procesos ejecutivos, la cuàl es objeto 
de diversas interpretaciones, puesto que unos lo consideran unido al pro- 
ceso cognitivo y participante de su naturaleza jurisdiccional, mientras 
que para otros la ejecución sería un acto administrativo; en una y otra 
opinión se trata, ciertamente, de un proceso autónomo. En cuanto a la base 
o titulo del proceso ejecutivo, CABREROS, con grande acierto, ha sefialado 
una laguna en el ordenamiento canónico que, sin duda, merece atención. 
Porque, mientras las leyes seculares reconocen como título para el proceso 
ejecutivo, no sólo las sentencias judiciales, sino también los actos contrac- 
tuales legítimamente autorizados, en cambio, el Codex admite ünicamente 
como causa o título para la acción ejecutiva de todo derecho vulnerado la: 
sentencia judicial, de donde resulta que para urgir la ejecución del contrato 
celebrado por personas eclesiásticas, dado que una de ellas rehusara poner 
la prestación obligada por el contrario, la otra tendría que poner en mo- 
vimiento toda la máquina procesal, desde el canon 1.552 al 1.924. Con toda 
razón dice CABREROS que las leyes sobre contratos están canonizadas sólo 
en el aspecto sustantivo, no en el procesal, por lo cual, el título civil de 
contrato no tiene aplicación en el proceso ejecutivo canónico; ni tampoco 
los interdictos posesorios dan la solución al problema, porque, al fin y al 
cabo, se trata de juicios declarativos o de cognición, no de procesos de eje- 
cución. La disertación de CABREROS lleva al ánimo del lector la convicción 
absoluta de la verdad de su tesis; en el Derecho canónico falta el contrato 
como título de un proceso ejecutivo y conviene suplir esta laguna. En cam- 
bio, no nos parece tan acertada la sugerencia de encomendar la ejecución 
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del contrato a un organismo judicial; parece más lógico que esta misión se 
entregue a los organismos administrativos, siempre que el título sea claro 
y no sea necesaria la acción de los juzgadores para declarar su legitimidad. 
No hay que olvidar que una amplia corriente doctrinal refiere los procesos 
ejecutivos al orden administrativo aun en el caso de que su titulo sea una 
sentencia Judicial. 

El profesor de Salamanca, L. pz EcHEvERRiA ha estudiado la defensa 
procesal del derecho referida a las garantías generales que el proceso ca- 
nónico presta para la defensa del derecho subjetivo, con lo cual ya damos 
a entender que el enfoque del trabajo es general. Podríamos añadir que 
tiene un ligero tinte apologético, lo cual no le impide hacer observaciones 
críticas e insinuar posibilidades de mejoramiento. En tres apartados dis- 
tintos analiza lo referente a los sujetos, al objeto y a la misma actividad 
procesal, sin que por ello podamos decir que se trata de una visión total 
del problema, ya que deliberadamente el autor ha prescindido de aquellos 
aspectos que antes que él refirieron otros semanistas, sobre todo los pro- 
fesores DELLA Rocca y FEDELE. 


Previamente hace consideraciones generales sobre la necesidad del pro- 
ceso y sobre el matiz especial que en este aspecto introduce el final pecu- 
liarisimo del ordenamiento canónico, No estudia la ponencia este impor- 
tante aspecto, sino que sólo lo insinüa en la medida necesaria para sus 
fines. 

En el cuerpo del trabajo nos parecen dignas de señalarse con especial 
relieve las consideraciones que hace sobre la independencia y la amovilidad 
de los órganos jurisdiccionales, las cuales, si bien se salvan en lo esencial, po- 
drían, sin embargo, segün piensa el autor, acentuarse más, con ventaja 
para la perfección técnica del ordenamiento y de la defensa del derecho 
subjetivo. 

En cuanto al objeto del proceso, el profesor Dr ECHEVERRÍA repudia 
con todo motivo el proceso que en el orden secular llaman político. Hay 
muchas razones para ese decidido repudio que el autor hace. También es 
plausible la moderada insinuación de LEFEBVRE que el autor recoge sobre 
la separación de poderes. El apartado dedicado a la actividad procesal es 
también sereno y acertado. Sólo un reparo nos atreveríamos a insinuar a 
este valioso trabajo. Ha pretendido señalar las condiciones mínimas que 
el proceso exige para servir a sus fines de defensa de los derechos. La nor- 
ma de esas condiciones está en el apoyo que les da el Derecho natural. Pero 
parece dudoso que algunas de las condiciones señaladas para la garantía del 
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proceso están más apoyadas en el Derecho natural que otras silenciadas o 
no consideradas. Así, no es fácil ver más yusnaturalismo en el principio 
nemo iudex sine actore que en el non debet actori licere quod reo non per- 
matur. 

Terminaremos esta presentación refiriéndonos al trabajo de F. DELLA 
Rocca sobre el derecho de acción en el ordenamiento canónico. Cree el autor 
que, a pesar de la indudable influencia de la doctrina civil en el proceso 
canónico, no cabe valorar en este ültimo el elemento histórico en el pro- 
blema del derecho de acción. Este derecho abarca los dos elementos que son 
propios del derecho subjetivo: la voluntad abstracta y el interés garanti- 
zado. La primera es la voluntad de la ley tendente a la salus animarum, 
mientras que el interés particular viene a insertarse en aquélla para cons- 
titur la relación procesal. Señala las características esenciales del derecho 
de acción en el ordenamiento canónico, a saber: el ser subsidiario o secun- 
dario con relación al derecho sustantivo, pero menos que en el orden civil, 
porque la ratio peccati vivifica todo el Derecho canónico; en segundo lugar, 
la distinción entre el derecho de acción y la pretensión de derecho material, 
advirtiendo que la autonomía del derecho de acción es menor en el orden 
canónico que en el civil. También cree DELLA Rocca que los presupuestos 
de la acción, como el mismo derecho de acción, presentan peculiaridades en 
el ordenamiento canónico, sobre todo la prevalencia de acciones constitu- 
tivas, lo mismo que la legitimatio ad causam donde se encuentran normas 
como la de no alegar la propriam turpitudinem, la denegación de acción al 
cónyuge culpable, la regulación de la contumacia, la avocación de la causa 
al Sumo Pontífice, etc. 

En cuanto a la clasificación fundamental de acciones en condenatorias, 
declaratorias y constitutivas, DELLA Rocca la considera aplicable al De- 
recho canónico con algunas particularidades, por ejemplo, el poco uso de 
las primeras, que se consideran más bien como una extrema ratio, tal como 
en las leyes laicas ocurre a veces con el proceso ejecutivo; el especial relieve 
de las declarativas, sobre todo en materia matrimonial, y la atribución de 
las constitutivas a las Sagradas Congregaciones en gran medida, debido 
ai peculiar ordenamiento jurisdiccional de la Iglesia. 

En conjunto, el trabajo del insigne profesor romano contiene suge- 
rencias muy valiosas sobre el derecho de acción en el ordenamiento canónico. 
Impresiones, las llama él, o principios supremos y explorativos, muy dig- 
nos de tenerse en cuenta, pero, desde luego, necesitados de ulterior estudio 
y precisación. Indicaremos, además, que tal vez no sea exacto atribuir com- 
petencia a los Dicasterios romanos administrativos en materias llamadas 
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constitutivas, dado que esos órganos no son judiciales. Tiene razón el autor 
al considerar que los varios problemas que el derecho de acción plantea en 
el ordenamiento canónico se centran en el diverso equilibrio que en el pro- 
ceso canónico existe entre la acción y la jurisdicción, y que ahí han de 
mirar cuantos buscan una exacta interpretación histórico-jurídica del pro- 
ceso en el Derecho de la Iglesia. 


ToMÁs G. BARBERENA 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca 
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A PROPOSITO DE LA NEUTRALIDAD 
CONFESIONAL DEL ESTADO Y EL 
CONCORDATO ESPANOL 


En la actual coyuntura de polémica sobre una concepción cristia- 
na del Estado, el Concordato español de 1953 con la Santa Sede ad- 
quiere un peculiar relieve, al rubricar oficialmente los principios tradi- 
cionales del Derecho püblico eclesiástico sobre los que se había cons- 
truído una situación prejurídica de relaciones amistosas entre ambas 
partes concordantes, antes de estipularse el presente convenio. 

Esta fórmula de concordia entrafia una vigente continuidad de la 
tesis valedera en tiempos de Inocencio III y Bonifacio VIII, sistemati- 
zada después en las Encíclicas de León XIII, Inmortale Dei, Libertas 
y Sapientiae Christianae. Por otra parte, la cuestión fundamental de un 
Estado confesional o aconfesional y las consecuencias que de ello se 
siguen con respecto a los cultos no católicos es hoy candente en los 
círculos mtelectuales político-eclesiásticos. 

El Convenio español ofrece así la oportunidad de revisar la validez 
de los nuevos datos que se intentan aportar a la solución del problema 
y de confrontar la nueva tendencia de neutralidad confesional con la 
reflejada en este Concordato. No intentamos casi nada más que definir 
el estado actual de la cuestión. 

En toda la Edad Media y Moderna, la confesionalidad del Estado 
no se estudia más que desde un punto de vista extrínseco :. el jurisdic- 
cional. A esta orientación responde plenamente el tratado de BELARMI- 
No: De potestate Papae in rebus temporalibus. En vano se busca un 
planteamiento del problema que prescinda de la interferencia de los dos 
poderes y atienda al tema central de los deberes religiosos del Estado 
como organismo público, representativo de la comunidad social. 

La confesionalidad del Estado llegó a tener la máxima expresión ju- 
risdiccional con el cesaropapismo de FLEURY y MarsiLIO de PADUA (1). 
El mismo Lutero afirmaba «que no se podía rehusar al Principe el título 


»- 


(1) C. MELZI: Stato e Chiesa, "La Scuola Cattolica”, fasc. 3 (1953), p. 184. 
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de sacerdote y de Obispo, ni el privilegio de considerar su actuación 
como una función espiritual, cristiana y útil a la Nación» (2). 

Que el Estado debía ser religioso era tesis universalmente admitida, 
pero en la mayoría de los casos solamente porque esto significaba par- 
ticipación o monopolio en el régimen eclesiástico. 

Quizá el movimiento liberal católico es el primero en reaccionar ex- 
presamente contra este concepto de confesionalidad estatal, que impli- 
caba unas ineludibles atribuciones jurisdiccionales y contribuye a dife- 
renciar las dos esferas. 

. Desde entonces la atención de la polémica ha ido transfiriéndose gra- 
dualmente a la misma radicalidad del problema: ¿Estado laico cristia- 
namente constituído o Estado confesional católico ? 


Sin duda que esto supone una superación de los términos parciales 
de poder indirecto o directivo, derecho pontificio de deponer a los prín- 
cipes, etc., sobre los que se centraba la cuestión. Ya en el siglo xvri1 es 
interesante registrar el intento de Bossuet, Dupin, Fenelón, de estable- 
cer un régimen de relaciones entre Iglesia y Estado sobre la base del 
poder directivo, como exponente de un proceso de diferenciación cada 
vez más acentuado. 

Actualmente quedan distinguidos dos aspectos capitales : 


1) El de los deberes religiosos del Estado en cuanto pertenecen a 

şu misma estructura natural, y, por lo tanto, deben fundamentarse en 
principios inmutables. 
: 2) El de las relaciones jurídicas del Estado con la Santa Sede, es 
decir, de la creación de una concreta situación entre los dos poderes, 
segün la táctica de gobierno; ésta es capaz de variación, ya que puede 
especificarse en un plan de tolerancia o intransigencia religiosa, privi- 
legios mutuos o igualdad ante la Ley, segün un régimen concordatario 
o de derecho común. Es éste un aspecto parcial de la realización tempo- 
ral de la Iglesia y del Estado. 

Ambos aspectos están explícitamente constatados en el Concordato 
español : el artículo VI del Fuero de los Españoles, incorporado al Con- 
venio en su Protocolo final, declara que «la profesión y práctica de la 
religión católica, que es la del Estado español, gozará de la protección 
oficial» : y dando formulación jurídica y orgánica a las relaciones amis- 
tosas y convenios parciales que existían entre ambos poderes, establece 


(2) A la noblesse (París, 1879, trad. franc.), p. 20: citado por MELZI: pd 
Scuola “atlolica”, fasc. 3 (1953), p. 484. - i uo OUO EAE 
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normas sobre circunscripciones diocesanas, benéficios no consistoriales, 
régimen económico de la Iglesia, enseñanza, matrimonio, etc. 

Desde luego, el problema más delicado que subyace en el plantea- 
miento moderno de la cuestión de la religiosidad del Estado y consi- 
guientemente de sus relaciones con la Iglesia es analizar hasta qué pun- 
to esta actitud estatal depende de una determinada situación histórica o 
es independiente de ella. 

Sería ilógico elevar exclusivamente a tesis absoluta, como base de la 
concepción político-cristiana, la confesionalidad del Estado, si ésta fue- 
ra tal que no respondiera más que a un determinado orden de cosas, 
por ejemplo, un determinado orden de cultura, un conjunto de valores 
más o menos cristianizados, y, por otra parte, admitir la posibilidad de 
que en circunstancias concretas especiales se permitiría la aconfesiona- 
lidad y separación del Estado, como en el caso de la Constitución belga 
de 1831 y del Concordato portugués. j 

No habría por qué distinguir tesis e hipótesis, sino buscar una so- 
lución—tesis—en la que se integrasen todos los supuestos y valedera 
siempre sin modificar. 

En este sentido intentan construir un nuevo Derecho público ecle- 
siástico los que con MARITAIN ponen como base de lasdgelaciones entre 
la Iglesia y el poder político ia laicidad del Estado, al menos para el 
porvenir, frente a la doctrina católica clásica de la confesionalidad. 

La controversia surgida de una situación concreta pasó muy pronto 
al terreno de los principios. 

El 31 de julio de 1945, las Cortes Españolas aprobaban los 36 ar- 
tículos del Fuero Español. Debido a esta proclamación “de la catolicidad 
del Estado y la consiguiente limitación en el ejercicio público de otros 
cultos, se sublevaron los grupos protestantes de América y Suiza. Una 
reacción semejante produjo la discusión en la Asamblea Constituyente 
italiana de los artículos que se referían a las relaciones de Iglesia y 
Estado. 

Veíase surgir entre católicos la imprecisión de criterios. He aquí un 
episodio significativo. En las Conversaciones Católicas de San Sebas- 
tián—septiembre 1949 —la comisión para la redacción de una Carta de 
Derechos del Hombre había propuesto a la Asamblea el siguiente ar- 
tículo: «El hombre tiene el derecho inviolable de rendir a Dios culto 
y de profesar la religión, según los dictámenes de la recta razón y de 
la revelación, independientemente de todo poder humano. El Estado no 
sólo no puede violar de ningún modo esta libertad religiosa, sino que, al 
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contrario, debe protegerla y favorecerla segün los principios del dere- 
cho natural». Tal propuesta encontró una viva oposición y no fué acep- 
tada. 

Consecuentemente, la tesis tradicional de la libertad religiosa es so- 
metida a revisión. JACQUES LECLERCQ (3), propone expresamente que la 
tesis no debe limitarse a proclamar los derechos de la verdad, sino que 
debe completarse teniendo en cuenta el derecho de las minorías no ca- 
tólicas. 

Igualmente el padre CONGAR somete a crítica la plena validez en las 
condiciones del mundo moderno de las tesis tradicionales y se inclina 
a una solución negativa: «Que estas tesis—dice—sean, como tales, vá- 
lidas, no lo niego. Pero se puede preguntar si ellas están vinculadas a 
la esencia misma del cristianismo, como se cree generalmente... No estoy 
seguro de que el estado actual de nuestra Teología sobre este punto, 
en que la hipótesis de un estado neutro confesionalmente y separado de 
la Iglesia es considerada como cosa de excepción deplorable, esté verda- 
deramente a la.altura del problema actual» (4). 

Tales son los interrogantes que se han planteado muchos pensado- 
res católicos de hoy. Su doctrina se polariza, aunque con diversos ma- 
tices, en tornoga la tesis mariteniana del Estado laico vitalmente cris- 
tiano, como tdeal solución al problema de Iglesia-Estado. 

Tal Estado no exigiría a sus miembros un credo religioso común ni 
pondría en una situación de inferioridad política y religiosa a las mino- 
rías no católicas: todos, cristianos y no cristianos, conscientes de los 
valores humanos, de la dignidad y los derechos de la persona, guiados 
por la ley del amor fraternal y el derecho natural, cooperarían al bien 
común. 

Si se admite la diferenciación de lo temporal y lo espiritual, tal 
como de hecho se efectuó en los Estados modernos, desmembrando lo 
que en la concepción y realidad jurídica medieval no era más que 
Cristiandad, hay que llevarla hasta las últimas consecuencias. Es una 
de ellas el que ya la potestas civilis se concibe esencialmente ordenada 
al bien temporal, que es tal, no por oposición a eterno, sino al bien so- 
brenatural de la Gracia. Bien temporal es sencillamente todo lo bueno 
de condición terrestre, Si el hombre encuentra el bien supremo de la 
Gracia dentro de una comunidad jerarquizada, la Iglesia, a la cual está. 
ordenado a pertenecer por institución divina, parece ser que «de suyo» 


(3) J. LECLERCQ: L'Eglise et la liberte en 1948, “Documentos”, n. 2 (1949), p. 145. 
(4) P. CONGAR: Lettre aur la liberté religieuse, “Documentos”, n. 9 (1949), p. 145. 
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la confesionalidad no será elemento diferenciador de otra sociedad je- 
rárquica, el Estado, cuyo fin primario es el bien temporal y en cuyo 
seno se desarrollan los vínculos sociales del hombre en tanto en cuanto 
es miembro de la ciudad terrestre, 

Este Estado, de sentido cristiano, sería un Estado laico, pero no «lai- 
cizante», y se basaría en una concepción muy desarrollada de la doctrina 
de la Iglesia sobre la tolerancia, En este sentido explican las palabras 
de Pío XII en un discurso de 1948: «hay una tolerancia política—dice 
el Papa—, civil y social para con los fieles de otras religiones, que en 
ciertas circunstancias es igualmente para los católicos un deber mo- 
ral» (5). i 

Tales son las ideas que inspiran las obras de MARITAIN, principal- 
mente expuestas en Humanismo integral, Los derechos del hombre y 
la Ley natural, Cristianismo y Democracia. 

Es conocida la oposición que el pensamiento de MARITAIN ha encon- 
trado, sobre todo, en el ambiente español: de ella son eco la Pastoral 
del doctor MÉRIDA PÉREZ en 1949, los artículos del P. LÓPEZ y P. GUE- 
RRERO—La Democracia como régimen político-cristiano y El Estado 
laico como ideal cristiano—en «Razón y Fe»—1946 y 1951, respectiva- 
mente—, y la obra del sacerdote argentino MEINVILLE, De Lamenais a 
Maritain. 

He aquí algunos de los principales seguidores de la tendencia de 
neutralidad confesional: en Francia y Bélgica, Journet, Josehp Lecler, 
Rolin, P. Rouquette, Congar, Jacques Leclercq, Guitton, Marcel, Via- 
latoux y A. Latreille, profesores seglares de las Universidades de Lyon. 

En Alemania, el padre Max Pribilla, Von Kohnel. 

En España, mantiene una posición intermedia el doctor Manya. 

Entre estos pensadores católicos, defensores de la tendencia de neu- 
tralidad confesional, es necesario distinguir tres grupos, siguiendo la 
clasificación del padre MeELz1 en la «Scuola Cattolica», revista de la Fa- 
cultad Teológica de Milán (6), y C. SANTAMARÍA (7). 

Algunos se limitan al terreno de la realidad concreta, sin tratar de 
transformar los principios, sino simplemente a aplicarlos según el espí- 
fitu de nuestra época. Sería plantear una solución en el terreno de la 
hipótesis. Tai es la posición de MARITAIN, que expresamente ha protes- 


(5) Citadas por el P. Concar: Lettre sur la liberté religieuse, “Documentos”, n. 2 (1949), 


. página 140. 
(6) Laicità e confesionalità dello Stato, “La Scuola Cattolica" (junio 1952), pp. 201-207. 


(7) C. SANTAMARÍA: En torno al Estado ideal, "Criterio", nn. 1.177-78 (1952, Buenos Aires), 
página 949. 
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tado contra los que le acusan de poner en duda la doctrina clásica de 
Pío IX, León XIII y Pío X. 

Otros autores, más radicales, intentan demostrar que también en la 
línea de los principios el Estado laico es el ideal. Sistemáticamente han 
desarrollado esta doctrina VIALATOUX y LATREILLE en su vigoroso artícu- 
lo de «Documentos», Cristianismo y laicidad (8). 

Hacen notar, en primer lugar, la oposición entre la mentalidad mo- 
derna y la postura de muchos católicos, entre ellos, sin duda, los espa- 
ñoles, constitucionalmente intolerantes, y afirman sin rodeos que, para 
el espíritu público moderno, constituye una verdad cada vez más adqui- 
rida por la conciencia humana la de que el Estado debe ser laico. 


La tesis de la laicidad del Estado es para estos autores una conclu- 
sión lógica, que deriva de la fundamental verdad cristiana de la libertad 
del acto de fe. El Estado que se declara confesional jurídicamente que- 
branta la libertad religiosa de sus sübditos. Es la laicidad la expresión 
jurídica de esta libertad y su mayor garantía. Si la constitución del 
Estado supone una religión, los que no la profesen, se hallarán jurídi- 
camente fuera de la nación, excluídos del bien comün, obstaculizados 
para una amistosa convivencia. 


Sin embargo, el Estado laico no puede ignorar la importancia para 
sus sübditos de tal o cual religión, ni querer conceder a todas igual im- 
portancia. Pero si el Estado concede a una confesión preferencia, sería 
por su importancia nacional y no por la verdad reconocida de la religión. 

Esto incluye una clara consecuencia y es que la laicidad del Es- 
tado no entraña la separación de la Iglesia y del poder político. 
Entre ambos poderes puede existir una relación jurídica armoniosa- 
mente concordada. Ni considera a la religión como un asunto privado, 
sino comunitario y social: afirman solamente que esta comunidad reli- 
giosa no es la nación, sino la Iglesia, en cuyo seno los hombres dan 
culto público a Dios (9). El Estado, propiamente hablando, no puede 
realizar actos religiosos; es un mero símbolo o un conjunto de institu- 
ciones. 

La neutralidad confesional es elevada de esta suerte al plano de tesis 
como la única fórmula auténtica y posible del Estado cristiano. 


Un tercer grupo de autores, entre ellos el padre CONGAR, después de 


(8) Js VIALATOUX y A. LATREILLE: Cristianismo 


páginas 28-62. y Laicidad, “Documentos”, n. 4 (1950). 
(9) J. VIALATOUX y A. LATREHLE: Cristianism ici “Doc 
pagina 44. o y Laicidad, “Documentos”, n. 4 (4950). 
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haber reafirmado en sus líneas fundamentales los principios clásicos 
admitidos por la Teología católica, trantan de completarlos mediante 
un estudio más profundo de la tolerancia, 

El padre CowcaR (10) intenta valoralizar tres datos nuevos que mo- 
difican, a su juicio, la solución del problema Iglesia-Estado. Son éstos : 

1) La tolerancia, vista como forma del respeto a la libertad del acto 
de fe. 

2) La tolerancia, vista como forma del respeto a la trascendencia 
de la Iglesia. 

3) La tolerancia, vista como forma del respeto a la verdad. 

Concretamente, considera el padre CONGAR una coacción sobre la li- 
bertad religiosa el que en algunos Estados católicos se exija un examen 
de religión para todo puesto oficial, y la misma unión de Iglesia y Es- 
tado, dice, supone casi siempre una limitación de la independencia de 
la Iglesia (11). 

Esto parece inevitable, sostiene también JACQUES LECLERCQ (12), en 
un Estado oficialmente católico; la Iglesia está obligada a apoyarlo y 
el Estado se lo exige como justa compensación por las gracias concedi- 
das; por esto se generaliza la impresión de que lo mejor para la Igle- 
sia es la separación del Estado. 

Tales son los puntos capitales de la nueva tendencia. En una obra 
publicada en 1953: Tolerancia y comunidad hwmana (13), los autores 
CONGAR, AUBERT, BOUYER, MOLITOR y otros, han intentado una elabo- 
ración doctrinal sistemática de la nueva tesis de Pluralismo y libertad 
religiosa. 

Debe observarse que existe verdadera discontinuidad doctrinal de 
esta postura moderna con relación al movimiento liberal católico, aun- 
que lleve a parecidas conclusiones. 

El liberalismo planteó la cuestión de Iglesia-Estado predominante- 
mente desde el punto de vista de la diferenciación de lo temporal del 
Estado de lo espiritual de la Iglesia, para evitar la ingerencia mutua de 
los dos poderes, y por eso prevalecía la tesis de la separación. Hoy los 
aspectos del problema son distintos ; se parte de la autonomía total inte- 
rior del individuo en el acto de fe y la necesidad de convivencia social, 
para fundamentar; como auténtica base político-cristiana, la laicidad del 


(10) P. CONGAR: Orden temporal y verdad religiosa, “Documentos”, n. 10 (1952), p. 47. 
(11) P. CoNGAR: Orden temporal y verdad religiosa, “Documentos”, n. 10 (1959), pp. 47-48, 
(12) J. LECLERCQ: L'Eglise et la liberté en 1948, *Documentos?, n. 9 (1949), p. 147. 

(13) Tolerance .et communauté humaine JCasterman, Tournai, Paris, 1953). 
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Estado, que ofrece posibilidad a un régimen de relaciones amistosas en- 
tre ambos poderes. X: 

Está ya en la mente de todos un urgente interrogante : ¿La posi- 
ción de estos pensadores no choca contra la doctrina de Pío IX en el 
Syllabus y de León XIII en la Inmortale Dei, etc.? 

Los mismos autores empeñados en la tarea renovadora responden de 
-modo diverso. 

Según J. LECLERCQ (14), León XIII ha condenado la libertad de con- 
ciencia como base del indiferentismo, pero no en cuanto está ordenada 
a la pacificación de los espíritus y deriva de la libertad del acto de fe. 
MOURRAY y el padre Max PRIBILLA sostienen que la expresa aprobación 
del Estado confesional católico en la Inmortale Dei no constituye una 
afirmación doctrinal, sino una reacción polémica contra el liberalismo de 
la época (15). AUBERT, en el libro antes citado, renueva la «teoría del pén- 
dulo», de que habla el Cardenal OTTAVIANI en su ültimo discurso, opo- 
niendo León XIII a Pío IX, e introduciendo una evolución gradual en 
la doctrina de los Pontífices (16). JACQUES LECLERCQ, más atrevido, afir- 
ma que estudiando la acción positiva de la Santa Sede en nuestra época, 
se tiene la impresión de que sus esfuerzos tienden mucho más a estable- 
cer un régimen de separación, que a provocar la constitución de Esta- 
dos oficialmente católicos (17). 


Puede pensarse cuál será la significación extraña del Concordato es- 
pañol en este momento de la controversia, para los defensores del Es- 
tado laico vitalmente cristiano, siendo este acuerdo la realización prác- 
tica de los principios del Derecho público tradicional, lo cual supone 
todavía existente en España una situación de tesis. 

El reconocimiento en España de esta situación de tesis, presupuesta 
en el Concordato, implica la afirmación de una circunstancia tal en que 
la doctrina de la Iglesia sobre sus relaciones con el Estado es aplicable 
integralmente. Consiguientemente, el Concordato español está informa- 
do por estos principios fundamentales : 


(14) J. LECLERCO: Le Papauté moderne et la liberté de conscience, “Etudes”, n. 79 (1946-ID. 
páginas 298-307. > 


- (15) Citado por MrELzI: Laicità e confesionalità dello Stato, “La Scuola Cattolica? (juni 
1952), p. 207. a” (junio 


(16) M. AuBERT: Tolerance et communauté humaine (París, 1953), pp. 76-98. 
447) J. LECLER: L'Eglise et la liberté en 1948, “Documentos”, n. 2 (1949), pp. 149-50. 
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1) La confesionalidad del Estado: profesión social y no solamente 
privada de la religión del pueblo. 

2) La inspiración cristiana de la legislación y la enseñanza. 

3) La intolerancia de la propaganda y del ejercicio público de cul- 
tos no católicos. 

Se aprecia claramente que para nada han sido tenidos en cuenta los 
datos de las modernas teorías de la neutralidad confesional. El artícu- 
lo 1.° se remonta a la Constitución de 1876 y, antes de ella, a la de 1851. 

No perdemos de vista, desde luego, que se trata de un convenio apto 
para las circunstancias peculiares de España; pero, sin duda, que cual- 
quier cambio de mentalidad hubiera influido en la estipulación del Con- 
cordato, aunque de hecho no variara el porcentaje de católicos en Es- 
paña. 

Tendenciosamente, JOSEPH LECLER se permite hacer unas afirma- 
ciones (18) que dan motivo a pensar en una confesionalidad del Estado 
español, profesada artificialmente : «Es claro—escribe—, que por la orien- 
tación de su política el Gobierno español no ha creído poderse apartar 
(en cuanto a la religión del Estado) de las disposiciones anteriores». Lo 
cual nos lleva, lógicamente, al problema de la unidad católica de Espa- 
ña. Pues, ciertamente, si la Iglesia acepta o propugna en cualquier país 
un Estado católico es porque presume que en él existe una sociedad ca- 
tólica. Ahora bien, ¿qué es una sociedad católica ? 

Desde el punto de vista jurídico-canónico la respuesta es fácil: una 
sociedad se considera católica cuando los ciudadanos están bautizados 
en su mayoría, como en España; a estos bautizados la Iglesia tiene de- 
recho a exigir que reconozcan su autoridad en materia religiosa y tiene 
derecho también a que el Estado la reconozca a ella sola—no como ver- 
dadera, precisamente—sino como única institución religiosa válida para 
sus súbditos, independientemente del organismo político. 

Desde el punto de vista de la sociología religiosa es católico un pue- 
blo—dice CARLOS SANTAMARÍA—, Director del Organo Informativo de 
las Conversaciones Católicas Internacionales de Santander (19), cuando 
en él existe vitalmente la creencia colectiva en la Iglesia como institu- 
ción de salvación. En este caso el fundamento para el Estado contesio- 
nal es perfecto y la Iglesia puede ejercer íntegramente sus derechos. 
Un buen número de autores piensa que hoy no se da tal sociedad (20). 


(18) J. LÉCLER: Le nouveau Concordat espagnol, “Etudes” (enero 1954), p. 145. 
(19) C. SANTAMARÍA: En torno al Estado ideal, “Criterio”, nn. 1.177-78 (1952-B. A.). 


(20) Art. Clie Des 90s 
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El mismo padre CONGAR, refiriéndose al caso de Espana, hace alusión 
a un escritor según el cual la unidad católica de España es una ficción, 
que no puede sostenerse sin olvidar la influencia en la Península del 
siglo xIx (21). 

También el padre ROUQUETTE se atreve a manifestar que si bien aun 
hay Estados que profesan oficialmente el catolicismo, no hay, sin em- 
bargo, a excepción quizá de Irlanda, naciones plenamente cristianas en 
el sentido sociológico (22). 

Más explícitas son las afirmaciones del doctor MANYA (23), que como 
principios generales válidos para todos los pueblos modernos, aplicaba 
también a. España: “la pretensión de aquellos que, fundados sobre es- 
tadísticas, dan a sus países la categoría de exclusivamente católicos, por- 
que no haya otra confesión cristiana con un número considerable de 
adeptos, no tiene valor». «Nuestra unidad religiosa es indiscutible si la 
-eferimos a los resultados que en España ha obtenido el Protestantismo. 
Pero no sólo el Protestantismo puede romper la unidad religiosa de un 
pais». 

Como Max PRIBILLA, C. SANTAMARÍA, CONGAR, piensa MANYA en los. 
grupos numerosos de indiferentes, de partidos obreros comunistas, de 
anticlericales, que revelan una situación de no unanimidad social reli- 
giosa (24). 

He aquí un nuevo punto de vista, al que los partidarios del Estado 
laico quieren dar fuerza jurídica. En estas circunstancias, concluyen los. 


citados autores, la Iglesia debía preferir un Estado neutro o ampliamen- 
te tolerante (25). 


¿No responde, entonces, a la realidad el artículo 1.” del Concordato 
al afirmar que «La religión Católica, Apostólica, Romana sigue siendo 
la única de la Nación española»? ¿No es justificada, por lo tanto, la 
proclamación de un Estado confesional e intolerante, en la Península, 
con la práctica püblica de otros cultos? 


La solución es clara si se tiene en cuenta que en el Derecho público 
tradicional el hecho religioso que se pondera para definir el régimen 
conveniente de relaciones entre Iglesia y Estado es el del pluralismo 


(21) P. CONGAR: Orden temporal y verdad religiosa, “Documentos”, n. 10 (1952), Pp. 43. 
(22) R. ROUQUETTE: Pie XII et la tolerance, "Etudes" (febrero 1954), p. 242. 


(23) J. B. MANYA: A propos de la liberté religieuse, “Docu: " i 
ES oen no g 5 ocumentos”, n. 2 (1949), p. 156, y 


(24) Max PRIBILLA: Intolerancia dogmática toleranci US j sis i 
paging 65. y cia civil, *Documentos", n. 4 (1950), 


(25) C. SANTAMARÍA: En torno al Estado ideal, “Criterio”, nn. 1.177-78 (1952), p. 955. 
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confesional y no el del número de cristianos practicantes. Consecuente- 
mente, en el Concordato español no se da trascendencia jurídica a este 
hecho concreto, más o menos cierto en España, y se proclama su unidad 
católica. 

Que tal sea el espíritu que ha informado la elaboración del nuevo 
convenio lo confirman estas aclaraciones del Cardenal Primado : «Con- 
servándose en España, de hecho, la unidad católica social, porque ella 
quedó incólume del Protestantismo, y siendo la totalidad moral de los 
españoles católicos que han recibido el bautismo, constituyen sus hoga- 
res por el matrimonio canónico y quieren recibir sepultura eclesiástica, 
si la constitución política ha de responder al hecho social en España, 
el Estado debe ser y proclamarse católico” (26). Unidad religiosa en el 
Concordato se opone, pues, a proselitismo protestante. 

Puede objetarse que en estas condiciones la libertad del acto de fe 
no encuentra expresión jurídica en España, como quieren los profeso- 
res VIALATOUX y LATREILLE. 

Mas no se pierda de vista que al proclamar el Concordato católico 
al Estado español, se indica su postura oficial frente a la religión, se 
crea una determinada situación jurídica entré dos sociedades, pero no 
una política de coacción religiosa para sus súbditos. Y 


El acto de fe quedará siempre en el ámbito de la conciencia libre, 
cuya proyección jurídica no se anula con la constitución confesional del 
Estado, sino que se garantiza con una tolerancia prudente, tal como 
está convenida en el Concordato. A lo más, el matiz confesional del 
. Estado puede determinar una conducta religiosa artificial de los ciuda- 
danos. La libertad del acto de fe, sin embargo, radica en una interioridad 
que nunca puede ser violentada. El ejercicio de la religión, en cambio, 
puede estar sometido a influencias ambientales. La conducta externa 
puede ser menos auténticamente libre en un Estado confesional. Pe- 
ro evitar esto depende, en gran parte, de la táctica gubernativa adop- 
tada. 

En todo caso, el Estado es un organismo independiente y distinto 
del pueblo. Y sus relaciones con la Iglesia serán expresión jurídica pü- 
blica de unos derechos y deberes mutuos entre dos sociedades, muy su- 
periores al ámbito privado de las conciencias. Desde luego, aparece el 
peligro de confusión de los dos poderes. Mas téngase en cuenta su falta 
de base, ya que la tesis no es que la Iglesia dirija al Estado, sino los 


+ (26) El Catolicismo, religión de la nación, “Ecclesia”, n. 642 (34 octubre 1953), p. Á. 
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cristianos. La Jerarquía no se preocupará de técnicas políticas. Su fina- 
lidad es mantener el espíritu. 


Otro aspecto del nuevo Concordato que rebota contra la tendencia 
de neutralidad confesional es el de la tolerancia de la práctica únicamen- 
te privada de los cultos disidentes, como estaba convenida ya en el Fue- 
ro de los Españoles. 


«La Iglesia católica—escribía el padre CoNGAR en 1952 (27) —se mues- 
tra en España intransigente hasta el punto de reducir la libertad religiosa 
de los protestantes a un estado de cosas que estimo insuficiente». El pa- 
dre ROUQUETTE refiere que el Consejo Ecuménico de las Iglesias disi- 
dentes, en 1952, en una protesta contra las persecuciones en Hungría se 
abstuvo de intervenir en favor de la Iglesia católica. Y el padre ROUQUE- 
TTE pensaba, atestigua el padre CONGAR (28), que el motivo de esta abs- 
tención era que no se podía hacer beneficiaria a la Iglesia católica del 
principio de la libertad de conciencia que ella misma niega en España. 


Tal es la objeción que formula también el padre jesuíta alemán MAX 
PRIBILLA (29) : «Los acontecimientos de un país repercuten en todos los 
demás de la tierra. La Iglesia no puede, por eso, recabar en un Estado 
la libertad de religión como derecho humano y negarla en otro, segün 
que los católicos estén en minoría o en mayoría». 


Esto daría ocasión, insinúa Manya (30), a que los disidentes acen- 
tüen en otros países la intolerancia y la opresión con los católicos. Con- 
cediendo fuerza a estos criterios, escribe LECLER, a propósito del Con- 
. cordato: «Quizá sólo exclusivamente el Gobierno ha mirado los intere- 
ses del catolicismo español, sin atender a los de la Iglesia universal» (31). 


No obstante, a pesar de que las ideas del momento parecen tender 
hacia la completa libertad religiosa (32), el Cardenal OTTAVIANI elogia 
la tolerancia limitada existente en España, considerando un deber del 
Estado el defender así el patrimonio religioso del pueblo (33). Y esto 
lo ba corroborado su admisión en el Concordato, 


E 


(27) P. CONGAR: Orden temporal y verdad religiosa, a, n. 10 (1952), p. 43. 
(28) Art. cit., p. 45. 


(29) Max PRIBILLA: Intoleran “ , 

página 76. ancia dogmática y tolerancia civil, “Documentos”, n. 4 (1950), 
(30) J. B. MANYA: A propos de la liberté religieuse, “Documentos”, n. 2 (1949), p. 156. 
(31) J. LECLER: Le nouveau Concordat espagnol, “Etudes” (enero 1954), p. 115. 


(32) MAX PRIBILLA: Intolerancia dogmáti tole « 
página 76. gmática y tolerancia civil, “Documentos”, n. 4 (1950), 


(33) CARD. OTTAVIANI: 
m. 6 (1953), p. 170. 


" 


Los deberes del Estado con la religión católica, ed. en “Lumen”, 
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El pensamiento actual de la Iglesia sobre la tolerancia ha sido au- 
ténticamente expresado por Pío XII al estudiar la regulación positiva 
de lo religioso en la comunidad internacional y que concretamente enun- 
cia así: «Dentro de su territorio y para sus ciudadanos todo Estado re- 
gulará los asuntos religiosos y morales por medio de una ley propia; 
igualmente, en todo el territorio de la comunidad de los Estados estará 
permitido a los ciudadanos de todo Estado miembro el ejercicio de sus 
propias creencias y prácticas éticas y religiosas, en cuanto éstas no se 
opongan a las leyes penales del Estado en que habiten» (34). 

El estadista católico, enseña también Pío XII, al establecer en cada 
nación el ordenamiento jurídico-positivo de lo religioso debe pedir su 
juicio a la Iglesia, cuya postura está determinada en cada caso por la 
suprema norma del «bonum comune» de la Iglesia universal (35). 

No deja de estar en el recelo de muchos la suposición hecha por el 
diario «Le Monde» (36), de que los acuerdos de España con Estados 
Unidos podrían obligar al Estado a una mayor fiexibilidad. Mas no de- 
jará por eso de ser válida la base concordada de una tolerancia restrin- 
gida a la práctica privada de la religión. 


Se desmiente con el nuevo Concordato, prácticamente, la tesis de los 
defensores del Estado laico, segün los cuales la situación actual de todas 
las sociedades civilizadas exige como más útil a la paz pública la plena 
libertad religiosa, de suerte que la Iglesia católica deba ser una religión 
de tantas en cualquier nación rectamente gobernada. 

Tampoco la Iglesia ha perdido su independencia al ratificar este Con- 
cordato con el Estado español. Es otra de las objeciones candentes res- 
pecto al régimen de unión entre ambos poderes. ; 

En cuanto a las concesiones que la Santa Sede hace a Espafia, se 
observa que no implican una desigual cesión de derechos, ni privilegios 
excesivos. = 

Es cierto que el castellano será admitido como lengua complementa- 
ria en la Congregación de Ritos—privilegio nuevo—, pero debe subra- 
yarse que las preces por el Jefe del Estado no son ningün privilegio 
especial ; la liturgia en algunos casos las permite por todos los reyes, pre- 
sidentes o dictadores, y gozan de parecida concesión a la española Bél- 
gica, Francia, Italia, Alemania, Ecuador, Costa Rica y otras naciones. 


(34) Pio XII: Discurso al V Congreso Nacional de la Unión de Juristas católicos italianos 
(6 diciembre 1953), “Ecclesia”, n. 649 (1953), p. 6-(710). 

(85) Pio XII: Idem, p. 7-(710). 

(36) Caution moral?, “Le Monde” (29 agosto 1953). 
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La reafirmación del Motu proprio de Pío XII, en cuanto a la juris- 
dicción de la Rota, no es un privilegio nuevo, y el procedimiento fijado 
para nombramiento de Obispos no hace más que modificar una tradi- 
dición general. 

Solamente la posibilidad de ajustar algunos territorios de diócesis a 
provincias civiles representa una concesión políticamente interesante pa- 
ra España : el Gobierno tendrá así la facultad de suprimir los particula- 
rismos locales. 

Algunos periódicos han visto con el Concordato la «garantía moral» 
del Gobierno de Franco frente a los que decían que el Vaticano no haría 
jamás un Concordato con el régimen español. 

Centra muy bien el diario católico de Fribourg «La Liberté» esta 
cuestión en su término verdadero: «No se trata, por parte del Vatica- 
no, de aprobar la política interior y exterior llevada 'a cabo por el Go- 
bierno que negocia con la Sana Sede: únicamente tiene por objeto la 
consagración jurídica de los derechos de la Iglesia reconocidos por el 
Estado. Reconocidos éstos, la Iglesia española podrá seguir ejerciendo 
con mayor independencia su labor apostólica, doctrinal y espiritual» (37). 

Más desacertada es la opinión de «Le Monde», según el cual, por el 
Concordato la Iglesia pasa a ser en España una potencia temporal de 
primer orden (38). 

Un interrogante ha levantado el Concordato español: ¿Encuentra 
en este convenio su verdadera realización lc que se llama tesis en las 
discusiones de este ültimo siglo sobre las relaciones de Iglesia y de Es- 
tado ? (39). 

Sin duda que, tratándose de una solución práctica, que responde a 
la circunstancia religiosa concreta de España, no puede urgirse su va- 
lor doctrinal. 

El «Osservatore Romano», en su editorial de 28 de agosto de 1953, 
no dice nada para autorizar la opinión de quienes lo proponen como mo- 
delo, ni establece comparación con los anteriores: uno de ellos es el 
portugués concluído en 1940 con- Pío XII; fué acogido como una gran 
restauración de la antigua alianza de Portugal y Roma, pero en nin- 
guno de sus artículos se da a la Iglesia católica el título de religión de 
Estado, ni hay presupuesto para la dotación del clero. 


(37) “La L'berté” (15 septiembre 1953). 
(38) "Le Monde” (5 septiembre 41953). 
(39) J. LECLER: Le nouveau Concordat espagnol, “Etudes” (enero 1954), p. 112. 
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Sin embargo, queda en pie claramente que en la mente de la Iglesia 
el ideal sigue siendo el Estado católico, cuando las circunstancias socia- 
les y religiosas de un pueblo lo permiten, adaptable en su realización 
concreta a distintas modalidades. 

Habrá quienes se inclinen a suponer que en el fondo de esta tenden- 
cia de neutralidad confesional se encierra una especie de estatolatría, que 
coloca al Estado, como un ser en sí, independiente de los hombres que 
lo constituyen y que aun en lo político deben dar expresión a su acti- 
tud religiosa privada, un organismo sin trascendencia teleológica espi- 
ritual. 3 o 

Mas no debe pensarse que sea inútil la polémica sobre este tema del 
Derecho público eclesiástico. La crítica dei Estado confesional demues- 
tra que está expuesto a muchos peligros que es preciso corregir. La ex- 
periencia demuestra también que la Iglesia puede desarrollarse en me- 
dios neutros, tolerantes para con las diferentes confesiones. En el terreno 
de los principios, la noción de Estado confesional, depurado de matices 
históricos, puede hacerse más comprensible al hombre de hoy, y la to- 
lerancia sería profundamente apreciada como un elemento positivo, y no 
como un mal menor de la tesis católica (40). 

Ni siquiera España podrá inhibirse en esta investigación, ni quizá 
de los hechos. La realidad social řeligiosa de un Estado está sujeta a las 
variantes políticas y espirituales de cada generación. 

La permanencia en España de una situación de tesis, como la que 
actualmente ha hecho posible el Concordato, tal vez hoy más que nun- 
ca es una incógnita, lo mismo para los anticlericales que para los cató- 
licos. También lo es, más inextricable todavía, si en España será reali- 
zable la solución de un Estado laico de sentido cristiano, pero no laici- 
zante. En muchos alienta, sin duda, la esperanza de ambas posibilida- 
des, sin excluir un tercer extremo de peligrosidad anticatólica ya expe- 


rimentada. 


ManueL USEROS CARRETERO, Pbro.. 


(40) €. SANTAMARÍA: En torno al Estado ideal, “Criterio”, nn. 1.177-78 (Buenos Aires, 1953), 
página 950. 
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La provisión de las Sedes episcopales y arzobispales constituye sin 
duda, en frase de Bueno MowRzar (1), la medula de la disciplina ecle- 
Siástica y es, asimismo, por razones obvias, de interés y trascendencia 
para el Estado, siendo esta la razón de que en todos los Concordatos 
tenga un lugar preferente. : 

El Código” de Derecho Canónico establece taxativamente en el ca- 
non 109: “Los que se adscriben a la Jefatura eclesiástica no son desig- 
nados por consentimiento o llamamiento del pueblo o de la potestad 
secular, sino que se constituyen en el Pontificado Supremo por el mismo 
derecho divino, cumplida la condición de la elección legitima y de la 
aceptación de la misma; y en los demás grados de la jurisdicción, por la 
misión canónica”. : 

Por derecho divino corresponde ünicamente al Romano Pontifice, 
como Vicario que es de Cristo, el nombramiento de todos los Obispos, 
con exclusión absoluta no sólo del poder secular, sino incluso del pue- 
blo fiel y aun de los demás Obispos; entra de lleno, como dice Mu- 
NIZ (2), en el ámbito de las llamadas facultades estrictamente apos- 
tólicas, en las cuales ningün Obispo, ninguna entidad eclesiástica, 
y mucho menos secular o civil, ha sucesido a los Apóstoles, sino el que. 
sucede a San Pedro» (3). 


(*) Sobre los otros tres Conventos que precedieron y han sido incorporados al Concordato 
de 1953, se ¡publicaron oportunamente en las páginas de esta Revista los siguientes comen- 
tarios: 

. LAUREANO PÉREZ MIER: Convenio entre la Santa Sede y el Gobierno español para la’ pro- 
visión de beneficios no consistoriales. 1 (1946), pp. 729-975. 
; LAUREANO PÉREZ MIER: El Convenio español sobre Seminarios y Universidades de estudios 
eclesiásticos, 9 (1947), pp. 87-152. 

MANUEL GARCÍA CASTRO: El Convenio entre la Santa Sede y el Estado español sobre la ju- 
risdicción castrense y asistencia religiosa a las fuerzas armadas, 5 (1950), pp. 1407-1171, y 6 
(951), pp. 265-301 y 695-771. 

LAUREANO PÉREZ MIER: El servicio militar del clero y el Convenio español de 3 de agosto 
de 1950, 6 (1951), pp. 106p-1094. à 

A llenar el vacío que supone la falta de estudio del Convenio-de 7 de junio de 1951, ante- 
rior al nacimiento de nuestra Revista, van dirigidas las siguientes páginas. à 

(1) Las relaciones entre la Iglesia y el Estado en los modernos Concordatos, p. 13. 

(2) El nombramiento de Obispos en España, Madrid, 1926, p. 7. ; X 

(3 A los que arguyen en favor del Estado, partiendo de que el Obispo: es a la vez un 
ciudadano de especial categoría y de gran influencia. en su medio ambiente y por eso mismo 
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Ahora bien, puede el Sumo Pontífice ejercer por sí este derecho, o 
hacer partícipes de él a otras personas, con carácter Rene en uU 
de leyes, a las que se equipara la costumbre, o excepcional a título 
de privilegio, otorgado unilateralmente, o con ocasión de negociar- 
se un Concordato. Y ésta es la explicación de las benignas conce- 
siones hechas por la Santa Sede con mayor o menor extensión, según 
las diversas circunstancias concurrentes, en los distintos Estados. 

Por lo que a España se refiere, el Convenio de 7 de junio de 1941 
entre el Gobierno español y la Santa Sede.vino a llenar la laguna que 
en esta Materia representaba la falta de Concordato, desde que el último 
celebrado en 1851, que todos reconocían como enormemente anticuado, 
tanto desde el punto de vista del Derecho canónico, como del civil (4), 
había sido conculcado por los Gobiernos republicanos y perdido su vi- 
gencia. 

Sus normas son las que recientemente se han incorporado al nuevo 
Concordato de 1953 por virtud de lo dispuesto en su artículo 7.°, sin 
que, como observa G. BARBERENA (5), “adquieran nueva fuerza, puesto 
que desde su nacimiento fué ley concordada, válida, por tanto, en el 
orden canónico lo mismo que en el civil". Esta incorporación, que es- 
taba ya prevista en el punto 6.” del propio acuerdo, en el que se estable- 
cia: “El presente Convenio estará en vigor hasta que se incorporen sus 
normas al nuevo Concordato", podía hacerse como indica LÓPEZ OR- 
TIZ (6) con respecto al Convenio de 16 de julio de 1946, que ofre- 
ce un paralelismo perfecto en la materia que nos ocupa con el nues- 
tro, de dos maneras: o reproduciendo en el articulado del Concordato 
sus normas más o menos modificadas, o reconociendo, como se ha he- 


al Estado importa que ese ciudadano sea cívicamente intachable y fecundo en la línea de la 
política imperante, les preguntaríamos: ¿Es que no tiene el Estado jerarquías? ¿Es que ne 
importa mucho, muchísimo, a la Iglesia que esas jerarquías sean hombres de fe, observantes 
fieles de su doctrina y de sus leyes, espejo de todos por su conducta cristiana? ¿Es acaso 
indiferente para una Diócesis, cuyo territorio constituye una provincia, que el Gobernador . 
civil, el Notario, el Abogado del Estado, el mismo Jefe de Correos, sean personas para quienes 
el cristianismo es algo más que un rótulo de circunstancias y de situación oficial? Y, sin em- 
bargo, nadie jamás ha planteado el problema de los derechos de la Iglesia a supervisar y 
dar su consentimiento a tales nombramientos.” (TowAs G. BARBERENA: Derecho de presentación 
para Sedes Episcopales. “Ecclesia” [1953], p. 499). 

“Por otra parte, en los gobernantes y jerarcas eclesiásticos se requieren cualidades singula- 
res de ciencia, piedad, celo, discreción, etc., y el juzgar sobre la existencia en los individuos 
de aquellas condiciones es de competencia de la misma Iglesia, nunca del Estado, ni del pueblo” 
{ELOY MONTERO: El nuevo Concordato español, Madrid, Vda. de Galo Sáez, 1954, p. 43). 

(4) En el primero, con ta publicición del Código, se había ¡producido una’ gran mudan7a, 

que luego examinaremos, y en el segundo había sido sustitufda ta Monarquía católica por um 
Estado laico y ateo con un grado avanzado de descristianización del päis, y después de la 
gloriosa fecha del 18 de julio de 1936 no cabe dudar que no se tratába de una vuelta a la 
situación liberal y democrática anterior al 1034 y existente en 1851. 

(5) Le ¢., p. 490. 

(6) Los beneficios no consistoriales, “Ecclesia” (1953), p. 496. 
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cho, su vigencia, conservándole como documento separado con cierta 
autonomía». "Al incorporarle sin introducir en él modificaciones—pode- 
mos afirmar parafraseando al Obispo de Tüy— queda patente que la ex- 
periencia ha confirmado el sistema adoptado como adecuado a su fina- 
lidad”, experiencia que en nuestro caso se remonta cinco años más atrás 
que en el de los beneficios no consistoriales, a que se refiere el autor 
citado. 

También hemos de tener en cuenta que no es todo el Convenio lo 
que se conserva en vigor, sino tan sólo lo que se refiere al nombramien- 
to de Arzobispos y Obispos residenciales y Coadjutores con derecho 
de sucesión, excluídos, por tanto, los cinco últimos puntos y excluídos 
también los nombramientos de Administradores Apostólicos de carácter 
permanente, ya que, al ser nuevamente elevadas a la categoría de dió- 
cesis, que habían perdido en el Concordato de 1851, las de Barbastro, 
Ciudad Rodrigo e Ibiza, en noviembre de 1949, carecen de aplicación. 
En cambio, en el último apartado del artículo 8.” se extienden las mis- 
mas normas al nombramiento de Obispo Prior de las Ordenes Militares, 
que, como se sabe, gobierna con el título de Obispo de Dora el Priora- 
to «nullius» de Ciudad Real, constituído por Pío IX en la bula Ad Apos- 
tolicam de 18 de noviembre de 1875, y cuya subsistencia se recoge tam- 
bién en el citado artículo del Concordato a que venimos refiriéndonos. 


Ek * 


Apenas terminada nuestra gloriosa Cruzada, el Gobierno español, 
España entera, sintieron la urgencia de legalizar jurídicamente las filia- 
les relaciones que desde el 18 de julio de 1936 habían unido nuestra na- 
ción con el Vaticano y que, salvo pequeños paréntesis, han sido tónica 
constante en nuestra vida diplomática. 

Sobreponiéndonos a toda clase de dificultades, a los dos años de 
conciuída la Cruzada y ante la imposibilidad de preparar un Concor- 
dato en tan corto período, concluíamos el primer Convenio entre la 
Iglesia católica y el nuevo Estado espaiiol, firmado en el Palacio de 
Santa Cruz de Madrid el 7 de junio de 1941 por el excelentísimo y reve- 
rendísimo señor don Gaetano Cicognani, Nuncio Apostólico de Su. 
Santidad, en representación de la Iglesia y por el Ministro espafíol de 
Relaciones Exteriores, excelentísimo sefior don Ramón Serrano Suñer, 
en la del Gobierno de España. 

Constituye este acuerdo un verdadero preámbulo o etapa previa del 
Concordato recientemente concluido por ambas supremas Potestades, 
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segün explícitamente se hizo constar en el punto 6.”, en el que el Go- 
bierno español empeñó su palabra de llegar cuanto antes a la celebra- 
ción de un nuevo Concordato "inspirado en el deseo de restaurar el sen- 
tido católico de la gloriosa tradición nacional”. 

El interregno entre aquel Convenio y la firma del Concordato, que 
en él se anunciaba, había de ser jalonado, a manera de hitos señeros, 
por acuerdos tan importantes como el de 16 de junio de 1946, estable- 
ciendo normas para la provisión de los beneficios no consistoriales (7), 
cuyas negociaciones se iniciaron en el momento mismo de la firma del 
Convenio a que venimos refiriéndonos, en cumplimiento del punto Es 
en el que se plasmó, junto al principio de Derecho público eclesiástico 
de que es a la Iglesia “a la que por derecho propio y nativo corresponde 
incluso la provisión de aquellos beneficios no consistoriales, sobre los 
que el Rey de España gozaba de particulares privilegios", la benévola 
disposición de la Santa Sede para con el Gobierno y pueblo españoles 
con la promesa de “hacer también en este punto algunas concesiones” ; 
el de 8 de diciembre del mismo año, sobre Seminarios y Universidades 
eclesiásticas (8), y el de 5 de agosto de 1950, sobre asistencia religiosa 
a las fuerzas armadas (9), todos ellos incorporados: ahora definitivamen- 
te al nuevo texto concordado. 

He aquí los cinco primeros artículos o puntos del Convenio de 7 de 
junio de 1941 (ünicos que se refieren a la materia objeto de este estu- 
dio, y únicos que ha conservado en vigor el reciente Concordato, como 
apuntamos anteriormente) por los que se regula la provisión de Sedes 
episcopales y archiepiscopales, cuestión batallona, como hemos visto, 
en todos los Concordatos españoles, particularmente en los dos últimos, 
y de singular trascendencia, no exenta de cierta dificultad, en las cir- 
cunstancias en que se llevó a cabo su negociación (10): ` 


(7) REv. Esp. DcHo. CANÓNICO, 1 (1946), pp. 793-729. 

(8) Rev. Esp. DCHO. CANÓNICO, 2 (1947), pp. 79-86. 

(9) Rev. Esp. DCHO. CANÓNICO, 5 (1950), pp. 1101-1106. 

(10) En efecto, se celebró aquélla después de una violenta persecución religiosa en la 
llamada zona roja de nuestra Patria, cuando como consecuencia de la misma habían transcu- 
rrido varios años sin proveer ninguna vacante y el número de éstas había sido aumentado con 
los martirios de once excelentísimos y reverendísimos Prelados y dos Administradores Apos- 
tólicos asesinados por las hordas. Y esto cuando más falta hacía sin duda el Pastor que diri- 
giese las diócesis, por querer España entroncar en sus vetustas tradiciones católicas. Pero este 
mismo entronque venía a ser a un tiempo un acicate y un inconveniente, pues si, por una 
parte, el Gobierno, a fuer de católico, deseaba vivamente acabar cuanto antes las negociacion:s 
que pusieron término de una manera oficial à la separación entre ambas supremas Potestades, 
y remediaran a la vez la orfandad, ya harto prolongada, de muchas diócesis, por otra, eran muy 
explicables las aspiráciones del Poder, que pretendía la continuidad histórica de nuestro cato- 
licismo pasado, a conseguir los mismos privilegios y prerrogativas con que los Romanos Pon- 
tífices distinguieron a nuestra nación en otros tiempos, y siendo estos privilegios, como ve- 


remos, contrarios al Coder y al moderno sentir de'la Iglesia, surge una insospechada barrera 
de donde lógicamente deblera esperarse el máximo acercamiento. 
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1. Tan pronto como se haya producido la vacante de una Sede ar- 
zobispal o episcopal (o de una administración apostólica con carácter 
permanente), o cuando la Santa Sede juzgue mecesario nombrar un 
coadjutor con derecho de sucesión, el Nuncio apostólico, de modo con- 
fidencial, tomará contacto con el Gobierno español, y una vez conse- 
guido un principio de acuerdo, enviará a la Santa Sede uma lista de 
nombres de personas idóneas, al menos en numero de seis. 

2. El Padre Santo elegirá lres de entre aquéllos y, por conducto de 
la Nunciatura Apostólica, los comunicará al Gobierno español, y en- 
tonces el Jefe del Estado, en el término de treinta días, presentará oficial- 
mente uno de los tres. 

3. Si el Padre Santo, en su alto criterio, no estima aceptables todos 
o parte de los nombres comprendidos en la lista, de suerte que no pu- 
diera elegir tres o ninguno de entre ellos, de propia iniciativa completa- 
rá o formulará una terna de condidatos, comunicándolo por el mismo 
conducto al Gobierno español. 

Si éste tuviera objeciones de carácter político general que oponer-a 
todos o a algunos de los nuevos nombres, las manifestará a la Santa 
Sede. En caso de que transcurriesen treinta días desde la fecha de la 
susodicha comunicación sin una respuesta del Gobierno, su silencio se 
interpretará en el sentido de que entonces el Jefe del Estado presentara, 
sin más, a su Santidad uno de los candidatos incluídos en dicha terna. 

Por el contrario, si el Gobierno formula aquellas objeciones, se con- 
tinuarán las negociaciones, aun transcurridos los treinta. días. 

4. En todo caso, aun cuando el Padre Santo acepte tres nombres 
de los enviados, siempre podrá, además, sugerir nuevos nombres, que 
añadirá a la terna, pudiendo entonces el Jefe del Estado presentar in- 
distintamente un nombre de los comprendidos en la terna o alguno de 
los sugeridos complementariamente por el Padre Santo. 


5. Todas estas negociaciones previas tendrán carácter absolutamen- 
te secreto, guardándose de manera especial el secreto con respecto a las 
personas hasta el momento de su nombramiento” (11). 

En el punto primero del Convenio se establece que al producirse en 
España la vacante de una Sede arzobispal o episcopal, o cuando la San- 
ta Sede juzgue necesario nombrar un Coadjutor con derecho de suce- 
sión, el Nuncio Apostólico, de modo confidencial, tomará contacto con 


(11) A.A.S., XXXIII (1941), pp. 480-481, y "B. O. del E." de 17 de junio de 1941. 
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el Gobierno español y, una vez conseguido un principio de acuerdo, 
enviará una lista de al menos seis personas idóneas. 

Es de sefialar la impropiedad de la frase «toma de contacto», ya que 
en realidad la misión del Nuncio no es otra que la de mantener el con- 
tacto entre la Santa Sede, a quien representa, y el Gobierno español, 

cerca del cual se encuentra, al menos de modo habitual, contacto que, 
` por otra parte, mantiene también el Gobierno por medio de nuestro 
Embajador en el Vaticano, haya o no alguna Sede vacante. Más propia 
y precisa nos aparece la frase de ELoy MONTERO: “Se comunica con- 
fidencialmente” (12). 

Desde el punto de vista jurídico lo dispuesto en el primer punto co- 
loca a España en una situación de privilegio respecto de las demás na- 
ciones, ya que en realidad encierra el privilegio de exclusiva o veto, 
concedido antiguamente a algunos países dominados por acatólicos, a 
quienes sería poco decoroso otorgar el derecho de presentación o nom- 
bramiento (así, algunos países alemanes) (13), y consistente en comuni- 
car al Poder secular la lista de candidatos entre los que se iba a celebrar 
la elección, por si el Príncipe encontraba alguno que le era menos grato, 
en cuyo caso debía eliminarse, sin que pudiese elegir el que le agra- 
dase ni eliminar a todos o casi todos, sino únicamente a algunos, de- 
jando siempre un número suficiente para que puediera celebrarse la 
elección. 

Mas mientras estas listas de candidatos eran confeccionadas por el 
Papa o los Cabildos en su caso, pero sin intervención alguna del Poder 
civil, en nuestra Convención, al establecerse que la lista de candidatos 
se forme de acuerdo entre el Nuncio y el Gobierno, se concede algo más, 
ya que no sólo puede el Poder secular eliminar a quienes crea menos 
gratos, aun antes de que figuren en la lista, sino también se concede 
la intervención activa de poder incluir en la misma a cuantos desee, 
con la sola limitación que representa la posible oposición del Nuncio, 
que sólo ocurrirá con causa grave y razonable. Una vez confeccionada 
esta lista se enviará a Roma. 

El punto segundo establece que el Padre Santo elegirá tres de entre 
los nombres que se le envíen y, por conducto de la Nunciatura, los co- 
municará al Gobierno español, y entonces el Jefe del Estado presentará 
oficialmente uno de los tres, en el término de treinta días. 

- La libertad de elección del Jefe del Estado aparece, pues, reducida 


(12) L. €: p. 52. ; 
(13) E. MONTERO: Derecho público eclesiástico, p. 174. 
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a elegir uno de los tres escogidos por el Papa, sobre los cuales había 
anteriormente dado su beneplácito. 

Es, pues, un derecho de presentación muy restringido, en el que la 
Santa Sede tiene, con este complicado mecanismo, la garantía de que el 
presentado será totalmente idóneo y de su agrado, puesto que es uno 
de tres escogidos por Su Santidad, al mismo tiempo que concede al 
Jefe del Estado español verdadero privilegio de presentación, por cuanto 
no podrá proveerse ninguna Sede sin este requisito; no rompiendo así 
de un modo total la continuidad tradicional de intervención del Esta- 
do español en los nombramientos de los Obispos. 


Nótese la gran semejanza entre lo establecido en estos dos puntos 
y las concesiones de la Santa Sede a favor de los Cabildos de la’ Repú- 
blica de Baden y Prusia, que, al ocurrir una vacante deben enviar a 
la Sede Apostólica una lista de candidatos, y de entre esa lista y la en- 
viada por el Arzobispo de Baden anualmente o por los Arzobispos y 
Obispos prusianos al ocurrir la vacante, la Santa Sede elige una terna 
que devuelve al respectivo Cabildo, para que por votación secreta elijan 
al que ha de ocupar la vacante (14). 

En el mismo criterio se hallan inspirados el canon 1.452, respecto 
a las elecciones populares, y los artículos 11 del Concordato austríaco, 
21 del de Polonia y 19 del de Lituania, respecto a los patronatos sub- 
sistentes, que establecen que la presentación de un clérigo para un de- 
terminado beneficio, deberá hacerse en uno y otro caso, en una de tres 
personas propuestas por el Ordinario del lugar. 

El punto tercero prevé el caso, no frecuente, de que en la lista de 
candidatos enviada a Roma no encuentre el Sumo Pontífice ni siquiera 
tres nombres que le sean gratos, y entonces, en su alto criterio, podrá 
formular otra nueva lista de tres nombres total o parcialmente ajenos 
a la que se le envió, comunicándola por conducto de la Nunciatura al 
Gobierno español. Este, recibida la nueva terna, podrá objetar en el tér- 
mino de treinta días razones de orden político general contra alguno 
o todos los comprendidos en la lista; presumiéndose que no tiene que 
hacer objeción alguna, y, consiguientemente, que presentará a alguno 
de los tres, si transcurre el mes sin usar de este derecho. 

Sigue en este punto la semejanza indicada con los Concordatos pru- 
siano y de Baden, ya que también en aquéllos puede darse el caso de 
que la Santa Sede incluya en la terna uno o varios nombres que no 


: o 
(44) Artículos 3.» del Concordato icon Baden y 6.0 del celebrado con Prusia. 
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figuren en las listas, si bien, como es natural, por tratarse de Cabildos 
en lugar de Estados, se suprime por innecesario el poder alegar obje- 
ciones de carácter político. 

Si el Gobierno hiciere objeciones de índole política se continuarán 
las negociaciones, incluso después de los treinta días. ; Qué negociacio- 
nes serán éstas? 

Desde luego, si las objeciones sólo se refieren a uno o dos de la terna, 
siempre podrá el Jefe del Estado presentar a uno para ocupar la Sede 
vacante, Si las objeciones comprendiesen a los tres o aun no compren- 
diendo más que a alguno, el Jefe del Estado por otras razones prefirie- 
se usar del privilegio a elegir entre tres, otorgado en el punto primero 
del Convenio, parece que el camino expedito sería recomenzar de nuevo 
las negociaciones enviando a Roma otra nueva lista de seis candidatos 
al menos, formada de acuerdo con el Nuncio, en la cual no figure nin- 
guno de los que fueron enviados anteriormente al Papa y no elegidos 
por él, ni tampoco aquellos sobre los que el Gobierno había alegado 
razones de índole política; en cuanto al restante o los restantes de la 
terna enviada por el Papa, podrían figurar o no en esta nueva lista, si 
bien el que figuraran sería una garantía de éxito, ya que se conoce de 
antemano el parecer del Jefe Supremo de la Iglesia respecto de ellos. 

Finalmente, aunque difícil, puede presentarse el caso de que el Go- 
bierno aun no teniendo razones de carácter*político que oponer, tuviera 
Otras razones graves y dignas de atención para desear que alguno o. 
todos los incluídos en la terna no obtuvieran el beneficio vacante (nacio- 
nalidad, cultura nacional, lengua nacional..., etc.). Este caso, aunque 
no previsto en el Convenio, parece fuera de duda que, dadas las exce- 
lentes relaciones del actual Gobierno español con la Sede Apostólica, po-. 
dría resolverse con el planteamiento confidencial por parte de aquél a la 
autoridad eclesiástica, quien no dejaría de oír las justas razones alega- 
das por sus fieles hijos. 

, En este tercer punto salta a la vista el privilegio de prenotificación 
oficiosa, ya que hasta se emplean las mismas palabras que en los demás 
‘Concordatos en que se concede este privilegio (Letonia, art. 4.7; Bavie- 
ra, art. 14; Polonia, art. 11; Lituania, art. 11; Checoeslovaquia, ar- 
tículo 4.°; Italia, art. 19; Rumania, art, 155. Prusia, arts. 0.9 y 153 
Baden, art. 3.°; Alemania, art. 14; Austria, art. 4.°, y Portugal, ar- 
iículo 10 del Concordato y 7. del Acuerdo Misional); sin embargo, 
"debemos notar sus diferencias. En primer lugar, el que se establece como 
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excepcional, ya que lo ordinario será que el Papa encuentre tres perso- 
nas de su agrado y dignas, en la lista al menos de seis que se le envía, 
tanto más cuanto que en su confección ha de intervenir el Nuncio. En 
segundo lugar, que mientras en las naciones que gozan de este privile- 
gio se comunica a sus Gobiernos solamente un nombre, el de la persona 
en quien se piensa proveer la vacante, en España se presentará siempre 
una terna, terna que sólo en el peor de los casos será totalmente ajena 
a la lista enviada por el propio Gobierno, pero que en muchos casos 
estará formada por uno o dos nombres provenientes de aquélla. Por 
último, y como más importante, el que si se objetan aquellas razones 
políticas se continuarán las negociaciones, aun después del plazo (en 
los demás Concordatos no puede hablarse así, ya que no se trata de 
negociaciones : la Iglesia aprecia libremente las razones expuestas y 
procede o no, según su recto criterio, a la provisión), En cambio, en 
nuestra Patria no podrá verificarse la provisión mientras no se efectúe 
la presentación por el Jefe del Estado. 

El punto cuarto establece que el Sumo Pontífice podrá en todo caso, 
aun aceptando tres nombres de la lista que se le remita, añadir otros 
nuevos a la terna, pudiendo en tal caso el Jefe del Estado presentar in- 
distintamente a una de las personas comprendidas en la terna o a una 
de las añadidas por el Papa. 

En nada merma este punto los privilegios concedidos en los anterio- 
res, toda vez que permanece la terna y puede presentarse cualquiera de 
los comprendidos en ella, y sí sólo da ocasión al Pontífice de intervenir 
de un modo más directo en la provisión, y al Estado de condescender 
con él, si lo estima oportuno, proporcionando el medio de beneficiar a 
la Iglesia española, ya que, de ordinario, sólo será preferido el nombre 
añadido cuando de su designación resulten positivas ventajas, que aun- 
que no se vieron en el primer momento, al formar la. lista de candida- 
tos, fueron descubiertas más tarde al ser sugerido el nuevo nombre por 
el Santo Padre. 

Finalmente, el punto quinto marca el carácter absolutamente secre- 
to que deben tener todas estas negociaciones, carácter que «interesa mucho 


al buen orden de la Iglesia y del Estado, al mismo tiempo que es capital 


para los propuestos, si no fuera del agrado del Poder civil, evitar cual- 


quier desprestigio o mengua de su fama, guardando en absoluto secreto 
sus nombres» (15). 


(15) E. MONTERO: El Concordato portugués, p. 7. 
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Resumiendo lo dicho, vemos que en este sistema se combinan las 
tres clases de privilegios que en materia de provisión suelen concederse 
y se han concedido por la Iglesia. El sistema de veto o exclusiva, acre- 
centado con una cierta intervención del Gobierno en la formación de 
la lista de candidatos, mezclado con un inuy restringido derecho de pre- 
sentación a favor del Jefe del Estado y sólo en el caso—poco frecuente— 
de la no aceptación por el Papa de una terna de la lista que se le envía, 
el sistema de prenotificación oficiosa, también en cierto modo perfec- 
cionado, por cuanto, en frase de ELov MONTERO, “La fórmula de la 
prenotificación oficiosa tiende a evitar el conflicto, pero no lo hace im- 
posible; en cambio, la fórmula española quiere evitarlo a toda costa' o 
al menos contenerlo dentro del ámbito diplomático, evitando de este 
modo incidentes indecorosos derivados de la falta de reconocimiento, por 
parte del Estado, de efectos civiles al nombramiento pontificio ?” (16). 

Comparemos ahora este procedimiento con el empleado antes del 
año 1931. En los últimos tiempos de la Monarquía, según F. REGATI- 
LLO (17), se entendían el Nuncio y el Ministerio de Justicia: el Nuncio 
tomaba informes, exploraba la voluntad de la Santa Sede y a veces pro- 
ponía otros. Obtenida privadamente la aprobación de la Santa Sede, 
y la aceptación del elegido, se publicaba en la «Gaceta» el Decreto de 
nombramiento y se cursaban instrucciones al Embajador de España en 
la Santa Sede, para que realizara la presentación y obtuviera la bula 
confirmatoria. En el sistema estipulado en el presente Convenio, tam- 
bién el Nuncio y el Ministro de Asuntos Exteriores han de entenderse, 
bien que para mandar a Roma no uno, sino varios nombres (seis, al 
menos). El Papa puede también, como en el antiguo sistema, proponer 
otros, con exclusión o no de los presentados, y en todo caso aprueba. 
por lo menos a tres; de los cuales escoge uno el Jefe del Estado. El 
elegido de esta forma goza ya de antemano de la aprobación pontificia 
y sólo necesita la institución canónica; sin embargo, no se publica el 
nombramiento en el «Boletín Oficial del Estado» antes de obtenerla. Ve- 
mos, pues, una mayor intervención de la Santa Sede y, consiguiente- 
mente, una más restringida libertad de elección por parte del Jefe del 
Estado. 

Para mejor ponderar la ventajosa posición en que la Santa Sede se 
ha dignado colocar a nuestra España, evangelizadora de la mitad del 
orbe, martillo de herejes, iuz de Trento, espada de Roma, cuna de in- 


(16) El nuevo Concordato español, p. 54, 
(17) Concordatos, Santander, V. Martinez, 1933. 
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numerables santos, como escribiera MENÉNDEZ Y PELAYO, hagamos un 
breve esquema de las modificaciones introducidas por el Código de Dere- 
cho Canónico en materia de patronato y de las principales formas de pro- 
visión de Arzobispados y Obispados empleadas por la Santa Iglesia en 
la actualidad. 

En el magistral Prefacio del Cardenal GASPARRI, que precede a al- 
gunas de las ediciones del Código de Derecho Canónico, explicando 
las razones que hacían necesaria su publicación, después de examinar 
la dificultd de encontrar la norma canónica apíicable en cada caso, atri- 
buyendo al Derecho canónico la frase que Livio aplicó al Romano: 
, Inmensum aliarum super alias coacervarum legum cumulum”, prosi- 
gue de esta manera: “Añádase a todo esto la consideración de que al- 
gunas leyes canónicas dadas al principio con prudencia suma habían 
venido a ser, con el camibio de las circunstancias, o difíciles de cumpli- 
miento o poco aptas para la salud de las almas". 


En esta segunda clase podemos incluir todas las disposiciones que 
regulaban el “ius patronatus". 

En efecto, la Iglesia concedió graciosamente este beneficio con áni- 
mo de manifestar su gratitud hacia los fundadores de templos..., etc., 
o bien a los que los reconstruían o dotaban, o en ocasiones para oponerse 
a los abusos de las investiduras y del mundium o derecho de abogacía 
sobre todos los habitantes, incluso clérigos, de un fundo a favor del 
señor del mismo, concediendo el privilegio de presentación y declarando 
al mismo tiempo la falta de existencia del pretendido derecho de domi- 
nio sobre las iglesias. Mas la triste experiencia de los múltiples abusos 
y luchas que han traído consigo estas concesiones ha movido a la Santa 
Sede a evitar prudendentemente su repetición, cambiando en esta ma- 
teria las disposiciones del antiguo Derecho eclesiástico. Ya en el Con- 
cilio Vaticano se hicieron peticiones en este sentido y el Código, en el 
canon 1.450, prohibe en lo sucesivo el derecho de patronato y únicamen- 
te admite que pueda fundarse un beneficio con la condición de que se . 
confiera por primera vez al clérigo fundador o a otro clérigo designado 
por el fundador. - 

En cuanto a los derechos de patronato ya adquiridos, el canon 1.451 
dispone : 

* Procuren los Ordinarios de los lugares, que acepten los patronos 
sufragios espirituales, aun perpetuos, en favor de sí mismos y de los 
suyos, en lugar del derecho de patronalo de que gozan o cuando menos 
en lugar del derecho de presentación”. 
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Mas si no quisieren renunciar, deberán someterse a la reglamenta- 
ción y normas que se fijen en los cánones .siguientes. 


Finalmente, son dignos de examinarse los cánones 1.448 y 1.471; 
el primero define el “ius patronatus”, y el segundo, el “ius praesentan- 
di", sin que ninguno de los dos lleve consigo el otro. El canon 1.448 
dice: 

“Derecho de patronato es la suma de privilegios con algunas cargas 
que, por concesión de la Iglesia, competen a los fundadores católicos 
de una iglesia, capilla o beneficio, o también a sus causahabientes". 

yel 1471: 

“Si la Sede Apostólica, tanto en los Concordatos, como fuera de = 
ellos, concediere a alguien el indulto de presentar para una Iglesia o 
para un beneficio vacantes, de ahí no se origina derecho de patronato, 
y el privilegio de presentación se ha de interpretar estrictamente según 
el tenor del imdulto””. 

Este cambio, introducido en la legislación canónica por el Codex, 
se refleja, lógicamente, en todos los Concordatos celebrados con poste- 
rioridad a la publicación de aquél. 

Examinemos someramente las disposiciones en este aspecto de los 
Concordatos posteriores a su promulgación, época llamada concordata- 
ria, como señala BUENO MONREAL (18), “La directriz que se aprecia 
diafana y precisa en la legislación concordada es la siguiente: la pro- 
visión de todas las mugistraturas eclesiásticas compete “pleno iure" a 
las autoridades de la Iglesia, según las normas del Derecho canónico. 
En cuanto a las supremas magistraturas, beneficios mayores o consisto- 
riales, gran número de Concordatos establecen en forma terminante el 
principio fundamental del Código: “El Romano Pontífice nombra li- 
bremente los Obispos” (19). 

Entre estos están: los de Baviera (art. 14, $ 1.°), Prusia (art. 6), y 
Baden (art. 3, $ 1.°), Austria (art. 4, $ 1.°), Polonia (art. 11), Litua- 
nia (art. 11), Italia (art. 19), Alemania (art. 14). 

El mismo principio se da como supuesto con la fórmula: “La Santa 

Sede, antes de proceder al nombramiento de Arzobispos y Obispos..., 
etc." en los siguientes: Rumania (art. 5, $ 2.°), Letonia (art. 4), Pru- 
sia (art. 7), Baden (art. 3, $ 2.°), Portugal (arti 10 del Concordato y 
7.° del Acuerdo Misional) y Checoeslovaquia (art. 4 del Modus vivendi). 


(18): Li 6: p. 46. Véase a este propósito TORRUBIANO RIPOLL: Los Concordatos de da posgue- 
rra y la constitución religiosa de los Estados, Madrid, M. Aguilar, 1931. 
(19) Canon 329. 
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La designación de las personas, aparte los casos de patronato, corres- 
ponde igualmente a la Santa Sede, excepto en Baviera, Prusia y Baden, 
que mantienen el derecho particular tradicional. 

En virtud de este derecho, en Baviera, al ocurrir la vacante de una 
sede Arzobispal o Episcopal, el Cabildo respectivo somete a la Santa 
Sede directamente una lista de candidatos dignos del oficio episcopal 
e idóneos para regir la diócesis; la Santa Sede elige libremente entre 
éstos y entre los indicados en las listas que cada trienio envían a la 
misma los Obispos y Cabildos. En Baden, el Cabildo envía también 
una lista de candidatos a la Santa Sede, quien en vista de esta lista y 
de las enviadas anualmente por el Arzobispo, forma una terna, que re- 
mite a los canónigos, para que ellos elijan uno de los tres, que después 
es confirmado por el Papa. En Prusia, tanto el Cabildo respectivo, como 
los Arzobispos y Obispos diocesanos, presentan a la Santa Sede una 
lista de candidatos dignos, al ocurrir la vacante; la Santa Sede, te- 
niendo presente estas listas, designa al Cabildo tres personas, entre las 
que el Cabildo debe elegir por votación secreta. Resta sólo hacer la ob- 
servación de que la Santa Sede puede, en los tres casos, después de ma- 
duro examen, si lo creyere necesario o conveniente, formar las ternas 
o elegir otros candidatos fuera de las listas (20). 

El nombramiento de los Prelados «nullius» y Coadjutores de Obis- 
pos con derecho de sucesión es de libre elección de la Santa Sede en 
todos los Concordatos, excepto en el nuestro. 

Las aspiraciones de la Iglesia, manifestadas en los cánones 1.450, 
$ 1.^ y 1.451, $ 1.°, se ven satisfechas en los textos concordados mo- 
dernos. Descuella entre todos el artículo 25 del texto italiano: “El Es- 
-tado italiano renuncia a la prerrogativa soberana del Patronato Real 
sobre beneficios mayores y menores”” y el artículo 24: “Queda oboli- 
do todo nombramiento Cesáreo o Real en materia de provisión de bene- 
ficios u oficios en toda Italia”. El artículo 15 del Concordato con Ru- 
mania incluye en la abolición aun los patronatos de particulares : "Los 
derechos y obligaciones de patronato de toda categoría son y quedan. 
abolidos sin indemnización alguna". Medida tan radical, que traspasa 
notablemente los límites moderados del canon 1.451, tiene su justifica- 
ción, aparte de la potestad indiscutible de la Santa Sede, en la necesi- 
dad de reorganizar la Jerarquía y quizá en el olvido y negligencia, por 
parte de los patronos, del cumplimiento de sus obligaciones y en !a di- 


(20) Sobre este derecho particular, v. WERNZ-VIDAL: Jus Canonicum, II, “De personis", 
nn. 947 y 594. , 
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ficultad de probar documentalmente la legitimidad de sus derechos. E! 
Concordato de Baden, en el artículo 4.°, suprime el derecho de patrona- 
to de la Repüblica, y sólo conserva el de los particulares, sometiéndole 
al Código canónico en su ejercicio (21). El mismo. criterio se acepta en’ 
el artículo 14 del Concordato con Alemania para las diócesis sufragá- 


neas de Friburgo y que constituyen con ella la provincia eclesiástica del 
Alto Rhin. Baviera conserva únicamente el derecho de patronato apoyado 
en títulos canónicos especiales (art. 14). Lo mismo dispone el artículo 11 
del Concordato austríaco: “La provisión de los beneficios eclesiásticos 
pertenece a la autoridad eclesiástica, salvo los derechos particulares de 
patronato o de presentación fundados en títulos canónicos especiales”. 


No obstante, subsisten en algunos Concordatos vestigios de patrona- 
to, si bien afectados de la misma tendencia abolicionista y severamente 
reglamentados según las normas del Código canónico: así, los Con- 
cordatos de Polonia (art. 21) y Lituania (art. 19). Prusia conserva pro- 
visionalmente un patronato fiscal del Estado. 


Prescindiendo de estos casos excepcionales, que sólo se conservan al 
amparo del Derecho antiguo, el sistema seguido actualmente por la Sede 
Apostólica, en la mayor parte de los países sujetos al Derecho común, 
es el libre nombramiento pontificio, precedido de ordinario, únicamente 
por vía de información y con carácter de investigación preliminar, de 
la obtención de una o varias listas de personas aptas para el episcopado, 
proporcionadas por ciertas personas o corporaciones, siempre eclesiás- 
ticas. 


“La Iglesia se ha libertado—hace notar BUENO MONREAL—de las ira- 
bas que su misma generosidad le creara en otros tiempos, cuando la fe 
arraigada y el celo que impulsaba la conducta de los supremos Princi- 
pados civiles diera ocasión a la benigna concesión por la Santa Sede de 
abundantes patronatos universales y parliculares; los que si en un prin- 
cipio fueron motivo de piedad y generosa armonia entre ambas potesta- 
des, habían degenerado com lamentable frecuencia (salvando siempre 
gloriosas excepciones), en motivo de ambiciones e intrigas politicas que 


coartaban el libre desenvolvimiento de la libertad soberana de la I glesia 
en materia tan esencial” (22). | 


(21) La Constitución de Baden (II, párrafo 18, c 4.0) decía: “ ; i 

1 ; REC In cia: “Queda abolido el derecho de 
patronato perteneciente en otro tiempo al Jefe del Estado. Quedan asimismo suprimidos los de- 
rechos de patronato ¡pertenecientes a determinadas familias de la nobleza o vinculados a fa 


propiedad de ciertas tierras, a no ser que se pruebe que constituí patro: 
fundado en títulos privados. p B ix be i 


OL. 0, p. 39. 
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La profunda evolución de los tiempos y de los valores espirituales 
en la sociedad moderna ha hecho fácil este cambio radical de orienta- 
ción en una de las materias más delicadas, que con demasiada frecuen- 
cia entorpecía la armonía en las relaciones entre la Iglesia y el Estado, 
ocupando la mayor parte (y aun la totalidad) de los antiguos Concordatos. 


Antes, los Estados, católicos por el número de súbditos católicos y 
por el espíritu de la legislación y del régimen, y la estabilidad de las 
formas de Gobierno, permitían a la Iglesia tener suficiente seguridad 
de que los privilegios de nombramiento y de exclusiva que Ella concedía 
serían usados por los respectivos Gobiernos con la discreción y sentido 
católico exigidos por la naturaleza misma de aquellos privilegios. 

Hoy, por el contrario, es mucho menor la estabilidad de las formas 
de Gobierno, al par que el espíritu laico y aun hostil a la Esposa de 
Cristo son motivos suficientes para poner en duda el que los Gobiernos 
usaren de aquellos privilegios de nombramiento y de exclusiva con áni- 
mo favorable a los sagrados intereses de la religión. 

Al tiempo que los Estados ceden con facilidad, como hemos visto, 
en la pretensión de nombrar los magistrados eclesiásticos, se muestran 
exquisitamente celosos en fiscalizar dichos nombramientos, con la consi- 
guiente disminución de la libertad de la Iglesia. 

Acomodándose a las nuevas circunstancias de la época actual, la 
Iglesia ha concedido a los Estados el derecho de prenotificación oficiosa. 

La fórmula se encuentra por primera vez en los Concordatos con 
Montenegro y con Colombia, en los cuales se habla de observaciones de 
índole política o civil. En los Concordatos posteriores ya no aparece la 
palabra civil. Es el derecho de objetar, es decir, manifestar a la Santa 
Sede, o al Ordinario que haya de conferir algún beneficio las razones 
de índole política que el Gobierno respectivo pueda tener en contra de la 
persona que la Santa Sede, o el Ordinario en su caso, le hubieren no- 
tificado previamente como candidato antes de su nombramiento e insti- 
tución. La Santa Sede, de modo estrictamente secreto y confidencial, 
revela al Gobierno privilegiado el nombre del electo, antes de publicar 
su nombramiento, y el Gobierno, dentro de un plazo, puede hacer las 
observaciones que crea oportunas, siempre de orden político, en contra 
del candidato. 

Este privilegio, como demuestra muy acertadamente ELOY. MONTE- - 
RO (23), nada tiene que ver con el placet o agreement, ya que mientras 


(23) El nuevo Concordato español, p. 49. 
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este ültimo envuelve el derecho de rechazar una persona, simplemente 
por no ser grata, aquél sólo entrafia la obligación, por parte de la Igle- 
sia, de manifestar el nombre del candidato al Gobierno, antes de que 
su nombramiento se haga püblico, y cerciorarse de si existen o no ra- 
zones políticas en contra del candidato, y en caso afirmativo, ponderar 
con absoluta libertad si son dignas de tenerse en cuenta, sin que el Go- 
bierno tenga en ningün caso derecho a impedir el nombramiento, 
siendo completamente impropia e inadecuada la frase mihil obstat pre- 
ventivo, aplicada a este privilegio. 

El mismo Pío XI, en su carta al Cardenal Gasparri, replicando a los 
discursos de Mussolini ante la Cámara, escribía el 30 de mayo de 1929: 
«Se dice reservado al Estado el "nihii obstat preventivo” para los nom- 
bramientos eclesiásticos. El Concordato no usa jamás, ni una sola vez, 
tal expresión ; en cosas tan importantes y delicadas también las fórmu- 
las merecen y exigen toda atención y exactitud» (24). 

Asi se expresa claramente en el Protocolo final del Concordato ale- 
mán, declarando que dicho derecho de prenotificación oficiosa no lleva 
consigo el veto por parte del Estado alemán, y en el Protocolo adicional 
del Concordato con la República de Baden, en el que se dispone que en 
el caso de que el Gobierno pusiese una objeción de carácter político a 
algún nombramiento, debe intentarse llegar a una inteligencia entre la 
Santa Sede y el Gobierno mismo ; mas siempre que tal tentativa quedase 
sin resultado, la Santa Sede es libre de efectuar la provisión (art. 7.°, n. 2). 

Este procedimiento es el seguido en la mayoría de los países que se 
rigen por Concordatos, añadiendo únicamente el de Austria cómo pre- 
cisa la presentación en el plazo de un mes de una lista de candidatos 
por cada Obispo, si bien la Santa Sede no por ello se obliga a nombrar 
uno de los incluídos en las listas, Una mayor intervención en la desig- 
nación de la persona concedió la Sede Apostólica al Cabildo metropo- 
litano de Salzburgo (Austria), el cual goza del poder de designar una 
de tres personas que le serán propuestas por Roma; a los Cabildos ale- 
manes de Baviera, Baden y Prusia, cuyo derecho particular ya hemos 
expuesto, y a las diócesis de Rótenburgo, Maguncia y Misnia, a las 
que se hicieron extensivas las mismas normas vigentes para la Repúbli- 
ca de Baden (art. 14 del Concordato Alemán). | 

. Finalmente, el mayor privilegio concedido en este orden de cosas, 
después de la publicación del Código, se halla contenido en el artícu- 


(24) A. A. B., XXI (1920), pp. 300-303. 


— 256 — 


EL NOMBRAMIENTO DE OBISPOS EN ESPANA 


lo 6." del Acuerdo entre la Santa Sede y Portugal, de 15 de abril de 1928, 
que es como sigue: 

En la provisión de las Sedes de Goa, Cochin, Santo Tomé de Me- 
hapor y Macao: 

a) La Santa Sede, después de haber consultado, según la práctica 
usual de la Curia romana, a los Obispos de la provincia, por medio del 
Delegado Apostólico de la India o, respectivamente, de la China, es- 
cogerá el candidato portugués más idóneo para dirigir la diócesis. 

b) Por intermedio del señor Nuncio Apostólico de Lisboa o de la 
Legación de Portugal ante el Vaticano, la Santa Sede comunicará con- 
fidencialmente a S. E. el Presidente de la República el nombre del can- 
didato elegido. 

c) El Presidente de la República, si el candidato no ofrece dificul- 
tad de orden político, presentará oficialmente su nombre a la Santa Sede. 

d) Se presume afirmativamente la respuesta del Presidente de la 
República a la consulta de la Santa Sede en el caso de no llegar dentro 
de dos meses, a contar del día de la entrega de la respectiva comuni- 
cación. 

e) Las dos Altas Partes contratantes se pondrán de acuerdo cada 
vez para la publicación simultanea del nombramiento, que deberá que- 
dar secreto hasta el fin de los actos oficiales". 

Y más reducido aún, pues se prescinde de ia previa consulta a los 
Obispos de la provincia y de la cláusula de que el candidato no ofrezca 
dificultades de orden político, en el artículo 7.°, del tenor siguiente: 

“En la provisión de las Sedes de Bombay, Mangalor, Quilon y Tri- 
chinópolis : 

a) La Santa Sede, una vez escogido el candidato más idóneo, lo pon- 
drá en conocimiento del Presidente de la República por intermedio del 
señor Nuncio o de la Legación de Portugal ante el Vaticano. 

b) El Presidente de la República hará oficialmente la presentación 
de dicho candidato en el intervalo de un mes, y el nombramiento se hará 
público en la forma prevista en el apartado c) del artículo precedente” (25). 

Privilegios que, debido a la nueva situación de la India, han sido re- 
nunciados por el Gobierno portugués, conservándolos tan sólo en lo que 
respecta a las Sedes de Goa y Macao, en virtud de los artículos 1.” y 7.° 
del Convenio de 18 de julio de 1950 (26). 


(25) A. As S., XX (1928), pp, 129-133. 
(26) A. A. S., XXII (1950), pp. 811-814. 
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17.—DERECHO CANONICO 


JULIAN MANUEL FERNANDEZ DEL CORRAL 


No es necesario insistir en la superioridad, tanto en amplitud, como 
en calidad, de las concesiones benignamente hechas por Su Santidad 
a nuestra Patria, aprovechando esta oportunidad para señalar la feliz 
coincidencia de que los mayores privilegios concedidos en esta materia 
hasta la fecha, lo hayan sido a favor de las dos naciones que en santa 
hermandad conviven en la piel de toro. 

Resta señalar que todas estas concesiones pontificias, en materia de 
presentación, no constituyen derecho de patronato y han de interpretar- 
se estrictamente con arreglo a los cánones 1.450 y 1.471, anteriormente 
citados, es decir, que los derechos de patronato de la Monarquía espa- 
ñola sobre los beneficios de sus reinos, “derechos—en frase de LÓPEZ 
Ortiz—discutidos y más que discutibles, que fueron parcialmente reco- 
nocidos en vías de transacción en el Concordato de 1753, y siguieron 
actuando en el de 1851” (27), y que en virtud de los cánones 3 y 4 con- 
servó el Rey de España incluso después de promulgado el Código de 
Derecho Canónico, fenecieron definitivamente con la desaparición del 
Concordato de 1851. 

Ni en el Convenio de 1841, ni en el Concordato actual, se hace la 
más ligera alusión al Real patronato, antes al contrario, como hace no- 
tar el autor últimamente citado, la Iglesia y el Estado español, en el 
primero de dichos convenios, califican de comün acuerdo "aquellos pre- 
tendidos derechos, sencillamente de privilegios" 

“Ante esta realidad —concluímos con el ya citado G. BARBERENA (28)—, 
nuestra primera obligación de españoles es reconocer el privilegio. No 
es de pechos nobles recibir con desdén un gram beneficio. Reconozca- 
mos lealmente que la Santa Sede nos hace objeto de un trato favorable, 
que cree en nuestras buenas intenciones y que ha cedido en nuestro favor 
una parte de su derecho indiscutible e inalienable a elegir sus Obispos 
con independencia de todo poder y jurisdicción meramente humana. 

Mas no basta. Los favores obligan más aún que las exigencias jurí- 
dicas. España ha recabado de la Santa Sede un Concordato cuya. base 
es la fidelidad española a la religión católica. El venturoso documento 
ya está firmado. Ello pone sobre nosotros una nueva responsabilidad : 
la de permanecer fieles a la Iglesia no sólo en nuestra conducta perso- 
nal, sino, además, en todos los aspectos de nuestra vida pública”. 


JULIÁN ManueL FERNANDEZ DEL CORRAL 


Profesor A. de la Universidad de Madrid 


(27) L. €. 
(98) L. ¢., p. 499. 


PROPIEDAD Y DESTINO DE LOS 
INGRESOS PROCEDENTES DE VISITAS 
DE LOS TURISTAS 


(DICTAMEN) 


Se nos pregunta a quién pertenecen ios fondos procedentes de las 
cuotas que pagan los turistas por visitar las catedrales. Según unos son 
bienes de fábrica. Otros piensan que son bienes del Cabildo, y hay quien 
piensa que pertenecen por igual a la una y al otro. Se desea, además, 
saber cuál es el destino que debe darse a esos bienes. He aquí nuestro 
sentir. 


ADVERTENCIAS PREVIAS 


1.* Los bienes que se muestran a los turistas no son necesariamen- 
te bienes de fábrica; pueden serlo de Cabildo, el cual, como persona 
moral, es también sujeto de derechos patrimoniales (can. 1.499, $ 2), 
cuya administración corresponde al mismo Cabildo (bajo la vigilancia 
del Ordinario; can. 1.519, $ 1). No tratamos aquí de esos bienes. Y si 
lo que ven los turistas, previo el pago de la cuota de entrada, fueran 
bienes en parte del Cabildo y en parte de la fábrica, el dinero proceden- 
te de las cuotas sería indudablemente del Cabildo pro rata parte del valor 
turístico (no de su cantidad) de esos bienes del Cabildo. Los bienes del 
Cabildo quedan, pues, fuera de nuestra cuestión. 

2.2 La doctrina canónica moderna propende a considerar la fábrica 
como persona distinta de la Iglesia Catedral (V. WAGNON, en Diction- 
maire de Droit Canonique, Art. «Eglises», fasc. XXV, col. 192 ss). 
Las razones de esta distinción son, a nuestro parecer, muy fundadas en 
diversos cánones del Código. Para nuestro asunto, esta distinción es 
inoperante, por lo cual trataremos el caso como si no hubiera más que 
dos personas jurídicas en la cuestión: el Cabildo y la fábrica. 


E 


TOMAS GARCIA BARBERENA 
Respuesta a la cuestión 


El dinero que paga un turista por ver la Catedral significa una pres- 
tación contractual cuya contraprestación es una actividad: la del que 
ensefia y explica la Catedral y sus tesoros. Se trata, pues, de un con- 
trato sinalagmático : «do ut facias». 

Los términos de estas relación contractual son por una parte el tu- 
rista, por otra el Cabildo; no la fábrica. En cuanto al turista, creo que 
no hay dificultad. En cuanto al segundo término de la relación, he de 
probar que no es la fábrica, sino el Cabildo. 


No es la fábrica. La razón no puede ser más simple: la fábrica no 
enseña porque no puede enseñar nada. Para convencerse de ello no hay 
sino mirar la naturaleza de la persona no colegial que es la fábrica. Esta 
consiste en un conjunto de bienes personalizados, entre los cuales está 
el mismo templo catedral (cfr. advertencia 2.*), sus dependencias y los 
objetos en ellas contenidos, adquiridos por cualquier modo legítimo. 
Estos bienes personalizados por el Derecho obran por medio de su ad- 
ministrador, que es el Obispo con el Cabildo (can. 1.182, $ 1). Mas es 
de advertir que los actos de estas personas (lo mismo que los de cual- 
quier Otra persona moral) son muy limitados y están determinados por 
su fin. Particularmente las personas no colegiales tienen una actividad 
muy restringida. El Código no la señala; se limita a remitir a los lu- 
gares pertinentes (can. 100, $ 2). Así, sería necio decir que un hospital, 
en cuanto fundación, raciocina o escribe libros. Porque algunos parecen 
creer que porque estas personas morales tengan síndico o administrador 
pueden realizar cualquiera clase de actividades. No es esa su misión. La 
fábrica de una iglesia no puede, por ejemplo, montar en bicicleta o con- 
tratar un médico para sus enfermedades, aunque el administrador pue- 
da hacer estas cosas. La personalización de los bienes de fábrica signi- 
fica solamente que hay un sujeto (fingido o real, esto es discutible) a 
quien esos bienes pertenecen. La actividad de esos bienes personalizados 
se limita a conservarse, mejorarse y emplearse en sus destinos, que son 
el culto de la Catedral y la conservación, reparación y decoro del tem- 
plo. Esto es lo que hacen esos bienes por medio de sus administradores. 
Pero la fábrica no puede enseñar álgebra, ni arte, ni explicar el valor 
histórico y arqueológico de un objeto propio ni ajeno. El administrador 
de fábrica que hace eso, no lo hace en cuanto administrador, ni su acto 
físico-personal es acto de la persona moral fábrica. «La fabrique n'exer- 
ce que de droits patrimoniaux», dice sensatamente WAGNON (02:04 
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col. 194). La fábrica, pues, no ensefia la catedral a los turistas, porque 
no puede enseñarla. 

Es el Cabildo. Excluída la fábrica, creo que no queda sino decir que 
es el Cabildo. Este es el encargado de la custodia de los bienes; tiene 
obligación de custodiarlos con diligencia, no tiene obligación de ense- 
ñarlos a los turistas, sino sólo de emplearlos en el culto de la catedral. 
Si hay una custodia de valor, la pondrá al uso el día del Corpus, pero 
otro día cualquiera no tiene más misión que custodiarla con seguridad. 
Hay un turista que desea verla; el Cabildo se la muestra y le explica 
su historia y sus méritos. El turista paga este favor. ¿A quién? A quien 
se la ensefia, es decir, al Cabildo. Luego la cuota del turista pertenece 
a la mesa capitular. 


Una dificultad y su solución 


El Cabildo no enseña a los turistas sus bienes propios, sino los de 
la fábrica; luego no puede lucrar para sí las cuotas de los turistas. 


Respuesta.—Pase la premisa y se niega la consecuencia y la con- 
clusión. El Cabildo no es dueño de los bienes de fábrica, pero sí es su 
poseedor legítimo y puede, en virtud de esa posesión, ensefiarlos y co- 
brar por ese servicio voluntario. 

No es este lugar para extendernos en la complicada materia de la 
posesión. Nos limitaremos a indicar los datos necesarios para la solu- 
ción de la dificultad. 

No negaremos que las personas jurídicas no colegiales puedan poseer 
por medio de sus síndicos, ya que estos actos pertenecen a la vida de 
esas personas. Particularmente adquieren la posesión pro suo de los 
frutos de los bienes personalizados, mediante la cual hacen suyos esos 
frutos. El Código Civil español parece admitir esta facultad explícita- 
mente (art. 38); decimos «parece» porque hay más de un motivo para 
dudar si la palabra «poseer» tiene en ese texto un sentido técnico, Pero 
además de la posesión pro suo, los juristas romanos admitían ya la po- 
sesión pro alio, alieno nomine, pro alieno. El concepto parece haber evo- 
lucionado del Derecho romano clásico al justinianeo (cfr. ALBERTARIO : 
Possesso e quasi possesso, (Milán, 1946) p. 56-62): en este último la 
posesión pro alieno significa toda posesión no animo domini facta e in- 
cluye, aparte de otras posesiones, la del colono, depositario, comodata- 
rio, precarista, acreedor pignoraticio, secuestratario, etc. ( ALBERTARIO). 
De la vigencia de estas ideas en el Derecho medieval no hay por qué 
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insistir. El artículo 432 de nuestro Código Civil admite, en general, los 
dos conceptos de posesión: «o en el de duefio, o en el de tenedor de la 
cosa o derecho para conservarlos o disfrutarlos, perteneciendo el domi- 
nio a otra persona». En la doctrina actual alemana se acepta también la 
posesión pro alieno «a título de arrendamiento comodato, depósito, pren- 
da, administración, etc.» (ENNECERUS-K1IPP-WOLFF : Tratado de Dere- 
cho civil, versión española, vol. 3, 1.* parte [Barcelona, 1944], p. 40). 
Y si alguien rehusara admitir esa posesión, habida cuenta de que sus 
efectos no son los que señala el Código Civil español (art. 466 ss), le 
responderíamos que la determinación de los efectos de esa institución 
jurídica corresponde a las legislaciones positivas y que el Código ca- 
nónico no ha recogido normas sobre el asunto. El Código alemán habla 
de subposeedores (§ 868), de posesión inmediata, de custodia, de tenen- 
cia (Cód. Civ. esp., art. 430, ap. 1), figuras todas más o menos iden- 
tificables con la posesión y que son aplicables a nuestro caso. 

Estas someras indicaciones bastan, según creemos, para dar cumpli- 
da respuesta a la objeción. El Cabildo custodia los bienes catedralicios 
y los posee pro alieno a título de custodia y de administración. El en- 
.sefíarlos con las debidas garantías no es obstáculo a la seguridad de 
su guarda ni a la rectitud y eficacia de su administración. Puede, por 
tanto, ensefíarlos si le place y cobrar por enseñarlos si hay gente dis- 
puesta a pagar dinero por verlos. 


Otra objeción 


«Res fructificat domino». El dueño de los tesoros de la Catedral es 
la fábrica. Las cuotas de los turistas son frutos de los tesoros de la Ca- 
tedral. Luego las cuotas son para la fábrica. 


Respuesta.—Se concede la mayor ; se pasa la primera menor, se nie- 
ga la segunda menor y la conclusión. 

El concepto jurídico de fruto es bastante elástico y su determinación 
concreta pertenece a la ley o a la costumbre. Entra en el Derecho pri- 
mitivo, con una fisonomía natural clara; son frutos las plantas del cam- 
po, las crías del ganado, la lana, la leche. Luego entra en juego un as- 
pecto económico-social que rebasa la idea natural de fruto, por ejemplo, 
la caza de un bosque, los cortes periódicos de árboles, los minerales de 
una mina, las piedras de una cantera. Por este camino se llegó a con- 
siderar como frutos los réditos de cualesquiera bienes, incluso pecunia- 
rios (BONFANTE: La proprietà, vol. 2 [Roma, 1926], p. 156 ss.). 
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La regla general de los frutos es que pertenecen al duefio de la cosa 
madre (accessorium sequitur principale, partus sequitur ventrem...). Mas 
el determinar si un algo es fruto en sentido jurídico, es cosa que plan- 
tea muchas dificultades en la doctrina y en la práctica del Derecho. Así, 
nuestro Tribunal Supremo, en sentencia de 28 de enero de 1947, decla- 
TO que las acciones nuevas que emite una sociedad no pueden conside- 
rarse como fruto de las acciones primitivas, pues el fruto es algo pro- 
ducido por la cosa que la da, y dichas acciones dependen en su naci- 
miento de los órganos estatutarios sociales (cfr. Castán: "Derecho Ci- 
vil español común y foral”, vol. 1 [ Madrid, 1949], p. 628). 

El Código español distingue los frutos en naturales, industriales y 
civiles. «Son frutos naturales las producciones espontáneas de la tierra, 
y las crías y demás productos de los animales. 

Son frutos industriales los que producen los predios de cualquier es- 
pecie a beneficio del cultivo del trabajo. 

Son frutos civiles el alquiler de los edificios, el precio del arrenda- 
miento de las tierras y el importe de las rentas perpetuas, vitalicias u 
otras análogas» (art. 355). 

No hay duda de que las cuotas de los turistas no son frutos natura- 
les ni industriales. Pero tampoco son civiles, ya que éstos son réditos 
derivados de una relación jurídica permanente constituída sobre la cosa, 
como el alquiler y el arrendamiento. Quien arrienda una cosa por dine- 
ro considerará éste como fruto de aquélla; quien se limita a mostraria 
por dinero no considerará éste como fruto de aquélla, sino como fruto 
de su actividad positiva o permisiva. Hay quien paga por ver enanos en 
una barraca de feria. Ese dinero no es fruto de los enanos, sino que per- 
tenece al que monta la barraca, el cual paga a los enanos y se queda con 
el resto. 

No se nos oculta que aguzando el ingenio se puede discutir sin tér- 
mino a base de un concepto tan amplio y elástico como el de fruto ju- 
rídico. En cambio, en el Código canónico tenemos un argumento que 
nos parece decisivo. El canon 2.346 establece que si alguien osara im- 
pedir que perciban los frutos o rentas (fructus seu reditus) de bienes 
eclesiásticos, aquellos a quienes en derecho les pertenecen, queda ex- 
comulgado hasta tanto que haya restituído íntegramente esos bienes, su- 
primido el impedimento y obtenido la absolución de la Silla apostólica. 
El impedimento de que se habla en este canon será de ordinario posi- 
tivo, pero no hay inconveniente en concebirlo como delito de omisión. 
Así, el administrador que tiene en su poder títulos o láminas de la Deu- 
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da püblica y no los deposita en el Banco con el encargo de que corte los 
cupones a sus vencimientos y los cobre, tendrá que hacer él mismo esas 
operaciones. Y si deliberadamente las omite y deja pasar el plazo hábil 
para cobrar, habrá impedido que los frutos sean percibidos por la per- 
sona eclesiástica a quien pertenecen, quedando, en consecuencia, exco- 
mulgado. 

Si las cuotas de los turistas fueran fruto de los bienes de fábrica, 
resultaría que los Obispos y los canónigos tendrían obligación de abrir 
sus catedrales a la visita de los turistas, y los que no lo hacen están 
excomulgados, tienen que hacerlo inmediatamente, pedir la absolución 
y restituir. Y los que enseñan una parte y no otra, por ejemplo, el archi- 
vo, tienen la misma pena y las mismas obligaciones. ; Habrá quien ad- 
mita esta censura y estas obligaciones ? 


Objeción tercera 


Ensefiar la Catedral y sus tesoros es un acto de administración de 
los bienes de fábrica. El administrador de los bienes eclesiásticos, en 
nuestro caso el Cabildo, no puede cobrar por sus actos de administra- 
ción. Luego el Cabildo no puede cobrar por enseñar la Catedral y sus 
tesoros. 


Respuesta.—Se niega la mayor y la conclusión. En cuanto a la me- 
nor, tendríamos que explicarla; porque el administrador puede cobrar 
por su oficio las cantidades tasadas por arancel o por costumbre. Estas 
cantidades obvencionales corresponden al administrador por serlo, vi 
officii, como parte de su sueldo. Pero como norma general, el adminis- 
trador realiza su misión obligatoriamente en virtud de la encomienda 
de esos bienes que la Iglesia le ha entregado, tenga o no tenga dere- 
chos especiales por sus actos particulares de administración. 

Mas, dejando aparte este tema, insistamos en que el acto de ensefiar 
la Catedral y sus tesoros no encaja en la noción de acto administrativo 
de los bienes eclesiásticos. 

La doctrina comün entiende por administración la conservación y 
custodia de los bienes y las operaciones necesarias para la conservación 
y aumento de las rentas y frutos de los bienes eclesiásticos y para su 
distribución o destino en los fines de esos bienes. El Codex da normas 
de administración en los cánones 1.518-28. En el primero de esos cáno- 
nes da la norma general de que el administrador cumpla su oficio con 
la diligencia de un buen padre de familia: a continuación ha elencado 
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Seis actos principales de administración. Más ampliamente, Bonet (El 
patrimonio eclesiástico, [Salamanca, 1950], p. 142 s.) señala hasta vein- 
tiún actos administrativos. Ni en la noción comúnmente admitida, ni 
en la regla del bonus paterfamilias, ni en el elenco legal, ni en los actos 
que la doctrina señala como administrativos, hallamos el menor indicio 
de que el enseñar la Catedral a los turistas pueda considerarse como un 
acto de administración de los bienes de fábrica. Tenemos, en cambio, 
razones que persuaden lo contrario : principalmente la obligatoriedad del 
acto administrativo (can. 1.523); la cual es tan grande, que el adminis- 
trador que la abandona está obligado a restituir a la persona eclesiásti- 
ca dueña de los bienes aquellos provechos que dejara de percibir por 
abandono en la administración (can. 1.528). Con arreglo a estas normas 
el Cabildo no podría dejar de enseñar los tesoros catedralicios a los tu- 
ristas que lo desearan, ni una vez abierta la Catedral a las visitas, po- 
dría el Cabildo cerrarla ni sustraer a la visita ninguno de los tesoros en 
ella contenidos. Suponemos que nadie aceptará estas desorbitadas conse- 
cuencias, 

De iure condendo, podría tal vez, en un futuro más o menos lejano, 
legislarse sobre el tema y convertir esa exposición turística en acto de ad- 
ministración en los términos que la ley estableciera. No es imposible. 
La historia del Derecho canónico registra cambios más radicales que 
éste. Así, la doctrina clásica repudiaba unánimemente la licitud de la 
usura. Los usureros, dice Alejandro II, «utriusque Testamenti pagina 
damnantur» (c. 4, X, V, 19) y contra ellos el derecho de las Decretales 
contenía toda clase de penas, incluso la deposición de los clérigos. 
Modernamente, la organización de la economía ha hecho prevalecer el 
concepto de la fecundidad del dinero, y en la actualidad el préstamo 2 
interés bajo diversas formas no sólo está admitido en la ley de la Igle- 
‘sia, sino también preceptuado (cans. 1.523, 4.^; 1.531, $ 3; 1.547; 533, 
1.2 y 2^; 549). Un cambio semejante podría tener lugar en nuestra ma: 
teria, aunque no lo creemos, principalmente porque ello implicaría un 
gravamen o servidumbre sobre los bienes de valor turístico de las cate- 
drales, mal avenida con el dominio exclusivo e independiente que a la 
Iglesia compete sobre sus bienes propios. En todo caso, mientras esa 
ley no se dé, hoy no podemos llamar acto de administración a la exposi- 
ción pública de los bienes de valor turístico de las catedrales. 
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DESTINO QUE DEBE DARSE A ESOS BIENES. PODERES DEL PRELADO 


Las rentas de fábrica y los bienes de la mesa capitular tienen desti- 
nos distintos, por ser distintas las personas morales sujeto de dominio 
de esos bienes. Las primeras se han de invertir en reparar y decorar el 
templo y en el ejercicio del culto (can. 1.182). Los bienes capitulares tie- 
nen condición de dote beneficial y sirven para el sustento y retribución 
de los canónigos y para responder de las obligaciones económicas del 
Cabildo como tal. Lo restante no puede distribuirse entre los canónigos, 
sino que se capitaliza en el fondo de reserva. 

Pero a pesar de esta neta distinción, no es imposible el paso de capita- 
les de uno a otro fondo. El canon citado 1.182 señala el ejercicio del 
culto como fin de la fábrica, pero el culto necesita, ante todo, el minis- 
tro, cuya retribución con cargo a la fábrica en caso de necesidad no es 
ilegal (supuesta una ley previa del Obispo, para evitar fáciles alucina- 
ciones de los beneficiados). Ahora bien: los ministros del culto catedra- 
licio son los canónigos (can. 413, $ 1.°). Por otra parte, el Código obli- 
ga a los Obispos y a los canónigos a restaurar la Iglesia, «pro rata pro- 
ventuum», cuando la fábrica es insuficiente (can. 1.136, 1.°). Tal ha 
sido siempre la práctica de la Iglesia, antes y después de la separación 
de sus bienes en episcopales, capitulares y catedralicios. La redacción 
del canon 1.186, referida a sus fuentes históricas, revela bien a las cla- 
ras que los bienes del beneficio se consideran como uncidos a los de la 
iglesia; véase el número 2: «iis qui fructus aliquos ex ecclesia prove- 
nientes accipiunt", con cuya fórmula se expresa al párroco (VROMANT: 
De bonis ecclesiae temporalibus [Bruselas, 1935], p. 203), aunque éste 
percibe réditos del beneficio parroquial, no de la fábrica. 


Hay que advertir, además, que los legisladores del Código no tuvie- 
ron en cuenta esos bienes que modernamente han aparecido con el crecer 
del turismo ; por lo cual en la aplicación de las leyes a nuestro caso hay 
que mirar tanto al espíritu de la legislación como a la materialidad de 
una norma determinada y, sobre todo, a la analogía y a la equidad (bo- 
num et aequum). En las dos normas citadas se ve que el espíritu del Có- 
digo es que la fábrica económicamente poderosa subvenciona al canóni- 
go económicamente débil, y al revés, 


Con todo esto en cuenta y salvo el derecho particular de los estatutos. 
capitulares (can. 410), sefialaríamos los siguientes destinos en los que 
pueden invertirse las cuotas de los turistas : 


MO e 


PROPIEDAD Y DESTINO DE LOS INGRESOS PROCEDENTES DE VISITAS DÉ LOS TURISTAS 


A) Ante todo, el fondo de los turistas habrá de soportar los gastos 
«que implique la organización de «cicerones» y otros dependientes nece- 
sarios para que la visita sea cortés, amable e instructiva. El turista que 
paga tiene derecho a ello. Lo mismo diremos de los stands, vitrinas, etc., 
en que se exponen los objetos. A este propósito no estará de más recordar 
la obligación natural y positiva (can. 1.524 y Litt. Encyc. Quadragessimo 
anno, 15 mayo 1931; A. A. S., 23, 177) de asignar a esos dependientes 
un salario decoroso y justo, para que puedan cumplir bien su misión, 
sobre todo ante los visitantes extranjeros. La advertencia vale en espe- 
cial para las catedrales en las que los ingresos turísticos son grandes. 

B) Como bienes beneficiales, estas cuotas se emplearán en el sus- 
tento de los canónigos, en forma de gruesa o de distribuciones, en el 
caso de que sus dotaciones no sean congruas. Y estimamos que una ca- 
nonjía no es congrua si no alcanza las dos mil pesetas mensuales. Es- 
peramos que nadie nos tachará de exagerados. Por la misma razón, con 
ese dinero se podrán construir o adquirir habitaciones para los canóni- 
gos, fondos de valores públicos para tener réditos ; se pueden hacer fun- 
daciones pías para los canónigos o para los beneficiados y servidores de 
la Catedral, etc. 

C) En la conservación y restauración de los bienes que se enseñan. 
Parece muy razonable que si los turistas pagan por ver una custodia o 
un restablo deteriorados, se restauren con fondos del turismo. Por este 
capítulo cualquiera verá cuan grande cantidad puede destinarse a fines 
que normalmente corren a cargo de la fábrica. En cambio, en términos 
de estricto Derecho, no nos parecería correcto destinar ese dinero a fina- 
lidades de fábrica que nada tengan que ver ni con el Cabildo ni con el 
turismo. 

D) En la reparación urgente de una bóveda que amenaza ruina o 
en la adquisición de un objeto urgente y necesario para el culto y otras 
cosas similares; pero esto sólo cuando la fábrica no tenga fondos para 
soportar esos gastos urgentes. 

Por último, recordaremos que corresponde al Ordinario del lugar no 
sólo velar, sino, además, legislar sobre la administración de bienes ecle- 
siásticos, «habita ratione iurium, legitimarum consuetudinum et circuns- 
tantiarum» (can. 1.519). 


ToMÁs G. BARBERENA. 
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I. RECENSIONES (1) 


INTERPRETACION Y JURISPRUDENCIA 
DEL CODIGO CANONICO (*) l 


En la “Bibliotheca Comillensis", el padre E. F. REGATILLO, S. J.—dos nombres 
bien conocidos y dignos de todo mérito—, publica la tercera edición de su obra 
Interpraetatio et Iurisprudencia. Tercera edición que sigue las huellas de la 
segunda por su formato, distribución y método y hasta por su precio, y ambas 
notablemente distintas de la primera. La esperanza prometida por la doble eon- 
quista de haberse agotado las ediciones anteriores y de haber sido preparada 
por mano tan experta en lo canónico, es ya no pequeño elogio de la obra. 

No es edición “corregida”, como muchas veces sucede, pues sustancial- 
mente contiene documentos no susceptibles de corrección, pero sí, como es 
natural en esta clase de obras, *aumentada" con los documentos canónicos de 
la Santa Sede, desde 1949 (año de la segunda edición) hasta 1953. Además, a 
los comentarios de dicha segunda edición se añaden a ésta algunos sustanciosos 
y claros de mano distinta del autor (del padre F. Lopos, S. J., también de la 
Universidad de Comillas), precisamente relativos a documentos nuevos. 

Estas dos nevedades principales del volumen, hermosamente editado, ereo 
que no alteran en nada las críticas favorables, así como algunos lunares, que 
se hicieron de la segunda edición. 

Su característica primordial es, sin duda, la utilidad práctica, como ad- 
vierte el mismo autor, para penetrar el sentido de la legislación canónica a tra- 
vés de su contenido, que, como queda insinuado, es la serie de documentos ema- 
nados de la Santa Sede desde la publicación del Código hasta 1953. 

A este acierto y a las óptimas disertaciones (suputación del tiempo, nego- 
ciación prohibida a clérigos, ayuno eucarístico, misa de oratorio privado, dis- 
pensas de impedimentos en caso de urgencia, etc.), en algunos casos breves v 

- definitivas, ha tenido cuidado de añadir el padre REGATILLO, con magnífica vi- 
sión, las cuestiones que atañen a la Iglesia Oriental, con especificación concisa 
y clara de las diferencias con el Derecho latino, cuestiones tan interesantes como 
desconocidas (De Iure Religiosorum Orientale 1952, De Matrimonio Orient. 1949, 
Ius Iudiciale Orient. 1950). Así como también ha incluído documentos sobre 


(1) Según la práctica usual, daremos aquí una recensión de cuantos libros de Dereeho ea- 
nónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de tratarse de obras de subido 
precio). De las demás obras daremos ünicamente noticia de haberlas recibido. 

(*) EDUARDUS F. REGATILLO, S. I., in Pontificia Universitate Comillensi Decanus: Interpreta- 


tio: et Iurisprudentia Codicis Iuris Canonici, Editio tertia, Bibliotheca Comillens:s, "Sa] Terrae" 
(Santander, 1953), p. 719. 


— TE — 


R 12B L I O- GIRTATENIZA 


ciertas cuestiones de actualidad. Todos estos elementos vienen a aumentar los 
valores canónicos y vitales de la obra. Han sido estos últimos años, precisamente, 
ios que han visto salir del Vaticano los documentos más audaces—permitase la 
palabra—y de una mayor vitalidad; piénsese, por ejemplo, en documentos sobre 
el ayuno eucarístico, clausura y federación de monjas, institutos seculares co- 
munismo, etc. 

No se explica a veces, sin embargo, por qué razón se extiende el autor en 
ciertas disertaciones, que serían acaso más propias de otra clase de obras, y que, 
aunque le puedan dar a ésta cierto interés, rompen un tanto, sin embargo, su 
naturaleza de colección de documentos. 

- A este interrogante habríamos de añadir otro de mayor dificultad y que 
ya se recordaba en esta misma Revista al reseñar la anterior edición de la obr^ 
(L. de E., Rev. Esp DE DERECHO CANÓNICO [1949], II, p. 679), y que por lo patent^ 
que es parece insoslayable, y es que hubiera deseado el lector saber cuál ha sido 
el criterio escogido para insertar los comentarios; pues a materias cuya afini- 
dad canónica o de interés general no es tan clara (Radioestesia, Emigrantes) s: 
les dedica amplio espacio, cuando, en cambio, quedan sin comentario otras cues- 
tiones que parecen tener cierta importancia jurídica (por ejemplo, Jurisdicción 
Castrense, Magisterio en Escuelas Públicas, Acción Católica), y tanto más cuanto 
que otras materias más ligadas con otras disciplinas: liturgia, moral, que co': 
lo canónico, se tratan con amplitud, como, por ejemplo, algunas cuestiones li- 
túrgicas sobre la misa, indulgencias, moralidad en la vida conyugal, de amplexu 
reservato, eto. 

A pesar de esa incógnita, la obra resulta, como decimos, interesante y práctica. 

Tipográficamente, en fin, ofrece la particularidad, plausible por lo útil, de 
destacar en negrita, en cada documento, un título acertamente escogido. 


José Luis SANTOS DIEZ 


UNA NUEVA ENTREGA DEL “DICTIONNAIRE 
DE DROIT CANONIQUE” (*) 


El hecho de ser este diccionario tan conocido en los ambientes canónieos 
y las presentaciones anteriores y las presentaciones que esta REvisTA ha hecho 
de otros fascículos anteriores, nos exeusan de entrar en largas consideraciones 
Sobre sus virtudes y defectos. Por otra parte, nada hemos visto en esta entrega 
que invalide o corrija las apreeiaciones de los críticos que se han ocupado de 
los otros fascículos. Por lo cual, nos limitaremos a presentar al lector el conte- 
nido de las 364 columnas de este cuaderno. Hay en ellas 43 títulos, de los que 
7 son meras remisiones a artículos ya publicados en anteriores entregas; quedan 
36 artículos, y de ellas 27 están firmados por R. Naz. Fieles a nuestro propósito 
de no repetir lo que por otros se ha dicho, dejaremos sin comentario este dato 


(*) Dictionnaire de Droit canonique, publié sous la direction de R. Naz > 
ris, Letuozey et Ané, 1953. e E 
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significativo. Los demás están escritos por OESTERLE WAGNON, que ha colabor: do 
eon Naz en el artículo Indez; JOMBART, DUMAS, ABONNEAU y DESHUSSES. 

La labor de más relieve presentada por R. Naz está en el artículo Innocent III, 
trabajo histórico que constituye un excelente resumen enciclopédico sobre este 
Pontífice. Aprovechando la mejor bibliografía que sobre el tema existe, NAZ nos 
da, en magnífica visión de panorama, las ideas de Inocencio III sobre las rela- 
siones entre el poder espiritual y el temporal y la primacía de la Santa Sede, 
deteniéndose en especial en la labor legislativa del Pontífice, que está examinada 
punto por punto. Tampoco ha descuidado la biografía del Papa ni su partici- 
pación en la doble eruzada contra los herejes e infieles. Es el artículo más largo 
del cuaderno y tal vez el mejor. 

De los demás trabajos firmados por Naz no podríamos hacer el mismo elogio. 
Artículos como Infamie, Inhibition, Inquisition, Intention y otros, que han que- 
dado apenas desflorados, están reclamando un estudio más amplio y serio en 
esta enciclopedia. 

G. OESTERLE ha escrito Impuissance, Inceste e Incesaueux. En estos artículos, 
sobre todo en los dos primeros, al autor nos ha dado un buen resumen de los 
temas tratados, tanto en el aspecto histórico cuando en el dogmático, con este 
estilo y método, un poco peculiar, que campea en todos los trabajos canónicos 
que publica este docto y fecundo escritor. 

E. JoMBART ha tratado el tema Indulgences, trazando una síntesis histórica 
tan prieta como acertada, para describir a continuación la disciplina canónica 
actual sobre indulgencias: al mismo autor se debe el artículo Instituts séculiers, 
algo breve, pero que contiene suficientemente los datos que busque un lector 
apresurado, y el artículo Interdit, de las mismas características, donde apenas 
se hallará algo que no esté en cualquier autor que trate con amplitud ¡a mate- 
ría, salvo, tal vez, ciertos datos tomados de GopErnov (Interdit, en Dict de 
Théoi. Cath.). 

A. Dumas colabora en dos artículos. Es el primero /ndult, en el cual se lleva 
al límite el interés absorbente por los asuntos franceses, que varias veces lian 
señalado los críticos de este diccionario. En efecto. el artículo dedicado fnteg:a-- 
mente al estudio de dos indultos que antaño concediera la Santa Sede a la Mo- 
narquía francesa. El lector puede imaginarse la sorpresa de aquel que vaya a 
buscar información sobre el tema de indultos en una enciclopedia canónica y se 
encuentre con este artículo. En cambio, el artículo Intérét et usure es un buen 
resumen histórico- dogmático de esta interesante materia. 

H. ABONNEAU firma el artículo Insémination artificielle, en el que estudia 
los aspectos médicos y jurídico-morales del problema. De la abundante biblio- 
grafía moderna sabre el tema, cita sólo autores que han escrito en francés, si 
bien en el cuerpo del artículo se tienen en cuenta otros canonistas y sentencias 


de la Rota Romana. 
Por último, J. DESHUSSES ha redactado un breve artículo acerca de los dis- 


tintivos pontificiales y canonicales. 


a 
Q 
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SOBRE EL CONCORDATO ESPAÑOL DE 1953 (") 


Fruto de la erudición de su autor es este volumen, en el que nos ofrece, no- 
tablemente ampliada, la conferencia que pronunció en la solemne sesión inau- 
gural del curso en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de Madrid 
bajo la presidencia de los excelentísimos señores Ministro de Educación Nacio- 
nal, Presidente de las Cortes, Ministro de Justicia, Ministro de Hacienda, Nuncio 
de Su Santidad, Arzobispo de Sión y Presidente del Tribunal Supremo, el 20 de 
enero pasado. m 

Después de unas ligeras consideraciones acerca de la teoría de separación 
de poderes, hoy ya trasnochada, y sobre la naturaleza jurídica de los Concor- 
datos y los principios que rigen la regulación de las cosas mixtas, y un sucinto 
bosquejo histórico del régimen concordatario español, acomete «i autor la exé- 
gesis de los treinta y seis artículos del Concordato, así como de las cinco decla- 
raciones que constituyen el Protocolo final, anteponiendo a cada grupo de ar- 
ticulos la exposición, con seguro criterio y fidelidad absoluta a la doctrina de la 
Iglesia, de los problemas cuya resolución encierran y de los principios jurídi- 
cos en que se basa, sin detenerse ante los puntos débiles o lagunas que encuen- 
tra en la legislación vigente, tanto por exceso: tal en la página 130, al referirse 
a los requisitos exigidos por la Orden de 10 de marzo de 1941 para contraer el 
matrimonio eivil, como por defecto: así, en la página 134, en que recoge la 
observación hecha por el padre REGATILLO en su artículo sobre El matrimonio 
canónico en el Registro del Estado (1), ya antes subrayada por nosotros (2), so- 
bre lo dispuesto por el artículo 77 del Código Civil respecto a los matrimonios 
canónicos contraídos sin dar el oportuno aviso al Juez municipal, comarcal o 
de paz: en la 138, en que expone la necesidad de modificación del artículo 45 
del mismo Cuerpo legal, *que trata de la prohibición del matrimonio a los me- 
nores y mayores de edad, sino con ciertas condiciones, a la viuda en determi- 
nadas circunstancias, al tutor y sus descendientes también en condiciones es- 
peciales”... y “de las leyes militares prohibitivas del matrimonio a los mismos” 
Particular interés presenta cuanto, haciendo gala de su bien ganada autoridad 
en materia matrimonial, dice en las páginas 153 a la 160, al referirse a las anó- 
malas y muchas veces trágicas situaciones derivadas de los matrimonios civiles 
contraídos por católicos al amparo de la ley de Matrimonio civil, de 28 de junio 
de 1932, “grave problema que el Estado debiera abordar, a juicio del autor. 
para tranquilizar la conciencia angustiosa de muchos españoles católicos..., aco- 
metiéndolo con valor y resolviéndolo de una vez para siempre y sin dejar lugar 
a dudas ni a vacilaciones”. Lo mismo se dice de los que lo fueron durante la 
Cruzada de Liberación en la zona roja, “si bien estos últimos—como destaca 
con acierto el ilustre canonista—pueden caer dentro del canon 1.098 cuando 
siendo católicos al menos uno de los contrayentes hubiesen tenido éstos inten- 
ción de formar un verdadero matrimonio ante dos testigos, en cuyo caso tales 


(*) ELOY MONTERO GUTIÉRREZ, catedrático y académico: El nuevo Concordato español (Madrid, 
Viuda de Galo Sáez, 1954), 207 págs. 


(1) "Ecclesia", n. 642 (31 de octubre de 1953), p. 37. 


(2) JULIÁN MNUEL FERNÁNDEZ DEL CORRAL: Validez jurídica de los matrimonios contratdos en 
la zona roja española, REV. Esp. DCHO. CANÓNICO, 8 (1953), p. 598. 
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matrimonios serían verdaderos sacramentos, perfectamente válidos", si se ce- 
lebraron antes de la Ley de marzo de 1938 que derogó la de Matrimonio eivil 
de 1932, eneierran idéntico problema que todos los demás matrimonios aten- 
tados al amparo de esta última Ley, si no reúnen los requisitos de verdaderos 
matrimonios canónicos dispensados de forma sustancial, o, en caso contrario, 
lan sólo necesitan de su oportuna declaración por la vía judicial eclesiástica (3), 
la que, una vez obtenida, coloca a los así casados en la misma situación jurídica 
que cuantos durante la vigencia de aquella inicua Ley contrajeron matrimonio 
canónico en la forma ordinaria y después o antes acudieron al Juzgado para 
realizar lo que se designaba oficialmente como celebración del matrimonio civil. 
En el caso contrario, es decir, cuando se trate de matrimonios civiles contraí- 
dos en la zona roja con posterioridad a la Ley de 12 de marzo de 1938, se in- 
vierten los términos, ya que entonces, por virtud de la fuerza derogatoria de 
esta ültima Ley, el Estado no reconoce validez a dichos matrimonios, luego 
tampoco hay problema si no reúnen las condiciones necesarias para la validez 
jurídico-canónica, y respecto a los que los reúnan podrá “obtenerse”, como es- 
cribíamos en el trabajo antes citado (4) la declaración judicial de validez ca- 
nónica del matrimonio celebrado ante el Juzgado municipal y, en su conse- 
cueneia, procederse a la inscripción de la oportuna acta en el libro eclesiástico 
de matrimonios, y anotación, en el de bautizados, de los cónyuges..., y transeri- 
bir literalmente la partida sacramental en el correspondiente libro del Registro 
Civil, a petición del cónyuge o de cualquiera de las personas que enumera la 
Real orden de 25 de abril de 1889, por sí o por mandatario, que puede ser in- 
eluso verbal." 

Cierra este volumen, que ha de servir de provechoso texto e itinerario a 
alumnos y estudiosos, con una ponderada crítica, avalada con los puntos de 
vista compartidos por el Cardenal OTTAVIANI, el presidente de las Cortes Espa- 
ñolas y el propio Generalísimo Franco, de la que entresacamos las siguientes 
frases: “El nuevo Concordato es, sin duda alguna, el más conforme a la doc- 
trina de la Iglesia que haya podido ajustarse a través de todas las épocas de 
la Historia”. 

El Derecho público eclesiástico está intensamente enmarcado en todas sus 
disposiciones, informando a todos y cada uno de sus artículos la savia del ca- 
tolicismo. 

Cuando lo leí por vez primera no sabía qué admirar más, si la fe y religio- 
sidad de las autoridades españolas o el sentir de un pueblo que se halla en con- 
diciones de recibir y aceptar un Concordato de esta índole. 


JULIAN MANUEL FERNANDEZ DEL CORRAL 


(3) Véase el Rescripto de la Sagrada Congregación del Santo Oficio de 7 de junio de 1943. 
(4) PP. 593-595. ; 
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EL CARDENAL MAXIMO MASSIMI 


El sábado 6 de marzo, a las cinco y media de la mañana, confortado por los 
santos sacramentos y una especialísima bendición del Padre Santo, falleció en 
Roma el eminentísimo señor Máximo Massimi, Cardenal del título de Santa Ma- 
ría "In Portico" y Prefecto del Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica. 
Con él perdió el sacro colegio uno de sus miembros más ilustres por la santidad 
de vida y por la doctrina, de tal manera que el luto por su desaparición alcanzó 
a toda la Iglesia universal, y muy en especial a la población romana, que cono- 
cía la modestia y el proverbial recogimiento del eminentísimo Cardenal, que no 
lograban ofuscar el brillo de la virtud de este insigne hijo de Roma, que ha 
honrado a la ciudad que le vió nacer y le hizo participante de sus bimilenarias 
iradiciones cristianas. 

Efectivamente, el eminentísimo Cardenal Massimi había naeido en Roma el 
19 de abril de 1877, hijo del abogado Próspero Massimi y de la señora Luisa 
Guerra, siendo bautizado en la centralísima iglesia de Santa María "in Campi- 
telli" a los pies del Campidoglio. 

Hizo sus estudios secundarios en las aulas del Apolinar, completando en las 
mismas posteriormente los de teología y derecho, cuyos doctorados obtuvo, ha- 
biendo completado sus estudios jurídicos en la Universidad de Roma por lo que 
se refiere al Derecho civil. 

El 14 de abril de 1900 recibió la ordenación sacerdotal en la Basílica Late- 
ranense, de manos del Arzobispo titular de Mira y vicegerente de Roma, don 
José Ceppetelli; cuatro años después, y precisamente el 18 de noviembre de 
1904, cuando apenas contaba veintisiete años, fué llamado a la importante eá- 
tedra de instituciones de Derecho romano en el Apolinar, sucediendo al profe- 
sor Giuseppe Gatti, cátedra que él regentó durante dieciséis años cumplidos, 
período en el que simultaneó la enseñanza con su actividad en la curia romana, 
en la que desempeñó puestos cada vez más importantes. 

Así, el 20 de octubre de 1908 fué nombrado fiscal en el recientemente re- 
construído Tribunal de la Rota, siendo promovido al cargo de auditor el 29 de 
noviembre de 1915, al de pro decano el 19 de febrero de 1924 y al de decano 
el 1 de mayo de 1926. 

Otros cargos le habían sido confiados entretanto: el 27 de marzo de 1909, 
el de consultor de la Comisión para la codificación del Derecho canónico, y el 
21 de septiembre de 1932, el de presidente de la Comisión para la redacción de 
un proyecto de ley sobre la organización judicial y el procedimiento civil de 
los tribunales del Estado de la Ciudad del Vaticano. 
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Tales tareas no le impedían, antes parecían favorecer sus estudios jurídi- 
eos, como 1o demuestran sus publicaciones, entre las que recordamos: “Intro- 
ductio in Gai et Justiniani Institutiones", "Interpretatio Gai et Justiniani Ins- 
titutionum ". 

Pero, además de jurídica, el alma de Massimi era pastoral, y a tal tendencia 
y a su continuo contacto con la sociedad de su tiempo se debió su profundo 
y claro curso de religión publicado con los títulos "La Nostra fede", "Le basi 
e la sintesi del Domma cattolico". 

Tales contactos eran mantenidos especialmente a través de la floreciente 
“Congregation”, fundada por él y dirigida hasta el último día de su vida, que 
de él recibía el nombre y que tenía su sede en la iglesia de San Claudio. Gene- 
raciones de jóvenes, en su mayor parte pertenecientes a aquella burguesía que. 
easi por definición, parecía extraña a todo movimiento religioso, pasaron bajo 
su sabia y celosa educación, configurados espiritualmente de tal manera que, 
una vez adultos, no dejaban de frecuentar la congregación de su querido "don 
Máximo", a quien llamaban así aun después de sus más insignes cargos y dig- 
nidades, comprendida la cardenalicia. 

En el consistorio celebrado por Pío XI el 16 de diciembre de 1935, monse- 
fior Massimi, entonces decano de la Rota romana, era elevado, aunque muy a 
su pesar, al honor de la sagrada pürpura con el título diaconal de Santa María 
“in Portico”, al cual optó en el consistorio del 18 de febrero de 1946, después 
de haber dejado la diaconía, recibiendo nuevamente el título eievado “pro hae 
vice" a título presbiteral. Al mismo tiempo, el Romano Pontífice le nombraba 
miembro de las sagradas congregaciones para la Iglesia oriental y de religio- 
sos, así como vocal del Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica. 

En febrero de 1936, el mismo Pío XI encargaba al Cardenal Massimi la 
presidencia de la Comisión pontificia para la redacción del Código de Derecho 
Canónico Oriental; en marzo de 1939, Pío XII le nombraba presidente de la 
Comisión pontificia para la interpretación auténtica del Código de Derecho Ca- 
nónico, y, finalmente, en mayo de 1946, prefecto del Supremo Tribunal de la 
Signatura Apostólica. s 

La actividad del nuevo purpurado continuó siendo del mismo orden que 
había sido durante toda su vida sacerdotal, sin que al avanzar en su edad se 
notase una disminución de ritmo, pues se mantuvo siempre en pleno vigor de 
cuerpo y espíritu. 

Nada mudó, puede decirse, en su vida privada: el doctísimo Cardenal, siem- | 
pre dado al estudio y a la piedad, reservaba el tiempo que le quedaba dispo- 
nible para su querida congregación y para la dirección espiritual de muchas 
almas que recurrían a su experta y profunda doctrina, avalorada por el ejemplo 
de una vida tan edificante, 

Aunque enemigo de los honores y de la publicidad, debía algunas veces, muy 
a su pesar, dejar por un momento la penumbra de su residencia para llevar 
su palabra, insistentemente solicitada, al público; palabra docta, siempre vi- 
brante, verdaderamente apostólica, hasta el punto de parecer temeraria cuando 
el mismo púlpito era vigilado por una política totalitaria. 

Su Santidad Pío XII, que ha sido condiscípulo de Massimi en el Apolinar, 
le honró el 6 de abril de 1950 con un preciosísimo autógrafo al cumplirse e! 
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quincuagésimo aniversario de su ordenación sacerdotal: el augusto documento 
ee una prueba de la alta estima que el Sumo Pontífile ha tenido siempre hacia 
el desaparecido Cardenal poniendo de relieve que su admirable vida ha sido 
continuamente alimentada e iluminada por la Eucaristía. 


Como su vida, fué también su última agonía: edificantísima. Por eso po- 
demos pensar con fundamento que el gran apóstol del Misterio Divino lo está 
contemplando ahora de cara a cara en el cielo. 

Sus funerales tuvieron extraordinaria solemnidad, constituyendo una impre- 
sionante manifestación del sentimiento de la población romana. 


EL PADRE FRAY JAVIER HCHT, $. A. C. 


A fines de diciembre de 1953 fué enterrado en el cementerio de la casa ma- 
dre de la Sociedad del Apostolado Católico (Pallottini), en Limburgo (Alema- 
nia), el reverendo padre Javier Hcht, fallecido después de una larga y dolorosa 
enfermedad en la misma casa madre, a la que había regresado del Marien- 
krankenhaus de Francfort, donde se encontraba estos últimos meses. 


El padre Heht había nacido el 31 de marzo de 1885 en Baierberg, en la dió- 
cesis de Regensburg (Ratisbona). Después de haber hecho eus estudios huma- 
nísticos recibió el hábito en 1903, haciendo su primera profesión el 8 de octu- 
bre de 1905. Completados sus estudios de filosofía y teología en Limburgo, fué 
ordenado sacerdote el 12 de agosto de 1909, dedicando gran parte de su vida a 
la enseñanza del Derecho canónico y de la Liturgia. 

Como canonista y liturgista, sus publicaciones son numerosas. Las grandes 
revistas romanas de carácter internacional, como “Periodica”, “Ephemerides 
Liturgicae”, “Commentarium pro Religiosis”, etc., le tuvieron como apreciadí- 
simo colaborador. 

En el terreno de la legislación práctica intervino muy activamente en los 
capítulos generales de su congregación y colaboró en la nueva redacción de las 
constituciones para adaptarlas al Código de Derecho Canónico. En 1937 fué ele- 
gido procurador general, y en ese cargo permaneció hasta que por razones de 
salud tuvo que volver a Alemania. 

En materia litúrgica y canonística era largo, comprensivo y, al mismo tiem- 
po, lleno de un espíritu sutil para saber encontrar, mientras resultase corree- 
to, una salida o, al menos, una sugerencia que preparase el camino a una le- 
gislación futura más suave, más sencilla y, en todo caso, más práctica. 

Su interés se extendía a todos loz campos: las indulgencias, las ceremonias, 
las rúbricas, los libros litúrgicos, la reforma litúrgica, el Derecho civil y ca- 
nónico en general, y más en particular el Derecho religioso, el matrimonial 
y la regulación de los procesos de canonización, etc. Se interesaba muy en es- 
pecial por la terminología, buscando siempre una mayor precisión, 

Se llevó a la tumba algunos proyectos muy interesantes. Ardía en deseos de 
preparar una nueva edición de las rübricas generales del misal y del breviario, 
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que hubiesen contenido non tantum ius conditum quantum condendum 0, me- 
jor todavía, reformatum. 

“L'Osservatore Romano”, del que tomamos estos datos, le dedicó en su nü- 
mero del 30 de diciembre un cálido elogio. 


LA ASISTENCIA A LOS EMIGRANTES EN ITALIA 


Por la antigüedad, el volumen y las características del problema migratorio 
italiano germinaron hace ya más de medio siglo en Italia las primeras obras 
de asistencia espiritual a emigrantes, a impulso de celosos Prelados como Bo- 
nomelli y Scalabrini, y la misma Beata Cabrini. Con el decurso de los aiios, 
y al ir acentuándose el problema, fué difundiéndose el interés por el mismo 
y llegó a preocupar seriamente a los Pontífices romanos a partir de León XIIT. 
En fecha recentísima, la Constitución Apostólica Exul familia ha venido a co- 
ronar estos esfuerzos, con la unificación de todos ellos, el nuevo vigor impreso 
y las nuevas orientaciones y normas promulgadas (1). 

Esta tradicional preocupación por la suerte espiritual y material de la gran 
familia emigrante nos explica el gran número de organismos católicos directa 
o indirectamente interesados en este problema, unos desde el plano religioso. 
otros más directamente ordenados a la asistencia económico-social. Así lo exi- 
ge la problemática del emigrante con sus diversos aspectos. 

En el momento presente se puede afirmar que Italia va a la cabeza de todos 
en cuanto a organizaciones de este tipo. No vamos a hacer sino recoger orde- 
nadamente unas notas que pueden servir como información general (2). 


I. NÜMERO DE EMIGRADOS Y SACERDOTES 


Para tener una idea acerca del número de almas que necesitan esta asisten- 
cia, damos una estadística aproximada de los emigrados italianos. Suman unos 
quince millones los que, contando a los nacionalizados o asimilados por los nue- 
vos países, se unen a la estirpe italiana. Si contamos a los propiamente emi- 
grados, suman diez millones. Hay más de 500 sacerdotes dispersos por los cua- 
tro continentes, dedicados a este ministerio. En esquema, su distribución es 
como sigue: 


EMIGRAVOS SACERDOTES PORCENTAJE 
EULER 2.100.000 102 1/20.000 
América del Norte ... 3.500.000 140 1/25.000 
América del SUE unc 4.150.000 161 1/25.000 
PAS UAI TUO 70.000 10 1/ 7.000 
1 NG: UE Mer ES Me PRI 44.000.000 65.000 17/2085 OO 


(1) Cfr. nuestro amplio comentario a la citada Constitución, con breve historia acerca de la 
asistencia a los emigrados, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, VIII (1953), pp. 539-578. 
(2) Agradecemos públicamente desde estas líneas log datos facilitados por el Director nacio- 
nal italiano de las obras de la emigración, R. P. MILLINI, y por el Rector del Pontificio Colegio 
para la emigración, de Roma, R. P. Sorta, ambos de la Congregación de Misioneros de San Carlos. 
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A éstos se suman unos cuarenta capellanes de a bordo, cuyo fin es, entre 
otros, el atender a los emigrantes durante su travesía en momentos en que 


por su especial estado de ánimo mejor pueden recibir la palabra caritativa 
del sacerdote. 


II. ORGANIZACIÓN DEL PERSONAL 


1. Director nacional de las obras de emigración. 


Junto a la Sagrada Congregación Consistorial, con su delegado para la 
emigración, existe en Italia el Director de las obras de emigración, con el fin 
doble de coordinar todas las obras ya existentes, de las que hablaremos más 
tarde, y crear otras nuevas que se crean oportunas. 


2. Misioneros de San Carlos, o Scalabrinianos. 


Por su dedicación exclusiva a la asistencia espiritual de los emigrantes 
merece un puesto destacado esta Congregación, fundada por monseñor Scala- 
brini, aprobada en 1887. Con sus votos simples y su Superior mayor forma 
una Congregación religiosa especializada en este apostolado. Su rápida pro- 
pagación en estos escasos sesenta años les ha hecho merecedores de la con- 
fianza de la Santa Sede. Por esta razón les ha encomendado la dirección del 
Colegio de sacerdotes para la emigración, la dirección de los misioneros italia- 
noz de América y algunas naciones de Europa (Suiza, Francia); a la misma 
Congregación pertenece el Director nacional italiano de las obras de emigra- 
sión, ete. 

La estadística actual se presenta como sigue: 


NACIONES CASAS MISIONEROS ASPIRANTES 
EIE. A 12 70 600 
Estados Unidos. 39 120 100 
DES aa 52 38 1/9 200 
ITO qe. 292-2. 7 16 
SULA e UE 6 12 
Argentina y 10 


Y otras casas en Luxemburgo (1), Bélgica (4), Australia (2), Chile (2), Ca- 
nadá (1). En total, por tanto, trabajan en once naciones, cuentan con 119 ca- 
sae y 321 miembros y más de 900 aspirantes. Entre los miembros, un buen 
nümero obtiene sus grados académicos en Teología, Derecho, Filosofía, Escri- 
tura, a fin de mejor capacitarse para su apostolado en colegios diversos. Va- 
rios han contribuído con su esfuerzo y sus tesis doctorales a] estudio serio 
de los diversos aspectos del problema de la emigración. 


III. Er PONTIFICIO COLEGIO PARA SACERDOTES 


El Motu proprio Jam pridem, de Pío X, instituía este Colegio, precisando 
su finalidad: “Educar jóvenes sacerdotes del clero secular italiano en el ejer- 
eicio del sagrado ministerio en favor de sus connacionales emigrados". En es- 
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trecha dependencia de la Sagrada Congregación Consistorial, que ha encomen- 
dado su dirección a los padres Scalabrinianos. La Exul familia, que obliga a 
hacer los cursillos preparatorios en el Colegio a todo sacerdote secular o re- 
gular que vaya a ser “misionero de emigrantes”, ha dado con ello mayor im- 
portancia al Colegio. Este organiza varios cursillos de un mes, durante el año, 
con programas de Dogmática, Moral, Apologética y Pastoral, legislación acer- 
ca de la emigración, sociología y lenguas extranjeras. 

Desde septiembre de 1949 a junio de 1953 han tenido lugar quince cursillos 
preparatorios. Han tomado parte 170 sacerdotes, de los cuales 165 pertenecen 
al clero secular y cinco al regular. De ellos, 101 han sido enviados a América, 
repartidos por las. diversas naciones: Brasil (36), Venezuela (32), Argenti- 

a (11), Estados Unidos (10), Uruguay (5), Canadá (3), Puerto Rico (2), Cuba (1), 
Guatemala (1). A Europa han sido destinados 38, de la manera siguiente: Fran- 
cia (13), Suiza (11), Bélgica (8), Alemania (2), Inglaterra (2), Holanda (1), Sue- 
cia (1). Otros 18 han sido nombrados capellanes de a bordo. 

Si se considera que hay 65.000 sacerdotes en Italia y que la proporción me- 
dia de emigrados que corresponden a cada misionero supera los 20.000, es de 
esperar que surja un gran número de vocaciones a este apostolado, con lo que 
recobrará mayor importancia el Colegio. En previsión de que aumente el nú- 
mero de operarios, se proyecta organizar dos cursillos anuales de cuatro me- 
ses cada uno, en vez de los actuales, que duran de quince a treinta días (3). 


IV. ACTIVIDADES DE LOS MISIONEROS DE EMIGRANTES 


Tanto los padres Sealabrinianos como los misioneros de emigrantes de am- 
bos cleros desarrollan sus actividades pastorales en los más diversos campos. 
Fundamentalmente sostienen los centros de misión con su asistencia espiri- 
tual; crean escuelas, hospitales u otras obras de asistencia y educación. Uno 
de los aspectos prácticos en que van tomando cuerpo es la organización de una 
prensa propia de emigrantes. En la actualidad publican los siguientes diarios 
o revistas mensuales: 

En Italia: 


"L'Emigrato italiano" (mensual ilustrada). “Bolletino della. Giunta catto- 
lica per l'Emigrazione" (mensual, bien documentada). “Cronache d'Italia" (men- 
sual, apolítica). "Notiziario dell'emigrazione" (documentación oficial acerca ds 
la emigración, cargo del Ministerio de Asuntos Exteriores). “Italiani nel mon- 
do” (quincenal, para emigrados). "Bollettino quindicinale dell'emigrazione" 


(a cargo de la Sociedad humanitaria). “L'emigrante” (quincenal, para los ita- 
lianos que quieren emigrar). 


(3) Según Pío X en su Jam pridem, debían durar dos años. Así se podría conseguir una 
perfecta capacitación del personal que trabajase entre emigrantes, un mejor conocimiento de la 
lengua, historia: y ambiente social de la nación a que van a ser destinados. Con el aumento de 
vocaciones se podría conseguir una gran selección entre los misioneros de emigrantes: la di- 
ficultad y complejidad de los problemas con los que diariamente se ha de enfrentar en su mí- 
nisterio, si es que quiere afrontarlo con seriedad, exigen de él una gran preparación, especial- 
mente en aquellas naciones de grande espíritu progresista en las que no puede ser un minus 


habens dotado tan sólo de buena voluntad, sino que debe ser un jefe circundado de auténtico 
prestigio. Cfr. art. cit., p. 574. a 
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En el extranjero: 


“L'Eco” (semanal, a cargo de los Scalabrinianos, para log emigrados euro- 
peos). “La voce degli italiani” (mensual de los emigrados en Inglaterra). “Sole 
d'Italia” (semanario de los obreros italianos en Bélgica, a cargo de la ACLI). 
“La Missione” (boletín de la Misión católica a cargo de los Scalabrinianos.. 
“La Squilla” (periódico para los emigrados en Alemania). 

En lengua extranjera se publican: “Nouvelles” y “Bulletin”, a cargo de la 
Comisión Internacional Católica en favor de las migraciones. “Nos immigrés” 
(mensual, del Secretariado de unión de italianos) y “ACIM Dispatch” (men- 
sual, del Comité Católico americano para la emigración italiana). 


V. (ORGANIZACIONES YA EXISTENTES QUE SE INTERESAN POR LA EMIGRACIÓN 


1. La."Giunta cattolica per Vemigrazione”. 

Se dedica al estudio serio del problema de la emigración y actúa ante las 
autoridades gubernativas italianas, interviniendo en el plano internacional, 
manteniendo contacto con las principales organizaciones internacionales, comu 
el C. I. M. E, el C. I. M. C, con sede en Ginebra. En colaboración con la ACLI 
publica su “Bollettino per l'emigrazione". 
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El problema de los emigrantes absorbe buena parte de los esfuerzos de la 
Azzione Cattolica dei Lavoratori Italiani, como problema social de primera im- 
portancia. Mantiene su Central y sus oficinas provinciales para el recluta- 
miento de los emigrantes, facilitación de pasaportes y demás requisitos, infor- 
mación y defensa del trabajo en general. 


3. La ONARMO y la P. O. A. (Pont. Comisión de Asistencia). 


Sostienen los “Centros de emigración” (Milán, Génova, Nápoles y Mesina) 
y. además, once de los llamados Posti di sosta u otros centros en las estawi0- 
nes de paso, para atender caritativamente a los emigrantes en los días de su 
viaje o partida. 


4. La C. I. F. y la obra "Protección de la Joven". 


Se ocupan de la asistencia a las familias de emigrantes en Italia; por me- 
dio de numerosos asistentes sociales atienden a los emigrantes durante su 
viaje, en el embarque o desembarco. La asociación de “Protección a la Joven" 
se ocupa particularmente de las jóvenes emigrantes que se dirigen a Suiza, 
Francia e Inglaterra, y tiene sus puestos en las estaciones de frontera. 


La A C. I. 

La Azzione Cattolica Italiana, a través de sus cuatro ramas, atiende tam- 
bién al problema de la emigración, por medio de conferencias en los centros 
parroquiales o diocesanos, con publicaciones especiales en sus revistas, difun- 
diendo catecismos, vademécum u otros folletos especializados entre los emi- 
grantes, y aun enviando algunos de sus miembros para que organicen entre 
los emigrados los cuadros de la Acción Católica. 
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Como puede verse, gran parte de la acción asistencial de todos estos orga- 
nismos se desarrolla en el campo social, que es quizá el campo en el que hay 
que ganar la batalla del problema religioso del emigrante. Cuando se sienta 
más lejos de su ambiente ha de recibir la caridad de la Iglesia. De la asisten- 
cia espiritual se han de ocupar tanto los misioneros de emigrantes como los 
párrocos. Es quizá en este último terreno donde queda más por hacer, aun 
cuando ya Pío X intuyera su importancia capital. Un primer paso en este sen- 
tido constituye la creación de los Comités diocesanos, de los que nos vamos 
a ocupar. 


VI. COMITÉS DIOCESANOS PARA LA EMIGRACIÓN 


Fueron instituídos por Pío X, por Carta de la Secretaría de Estado del mes 
de septiembre de 1911 y el Motu proprio Jam pridem, de 19 de marzo de 1914 
Han sido confirmados por la Exul Familia en sus artículos 41 y siguientes. 

En su artículo 43 recomendaba vivamente a los Ordinarios que se intere- 
sasen por crear y dirigir los Comités y Subcomités parroquiales de la emigra- 
ción, especialmente en las diócesis de mayor contingente migratorio, contando 
con la ayuda de la Acción Católica y todas las demás obras católicas que de 
algún modo se interesan por la asistencia religiosa, moral o social, 


Las finalidades de estos Comités, directamente dependientes del Ordinario 
del lugar, es varia. En la ficha de grande formato que ha sido distribuída por 
todas las diócesis de Italia, por mandato de la Sagrada Congregación Consis- 
torial, para la creación de estos Comités en todas ellas, se precisan claramente 
las siguientes: colaborar por el mayor éxito de la “Jornada Nacional del Emi- 
grante”; procurar la creación y el funcionamiento regular de los Subcomité: 
parroquiales o Patronatos; ayudar a los párrocos a promover cursos apropia- 
dos de instrucción catequística para los emigrantes, con lecciones moral-socia- 
les, de lenguas, geografía e historia de los países de inmigración; establecer 
los oportunos contactos con los competentes organismos civiles, tanto para in- 
formación como pará asistencia del emigrante en sus requisitos; distribuir en 
todas las parroquias la “Tarjeta del emigrante católico”, indicando a la Di- 
rección central de las Obras de emigración de Roma los nombres de los emi- 
grantes y su lugar de destino; asistir a los que parten hasta que llegan a los 
cuatro “Centros de emigración” citados, indicándoles los diversos organismos 
asistenciales existentes; mantener contactos con los emigrados y favorecer sus 
relaciones con las familias y con sus parroquias nativas por medio del envío 
de Ja prensa especializada de emigrantes; preparar en las parroquias un fi- 
- chero de emigrantes; mantener relación con el Centro Nacional de Emigración; 


enviar al fin del año un sumario de las actividades desarrolladas, datos de 
estadística y todo género de observaciones. 


Bien se ve, por la simple lectura de estas normas, enviadas por la Consis- 
torial a todos los Obispos italianos, la importancia que puede tener una or- 
ganización semejante para regular perfectamente los complejos problemas que 
plantea la masa migratoria. Estos Comités están constituídos, bajo la direc- 
ción del Ordinario, por el Delegado diocesano y por representantes de las si- 
guientes asociaciones, a las cuales se dirige la Sagrada Congregación Consis- 
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torial: las cuatro ramas de A. C, la A. C. L. L, la ONARMO, la €. I. E, la 
obra de "Protección a la Joven" y la O. D. A. Otro tanto puede hacerse en 
los Subcomités parroquiales. 

Tras esta sucinta exposición de la gran obra asistencial italiana a sus eom- 
patriotas emigrantes, creo que se le puede conceder a Italia el primer puesto 
en la organización del apostolado de emigrantes. Aun queda por hacer, espe- 
cialmente en el plano parroquial. Pero el hecho de que existan ya 261 Comités 
diocesanos, faltando sólo unas veinte diócesis, es el mejor presagio de que se 
va con paso seguro a integrar dentro de este apostolado todas las fuerzas vi- 
vas católicas. 

Con este ingente esfuerzo es de esperar que los beneficios de todas estas 
organizaciones se extiendan a todos los emigrantes italianos. Y al mismo tiem- 
po, que el problema migratorio, por cuanto se refiere a sus aspectos asisten- 
ciales, sea conocido por todos los católicos italianos, de forma que se cree una 
conciencia nacional y todos sientan el deber de contribuir con su oración, su 
colaboración en diversas obras y su limosna, a este problema, uno de los más 
graves, si no el más, tanto desde el punto de vista religioso como desde el pun- 
to de vista social. 


UN CURSO DE CONFERENCIAS SOBRE EL CONCORDATO, EN OVIEDO 


En los meses de marzo y abril ha tenido lugar en la Universidad de Ovie- 
do, organizado por la Congregación Mariana Universitaria, bajo el patrocinio 
de la misma Universidad, un curso de conferencias acerca del nuevo Concor- 
dato español con la Santa Sede. 

Damos a continuación el tema de las conferencias y los nombres de los 
conferenciantes: 

Día 13 de marzo.—Presentación del curso. Excelentísimo señor don Tor- 
cuato Fernández Miranda, Rector magnífico de la Universidad de Oviedo. 

“El principio de unidad religiosa en el Derecho público español de los úl- 
timos ciento cincuenta años”. Excelentísimo señor don Manuel Fraga Iribar- 
ne, Secretario general del Consejo Nacional de Educación, catedrático de la 
Universidad de Madrid. 

Día 18 de marzo.—Teoría concordataria. “La Iglesia y el Estado como so- 
ciedades perfectas soberanas”. Doctor don Benjamín Ortiz, Arcediano de la 
S. I. C. B. y profesor de Derecho Canónico en la Universidad de Oviedo. 

Día 22 de marzo.—“El matrimonio en el nuevo Concordato español”. Re- 
verendo padre Eduardo F. Regatillo, S. L, Decano de la Facultad de Derecho 
Canónico en la Universidad Pontificia de Comillas. 

Día 30 de marzo.—“Los Concordatos en la Historia universal y en la de 
España”. Doctor don Lamberto de Echeverría, catedrático de Derecho Civi! 
en la Universidad Pontificia de Salamanca y Vicedecano de la Facultad de De- 
recho Canónico. 

Día 27 de marzo.—"La educación católica y el Concordato”. Doctor don 
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Isidoro Martín, catedrático excedente de Derecho Canónico y Director dei 
Colegio Mayor de San Pablo, de la Universidad de Madrid. e 

Día 2 de abril—“La creación de un patrimonio eclesiástico, aspiración 
del Concordato”. Doctor don José Maldonado y Fernández del Torco, catedrá- 
tico de Historia de la Iglesia y del Derecho Canónico, de la Faeultad de Dere- 
cho en la Universidad de Madrid. 

Día 3 de abril.—Clausura del curso de conferencias. “El Derecho de pre- 
sentación según el nuevo Concordato”. Excelentísimo señor don Mariano Puig- 
dollere, catedrático y Director General de Asuntos Eclesiásticos. 


NUEVO AUDITOR ESPAÑOL EN LA ROTA ROMANA 


De acuerdo con lo establecido en el Concordato entre la Santa Sede y Espa- 
fia firmado el pasado mes de agosto, ha sido nombrado Auditor de la Rota Ro- 
mana el ilustre catedrático de Derecho Canónico don Ramón Lamas Lourido. 

Nacido en Judán (Villaodrid, provincia de Lugo) el 9 de enero de 1901, oriun- 
do de familia hondamente cristiana, comenzó en 1911 sus estudios eclesiásticos, 
habiendo obtenido la calificación de “meritisimus” en todas las asignaturas de 
los cursos de Latín y Humanidades, Filosofía y Teología, y, además, en todas 
las asignaturas del curso teológico, el Premio, que había sido implantado por 
primera vez en el curso académico 1916-1917. Todo esto, en el Seminario de 
Mondoñedo. 

Estando sólo ordenado de menores, por no haber alcanzado la edad canónica 
para las Ordenes mayores, practicó los ejercicios del concurso a parroquias 
en 1922, habiendo obtenido la calificación máxima, sólo igualada por otro con- 
eursantes. 

Pensionado por su diócesis en el Pontificio Colegio Español de San José, de 
Roma, practicó los estudios correspondientes en la Facultad de Derecho Canóni- 
co de la Universidad Gregoriana durante tres cursos, obteniendo en 1924 el 
doctorado, con la máxima calificación, de “summa cum laude”, siendo también 
agraciado con la Medalla de Oro del Papa, máxima distinción del primer centro 
docente de la Iglesia, que hubo de disputar sólo con otro aspirante, alumno de! 
Colegio Germánico. Con la misma calificación máxima obtuvo posteriormente el 
doctorado en Sagrada Teología. 

Después de haber sido profesor en el curso 1924-1925 del Seminario de Mon- 
fiodero, su diócesis de origen, ingresó, mediante oposición, en el mismo año 1925, 
en el Cuerpo eclesiástico de la Armada, en el que ha alcanzado la graduación de 
Teniente vicario de segunda. 

. Con ocasión de la supresión de los servicios religiosos en las fuerzas arma- 
das españolas, debida al laicismo de la Repübliea, hizo los estudios de Derecho 
civil en la Universidad de Madrid, con las mejores calificaciones, habiendo leído 
su tesis doctoral, calificada con la nota de sobresaliente, el 25 de septiembre 
de 1939, inmediatamente después de la terminación de la guerra de Liberación. 

En la miema Universidad de Madrid fué profesor ayudante de la cátedra de 
Derecho Canónico desde el curso académico 1935-1936 al 1941-1942. 


T 


A CAR UALS DA D 


El 30 de abril de 1942, y en virtud de oposición directa, en la que. obtuvo 
el número 1 por unanimidad, fué nombrado catedrático numerario, siendo en- 
tonces titular de la cátedra de Derecho Canónico en la Universidad de Va;encia, 
cargo que desempeña actualmente. Es también Interventor general de dichi 
Universidad y Vicedecano de la Facuitad de Derecho, así como Director del Cole- 
gio Mayor Universitario Luis Vives. 

Entre sus múltiples publicaciones citaremos El matrimonio canónico como 
negocio formal (tesis doctorai), La Orden de 10 de mayo de 1941 y Expedient: 
de libertad para el matrimonio canónico, publicados en la “Revista de Dere- 
cho” de la Facultad de Derecho de Madrid; Derecho canónico, traducción, con 
prólogo y notas de Derecho español, de la segunda edición del Manuale de 
Diritto canonico, de Juan CavicioLI. La traducción española, puesta al día, no 
sólo en cuanto al Derecho español, sino también respecto de la jurisprudencia 
rotal, así como con la incorporación al texto de las declaraciones de la Comisión 
de Interpretación Auténtica desde 1937 a 1947, consta de dos volúmenes: Uni- 
versidades católicas y sus grados académicos, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO 
CANÓNICO (1947); Causas matrimoniales (1951); Causas contra la sagrada orde- 
nación (1951); Causas de beatificación y canonización (1951), en colaboración con 
Aquilino Sánchez; Congregación religiosa (1952); Coadjutor (1952), y Consenti- 
miento canónico (1953), en “Nueva Enciclopedia Juridica de Seix”; El vigente 
Concordato entre la Santa Sede y España, en la revista “Litoral”, números 7 y 
8, de 1953 (Valencia); una serie de artículos sobre el nuevo Concordato español 
publicados en el diario “Levante” de Valencia, en los meses de septiembre y 
octubre de 1953. Ha colaborado asiduamente en la Prensa diaria de Valencia. 
así como en las revistas “Lareira” y "Claustro", y ha pronunciado numerosas 
conferencias sobre variados temas en Valencia, Bilbao, Santander, etc. 

En la actualidad está agregado a la Comandancia de Marina de Valencia, don- 
de presta los servicios de su sagrado ministerio, sobre todo en la instrucción de 
ls marineros afectos a dicho centro castrense. 

La Revista ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, que se honra teniendo al doctor 
Lamas entre sus colaboradores, le felicita muy cordialmente por su merecido 


nombramiento. 


CONCURSO ACERCA DEL CONCORDATO Y LOS RELIGIOSOS 
La Federación Española de Religiosos (Claudio Coello, 32, Madrid) ha con- 
vocado un concurso acerca de las relaciones del Concordato con los religiosos, 
cuya convocatoria y normas nos complacemos en reproducir. 


' Dicen así: 
“A fin de obtener un estudio completo de la situación jurídica reconocida 


o creada à las Ordenes y Congregaciones religiosas, a las Sociedades de vida 
comün y a los Institutos seculares de perfección cristiana por el Concordato: 
estipulado entre la Santa Sede y el Estado español con fecha 27 de agosto: 
de 1953, la Federación Española de Religiosos abre un concurso entre las per- 
sonas versadas en las disciplinas correspondientes, comprometiéndose a pre- 
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miar el trabajo que más perfectamente exponga y desarrolle ia doctrina re- 
lativa a dichas Asociaciones. 


MATERIA DEL ESTUDIO.—La materia o doctrina del estudio que interesa está 
contenida en los artículos siguientes del mencionado Concordato: 

IV, XIV; XV, XVI, 2, 4, 5, 7, XVII XIX,-3, XX, XXII, -XXVI XXVII, XXVIII, 
XXIX, XXX, XXXI, XXXII, XXXIII, y XXXIV, 

(en este último artículo estúdiense las relaciones de los religiosos con la Ac- 
ción Católica). 

Este estudio irá precedido de una introducción sobre la noción, autor, 
materia, forma y naturaleza jurídica de los Concordatos y de una breve sinop- 
sis histórica de los Concordatos españoles, haciendo resaltar el aspecto que 
aquí nos interesa, y terminará, a manera de conclusión, con un breve examen 
comparativo entre los dos últimos Concordatos, en lo que a los religiosos se 
refiere. 

Además de estos puntos, algún otro que ocurra a los concursantes, relacio- 
nado con los religiosos en el Concordato. 


 NonMas.—Este concurso se regirá de acuerdo con las siguientes normas: 

1. Se prefiere que la obra sea, más que teórica, práctica, de vulgarización, 
de aplicaciones concretas a los varios problemas planteados en la doctrina 
concordataria relativa a los religiosos, accesible no sólo a personas especiali- 
zadas, sino también y principalmente al tipo medio de lectores que por razo- 
nes de estado o de oficio tengan legítima curiosidad u obligada precisión de 
manejarla. Y esto en estilo llano, claro, conciso y bien nutrido de doctrina. 

2." La lengua para dichos trabajos será la española, y su extensión podrí 
ser de 300 folios como mínimo y de 500 como máximo, escritos a máquina, a 
dos espacios, por duplicado. 

3.* Podrán presentarse a dicho concurso todos los religiosos, ciérigos y 
seglares que lo deseen. 

4^ Los trabajos serán enviados a Federación Española de Religiosos, Clau- 
dio Coello, 32, 1.”, Madrid. El plazo de admisión se cerrará el día 15 de octubre 
de 1954. 

5.* Los trabajos serán presentados sin firma, pero con un lema que res- 
ponda al que venga escrito en el sobre que contenga el nombre, apellidos y 
dirección del autor. 

6 La Comisión Ejecutiva de la Federación nombrará el Tribunal califi- 
cador, cuyos nombres hará públicos a su debido tiempo. El fallo de dicho 
Tribunal será inapelable. 

7% La cuantía del premio que se otorgará al mejor trabajo, a juicio dei 
Tribunal, será de 10.000 pesetas. 

8^ El autor renuncia a la propiedad del trabajo premiado, que pasa jurí- 
dicamente a la entidad anunciadora del concurso, la cual podrá editarlo si lo 
estima digno de publicación; pero en este caso gratificará al autor, bien con un 


nümero de ejemplares o bien con un tanto por ciento de la venta que determine 
la Comisión Ejecutiva de la Federación. 
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9.' No se devolverán los originales no premiados ni se mantendrá corres- 
pondencia con motivo de este concurso. 


Madrid, 4 de diciembre de 1953.—E] Presidente, padre Aniceto Fernández; 
ei Secretario, padre Lucas García." 


CURSO DE CONFERENCIAS EN MADRID 


En la Universidad de Madrid, y organizado por la Facultad de Derecho. se 
está celebrando un curso de conferencias sobre el Concordato español de 1953, 
eon arreglo al siguiente programa: 


Eloy Montero: “El Concordato y el Derecho matrimonial”. 


Lamberto de Echeverría: “El nombramiento de las dignidades eclesiásticas 
y la esfera territorial del gobierno eclesiástico en España”. 
Luis Oller: “El Concordato y la Acción Católica”. 
Alfonso García Gallo: “Iglesia y Estado en la historia jurídica española”. 
Laureano Pérez Mier: “El panorama mundial de los Concordatos vigentes y 
la significación y los problemas generales del Concordato español de 1953”. 
Jaime Guasp: “El Concordato y el Derecho procesal del Estado”. 
Fray José López Ortiz: “Los cien años de la vida del Concordato de 1851” 
Mariano Puigdollers: “El Concordato y la enseñanza”. 
Pedro Herranz: “La teoría concordataria”. 


José de Yanguas Messía: “La personalidad internacional de la Santa Sede”. 

Luis Jordana de Pozas: "La organización administrativa estatal y el Con- 
cordato”. 

Lorenzo Miguélez: “La Rota Española: Su establecimiento y su obra”. 

José Maldonado: “Los cultos no católicos en el Derecho español”. 

Mariano Sebastián: “El Concordato y la Hacienda estatal”. 


Nicolás Pérez Serrano: “Repercusión del Concordato en la legislación interna 
española”. 


Alfonso García Valdecasas: “La personalidad civil de la Iglesia y de los entes 
eclesiásticos”. 
José Gascón y Marín: “La actividad administrativa estatal y el Concordato” 
Intervención del excelentísimo señor Ministro de Educación Nacional. 
Sabemos que es propósito de los organizadores proceder a la publicación de 


tan interesantes conferencias, por lo que oportunamente tendremos ocasión de 
volver sobre ellas a] reseñar el correspondiente volumen. 
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LAUREANO PÉREZ MIER (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de Sala- 
manca): El Concordato español de 1953: Significación y caracteres. Pági- 
nas 7 a 42. 


SUMARIO: 


Introducción.—Sistema e historia a través de las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado.—El Concordato español de 1851.—El Código de Derecho Canónico 
y la actividad concordataria.—Del Concordato de 1851 al Concordato de 1953.— 
Significación y caracteres del Concordato.—Confesionalidad del Estado espa- 
ñol.—El privilegio de presentación.—El Tribunal de la Rota y la reglamentación 
concordada del matrimonio.—Conclusión. 


EMILIO FOGLIASSO, S. D. B. (Catedrático en el Pontificio Ateneo Salesiano de Tu- 
rín): El nuevo Concordato español y el Derecho público eclesiástico. Pági- 
nas 43 a 64. 


Después de explicar el sentido exacto que atribuye a la expresión “Derecho 
público eclesiástico” y su actual cometido apologético, pasa a considerar el 
Concordato establecido entre la Santa Sede y España en 1953, así como el Men- 
saje que el Jefe del Estado dirigió a las Cortes del Reino solicitando su ratifi- 
cación, señalando las aportaciones que al Derecho público eclesiástico suponen 
entrambos textos. 


MANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Canónigo doctoral de Málaga): El catolicismo, religión 
de la nación. Páginas 65 a 78. 


Se trata de un comentario estrictamente jurídico del artículo 1.” del Con- 
eordato español recientemente firmado. El autor estudia el texto del artículo, 
su sentido jurídico, su significación histórica y, finalmente, compara su afirma- 
eión con el contenido de otros textos concordados y con la legislación nacional. 


SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): Los clérigos y los cargos públicos en el Concordato español. Pá- 
ginas 79 a 90. 


SUMARIO: 


1) El clericato; 2) deberes que impone; 3) inmunidades clericales; 4) el 
artículo 14 del nuevo Concordato entre la Santa Sede y España.—Conclusión. 
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ARTURO ALONSO LOBO (Catedrático en la Facultad de Teología de San Esteban. 
Salamanca): Las actividades de la Acción Católica según el Concordato es- 
pañol. Páginas 91 a 116. 


SUMARIO : 


L Diferentes clases de asociaciones entre los laicos.—Il. La Acción Cató- 
lica como asociación eclesiástica.—IIIL. Actividades de la Acción Católica.— 
IV. Extensión “de esta doctrina a las demás asociaciones eclesiásticas. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Decano de la Facultad de Derecho Ca- 
nónico de Salamanca): Los religiosos en el Concordato de 1953. Páginas 117 
a 138. 


Como complemento de los demás artículos dedicados a diferentes aspectos 
del Concordato, el autor estudia lo referente a los Institutos religiosos, exami- 
nando sucesivamente, por lo que atañe a los mismos: 

I. Personalidad jurídica civil. 

II. Inmunidades eclesiásticas. 

III. Patrimonio eclesiástico. 

IV. Ensefianza y formación de la juventud. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


FLORENCIO RoMrTA (Ayudante de Estudio en la Sagrada Congregación del Conci- 
lio): Quincuagesimo redeunte anno ab edito Motu proprio "Inter pastoralis 
officii". Páginas 149 a 162. 


Con ocasión del quineuagésimo aniversario del “Motu proprio" Inter pas- 
toralis officii, del Beato Pío X, y del autógrafo que con tal motivo escribió el 
actual Pontífice, se ocupa el autor de los orígenes y de las condiciones históricas 
en que fué promulgado el referido “Motu propio", así como de las cuestiones 
que suscita su recta interpretación. 


ILDEFONSO PRIETO López (Auditor de la Rota Española): Jurisprudencia de la 


Rota Romana acerca de la fuerza y el miedo en el matrimonio. Páginas 163 
a 179. ; 


SUMARIO: 


Fuerza mayor.—La fuerza y el valor del matrimonio. El miedo.—Duración 
del miedo.—División del miedo.—Miedo reverencial.—Efectos del miedo.—Nu- 


lidad del matrimonio por razón del miedo.—Nulidad del matrimonio por razón 
del miedo reverencial. 
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JOSÉ RODRÍGUEZ (Provisor de Palma de Mallorca): Celebración de funerales en 
las iglesias de los religiosos y la porción parroquial. Páginas 179 a 186. 


El 30 de julio de 1953, la Sagrada Congregación del Concilio contestó a Jas 
dudas propuestas por el Ordinario de Palma de Mallorca en lo que se refería a la 
obligación de los religiosos de pagar la porción parroquial por los funerales 
celebrados en las iglesias que antiguamente pertenecieron a ellos y que después 
de la desamortización volvieron a su poder con la cláusula “Salvo los derechos 
parroquiales”. La Congregación dió una respuesta afirmativa, que el autor co- 
menta e ilustra. 


NOT A S 


ANTONIO ARIÑO ALAFONT (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): El Priorato de las Ordenes Militares. Páginas 197 a 202. 


El artículo 8.” del Concordato entre España y la Santa Sede firmado en 
agosto de 1953 dispone que continuará subsistiendo en Ciudad Real el Priorato 
de las Ordenes Militares. El autor explica los antecedentes de este Priorato, la 
naturaleza y características de las Ordenes Militares, la disciplina contenida en 
la Bula Ad Apostolicam y la disciplina actual en lo que se refiere al Obispado- 
Priorato. 


A. MARTÍNEZ ALEGRÍA (Magistral de la Colegiata de Roncesvalles, Navarra): La 
parroquia de Valcarlos y el nuevo Concordato español. Páginas 203 a 208. 


El autor describe la excepcional situación jurídica de la parroquia de Valcar- 
los, parroquia española que incluye en su territorio un pueblecito francés lla- 
mado Ondarrola, y las consecuencias que para dicha parroquia tendrán las dis- 
posiciones del reciente Concordato español. 


Tomás García BARBERENA (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): El Congreso Internacional de Derecho Canónico de Roma. Pá- 


ginas 209 a 224. 


En septiembre de 1950 se reunió en Roma, por iniciativa del conocido pro- 
fesor Fedele, un Congreso Internacional de Derecho Canónico, que versó acerca 
de “El Derecho subjetivo en el ordenamiento canónico”. La publicación reciente 
de las actas del mencionado Congreso da ocasión al autor para recorrer y hacer 
una crítica de las diversas ponencias que en el volumen se contienen. 


— 297 — 2 


RESUMENES 


MANUEL USEROS CARRETERO: A propósito de la neutralidad confesional del Esta- 
do y el Concordato español. Páginas 225 a 239. 


El Concordato español de 1953 entre España y la Santa Sede adquiere un 
peculiar relieve si se tiene en cuenta la actual coyuntura de polémica sobre 
la concepción cristiana del Estado, ya que rubrica oficialmente los principios 
tradicionales del Derecho público eclesiástico. El autor expone las líneas gene- 
rales de la polémica y la significación que en la misma obtiene el convenio 
firmado. : 


JULIÁN MANUEL FERNÁNDEZ DEL CORRAL (Profesor auxiliar de la Universidad de 
Madrid): El nombramiento de Obispos en España. Páginas 241 a 257. 


Es un comentario al Convenio firmado entre la Santa Sede y el Gobierno 
español en 1941 relativo a la provisión de las Sedes episcopales, y cuyas normas 
fueron incorporadas al Concordato recientemente suscrito. El autor examina 
el contenido de dichas normas comparándolas con el Derecho anterior y con el 
que está vigente en otros países sobre esta materia. 


ToMÁs GARCÍA BARBERENA (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): Propiedad y destino de los ingresos procedentes de visitas de 
los turistas (Dictamen). Páginas 259 a 277. 


Se trata de responder a la cuestión de a quién pertenecen los fondos proce- 
dentes de las cuotas que pagan los turistas por visitar las Catedrales, ya que 
mientras unos piensan que son bienes de la fábrica, otros se inclinan a decir 
que son del Cabildo. Intimamente relacionada con esta cuestión se plantea tam- 
bién la del destino que ha de darse a los mismos bienes. 

El autor defiende que el propietario de dichos bienes es el Cabildo, y no la 
fábrica, resolviendo las dificultades adversas que puedan proponerse. 
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SJ U-D I-A 


LAUREANUS PÉREZ MIER (in Facultate Iuris Canonici salmanticensi Professor): 
De Concordato hispano an. 1953. Paginae 7-42. 


SUMMARIUM : 


Proemium.—Relationes inter Ecclesiam et Statum quoad earum historiam 
et systemata.—Corcordatum hispanicum an. 1851.—Activitas concordataria intra 
vigentiam Codicis Iuris Canonici —.—De periodo quae intercedit inter duo Con- 
cordata an. 1851 ef 1953.—Peculiaria Concordatus hodierni.—Religio Status.— 
Privilegium praesentationis ad Sedes episcopales.—Tribunal Rotae matritensis 
et disciplina de matrimonio concordata.—Conclusio. 


AEMILIUS FOGLIASSO, S. D. B. (in Pontificio Athenaeo Salesiano taurinensi An-- 
tecessor): De novo Concordato hispanico quoad Ius publicum ecclesiasticum 
Paginae 43-64. 


Postquam accurate describit quid sub voce "Ius publicum ecclesiasticum" 
includatur et quodnam sit eius hodiernum momentum apologeticum, auctor 
agit de Concordato recenter inito inter Sanctam Sedem et Gubernium hispanum 
simulque de alloqutione qua Nationis Hispanicae Rector petivit a Parlamento 
hispano ut id Concordatum ratum haberet, recensetque quid ad Ius publicum 
ecclesiasticum ea documenta conferant. 


EMMANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Canonicus doctoralis malacitanus): Ecclesia Catholi- 
ca religio Status. Paginae 65-78. 


Auctor commentarium facit stricte iuridicum articuli primi Concordati his- 
pani recenter initi. Textum exponit articuli, eius historiam texit ae demum 
illum confert cum aliis Concordatis et cum legibus hispanis. 


SABINUS ALONSO MORÁN, O. P. (in Facultate Iuris Canonici salmanticensi Ante- 
cessor): De clericis quoad publica munera in Concordato hispano. Pagi- 
nae 79-90. 

SUMMARIUM : 
I) Clericatus; II) eius officia; III) immunitates ecclesiasticae; IV) expositio 
articuli XIV novi Concordatus hispani.—Conclusio. 
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AmqruRUS ALONSO Lono (in Facultate theologica salmanticensi Saneti Stephani 
Professor): De Actione Catholica in Concordato hispano. Paginae 91-116. 


SUMMARIUM : 


I. Consociationum laicalium varia genera.—II. Actio Catholica prout con- 
sociatio ecclesiastica—III. Opera Actioni Catholicae concredita—IV. Huius 
doctrinae extensio ad alias consociationes ecclesiasticas. 


MARCELLINUS CABREROS DE ANTA (Decanus Facultatis canonicae salmanticensis) : 
De religiosis iuxta Concordatum an. 1953. Paginae 117-138. 


Ut compleat ea que ab aliis auetoribus in ceteris articulis fasciculi disserun- 
iur, agit auctor de materiis quae Instituta religiosa in Concordatu attinent, sci- 
licet: 

I. Personalitas iuridica et civilis. 
II. Immunitates ecclesiasticae. 
IIT. De patrimonio ecclesiastico. 
IV. De scholis et de institutione iuventutis. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA COMMENTARIA 


FLORENTIUS ROMITA (ab studiis Sacrae Cóngregationis Concilii): Quinguagesimo 
redeunte anno ab edito Motu proprio "Inter pastoralis officii". Paginae 
149-162. 


Cum quinquagesima celebratio aniversario recurrat Motu proprio Inter pas- 
toralis officii, Pii PP. X, et occasione etiam sumpta Litterarum autographarum 
quas de ipso scripsit Pius XII feliciter regnans, auctor agit de adiunetis histori- 
cis sub quibus promulgatum fuit illud documentum et de quaestionibus quas 
proponit eius recta interpretatio. 


ILDEPHONSUS PRIETO Lopez (Auditor Rotae matritensis) : Turisprudentia Sacrae 
Romanae Rotae de vi et metu in matrimonio. Paginae 163-178.. 


SUMMARIUM : 


De vi.—De vi in ordine ad matrimonii validitatem.—De metu.—Metus du- 
ratio—Divisiones metus.—Metus reverentialis.—Metus effectus.—Matrimonii. 
nullitas ex metu orta.—Matrimonii nullitas ex metu reverentiali orta. 


> 


RESUMENES 


FosgPH RopRíGUEZ (Officialis Curiae Maioricensis): Exequtarum celebratio in 
ecclesiis religiosorum et portio paroecialis. Paginae 179-186, 


Sacra Congregatio Concilii die 30 iulii 1953 responsum dedit dubiis ab Or- 
dinario maioricensi propositis de obligatione solvendi portionem paroecialem 
qua tenentur religiosi ob funera celebrata in ecclesiis quae eorum fuerunt 
quaeque, post desamortizationem, ipsis fuerunt restitutae cum clausula “sal- 
vis iuribus paroecialibus". Sacra Congregatio responsum tulit dictae obliga- 
tioni favens; auctor hoc responsum exponit et illustrat. 


NOTAE 


ANTONIUS ARINO ALAFONT (Professor in Facultate Iuris Canonici salmanticen- 
si): De Praelatura nullius Ordinum Militarium in Hispania. Paginae 197-202. 


Articulus octavus recentis Concordati hispani statuit Praelaturam nullius 
cluniensem, quae in Hispania "Prioratus Ordinum Militarium" dicitur, per 
Concordatum minime cessavisse sed in posterum etiam sicut prius subsistere. 
Auctor explieat historiam huius Praelaturae, Ordinum Militarium naturam 
earumque peculiaritates, disciplinam quae in Bulla Ad apostolicam continetur 
et actualem disciplinam qua dictus Prioratus regitur. 


A. MARTÍNEZ ALEGRÍA (Canonicus magistralis Capituli eollegialis roscidivallen- 
sis): De paroecia ad Valcarlos post novum Concordatum. Paginae 203-208. 


Describit auctor territorium paroeciae,ad Valcarlos quae, cum hispana sit, 
includit tamen viculum Ondarrola sub ditione gallica existentem; inde agit de ` 
sequelis quas novum Concordatum hispanicum in dicta paroecia producere 
natum est. 


THOMAS G. BARBERENA (in Facultate Iuris Canonici salmanticensi Professor): 
De Congressu Iuridico Internationali Iuris Canonici Romae habito. Pagi- 


nae 209-224. 


Anno 1950, mense septembri, auspice noto professore Fedele, habitus. Ro- 
mae fuit Congressus Internationalis Iuris Canonici in quo actum est de iuri- 
bus subiectivis in ordinatione canonica. Actis Congressus recenter publicatis, 
auctor huius articuli breviter labores recenset Congressus in volumine con- 
tentos, additis quibusdam notis criticis. 


AR| 


RESUMENES 


EMMANUEL UsEROS CARRETERO: De neutralitate religiosa Status deque novo 
Concordato hispano. Paginae 225-239. 


Concordatum anno 1953 inter Sanctam Sedem et Statum hispanicum initum 
speciali valore et significatione praeditum est quia in lucem prodit cum hinc 
ilie variae controversiae circumferantur circa religionem officialem Status, 
nam in eo principia firmantur traditionalia Iuris publici ecelesiastici. Auctor 
eas controversias recenset quoad potiora lineamenta atque solutionem explicat 
in novo Concordato obtentam, innuens insimul cuius valoris sit solutio in ho- 
diernis disceptationibus. 


IULIANUS EMMANUEL FERNÁNDEZ DEL CORRAL (Libere docens in Universitate 
matritensi): De provisione Sedium ecclesiasticarum in Hispania. Pagi- 
nae 241-257. 


Auctor commentat Conventionem initam inter Sanctam Sedem et Guber- 
nium hispanicum anno 1941 de provisione Sedium episcopalium, quae conven- 
tio inclusa est in recenti Concordato hispano. Auctor has normas conventio- 
nales examinat easque, tum cum iure veteri, tum cum aliis normis alibi vigo- 
rem habentibus confert. 


THOMAS GARCÍA BARBERENA (Professor in Facultate Iuris Canonici salmanti- 
censi): De subiecto dominii pecuniae quam solvunt peregrinatores (turis- 
tae) ut eis ius fiat ecclesiam Cathedralem invisendi deque fine in quem im- 

- pendi debet haec pecunia (Dictamen). Paginae 259-277. 


Quaestio proponitur de subiecto dominii stipis quae colligitur ex venditione 
schedularum quae ius conferunt ecclesias invisendi peregrinatoribus qui de- 
lectationis causa iter faciunt quos vulgus "turistas" appellat. Sunt qui dicant 
talem stipem ad fabricam ecclesiae pertinere dum alii eam Capitulis canoni- 
corum adscribunt. Alia quoque quaestio cum prima connexa proponitur de fine 
in quem stipis dicta est impendenda. Auctor sustinet opinionem quae Capitu- 
lum Cathedrale dicit esse subiectum dominii talis pecuniae, solvitque difficul- 
tates oppositas. 


RESUMENES 
See USD Tiss 


LAUREANO PEREZ MIER (Professor in the Faculty of Canon Law, University of 
Salamanca): The Spanish Concordat of 1953, its significance and charac- 
ters. Pages 7-42. 


SUMMARY: 


Introduction—System and history of the relationes between the Church 
and State—The Spanish Concordat of 1851.— The Code of Canon Law and 
Concordat activity—From the Concordat of 1851 to that of 1953.—The reli- 
gion of the Spanish State.—The privilege of presentation—The Tribunal of 
the Rota and the agreements made with regard to marriage.—Conclusion. 


* 


EMILIO FoGuiasso, S. D. B. (Professor in the Pontifical Salesian Atheneum, 
Turin): The New Spanish Concordat and the Public Law of the Church. 
Pages 43-64. 


After explaining the exact meaning of "Public Law of the Church" and 
its actual apologetic value the author considers the Concordat agreed on bet- 
ween the Holy See and Spain in 1953 as well as the Message addressed to the 
Cortes of the Realm by the Chief of State asking for its ratification. He !hen 
deals with the Public Law of the Church in its application to these two do- 
euments. 


MANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Canon of Málaga): Catholicism, religion of the nation. 

Pages 65-78. 

The author deals with article 1. of the recently signed Concordat between 
Spain and the Holy See in the form of a strictly juridical commentary. He 
studies the extent of the article, its juridical significance, its historical mean- 
ing and finally compares his affirmations with other texts and also with civil 


legislation. 


SABINO ALONSO MORÁN, -O. P. (Professor in the Faculty of Canon Law, Sala- 
manca): Clerics and public offices in the Spanish Concordat. Pages 79-90. 


SUMMARY : 


1) The clerieal state; 2) duties which it imposes; 3) “clerical immunities; 
4) artiele 14 of the new Concordat between the Holy See and Spain.—Con- 
clusion. 


Li 


RESUMENES 


Arturo ALONSO LoBo (Professor in the theological Faculty of San Esteban, 
Salamanca): The activities of Catholic Action according to the Spanish 
Concordat. Pages 91-116. 


SUMMARY : 


I. Different kinds of lay associations—II. Catholic Action as an eccle- 
siastical association.—III. The activities of Catholic Action.—IV. The exten- 
sion of his doctrine to all other ecclesiastical associations. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Dean of the Faculty of Canon Law, 
University of Salamanca): The Religious in the Concordat of 1953. Pa- 
ges 117-138. +a 


As a complement to the other articles dedicated to an explanation of dif- 
ferent aspects of the Concordat the author studies the part which refers to 
Religious Institutes, under various headings: 

IL. Their juridical civil personality. 

IL. Ecclesiastical immunities. 

III. Ecclesiastical patrimony. 

IV. Teaching and the formation of youth. 


DOCUMENTS 


FLORENCIO RoMITA (Assistant to the Sacred Congregation of the Council): 
Quinquagesimo redeunte anno ab edito Motu proprio “Inter pastoralis of- 
ficii". Pages 149-162. 


On the occasion of the fiftieth anniversary of the “Motu proprio" Inter 
pastoralis officii of Blessed Piux X, and of the document which the present 
Holy Father has written to commemorate it, the autor studies the origins and 
historical conditions under which the above mentioned "Motu proprio" was 


issued, as well as the questions which arise concerning its correct interpre- 
tation. 


ILDEFONSO PRIETO LÓPEZ (Auditor of the Spanish Rota): Jurisprudence of the 
Roman Rota in cases of violence and fear in marriage. Pages 163-178. 


SUMMARY: 


Violence.—Violence and the validity of marriage.—Fear.—Duration of the 
fear.—Divisions of the fear.—Reverential fear—The effects of fear.—Nullity 


of marriage by reason of fear.—Nullity of marriage by reason of reverential 
fear. 
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RESUMENES 


JosÉ RODRÍGUEZ (Provisor of Palma de Mallorca): Celebration of funerals in 
the churches of religious and the parish portion. Pages 179-186. 


On the 30th of July, 1953, the Sacred Congregation of the Council replied 
to questions proposed by the Ordinary of Palma de Mallorca with regard to 
the obligations of religious to pay the parish dues en funerals celebrated in 
those churches which formerly belonged to religious and which were retur- 
ned to them after the confiscation of religious property with the clause “sa- 
feguarding the parish rights". The Congregation gave an affirmative reply, 
which the author illustrates and on which he comments. 


ANTONIO ARIÑO ALAFONT (Professor of the Faculty of Canon Law, Salamanca): 
The Priorship of the Military Orders. Pages 197-202. 


Article 8 of the Concordat between Spain and the Holy See signed in Au- 
gust, 1953, lays down that the Priorship of the Military Orders at Ciudad Real 
will remain there. The author outlines the history of this Priorship, the natu- 
re and characteristics of the Military Orders, the discipline contained in the 
Bull Ad Apostolicam and the present discipline regarding the Prioral Bishopric. 


A. MARTÍNEZ ALEGRÍA (Canon Theologian of the Colegiate of Roncesvalles): Tre 
parish of Valcarlos and the new Spanish Concordat. Pages 203-208. 


The author describes the exceptional juridical situation of the parish of 
Valcarlos, a Spanish parish which includes in its territory a small French vil- 
lage called Ondarrola, and the consequences which the dispositions of the re- 
cently signed Spanish Concordat will bring for that parish. 


ToMÁS García BARBERENA (Professor of the Faculty of Canon Law, Salaman- 
ca): The International Canon Law Congress, Rome, Pages 209-224, 


In September, 1950, there took place in Rome on the initiative of the well- 
known professor Fedele, an International Canon Law Congress which dealt 
with “Subjective Right in Canonical Laws”. The recent publication of the mi- 
nutes of the said Congress is the occasion for the author's critical examination 
of the Papers contained in the volume. 


MANUEL UsEROS CARRETERO: Concerning religious neutrality of the State and 
the Spanish Concordat. Pages 225-239. 


The Concordat between the Holy See and Spain of 1953 is of special inte- 
rest if we take into consideration the present state of the controversy concern- 
ing the christian concept of the State, since this Concordat lays down officially 
the traditional principles of the Public Law of the Church. The author lays 
down the general lines of this controversy and the significance of the Coneor- 
dat already signed with regard to it. 

Os 


RESUMENES 


JULIAN MANUEL FERNÁNDEZ DEL CORRAL (Auxiliary Professor in the University 
of Madrid): The appointment of Bishops in Spain. Pages 241-257. 


A commentary on the Agreement signed between the Holy See and the Spa- 
nish Government in 1941 with regard to the appointment to episcopal Sees in 
Spain, which laws were incorporated into the Concordat recently signed bet- 
ween the same parties. The author examines the contents of these rules com- 
paring them with the law as it was before and with that which is at pre- 
sent operative in other countries on this point. 


Tomás García BARBERENA (Professor in the Faculty of Canon Law, Salaman- 
ca): Ownership and application of funds coming from tourists'visits (Opi- 
nion). Pages 259-277. 


This ie an attempt to solve the question of to whom those funds belong 
which come from money paid by tourists to visit Cathedrals, since while some 
maintain that these funds belong to the fabric, others insist that they are the 
property of the Chapter. Intimately connected with this question is the other 
with regard to the application of such money. 

The author defends the view that the owner of such funds is the Chapter, 
not the fabric, at the same time answering the difficulties which can be 
brought against this solution. 
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